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INTRODUCCION 


1. El propósito de la presente investigación surgió de una inquie- 
tud acerca de los tiempos actuales: se trata del preocupante fenómeno 
del estatismo. De un modo absolutamente creciente el Estado ha ex- 
pandido y continúa expandiendo su universo de intervención a todos 
los niveles de la sociedad. En efecto, en el transcurso de la historia 
moderna hemos observado, de un lado, el enorme fortalecimiento de 
la estructura del Estado a la vez que, de otro, la concomitante exten- 
sión de su radio de acción sobre las instancias económica, política e 
ideológica de la sociedad; fortalecimiento que ha generado la presencia 
de un Estado con tendencia al autoritarismo. Esta tendencia al forta- 
lecimiento estructural de un Estado: autoritario. omnipresente en el 
cuerpo de la sociedad es lo que: constituye el fenómeno del estatismo 
cortemporáneo.!. De 'este. modo, para los. tiempos actuales, dada la 
gran proyección del Estado sobre la sociedad, el problema de la es- 
tructura y función del Estado se plantea, quizás, como el problema 
fundamental de las sociedades contemporáneas. 

Observamos hoy que la omnipresencia normativa, intervencionista 
y autoritaria del Estado en todos los órdenes de nuestra sociedad se 
expresa con la fuerza de una evidencia empírica y dramática. Los 
comportamientos de los procesos, los grandes y pequeños conflictos, 
tienden a asumir una relación directa con el Estado. Es igualmente 
una evidencia teórica y empírica que la permanencia o la transfor- 
mación gradual o radical de un sistema social —según las fuerzas 
sociales en juego— pasa de modo irremediable por el espacio del poder 
político institucionalizado —el Estado— en cuanto instancia decisiva 
del orden y la cohesión de la sociedad. La problemática del Estado se 
nos plantea entonces como fundamental, tanto en el plano obvio de 


1) Aunque con diversos enfoques y propósitos, toda la literatura reciente sobre el 
Estado tiene en común recalcar el fenómeno del estatismo como una característica sobre- 
saliente de la sociedad contemporánea, Una interesante descripción del fenómeno se 
encuentra, entre otros, en el libro de Nicos Poulantzas, Estado, poder y socialismo, Ed. 
Siglo XXI, Madrid, 1979, pp. 27 y 55. 
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tablecimiento y desarrollo de dicha República, que comprende * el 
período 1930-46, dado que la peculiaridad de los gobiernos liberales 
de ese período era precisamente el postulado de la intervención. 
De manera especial, en la gestación de la intervención estatal, 
sobresalía, en principio, el primer gobierno de López Pumarejo, la 
Revolución en Marcha. Al iniciar nuestra investigación nos dimos 
cuenta que también los gobiernos que precedieron a la República Li- 
beral habían practicado la intervención; que la intervención era un 
proceso iniciado mucho antes de 1930. Ahora bien, si las exigencias 
de nuestra investigación nos remitían a un período anterior, no opta- 
mos por considerar esta visión retrospectiva bajo el concepto de 
“antecedentes de la intervención”, puesto que la intervención se nos 
presentaba como un proceso, como una tendencia, y no como casos 
excepcionales y aislados de ciertos gobernantes que, dada su lucidez 
como estadistas, eventualmente la habían practicado; en tal sentido, 
es costumbre citar “como antecedentes”, los casos de Rafael Núñez, 
Rafael Reyes y Pedro Nel Ospina. Por el contrario, nos parece que la 
intervención estatal es una tendencia que comienza a afirmarse en la 
transición de la organización federal a la organización centralista del 
Estado (ello no quiere decir que el Estado estuviese totalmente ausente 
de la economía bajo la forma de Estado gendarme), que paulatina- 
mente se va acentuando y fortaleciendo, proceso formativo de la in- 
tervención que abarca una etapa relativamente larga de nuestra 
historia moderna, susceptible de periodización según el grado, la in- 
tensidad, las formas y funciones que la intervención va presentando. 
En tal sentido, optamos por abordar el estudio de la intervención 
tomando como punto de partida la crisis de la Primera Guerra Mun- 
dial, puesto que dicha coyuntura constituyó un momento especial en 
que los problemas del desarrollo se hacían más explícitos así como 
los logros alcanzados; porque ante el fenómeno de la crisis afloraban 
los alcances y limitaciones del Estado, y además, porque esa erítica 
coyuntura generó consecuencias significativas para el Estado y la eco- 
nomía: a partir de entonces no sólo se toma clara conciencia de los 
problemas, sino que se comprende, y además se asume en términos 
más decididos, la necesidad de fortalecer y ampliar la intervención 
del Estado en ciertas esferas de la economía. De este modo, la coyun- 
tura de la Primera Guerra Mundial marca un período significativo 
en el proceso formativo de la intervención moderna del Estado en 
la economía. 

El período abarcado en el presente trabajo presenta una cierta 
unidad. Se halla enmarcado entre dos momentos coyunturales de gran 
importancia: el ya indicado de la Primera Guerra Mundial y la crisis 
de los años 30, comprendiendo así una etapa de nuestra historia de 
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notables cambios en la sociedad, en la economía y en el Estado. Desde 
el punto de vista de la intervención económica, el período se caracte- 
riza por una participación creciente del Estado en la economía, en el 
sentido activo del término, es decir, como gestor e impulsor del 
desarrollo económico, por ejemplo en el decenio de los años 20, como 
defensor de la economía, y agente de la antidepresión económica y ges- 
tor de la recuperación, en el primer lustro de los años 30. Esta última 
experiencia, la gran crisis que estalla en 1929 y su enfrentamiento 
por el Estado, constituirá un proceso muy significativo para el forta- 
lecimiento de la intervención estatal. Ese proceso del Estado inter- 
vencionista será finalmente consolidado con las reformas fiscal y 
constitucional de la primera administración de López Pumarejo, que 
le proporcionarán a dicho Estado una base económica y una forma- 
lidad jurídica. apropiada. Con. el. tratamiento de este último punto 
concluye nuestra investigación: 

El: anterior . bosquejo. nos permite. señalar algunas diferencias. 
Estas hacen referencia de nuevo á la ubicación histórica de la inter- 
vención en el período inicial: de la República: Liberal. En cierto sen- 
tido esta apreciación tiende a ligarse 'a un esquema de interpretación 
no del todo superado en nuestra historiografía. A' riesgo de simplificar 
demasiado, los términos de la aludida interpretación son más o menos 
los siguientes: tomando como línea divisoria el año que marca el fin 
de la República Conservadora y el comienzo de la República Liberal, 
1930, se tiende a establecer las siguientes identificaciones: a partir de 
dicho año accede el partido liberal al control del Estado, y con él la 
burguesía industrial, y se establece el intervencionismo estatal. De 
este modo, se tiende a identificar partido liberal con burguesía in- 
dustrial y con Estado intervencionista. Por contraste, antes de 1930 
existía un control. del. Estado. (no intervencionista). por el partido 
conservador, el cual se tiende a identificar con los terratenientes. No 
vamos a entrar en la crítica de cada una de esas identificaciones. Al 
respecto, nos limitamos a señalar que el carácter policlasista que los 


dos partidos exhiben desde el siglo pasado impide una: identificación' 


mecánica y exclusiva con una clase o fracción de clase específica. 
Asimismo, no resulta históricamente clara una instrumentalización 
del Estado por un grupo o gremio específico. En el período que 
hemos estudiado —como podrá apreciarse— el Estado no aparece 
como un instrumento al servicio de una fracción determinada. Las 
funciones económicas del Estado obedecen a un cierto grado de ge- 
neralidad, como en el presente caso del proceso de modernización 
capitalista del país, tendiendo a favorecer los diversos sectores de la 
economía, o si se quiere, del capital en su conjunto, pero sin entrar a 
ser el instrumento de un interés particular de un sector, fracción o gre- 
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mio. En el Estado pesan muchas relaciones. De tal manera que no es 
apreciable una instrumentalización del Estado ni por los terratenientes 
ni por la burguesía industrial, por lo menos en el período aquí estu- 
diado. Pero lo que nos interesa señalar de aquel esquema es el efecto 


“de ocultamiento que genera sobre la función del Estado en la econo- 


mía. Dicho esquema tiende a suponer que sólo hasta el momento de 
la República Liberal el Estado genera el intervencionismo en la eco- 
nomía, y ello como efecto o resultado de la industrialización. En 
consecuencia, se supone igualmente que el Estado era antes apenas 
un espectador del desarrollo. El problema de este enfoque es que 
impide ver el papel fundamental y activo que el Estado cumplió en 
la promoción del desarrollo económico por lo menos en el decenio 
anterior a 1930. Y puesto que se aprecia la industrialización como 
un rápido proceso generado a fines de los años 20 o comienzos del 
30, a la cual estaría ligada como efecto la intervención, se termina 
por proporcionar una idea deformada tanto de la industrialización 
como de la intervención (ésta, desde luego, no se reduce o se identi- 
fica con aquella): la industrialización, por ejemplo, es un largo pro- 
ceso paulatino que data de las postrimerías del siglo XIX, y se va 
afirmando con cierta lentitud en los primeros decenios del siglo XX. 
A diferencia de la mencionada interpretación, nuestra hipótesis es 
la de que el Estado desempeñó una función: activa en el proceso de 
modernización capitalista del país, proceso en el cual el: Estado a un 
mismo tiempo impulsaba el desarrollo económico y ria y am- 
pliaba su tendencia intervencionista, 

2. Ahora conviene hacer' algunas aclaraciones teóricas y metodo- 
lógicas. Como atrás lo sugeríamos, con el concepto de intervención 
moderna del Estado en la economía queremos designar la forma 
histórica que asume la relación de mutua implicación entre Estado y 
economía, en el proceso de modernización capitalista de la sociedad, 
forma por medio de la cual el Estado va adquiriendo un mayor grado 
de proyección, de funciones, de regulación y de manejo de la econo- 
mía. Por supuesto que esta formulación de la intervención, así como 
el hecho de concebir las relaciones entre Estado y economía como de 
mutua implicación, daría lugar a toda una discusión teórica que 
rebasa el espacio y los objetivos de esta introducción, Al respecto, 
bástenos considerar que dichas concepciones, formuladas en tales 
términos descriptivos, nos resulta una guía útil para nuestra incur- 
sión histórica. En este sentido, observamos, de una parte, que el 
proceso de formación de una economía nacional implica, de hecho, 
la formación y presencia del Estado nacional (sin que esta formulación 
remita necesariamente a una relación mecánica de causa a efecto), y 
de otra, que la presencia del Estado implicada en la economía en 
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dicho' proceso, asume la forma de la intervención. Por eso, en el 
transcurso de nuestro trabajo hemos pretendido descubrir tanto las 
condiciones económicas (y también sociales) del país que implican, 
exigen o suponen la intervención del Estado, así como las formas, los 
hechos y los medios de dicha intervención. 

Existen diversas concepciones teóricas acerca de la intervención 
estatal y de las áreas en las cuales el Estado es activo. Una de esas 
concepciones es, por ejemplo, la de Elmar Altvater,? quien delimita 
los siguientes espacios de actividad para el Estado: 

a) Creación de las condiciones materiales generales de la pro- 
ducción, es decir, las condiciones infraestructurales: ferrucarriles, ca- 
treteras, puertos, canales, servicios públicos, etc. En esta forma el 
Estado interviene en la creación de una buena parte del capital fijo 
social, imprescindible para la acumulación de las unidades de capital 
individual, : ASENO : 

. b) La constitución del régimen legal que codifica en la ley las 
condiciones generales del comercio entre propietarios de mercancías, 
las condiciones generales del trabajo y de la producción, régimen de 
propiedad, etc, 

c) Regulación del conflicto entre el capital y el trabajo (regulación 
de los niveles de salarios, jornada de trabajo, condiciones sociales, etc.) 

d) “Garantía y expansión del capital nacional total en el mercado 
capitalista mundial”, como Estado-nación.* 

Consideramos que en las condiciones históricas concretas estas 
áreas de intervención del Estado sufren cambios, especificaciones y 
abarcan otras esferas diferentes a las enunciadas, inclusive se jerar- 
quizan según las necesidades económico-sociales, aspecto que carac- 
terizaría la intervención en. un: momento. determinado. En lo que 
respecta a nuestro país, ciertamente durante el período aquí estudiado, 
la intervención del Estado se realizó en el área. “delas condiciones 
materiales generales de la producción”, ferrocarriles, carreteras, puer- 
tos, etc., según los requerimientos dela producción orientada al mer- 
cado mundial, del comercio exterior, y también de la producción 
(agraria e industrial) orientada al mercado interno, etc. También el 
Estado intervino en la regulación del conflicto entre el capital y 
el trabajo; en la codificación de las relaciones mercantiles; en los 
problemas suscitados acerca de la propiedad; en el ámbito de las rela- 
ciones externas, etc, Este último punto resulta de particular interés 


2) Alivater, Elmar, “Notas sobre algunos problemas de intervencionismo de Estado”; 
a E H. R. et. al., El Estado en el capitalismo contemporáneo, Ed. Siglo XXI, México, 
1 PD. y ES. 


3) Ibídem, p. M. 
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para el Estado colombiano, en el período aquí estudiado, dada la es- 
trecha relación que se establece entre la economía nacional, el mer- 
cado mundial y el capital extranjero; en el establecimiento de estas 
relaciones así como en los procesos suscitados al respecto el Estado 
jugó un papel fundamental. Además de lo dicho es necesario destacar 
por lo menos dos aspectos de enorme importancia que hasta el mo- 
mento no han sido lo suficientemente relievados para el período de 
nuestra historia objeto del presente estudio. Nos referimos a la orga- 
nización, por el Estado, del régimen monetario y financiero del país 
-——una condición básica del desarrollo y de la modernización capitalis- 
ta— con el conjunto de elementos, problemas e instituciones a ello 
vinculado, y a las cuestiones pertinentes al proceso del régimen fiscal 
de radical incidencia en la economía y en la sociedad. Como se apre- 
ciará, hemos puesto algún interés en el tratamiento de estos tópicos 
de la intervención estatal. 

La intervención del Estado en la economía asume dos formas 
básicas: : 

A. Una intervención normativa, encaminada a regular el com- 
portamiento de los agentes económicos (públicos y privados), que se 
realiza a través de un cuerpo legislativo que prohíbe, o condiciona, 
o exige determinadas pautas de acción económica. Esta es una inter- 
vención indirecta y poco intensa, que no contiene un manejo directo 
de bienes económicos y de capital por parte del Estado. 

B. Una intervención directa e intensa que el Estado realiza a 
través de sus actividades de producción de bienes y servicios, de in- 
versión y financiamiento, etc., que implica el manejo de un capital 
social reunido y gastado por el Estado, observable en las diversas 
cuentas que conforman la ejecución del presupuesto de gastos e ingre- 
sos del Estado. Esta forma de la intervención nos remite, por lo tanto, 
al estudio del presupuesto, de los ingresos y gastos del Estado, Como 
se sabe, las diversas formas del gasto público: gastos de funcionamien- 
to, gastos de inversión y ayuda económica, gastos en servicios sociales, 
en forma directa o indirecta, tienen una profunda repercusión en el 
proceso general de la economía (efectos sobre la demanda global, el 
empleo, los precios, etc.) y en particular, en la acumulación. Por lo 
tanto, la variable del gasto público es de importancia básica para el 
estudio de la intervención estatal, lo mismo que la de los ingresos. 
Las diversas fuentes de ingresos: impuestos directos e indirectos, em- 
préstitos internos y externos, tarifas de los servicios y empresas del 
Estado y bienes nacionales, etc., conllevan de igual manera diversos 
efectos sobre la economía, en lo cual hemos puesto interés en el pre- 
sente trabajo. Destácase aquí el estudio del régimen fiscal, y también 
los tópicos del déficit, la crisis fiscal y la deuda pública. 
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Por lo dicho anteriormente, hemos procurado en lo posible seguir, 
para describir el proceso de la intervención, la trayectoria de -los 
aspectos que hemos considerado más relievantes de la legislación 
económica, así como de los elementos pertinentes a los ingresos. y 
gastos del Estado. También hemos abordado algunas de las institu- 
ciones que se constituyen para el ejercicio de la intervención y de las 
funciones económicas estatales. Finalmente, hemos reunido con cierto 
detalle, en donde ello ha sido posible, la información empírica per- 
tinente a la descripción cuidadosa de los hechos que sustentan nues- 
tros planteamientos. 

3. En cuanto a los propósitos y límites del trabajo cabe observar 
lo siguiente: 

a) Como se puede concluír de lo anteriormente expuesto, no ha 
sido nuestro objetivo describir. la: relación entre. Estado, partidos 
y clases sociales. Pese a lo cual, en algunas oportunidades hemos 
hecho referencia a dichas relaciones, en perspectiva: a la intervención 
económica del Estado. Por lo general, el cuadro de esas relaciones 
permanece subyacente como un contexto referencial. 

hb) También hemos centrado el estudio, por.limitaciones propias 
de la documentación disponible así como de tiempo y de recursos, en 
los datos de la administración nacional, es decir, del gobierno central, 
No obstante, en donde ello ha sido posible, hemos reunido información 
y realizado algunas observaciones acerca de las administraciones de- 
partamentales y municipales, 

Finalmente, una acotación acerca de la historiografía sobre el 
Estado colombiano. Los avances recientes de la investigación histórica 
nacional, con sus significativos aportes en el terreno de la historia 
económica y social, han situado la historia del Estado en una nueva 
perspectiva, rescatándola, del tratamiento puramente jurídico, institu- 
cional, anecdótico o ideológico, que le había dado la historiografía 
tradicional. Asimismo, la superación. de otros. enfoques unilaterales, 
especialmente de carácter economicista, ha permitido un acercamiento 
a la estimación del papel fundamental que el Estado ha desempeñado 
en el desarrollo histórico de la sociedad. De este modo, la temática del 
Estado se plantea hoy en una óptica de amplias posibilidades para la 
investigación histórica del país. 


BERNARDO TOVAR ZAMBRANO 
Profesor del Departamento de Historia 
Universidad Nacional de Colombia 
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CAPITULO 1 


El Estado y los Esbozos de la Modernización 
Capitalista del País 


El propósito de este capítulo es describir la articulación de las 
condiciones económicas que implicaban la presencia intervencionis- 
ta del Estado colombiano en el período correspondiente a la coyun- 
tura creada por la Primera Guerra Mundial. Se trata de subrayar 
y destacar que ya para este período habían tomado cuerpo los ele- 
mentos económicos que gestaban el proceso :de: modernización capita- 
lista del país. Asimismo, con la descripción del sistema económico y 
de sus elementos, se plantean las relaciones pertinentes al Estado. Se 
señalan. las áreas de intervención. del Estado. y. los problemas que 
generaba la: modernización capitalista, los cuales le planteaban al 
Estado determinadas funciones. El cuadro que aquí se describe per- 
mitirá abordar, en los capítulos subsiguientes, el comportamiento con- 
creto que el Estado y los elementos económicos presentaron durante 
la crisis ocasionada por la Primera Guerra Mundial. 


1. Los Elementos Básicos de la Modernización 


Cuando Colombia afrontaba la crítica coyuntura creada por la 
Primera Guerra Mundial (1914-1918), eran ya patentes algunos de los 
factores fundamentales que impelían el proceso de modernización del 
país. Desde el punto de vista del desarrollo económico, dichos factores 
se ubicaban ante todo en el cuadro de la economía cafetera de expor- 
tación y secundariamente en el espacio que creaba el apenas incipiente 
sector industrial. Que la economía cafetera de exportación y los na- 
cientes elementos industriales constituían los dos grandes agentes que 
propulsaban el desarrollo del país, es una afirmación que alude, por 
supuesto, al despliegue de un complejo proceso estructural en donde 
tales agentes, tanto por lo que ellos implican en sí mismos como por 
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sus efectos multiplicadores, van generando en el transcurso de un 
tiempo relativamente amplio las nuevas condiciones económicas, Con 
la dificultad que plantea esta periodización, puede decirse, sin embargo, 
que se trata de un proceso cuya etapa formativa transcurre en los 
tres primeros decenios del presente siglo, durante los cuales se va 
acentuando progresivamente, mientras sus gérmenes se sitúan en los 
decenios finales del siglo XIX. . 

No siendo nuestro objetivo estudiar el desarrollo de la producción 
cafetera ni el proceso de industrialización, el cual, como se sabe, se 
halla históricamente vinculado a aquella, conviene empero indicar 
algunos de sus aspectos, dado que ello contribuye a situar el contexto 
socio-económico en el que se plantean las relaciones que competen al 
Estado. 

Como lo han puesto de manifiesto diversos autores,* la producción 
cafetera de exportación constituye uno de los sectores que, en una u 
otra forma, ha contribuído a modelar de manera ostensible el proceso 
histórico de la sociedad colombiana en los últimos cien años. Si bien 
recalcar la importancia histórica del café se ha convertido en una 
especie 'de lugar común en nuestra historiografía, de todos modos 
resulta ineludible, para los efectos de nuestro trabajo, referirse bre- 
vemente a algunos de sus efectos centrales. En este sentido, la ca- 
racterística más notable de la economía cafetera es la de ser un sector 
que a la vez que se halla articulado al mercado mundial (el café 
comienza a tener una notoriedad en el cuadro de las exportaciones 
colombianas a partir de los años setenta del siglo pasado) va generan- 
do un conjunto de efectos multiplicadores que se articulan a la eco- 
nomía interior, dinamizándola. Entre tales efectos iniciales, para 
resumir, ha sido común mencionar los siguientes: la acumulación de 
un capital dinero en manos de empresarios nacionales, que posibilita 
la formación del fondo de capital invertible en establecimientos in- 


1) Entre las temáticas de la historia moderna de Colombia, la concerniente a la eco- 
nomía cafetera es tal vez la que más atención ha recibido por parte de los investigadores 
(principalmente economistas-historiadores). El primero en abordar el tema, desde el punto 
de vista de los desarrollos generados a partir del café, es Luis Eduardo Nieto Arteta en su 
ensayo “El café en la sociedad colombiana”. Aquí el autor planteaba interesantes obser- 
vaciones sobre los efectos económicos, sociales, políticos y culturales que la economía 
cafetera conlleva para el conjunto de la sociedad colombiana (véase L. E. Nieto Arteta, 
Ensayos sobre economía colombiana, Ed. La Oveja Negra, Medellín, 1969). La temática ha 
sido desarrollada en sus diversos aspectos y cuenta en la actualidad con una notable bi- 
bliografía. Entre los trabajos recientes cabe mencionar los siguientes: William Paul 
McGreevey, Historia económica de Colombia 1845-1930, Ed. Tercer Mundo, Bogotá, 1975; 
Mariano Arango, Café e industria: 1850-1930, Carlos Valencia Editores, Bogotá, 1977; Ab= 
salón Machado, El café: de la aparcería al capitalismo, Ed. Punta de Lanza, Bogotá, 1977; 
Jesús Antonio Bejarano, El régimen agrario de la economía exportadora a la economía 
inenstrial, Ed. La Carreta, Bogotá, 1979; Marco Palacios, El Café en Colombia, 1850-1970, 
Ed. Presencia, Bogotá, 1979; Charles Bergquist, Café y conflicto en Colombia, Fondo Ro- 
tatorio de Publicaciones Faes, Medellin, 1971. Para un balance historiográfico de los temas 
investigados acerca del café en Colombia, véase el artículo de Jesús Antonio Bejarano, 
“Los estudios sobre la historia del café en Colombia” en la revista Cuadernos de econo- 
mía, N? 2, Bogotá, 1980, pp. 115 a 140, 
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dustriales; la integración a la economía monetaria de un amplio sector 
poblacional? y la consecuente constitución de un mercado, el cual 
representa otra condición propicia para el surgimiento industrial; la 
implantación de una red ferroviaria, la que a su vez contribuye a las 
expansiones de la producción y exportación de café, del mercado y 
de la industrialización; ? el desarrollo de las ciudades en la zona ca- 
fetera y en los circuitos de transporte y comercialización del café, las 
cuales anexionan un conjunto diverso de actividades, captan un flujo 
poblacional y de este modo coadyuvan a la complejidad de la vida 
económica y social; la formación de grupos sociales que tienen una 
incidencia directa en la escena política y en las determinaciones del 
Estado; aquí, sin embargo, hay que observar que el entrelazamiento 
de la economía cafetera con otras actividades, como por ejemplo, el 
enlace que surge entre comerciantes e industriales, no permite una 
configuración plena y absoluta de los grupos ni una contraposición 
antagónica de sus intereses, lo cual, ciertamente, tiene efectos en el 
comportamiento de los partidos políticos y en las relaciones con el 
Estado; finalmente, y con relación al Estado, la economía cafetera 
conlleva un efecto de radical importancia, el cual consiste en deter- 
minar prácticamente los ingresos ordinarios del Estado. Comoquiera 
que el Estado devenga sus ingresos principales de los impuestos de 
aduana, que se cobran a la importación de mercancías, la exportación 
cafetera, al determinar la capacidad de compra al exterior, determina 
el flujo de las importaciones y, con ello, el monto de los derechos 
aduaneros y por ende, los ingresos del Estado en donde tales derechos 
son la magnitud predominante. Este modelo de ingresos estatales se 
estableció a mediados del siglo XIX, cuando los ingresos principales 
del Estado se trasladaron de la renta estancada del tabaco a los dere- 
chos de aduana, y comenzó a funcionar con base en la exportación 
tabacalera. Si bien su suerte estuvo ligada dramáticamente a las su- 


2) “Puede decirse —afirma McGreevey— que en el medio siglo entre los decenios 
de 1870 y 1930 un 20-25% de la población campesina del país se desplazó de actividades 
agrícolas de subsistencia hacia un mercado monetizado, como consecuencia de la expan- 
sión del café. Ningún otro cambio de fondo en la historia económica del país ha tenido 
igual importancia social que éste.” William Paul McGreevey, Historia económica de Co- 
lombia, 1245-1930, Ed. Tercer Mundo, Bogotá, 1975, p. 203. Para el estudio detallado de las 
características de la producción cafetera y sus efectos expansivos véanse los esclarecedo- 
res debates que sobre el particular han adelantado los autores atrás citados (nota Ne 1). 

3) Paul MecGreevey observa que la reducción de los costos de transporte causada por 
la introducción del ferrocarril desempeñó un papel importante en el fomento de la indus- 
tria textilera de Medellín: “Si bien los reducidos costos de transporte causaron un des- 
censo en los precios de las manufacturas importadas, los precios de la maquinaria y las 
materias primas bajaron aún más; y, ya que inicialmente Medellín dependía de la impor= 
tación de casi tcdos los componentes que exigía la industria textilera, se deduce que las 
mejoras en el transporte favorecieron el crecimiento industrial... Así, en este caso espe- 
cial en que los costos de los insumos para las manufacturas disminuyeron más que los de 
las manufacturas mismas, los avances en el transporte inducidos por la expansión de 
las exportaciones favorecieron el desarroldo de la industria doméstica.” W. P. McGreevey, 
op. cit, p. 241, 
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cesivas crisis que provocaron los productos efímeros de exportación 
(tabaco, quina, añil, algodón), ahora, en cambio, ligaba su destino a 
un producto permanente de exportación, pero ello no quería decir, 
por supuesto, que entrara a eximirse de las crisis, Lejos de tal cir- 
cunstancia, el modelo de ingresos, dependiente ahora en última instan- 
cia de la economía cafetera de exportación, se hacía particularmente 
sensible a los ritmos de este sector, a los períodos de sus bonanzas y 
de sus crisis; se hacía sensible a los ritmos y coyunturas del mercado 
mundial, que afectan directamente el circuito del café y las impor- 
taciones y, en consecuencia, a los impuestos de aduana y a los ingresos 
del Estado, tal como más adelante veremos. 

Además del café, la industria constituye, como decíamos, otro de 
los sectores que inauguraba la ruta del desarrollo. A su surgimiento 
concurrían las condiciones creadas por la economía cafetera de ex- 
portación: acumulación de capital: dinero, mercado, transporte, ete.; 
también: intervenían: otras condiciones que: hacían referencia, por 
ejemplo,'a la posibilidad real de una oferta de trabajo; * a los efectos 
muchas veces no buscados de la política económica del Estado; a de- 
terminadas situaciones externas, como las: coyunturas del mercado 
mundial creadas por la guerra y la crisis, las modificaciones en la 
división internacional del trabajo que implica el paso de la hegemo- 
nía inglesa a la norteamericana y que abre la posibilidad de la indus- 
trialización de áreas periféricas en la perspectiva de la industria liviana, 
etc. No siendo un proceso de aparecimiento súbito, repentino, la 
industrialización presenta la forma de un desarrollo lento y evolutivo,5 
Como es bien conocido, las primeras unidades del sector industrial 
aparecieron a fines del siglo XTX y fueron aumentando en los primeros 
decenios del XX. De este modo, ya para el período de la Primera 
Guerra Mundial existía un número significativo de establecimientos 


4) La formación de un mercado de fuerza de trabajo libre, como condición de la 
producción capitalista industrial, es una situación que alude al proceso de la acumulación 
originaria de capitel, el cual implica la separación de los trabajadores directos de sus 
medios de producción, la concentración de estos medios bajo la forma de capital y la 
conversión de aquellos en proletarios, es decir, en personas libres de medios de produe- 
ción y medios de vida y libres también de relaciones de sujeción personal directa. En 
nuestro país, la presencia de una masa de desposeídos en proceso de proletarización es 
verdaderamente significativa a comienzos del presente siglo. Para 1912, según Mariano 
Arango, la masa de desposeídos era ya muy notoria y comprendía 265.000 jornaleros, que 
representaban el 14.6% de la población activa, y 393.100 sirvientes domésticos. Observa 
Arango que si bien los peones no eran vendedores libres de su fuerza de traba jo, ya que 
estaban sujetados a la gran propiedad territorial, adquirieron tal condición al emigrar a 
las ciudades, donde se formaba el mercado libre de fuerza de trabajo, al igual que el 
mercado de bienes y servicios, En dicho mercado urbano la industria hallaba su fuerza 
de trabajo, Véase Mariano Arango, Café e industria 1850-1930, Carlos Valencia Editores, 
Bogotá, 1977. bp. 96-109. También Jesús Antonio Bejarano, El régimen agrario de la eco- 
hemía exportadora a la economía industrial, La Carreta, Bogotá, 1979, pp. 67-78. 

5) "La industrialización —dice Marco Palacios— siempre ha sido un proceso lento y, 
como tal, estructural, Es endeble el argumento de que medidas económicas coyunturales 
son la causa eficiente y necesaria de la industrialización de un país.” Mareo Palacios, 
El café en Colombia, 1850-1970, Ed. Presencia, Bogotá, 1979, p. 312, 
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industriales de los cuales daba cuenta el ministro de hacienda en 1916,* 
El ministro, Diego Mendoza, relacionaba detalladamente más de 135 
establecimientos fabriles, y si bien estos datos son defectuosos, como 
el ministro mismo lo advertía, permiten apreciar el desarrollo alean- 
zado por las industrias “en el momento en que la guerra mundial 
—dice Ospina Vásquez— les iba a dar un impulso inesperado”.? Alberto 
Pardo Pardo observa que en 1912, del total de la población económi- 
camente activa, 1.385.246, se ocupaban en el no bien determinado 
sector de la “industria de transformación” 190.301 personas, o séa el 
13.7% de la población activa, en tanto que el 74.61% correspondía al 
sector agrario y el 9.24% al comercio, servicios, etc.* Lo que nos in- 
teresa subrayar de esta incipiente industrialización hace referencia 
a los efectos que tal proceso lleva consigo. Los establecimientos indus- 
triales (de textiles, calzado, fósforos, cigarrillos, alimentos, bebidas, 
etc.) abren un mercado que presiona las importaciones y también la 
producción interna. En cuanto a la producción interna, ésta se ve 
exigida de alguna manera en el suministro de alimentos y materias 
primas, principalmente de origen agrario —dada la naturaleza “livia- 
na” de la industrialización— lo cual estimula el desarrollo de ciertos 
productos, aunque en una proporción inicialmente baja, ya que gran 
parte de estos abastecimientos continúan procediendo: del exterior. 
Dado el carácter predominantemente urbano de la localización indus- 
trial (para el período: Medellín, Bogotá, Barranquilla, Cartagena y 
otras ciudades de los departamentos de Antioquia, Caldas, Santander, 
Valle, etc., Cali apenas iniciaba su industrialización) este proceso esti- 
mula precisamente el desarrollo del sector urbano por la anexión de 
actividades complementarias, lo cual diversifica las actividades econó- 
micas y amplía las demandas, . 

Con la industrialización aparecen, obviamente, nuevos grupos 
sociales: la burguesía y el proletariado industriales, con sus respectivas 
incidencias en el juego de la política y en las relaciones con el Estado. 
Si bien para el período no es verdaderamente explícita y ostensible 
una articulación entre la política del Estado y las exigencias de la 
industrialización, ya que el Estado parece continuar implicado ante 
todo en la órbita de la economía agro-exportadora, de todas maneras 
es perceptible la presencia de los requerimientos industriales, y una 
relativa correspondencia del Estado con ellos. Esto es explicable, si 
consideramos que no existe una contradicción absoluta ni una opción 


6) Mendoza, Diego, Informe del ministro de hacienda al congreso de 1916, pp. XCVI y 88. 


7) Ospina Vásquez, Luis, Industria y protección en Colombia 1810-1930, E.S.F., Mede- 
llín, 1955, p. 388; véase también Gabriel Poveda Ramos, “Historia de la industria en Co- 
lombia”, en Revista trimestral de la Andi, No 11, Medellín, octubre de 1970, pp. 36 y ss. 


S) Pardo Pardo, Alberto, Geografía económica y humana de Colombia, Ed. Tercer 
Mundo, Bogotá, 1972, pp. 11 y 72. 
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radicalmente excluyente entre el desarrollo de la economía agro-expor- 
tadora —con base en el mercado mundial— (lo que ha dado en llamarse 
el “modelo de desarrollo hacia afuera”) y el desarrollo de la industria- 
lización interna -——con base en el mercado nacional— (el “modelo de 
desarrollo hacia adentro”). Desde cierto punto de vista, estas dos 
formas aparentemente contrapuestas del desarrollo resultan no ex- 
cluyentes sino complementarias, puesto que el sector exportador con- 
tribuye decisivamente a crear las condiciones de la industrialización, 
y aún en la etapa en que el sector industrial adquiere un alto grado 
de autonomía, el sector exportador continúa articulado a la función 
de industrialización en la medida en que permite la importación del 
equipo industrial, etc., lo cual crea, no sobra decirlo, una interdepen- 
dencia ciertamente problemática. Es esta especie de complementariedad 
la que nos permite observar que en la función económica del “Estado 
agrario”, como se ha dicho, adscrito a los intereses agro-exportadores, 
se halle implicada, a la'vez, una cierta eficacia en cuanto a la industria- 
lización se refiere: Esta: complementariedad nos permite igualmente 
matizar la etapa de la: “transición”, descartando una concepción de 
sucesión lineal o de saldo repentino. En el cuadro de aquellas relacio- 
nes, el Estado debe garantizar la articulación al mercado mundial en 
cuanto economía agro-exportadora y, a la vez, debe otorgar las bases 
nacionales en cuanto economía interior. En el transcurso histórico, 
comoquiera que la economía se orienta hacia el exterior, como eco- 
nomía exportadora, es el Estado el que en forma decisiva le confiere 
a la economía su carácter nacional. Sin Estado nacional no hay econo- 
mía nacional, 

Como ha podido observarse, tanto la economía cafetera como la 
industrialización estimulan el desarrollo de los núcleos urbanos. Desde 
los comienzos del siglo es notoria la tendencia a la concentración de 
la población en los núcleos urbanos. Entre 1905 y 1938 aumenta en una 
proporción alta la participación de las ciudades principales en la 
población total de sus respectivos departamentos. Para el solo período 
de 1905 a 1918, por ejemplo, la participación de Barranquilla pasa del 
35.7 al 47.5% del total de su departamento, Bogotá, del 15.9 al 17.8%, 
Cali, del 14.3 al 16.8%, Cúcuta, del 1.3 al 12.3%, Medellín, del 8.3 al 
9.6%, Santa Marta del 7.6 al 8.6%. * El desarrollo del sector urbano trae 
a su vez consecuencias importantes. Las ciudades son centros de 
localización de mercados que plantean en forma inmediata algunas 
demandas a la producción agraria. Tales demandas recaen sobre 
productos alimenticios y algunas materias de uso industrial. De este 
modo, para el período aludido, algunos productos como el trigo, la 


9) Bejarano, Jesús Antonio, El régimen agrario de la economía exportadora a la eco- 
nomía industrial, Pd. La Carreta, Bogotá, 1979, p, 71. 
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caña de azúcar, el algodón, el arroz, el cacao, el tabaco, la carne, etc., 
habían adquirido un cierto desarrollo, estimulados por el mercado 
urbano-industrial. ** No obstante, el desarrollo de tales producciones 
se veía bloqueado por diversos factores, entre los cuales se destaca- 
ban, de entrada, la competencia que ejercían las importaciones, las 
difícultades del transporte interno, la carencia de estímulos, de asis- 
tencia técnica, de crédito, etc. Como veremos, de estas condiciones 
se derivan determinadas exigencias al Estado. 

Las ciudades generan igualmente un conjunto de requerimientos 
como son los de transporte, vivienda, servicios públicos (agua, alum- 
brado, alcantarillado, etc.), los cuales tienen una incidencia directa 
sobre los gastos del Estado. Las exigencias que parten del proceso 
de urbanización tienen entonces una significación ostensible en la 
función económica del Estado. Gran parte de los gastos estatales se 
efectuará en las ciudades, lo que contribuye al desarrollo urbano, a 
la ampliación de las actividades y a la mayor captación poblacional. 

Hasta aquí hemos señalado los principales espacios socio-eco- 
nómicos en los cuales se ubicaban los factores innovadores que le 
infundían una incipiente dinámica modernizadora al país, Hemos 
observado también, de paso, algunas implicaciones que para el Estado 
llevan consigo tales circunstancias, Ahora conviene ahondar un poco 
más en este último punto. 


2. Las Areas de Intervención del Estado 


Si en el período de la Primera Guerra Mundial hallamos un 
desarrollo significativo de la producción cafetera de exportación, de 
la industria y de la urbanización, con el conjunto de sus efectos y 
actividades complementarias y los desarrollos demográficos en ellos 
implicados, etc., no puede decirse, pese a su significación, que se tra- 
tase de procesos raudos que contaban con condiciones cabalmente 
propicias, carentes de obstáculos. Lejos de ello, esos procesos chocaban 
con ciertos límites, bloqueos o estrecheces que surgían del encuentro 
entre los nuevos elementos y las condiciones tradicionales del país, 
entre.las necesidades creadas y la capacidad de respuesta de los fac- 
tores. De una parte, las exigencias inherentes a los nuevos procesos 
considerados en sí mismos, y de otra, la transformación o el reacondi- 
cionamiento de las modalidades tradicionales según las demandas 
generadas, implicaban de hecho la presencia del Estado. Se trataba 
entonces de los esbozos de una modernización, en el contexto de un 
país tradicional, que no podía hacer abstracción de la intervención 


10) Véase Bejarano, Jesús Antonio, op. cit., pp. 42 y ss. También Zambrano, Fabio, et al, 
Colombia: desarrolle agricola 1900-1930, Tesis de grado U, J. T. L., 1974, pp. 160 y s5. 
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del Estado. * En formas diversas, la presencia del Estado se hallaba 
implicada o era reclamada por los elementos que integraban el com- 
plejo proceso de modernización. En este orden, la economía cafetera, 
por ejemplo, por su vinculación al mercado mundial, debía afrontar 
un conjunto de circunstancias, como la concurrencia, las fluctua- 
ciones de los precios y de la demanda, etc,, circunstancias que 
motivaban la intervención del Estado en ciertos aspectos. Si bien 
esta intervención vendría a ser cada vez más acentuada, ya para la 
coyuntura de la Primera Guerra Mundial se hacían algunas exigencias 
concretas al Estado, como aquella que indicaba la necesidad de 
desarrollar los transportes por parte del Estado para reducir los fletes 
del café de exportación, frente a la competencia que ejercía la expor- 
tación cafetera del Brasil. Ante las coyunturas del mercado mundial, 
y dada la función económica nacional del café, el Estado debe inter- 
venir, necesariamente, en algunos puntos del circuito de la economía 
cafetera. Pero no sólo la economía cafetera de por sí reclamaba cierto 
nivel de intervención del Estado por el hecho de ser un sector clave 
de la economía que al verse “abocado a determinadas circunstancias 
exigía tal concurso, sino que también' el mismo Estado se hallaba 
implicado, de hecho, en dicha exigencia, dado que el monto de sus 
ingresos (provenientes de los aranceles aduaneros) y por ende, la 
estabilidad de sus finanzas, dependía en última instancia de las ex- 
portaciones cafeteras. Resulta entonces obvio que dentro de las 
funciones económicas del Estado ocupen un lugar prioritario aquellas 
que se configuran a propósito de la economía cafetera de exportación, 

Por su parte, el incipiente proceso de industrialización también 
demandaba la presencia del Estado, El desarrollo de este proceso 
requería por lo pronto, entre otras cosas, la ampliación del mercado 
interior, para lo cual se creía necesaria la construcción por parte del 
Estado de una red interior de transporte, e igualmente un manejo 
proteccionista y estimulante del arancel aduaneró, del “crédito, etc. 
Las demandas que para el Estado plantea la industrialización se irán 
multiplicando o acentuando en el transcurso del período aquí estu- 
diado. Concordante con la industrialización y el proceso de urbaniza- 
ción (éste último, como vimos, genera de inmediato demandas al 
Estado), la apertura de los mercados urbano-industriales, que deman- 


11) Desde esta óptica, mos parecen deformadas o incompletas las explicaciones 
“economicistas” que reducen aquel proceso de desarrollo a la virtuosidad autónoma, 
autosuficiente y espontánea de los factores económicos, en donde el Estado no parece 
existir o existe como un simple espectador. De este modo, se concibe al Estado disociado 
de la economía como una pura forma entregada al juego de la política; Estado al que 
si bien se le otorga la competencia de determinadas funciones políticas, como el ejercicio 
de la “violencia legítima”, de la represión, de la legitimación del orden establecido, 
funciones ideológicas, etc., no se le reconoce la dimensión de sus funciones económicas. 
su articulación esencial con la economía. Nuestro propósito es el de explicitar las for- 
mas específicas que asume dicha articulación durante el período histórico aquí estudiado, 
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dan alimentos y materias primas de origen agrario, también comienzan 
a estimular la intervención del Estado. Si bien ciertos renglones 
agrarios logran presentar alguna respuesta a dichas demandas, en su 
conjunto, el sector agrario irá quedando rezagado con respecto a la 
amplitud creciente de aquellos procesos, Este desfase entre el creci- 
miento de la demanda urbano-industrial y la ineptitud del sector 
agrario para generar una correspondencia armónica, irá motivando 
la puesta en práctica de una compleja política por parte del Estado 
que fluctúa entre las presiones que parten de aquellos mercados y las 
necesidades de impulsar la productividad agraria. Estas circunstancias 
harán crisis en los años veinte y tendrán una respuesta dramática 
por parte del Estado. 

El proceso de modernización requería igualmente el acondiciona- 
miento de las esferas monetaria y financiera a los nuevos requeri- 
mientos y mecanismos de acumulación de capital, proceso de adaptación 
que dependía de la acción del Estado. De este modo, el Estado se verá 
exigido en los campos de la política monetaria, financiera y bancaria. 

El proceso de modernización implicaba, desde luego, el surgimiento 
de nuevas relaciones de trabajo y de nuevas clases sociales, y por con- 
siguiente, la potencialidad de nuevos conilictos, como los que se irán 
a librar entre el capital y el trabajo, etc., todo lo cual genera un univer- 
so social cuya existencia rebasa el marco de la legalidad y de la institu- 
cionalidad del Estado vigente. El destasamiento conflictivo que surge 
entre las nuevas formas socioeconómicas (que llevan consigo una 
expresión política) y la precariedad de una institucionalidad de hecho 
desbordada, hará que el Estado asuma formas de intervención que 
van desde la represión violenta hasta el lento otorgamiento del marco 
legal e institucional necesario para el funcionamiento del nuevo orden 


. que se incorporaba. 


Como puede apreciarse, la intervención económica del Estado se 
nos presenta como un fenómeno verdaderamente complejo, que abarca 
de hecho una variada gama de formas y campos de acción. Para la 
coyuntura de la Primera Guerra Mundial -—como veremos con más 
detalle— eran ya ostensibles algunas formas fundamentales de inter- 
vención económica del Estado y aún más, se exigía ansiosamente su 
ampliación, desde diversos ángulos, por los agentes que representaban 
los distintos sectores de la economía. Desde luego, no se trata del hecho 
de que estas formas, en sentido global, se instaurasen por primera 
vez en el momento de la coyuntura de guerra; o para decirlo de otra 
manera, que la intervención del Estado, el papel activo del Estado en 
la economía, surgiese en dicha coyuntura, Muy por el contrario, con- 
sideramos que el Estado siempre ha guardado una presencia relativa- 
mente activa en el plano de la economía, variando indudablemente, 
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en el transcurso histórico, la forma, el contenido y la intensidad de 
dicha presencia, pero sin que se llegue jamás, en forma sostenida y 
total, a una radical escisión entre Estado y economía, tal como pretende 
sostenerlo cierta historiografía cuando se refiere, por ejemplo, a la 
etapa de organización federal y de “Estado gendarme”. De lo que se 
trata es de la variación histórica de las relaciones entre Estado y 
economía, y no del supuesto de cuándo el Estado se articula o se escin- 
de de la economía. Siguiendo este orden de cosas, en el capítulo 
siguiente pretendemos bosquejar rápidamente ciertos aspectos fun- 
damentales de la trayectoria que la intervención económica del Estado 
presenta desde mediados del siglo XIX hasta el período anterior a la 
Primera Guerra Mundial, lo que permitirá situar en alguna perspec- 
tiva histórica el período abordado en el presente trabajo. 


Nado 


CAPITULO ll 


Bréve Retrospectiva de la Intervención Económica 
del Estado 


En alguna historiografía colombiana sobre el Estado* parece 
perceptible, prima facie, un cierto esquema de la evolución del Estado, 
cuyos lineamientos serían los siguientes: a mediados del siglo X1X, 
con las reformas liberales (tales como la abolición de los monopolios 
estatales, el establecimiento del libre cambio, la eliminación de cargas 
fiscales, la descentralización fiscal, la instauración del federalismo, la 
separación de la Iglesia y el Estado, la desamortización de bienes ecle- 
siásticos, la abolición de la esclavitud, la implantación de la educación 
laica, la libertad absoluta de imprenta y de palabra, etc.) el Estado ha- 
bría perdido prácticamete toda injerencia en el plano de la economía y 
de la sociedad. Era la época del Laissez Faire y del Laissez Passer, del 


1) Son vendaderamente escasos los estudios sistemáticos sobre el Estado colombiano 
en el ámbito de nuestra historiografía nacional, El país, sin embargo, cuenta con una 
importante tradición de “historia política e institucional”, sólo que los enfoques de esta 
historiografía tradicional han sido más de carácter jurídico, biográfico, anecdótico o de 
polémica partidista, que de una preocupación científica por desentrañar las relaciones del 
Estado con la sociedad y la economía. Otros estudios, que enfocan la sociedad o la econo- 
mía, olvidan el Estado o lo presentan simplemente como un apéndice pasivo de tales 
instancias, No obstante, la temática del Estado ha comenzado a ocupar recientemente un 
importante plano en las investigaciones colombianas. Entre los historiadores colombianos 
que de una u otra manera han abordado el Estado, y con relación a nuestro objeto de 
investigación, citamos, entre otros, los siguientes: Indalecio Liévano Aguirre: Rafael 
Núñez, Ed. Librería Siglo XX, Bogotá, 1946; del mismo autor: El proceso de Mosquera 
ante el senado, Ed. Populibro, Bogotá, 1966; Fernando Guillén Martínez: El poder polí 
tico en Coiombia, Ed, Punta de Lanza, Bogotá, 1979; Alfredo Vásquez Carrizosa: El poder 
presideneial en Colombia, Enrique Dobry, editor, Bogotá, 1979; Mario Arrubla: “Síntesis 
de Historia Política Contemporánea” en Colombia Hoy, Ed. Siglo XXI, Bogotá, 1977; 
Gerardo Molina: Las ideas liberales en Colombia, 3 tomos, Ediciones Tercer Mundo, 
Bogotá, 1974; Antonio García; Colombia, esquema de una república señorial, Bogotá, 1977; 
Alvaro Tirado Mejía: Aspectos políticos del primer gobierno de Alfonso López Pumarejo 
1934-38, Rd. Procultura-Colcultura, Bogotá, 1981; del mismo autor: “El Estado y la política 
en el siglo XIX” en Manual de Historia de Colombia, Colcultura, Bogotá, 1979, tomo XL, 
y “Colombia: siglo y medio de bipartidismo” en Colombia Hoy, Ed. Siglo XXI, Bogotá 
1977; José Fernando Ocampo: Colombia: siglo XX 1886-1934, Ed, Tercer Mundo, Bogotá, 
1930; Dario Mesa: “La vida política después de Panamá” en Manual de historia de Co- 
lombia, tomo JI!, Coleultura, Bogotá, 1980. Para un debate sobre la historiografía colom- 
biana, véase nuestro estudio “El pensamiento historiador colombiano sobre la época colo- 
nial” en Anuario colombiano de historia social y de la cultura, Departamento de Historia, 
Universidad Nacional, Bogotá, 1982, 
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“Estado Gendarme”. Aquellas reformas habrían transformado la orga- 
nización de un Estado que comportaba una pesada herencia colonial 
de monopolios y cargas fiscales, de un Estado que mantenía las trabas 
coloniales a la tierra, al trabajo y al capital, lo que se consideraba como 
la causa del atraso de la República, y que era necesario suprimir, para 
darle paso al libre desarrollo de la economía privada y de las regiones; 
para ello se consideraba necesario abrogar entonces la presencia del 
Estado. Como resultado de este proceso se habrían desvanecido o roto 
las relaciones activas entre Estado y economía, dando origen a un Es- 
tado-espectador del desarrollo, no intervencionista. Esta situación del 
Estado se prolongaría, para unos autores, hasta el establecimiento de la 
segunda República Liberal a partir de 1930, o hasta el primer gobierno 
de Alfonso López Pumarejo, y para otros, tal situación comenzaría a 
cambiar a partir del período de la Regeneración, afirmándose posterior- 
nrente con el Quinquenio de Rafael Reyes. 

Algunas observaciones nos merece el anterior esquema. Cierta- 
mente-las reformas liberales de mediados del siglo XIX produjeron 
un profundo cambio en la estructura del Estado, tanto en el sentido 
de transformar la herenicia colonial? como enel de buscar las bases de 
un nuevo orden económico, social y político-institucional. Pero tales 
reformas, si bien tendían a minimizar la presencia del Estado, * no 
generaron una Tuptura con la economía. De todas maneras, el Estado 


cn 

2) Esa herencia derivaba de un Estado colonial que había constituído un completo 
universo de intervención en todos los aspectos de la vida económica, social y cultural de 
la colonia, que la independencia no había logrado transformar en toda su profundidad. 
Dentro de ese universo de intervención se destacaban el régimen de impuestos que 
gravaba la producción y circulación de mercancías, los monopolios a través de los cuales 
el Estado colonial controlaba algunos renglones importantes de la economía (estanco del 
tabaco, etc.), la reglamentación de las profesiones y actividades económicas, el control 
monopólico del comercio exterior, etc, El Estado colonial, como lo expresa Jaime Jaramillo 
Uribe, “fue un Estado intervencionista en el más amplio sentido de la palabra (...) De 
ahí que los órganos de la administración española, especialmente sus audiencias y ca- 
bildos intervinieron y reglamentaron desde los mercados y los abastos hasta las profesiones 
y su ejercicio, los vestidos y armas que podían llevar sus habitantes y las órdenes -de 
precedencia que debían cumplirse en ceremonias civiles y religiosas”. (J. Jaramillo Uribe 
“La administración colonial", en Manual de Historia de Colombia, Colcultura, Bogotá 
1918, Tomo 1, p. 352). Sobre el Estado colonial véase también: J, M. Ots Capdequí: El Esta- 
do español en las Indias. F.C. E. México, 1941; Hermes Tovar, “El Estado colonial frente 
al poder local y regional”, en Nova Americana, N? 7 Torino, Italia 1983. Germán Colmena- 
res: “Factores de la vida política colonial: el Nuevo Reino de Granada en el siglo XVII 
(1713-1740)” en Manual de Historia de Colombia, Tomo 1, Bogotá, 1978, En el orden de la 
intervención económica del Estado colonial, es necesario considerar, por supuesto, la 
estructura de sus ingresos y gastos, la reglamentación, las instituciones, y la política 
económica, etc., mecanismos a través de los cuales el Estado desplegó una estrecha 
relación con la economía y adelantó una política que incidió ampliamente en el desarrollo 
de la formación colonial. Faltan, sin embargo, mayores estudios sobre estos tópicos de la 
historia del Estado colonial, así como sobre la transición del Estado colonial al Estado 
republicano. 

8) La tendencia de las reformas liberales —dice Liévano Aguirre— actuaba en dos 
direcciones: “Por la una se persiguió desmantelar el Estado colombiano, privándolo de 
sus facultades esenciales y de sus rentas; y mediante la otra se buscó dejar en libertad 
completa a los intereses económicos que el Estado, desde los tiempos de la Colonia, había 
mantenido sujetos a cuidados o control para proteger a los sectores débiles de la sociedad 
y mantener un equilibrio justo en el desarrollo de la nación,” Liévano Aguirre, Indalecio, 
El proceso de Mosquera ante el senado,.., p. 2 
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federal se vería compelido, de hecho, a ejercer un conjunto de funcio- 
nes económicas y a conservar, por lo tanto, un cierto grado de inter- 
vención en la marcha del desarrollo económico, sin que esta injerencia 
real, se plantease como una paradoja del Estado, sino por el contrario, 
como una de sus características inevitables y esenciales, de la cual 
no se podía hacer abstracción, pese a los planteamientos de la ideología 
política no intervencionista que parecía sustentarlo, Como lo ha obser- 
vado Jorge Orlando Melo, si la política reformista liberal tendía a 
“reducir a nada la intervención estatal en el terreno económico 
(eliminando los monopolios y reduciendo los gastos a lo indispensable 
para el mantenimiento del orden público y la protección de los derechos 
individuales, etc.), por lo menos “dos sectores de actividad estatal 
parecían inevitables: el de la educación, sobre todo elemental (...) y 
1 de las llamadas obras de fomento, entre las cuales ocupó lugar pre- 
ferente el impulso a las vías de comunicación”. * Il gobierno, desde 
luego, buscó vincular a estos ramos la actividad privada, otorgándole 
—como en el caso de las obras públicas— subsidios, garantías de ren- 
tabilidad, concesión de monopolios, entrega de baldíos, ete, Pese a 
ello —agrega el autor citado— la exigencia de grandes capitales para 
ciertas empresas y la poca rentabilidad privada que podía derivarse, 
hacían necesario contar con la intervención del Estado. Melo observa 
también que el manejo de la deuda pública y la regulación del sistema 
monetario y bancario constituían otros núcleos de acción estatal que 
afectaban la actividad económica de los particulares.? A ello debe agre- 
garse, asimismo, el régimen de ingresos y gastos del Estado que, pese 
a su reducido monto, debía incidir necesariamente en la marcha de la 
economía privada, y 
Si el Estado federal, pese a todo, conservaba una intervención en 
la educación y en las obras de fomento, en el manejo de la deuda pú- 
blica, en la regulación del sistema monetario y bancario y de hecho, 
en el régimen de ingresos y gastos, de todas maneras tal intervención 
no parecía ser amplia, sostenida e intensa. * En efecto, en el campo de 
los ingresos y gastos -——que constituye un medio fundamental de la 
intervención directa e intensa— el Estado se veía profundamente 
bloqueado en su intervención, dada la poca disponibilidad de recursos 


4) Melo, Jorge Orlando, “La evolución económica de Colombia 1830-1900” en Manual 
de historia de Colombia, Colcultura, Bogotá, 1979, tomo II, p. 179. 


5) Ibídem, p. 180. E za 

4 Rafael Uribe Uribe subrayaba el carácter “intervencionista del Estado 

feacral. Observaba que si bien la Constitución de Rionegro no era ei su 
letra, sí lo había sido en los hechos, pues ello se demostraba en la tanda le que 
el gobierno de la Unión se había encargado de todo lo relativo a vías REO e 

vegación, comercio exterior, puertos, diques, moneda, pesas y medidas, instrucción Leto ee 
correos, etc., y además, le otorgaba auxilios a los Estados para el adelanto de a ol a 
Uribe Uribe Rafael. Obras selectas, Cámara de Representantes, Bogotá, 1979, Tomo 1, 


pp. 31, 35, 
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para atender sus tareas y funciones. La debilidad de sus finanzas lo 
inhibía relativamente en su intervención. Tal debilidad provenía prin- 
cipalmente del mecanismo concertado entre un régimen de ingresos 
que había hecho descansar las rentas del Estado en los impuestos de 
aduana (que se cobraban a las importaciones) y las fluctuaciones del 
sector exportador que permitía realizar las importaciones. ” Como con- 
secuencia de las sucesivas fluctuaciones de las exportaciones, que se 
reflejaban en la capacidad de compra al exterior, y por ende, en las 
importaciones, se veía asimismo afectada la renta de aduanas y la renta 
total del Estado, lo que incidía naturalmente en una baja capacidad de 
gastos, es decir, de intervención directa e intensa, en tal sentido, por 
parte del Estado. El Estado federal, si bien no había roto las relaciones 
con la economía, sino que por el contrario, conservaba un cierto grado 
de intervención en ella, tal intervención, sin embargo, se veía coartada 
por- la relativa oclusión que se derivaba. del régimen político-institu- 
cional establecido y por la debilidad del sistema de ingresos que no le 
confería una base financiera sólida a. la intervención. Esta situación 
sólo comenzaría a cambiar significativamente con el auge de la expor- 
tación cafetera que le otorgaría al Estado mayores ingresos y, por lo 
tanto, una mayor capacidad de intervención. 


Si de un lado, la exportación cafetera le otorgaría una cierta 
base material a la intervención del Estado (generándose con ello nue- 
vos problemas, como veremos), de otro, nuevos elementos político- 
institucionales y económicos se conjugarían en orden a la constitución 
de la intervención moderna del Estado. 


Estos elementos surgieron con las reformas introducidas por la 
Regeneración. Entre las medidas de la Regeneración se destacan, desde 
nuestro punto de vista, las siguientes: la constitución del Estado central 
y la supresión de los Estados soberanos, el fortalecimiento del ejecuti- 
vo, la centralización fiscal, el proteccionismo y la consecuente abolición 
del libre cambio, la fundación del Banco N acional, el establecimiento 
del derecho de inspección y vigilancia de los bancos privados por parte 
del Estado (ley 57 de 1887) y la introducción del régimen de papel mo- 
neda de curso forzoso. 


Este conjunto de medidas tendían a la configuración de un mayor 
grado de intervención del Estado en la vida económica de la sociedad. 
En etecto, la constitución del Estado central y la supresión de los 


71) Para una visión del régimen fiscal del siglo X1iX véanse, entre otros, los siguientes 
estudios: Malcom Deas, “Los problemas fiscales en Colombia durante el siglo XIX”, en 
Ensayos sobre historia económica colombiana, Fedesarrollo, Bogotá, 1980; González, Mar- 
garita: “Las rentas del Estado”, en Manual de historia de Colombia, tomo 11, Coleultura, 
Bogotá, 197%; Rodríguez, Oscar: “Los Estados Unidos de Colombia: un Estado gendarme 
sui-géneris” en Apuntes del CENES, Vol, 2, No 1, UPTC, Tunja, mayo de 1983. 
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Estados soberanos —lo que implicaba al mismo tiempo la elisión de las 
fuerzas centrífugas de las oligarquías locales instaladas en los Es- 
tados regionales— era un paso fundamental hacia la constitución 
formal del Estado nacional. A este propósito respondía también la 
centralización fiscal por medio de la cual se trasladaban algunas rentas 
departamentales (impuestos de degúello de ganado mayor, salinas 
marítimas, impuestos de minas, timbre nacional y papel sellado) al 
Estado central. Con la centralización fiscal a la vez que se debilitaban 
las rentas de los departamentos se incrementaban las rentas del Esta- 
do central y, como consecuencia, las regiones entraban a depender en 
buena parte de las finanzas del Estado central y éste aumentaba su 
poder de injerencia y control sobre aquellas. El establecimiento del 
proteccionismo, el aumento de los aranceles aduaneros, si bien buscaba 
un incremento de las rentas estatales constituía al mismo tiempo una 
suerte de égida propicia al surgimiento industrial. 


En cuanto a las medidas sobre creación del Banco Nacional, la 
vigilancia bancaria y el papel moneda de curso forzoso, la intervención 
económica del Estado resultaba evidente. La creación del Banco Na- 
cional implicaba la pérdida de algunos privilegios de que gozaba 
la banca privada, tales como el derecho de emisión, la recepción de 
fondos del gobierno (Banco de Bogotá) y el de ser agentes fiscales del 
Estado. El derecho de emisión entraba a ser privilegio exclusivo del 
Banco Nacional, terminándose la libertad de emisión que había estable- 
cido el sistema federal, y estableciéndose un cierto grado de interven- 
ción estatal en el sistema monetario, Esta intervención llegó a un punto 
culminante con la introducción del papel moneda de curso forzoso, la 
cual fue motivada, entre otras, por las siguientes condiciones: la caída 
de las exportaciones, el déficit de la balanza comercial, la escasez de 
circulante, la alta tasa de interés, la inseguridad, el estado de guerra 
(1885) y la enorme crisis fiscal del Estado. * Las crisis económica y po- 
lítica demandaban la acción del Estado, el cual, sin embargo, carecía 
de los recursos económicos para afrontarlas, y en general, para cum- 
plir con los propósitos que le había impuesto la Regeneración. Ante 
tales cireunstancias Núñez estableció el régimen del papel moneda. 
En cuanto al Estado, entre las diversas consecuencias que conllevaba 
el papel moneda, se destacaban las siguientes: se eliminaban el oro 
y la plata como base del sistema monetario, que anteriormente era 
controlado por los particulares (banqueros, comerciantes, uUSUreros, 
etc.) al monopolizar éstos el numerario metálico; de ese modo, el 
control de la circulación monetaria y del crédito pasaba de los parti- 


a) Véase Bustamante, Darío, “Efectos económicos del papel moneda durante la Regene- 
ración”, en Cuadernos colombianos, N0 4, Bogotá, cuarto trimestre de 19M. 


29 


culares al Estado; asimismo, el Estado se independizaba de los fondos 
privados y adquiría una fuente propia de recursos, un mayor grado 
de autonomía en sus finanzas, y a su vez, ganaba una preeminencia 
sobre el sector privado de las finanzas, con sus respectivos efectos de 
centralización política: “El papel moneda —expresa Darío Bustaman- 
te— fue ante todo un instrumento político, el cual ponía a disposición 
del Estado tal poder que podía enfrentarse a los intereses privados y 
federales en posición de superioridad. El papel moneda fue una condi- 
ción necesaria para la realización de los propósitos de la Regeneración, 
especialmente para la centralización del poder político. El régimen 
del papel moneda ponía también a disposición del Estado una fuente 
casi inagotable de ingresos obtenibles en forma discrecional y al mismo 
tiempo le proporcionaba un mecanismo que le permitía intervenir en 
el funcionamiento de la economía.” * 

Como se sabe, gran parte de la oposición a Núñez y a la Regene- 
ración provino de aquellos grupos del sector privado de la economía 
(banqueros, comerciantes, prestamistas, etc.) que se veían profunda- 
mente aféctados por las medidas económicas de la Regeneración (Ban- 
co Nacional, papel moneda, proteccionismo, etc.).1 

Según Bustamante, las emisiones de papel moneda, el aumento 
de los impuestos de aduana y la transferencia de algunas rentas de- 
partamentales al gobierno central, incrementaron los ingresos del Es- 
tado central, permitiéndole una mayor capacidad de gasto. Por lo 
menos en el período 1886-1890, fue importante el gasto en obras 
públicas y de fomento (ferrocarriles, principalmente) y en la amor- 
tización de la deuda pública interna, gastos que tuvieron un impacto 
en la economía, especialmente los que eran financiados con las emi- 
siones de papel moneda: “El aumento neto en el gasto público, el cual 
fue financiado con papel moneda, creaba un aumento en la demanda 
interna tanto cuando el gobierno lo gastaba directamente en obras 
públicas o en fomento como cuando proporcionaba fondos al sector 
privado a través de la amortización de deuda pública interna.” = 

De lo expresado hasta aquí resulta apreciable el hecho de que con 
la Regeneración el Estado central adquiría una mayor presencia en 
la economía, al reforzar la intervención en algunas áreas de su inje- 


9) Tbídem, Pp. 648. "La concentración del poder político —agrega Bustamante— en 
manos del gobierno nacional fue lograda en términos reales con el papel moneda y en 
términos formales con la Constitución de 1886, El papel moneda y la Constitución de 1885 
os el fruto de una sola decisión política: desarrollar el poder del Estado nacional.” 
p. 3 

10) Véase Liévano Aguirre, Indalecio, Rafael Núñez, Ed. Librería Siglo XX, Bogotá, 
1948; Melo, Jorge Orlando, “Colombia 1880-1930: la república conservadora” en Ideología 
y sociedad, No 12, Bogotá, enero-marzo de 1975, Palacios, Marco, op. cit., pp. 175 y ss. 
Bergquist, Charles W., op. cit., pp. 23 y ss, 

11) Bustamante, Darío, op. clt., pp, 628-629, 
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rencia tradicional como en la cuestión fiscal y en las obras públicas; 
al asumir nuevos campos de intervención como en los sectores moneta- 
rio, financiero y bancario; al establecer nuevos mecanismos o instru- 
mentos de intervención como el papel moneda y el Banco Nacional; es 
decir, con la Regeneración se incrementa en una medida apreciable 
la intervención económica del Estado. 

Siguiendo este orden de cosas, se diría, a primera vista, que la 
configuración intervencionista adquirida por el Estado durante la Re- 
generación, lo hacía relativamente apto para adelantar una política 
sostenida de fomento al desarrollo económico y social, Irónicamente, 
ello no fue así, Las reformas de la Regeneración, suscitaban nuevos 
problemas y conflictos y grandes dificultades se levantarían para 
obstruír aquellas espectativas. En efecto, la empresa de la Regenera- 
ción originaba un complejo proceso político que desemboca fatalmente 
en las guerras civiles (1895, 1899-1902). De este modo, la agitación polí- 
tica y sobre todo las guerras con sus inexorables consecuencias absor- 
bían los esfuerzos del Estado, inhibiéndolo de hecho en el ejercicio de 
sus funciones para el desarrollo económico y social. El conflicto políti- 
co-militar coaccionaba la intervención estatal, imprimiéndole un rumbo 
que lejos de contribuír al desarrollo, creaba mayores problemas que 
entorpecían su desenvolvimiento. Desde el punto de vista económico, 
los cambios introducidos, como el proteccionismo, la centralización 
fiscal, el papel moneda, el Banco Nacional, los monopolios fiscales y el 
impuesto a la exportación de café, etc., originaron una agria oposición 
que consideraba aquellas medidas como los factores que bloqueaban 
el desarrollo y provocaban el atraso de la república. Esta oposición 
proponía, en consecuencia, la reducción de los aranceles aduaneros, la 
descentralización de los ingresos estatales, la prohibición de emitir 
papel moneda y el regreso al patrón oro, el desmonte del Banco Na- 
cional,*? la libertad de creación de bancos y de emisión de moneda, la 
abolición de los monopolios fiscales y la supresión de los impuestos 
a la exportación, Esta oposición parecía sustentarse en una ortodoxia 
económica liberal, librecambista y no intervencionista. Las acciones 
y reacciones del Estado frente a la marcha de los acontecimientos con- 
tribuiría a la agudización de los problemas. De hecho, las guerras 
civiles (la de 1895 y la de los Mil Días) implicaban para el Estado una 
enorme erogación de gastos militares que presionaba los ingresos, 
desequilibraba el presupuesto y lo lanzaba a la crisis fiscal. El Estado 


12) La liquidación del Banco Nacional se ordenó por la Ley 70 de 1894; sin embargo, 
a raíz de la guerra de 1895, tal liquidación no se efectuó. Terminada la guerra, a partir 
del 19 de enero de 1896, se procedió a la liquidación del banco, quedando sustituído por la 
Hamada Sección Liquidadora, dependiente del Ministerio del Tesoro. Torres García, Gui- 
Tlermo, Historia de la moneda en Colombia, Fondo Rotatorio de Publicaciones, Faes, Me- 
dellín, 1980, p. 217. 
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debía entonces reunir recursos para financiar los gastos de guerra, 
además de su propia administración y funcionamiento. Los ingresos 
corrientes del Estado provenían principalmente de la renta de aduana, 
la cual no era susceptible de una ilimitada exigencia. Por el contrario, 
dicha renta se vería notablemente afectada con la caída de los precios 
del café a partir de 1896, lo cual incidía en las importaciones, y por 
ende en la renta de aduana que se cobraba sobre éstas. Este fenómeno 
contribuiría a agudizar la crisis fiscal del Estado. De ahí entonces que 
el Estado se viese abocado a utilizar el mecanismo de papel moneda 
y nuevos procedimientos fiscales que suscitaron las oposiciones, Entre 
los procedimientos fiscales se destacaba la creación de monopolios 
fiscales, como los de la manufactura y venta de tabaco, aguardiente 
(para algunos departamentos) fósforos y cigarrillos, y el impuesto a 
la exportación de café establecido durante la revolución de 1895, el 
cual, ante las protestas del gremio cafetero, sería suspendido en 1897 
y suprimido totalmente en 1898, Indudablemente, fue el recurso del 
papel moneda el que empleó el Estado por excelencia, 

+ Este recurso se utilizó en una forma verdaderamente desbordada, 
de tal manera que lanzó al país por la escabrosa pendiente de las 
monstruosas emisiones de papel moneda, que trajeron profundas re- 
percusiones a la economía nacional como consecuencia del proceso 
devaluacionista e inflacionario a que dieron lugar. El total de emi- 
siones efectuadas entre 1886 y 1904 ascendió a la enorme suma de 
$ 1.010.463.429.00 llegando el tipo de cambio hasta el 20.000 por 100. 

Las emisiones de guerra, dice Torres García, llevaron a Colombia a 
ocupar el primer puesto en la historia universal de la depreciación 
del papel moneda.” ** Terminada la guerra de los Mil Días, la cuestión 
monetaria será uno de los grandes problemas que ocupará la atención 
de los gobiernos del subsiguiente período. . 

Si durante los gobiernos de la Regeneración el Estado, de modo 
general, se había visto absorbido por los conflictos político-militares, 
los cuales le habían signado una orientación a la intervención no pro- 
piamente hacia el desarrollo económico y social, ahora, al concluír la 
guerra de los Mil Días, los gobiernos debían ocuparse precisamente 
de las consecuencias y de los problemas que dejaban como herencia 
aquellos conflictos. En el enfrentamiento de estas consecuencias el 
Estado incrementaría su intervención y comenzaría a afrontar las ta- 
reas del desarrollo. 
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La guerra de los Mil Días, entre otras cosas, había significado para 
el país la pérdida de por lo menos 100.000 vidas, la desorganización del 
panorama laboral, la postración de la agricultura, el entorpecimiento 
de los transportes y de las comunicaciones, el desquiciamiento del 
sistema monetario y financiero, una gran miseria social, y, la carga 
de un enorme déficit fiscal, etc. Se trataba de una economía deprimida 
y de un Estado profundamente desequilibrado en sus finanzas. Los 
gobiernos de los períodos siguientes debían ocuparse entonces de equi- 
librar el presupuesto del Estado, aumentando los ingresos y reduciendo 
los gastos; de organizar el sistema monetario, suprimiendo las emisio- 
nes, amortizando el papel moneda y retornando al patrón oro; de 
estabilizar la tasa de cambio; de restaurar el crédito; de impulsar los 
transportes y el desarrollo de la producción, etc. 

Aquellas eran las tareas y problemas que se le plantearon al Es- 
tado desde la administración Marroquín hasta el Quinquenio de Reyes. 
Durante esta última administración se avanzaría notablemente en la 
solución de aquellos problemas. Empero, el Quinquenio de Reyes sig- 
nifica no solamente el avance en la solución de los problemas here- 
dados, sino también, en términos positivos, la expresiva proyección 
intervencionista del Estado en orden de impulsar el desarrollo de la 
economía nacional. Refiriéndose a este período, Darío Mesa sugiere 
que se trata precisamente de los comienzos en la construcción del 
Estado nacional moderno.* : pS j 

Entre las medidas tomadas por la administración Reyes, se desta- 
caban —desde el punto de vista de la intervención estatal— las si- 
guientes: la estabilización del sistema monetario, el regreso al patrón 
oro, la fundación del Banco Central, la restauración del crédito de 
Colombia en el exterior, la atracción del capital extranjero, el mejo- 
ramiento del sistema de transporte, los estímulos a la industria nacio- 
nal y a la agricultura de exportación y las medidas de carácter fiscal. 

Para afrontar el problema monetario Reyes estabilizó el tipo de 
cambio al 10.000%, frenando así las fluctuaciones bruscas y diarias 
del valor de la moneda que entorpecían las transacciones internas, 
inflaban la tasa de interés y fomentaban la inseguridad económica. 
Determinó asimismo la adopción del peso oro como unidad monetaria 
y de cuenta; en los presupuestos nacionales, departamentales y muni- 
cipales así como el pago de los gastos públicos y en la contabilidad 
oficial debía emplearse el peso oro como unidad monetaria; conservó 


la libre estipulación en los contratos civiles y en las transacciones 


comerciales; finalmente, consagró la conversión del papel moneda por 
moneda metálica en la proporción de $ 100 en papel moneda por $ 1 


14) Mesa, Darío, “La vida política después de Panamá”, en Manual de historia..., 
Pp. 9 y 55. 
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en oro.!* Con ello se buscaba, entre otros aspectos, otorgarle una rela- 
tiva estabilidad al tipo de cambio, acabar con la especulación desbor- 
dada de posguerra, fortalecer la moneda y rescatar la confianza en ella. 


Con el objeto de contar con una institución que fuera el centro 
de la política monetaria y crediticia del país, que permitiera el fo- 
mento de las actividades económicas y constituyera sobre todo un 
apoyo financiero al gobierno, Reyes fundó el Banco Central de Co- 
lombia, para lo cual invocó el concurso de los empresarios privados. 
Si bien el gobierno se abstuvo de suscribir acciones en el Banco —no 
constituyendo en este sentido una institución estatal, aunque por sus 
funciones podía considerarse una institución oficial — le otorgó, en 
cambio, un conjunto de privilegios, entre los cuales se destacaban los 
siguientes: el privilegio exclusivo por 30 años para emitir billetes 
respaldados en oro; franquicia postal y telegráfica; exención de dere- 
chos de aduana y exención de derechos de registro para sus escrituras. 
Asimismo, el gobierno le encargó efectuar la conversión de los billetes 
del Barco Nacional por móneda metálica; para lo cual le destinaba 
unas rentas. Al Banco se le encomendó también la supervisión del 
sistema monetario nacional y se le entregó la administración de las 
rentas de licores, pieles, tabaco, cigarrillos y fósforos, y podía deven- 
gar el 10% de los ingresos que cobrara por concepto de impuestos. 


Ademés, el Banco Central podía efectuar las operaciones corrientes 
de cualquier banco comercial. Como contraprestación, se obligó al 
Banco efectuar préstamos al gobierno. Como lo observa Cruz Santos, 
el Banco Central financió la administración Reyes, recogió el déficit 
de tesorería, atendió el servicio de la deuda externa y le hizo présta- 
mos a los departamentos." Sin embargo, los billetes emitidos por el 
Banco Central no gozaron de la confianza pública y solamente circu- 
laron en pequeñas cantidades. Tampoco el Banco adelantó la amorti- 
zación del papel moneda de curso forzoso y fue objeto de ásperas 
críticas de economistas liberales que lo consideraban como una insti- 
tución que representaba el carácter arbitrario y monopolista de la 
administración Reyes. Caído el régimen de Reyes, se despojó al Banco 
en 1909 de sus contratos con el gobierno y de sus privilegios, quedando 
en la situación de un banco comercial cualquiera, hasta su liquidación, 
años más tarde." Con ello fracasaba un mecanismo clave de la inter- 
vención económica del Estado, situación que solamente llegaría a su- 
perarse con la fundación del Banco de la República en 1923. 


16) Torres García, Guillermo, op. cit., pp. 231 y ss. Cruz Santos, Abel, Economía y ha- 
cienda pública, Ed. Lerner, Bogotá, 1968, tomo 2, Pp. 87 y ss. ió 


16) Cruz Santos, Abel, op cit, pp. 124-196, 
17) Ibídem, p. 127. 
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En materia fiscal, y con el propósito de incrementar los ingresos 
del Estado para cubrir el déficit fiscal y realizar o fomentar las em- 
presas que el gobierno se había fijado, la administración Reyes puso 
en práctica un conjunto de medidas para reorganizar el sistema de 
rentas. Entre tales medidas se destacaban la racionalización de la 
contabilidad y de los procedimientos de pagos; la centralización de 
los sistemas de cobro, la introducción de nuevos impuestos y el aumen- 
to de los tradicionales; la nacionalización de rentas departamentales 
y el establecimiento de monopolios fiscales sobre productos de con- 
sumo popular, En cuanto a la nacionalización de ingresos fueron trans- 
feridas de los departamentos al gobierno central las rentas de licores, 
degúello y tabaco, quedando la nación comprometida a reconocerle a 
los departamentos una participación de lo recaudado por concepto de 
tales rentas, Esta circunstancia debilitó los ingresos departamentales 
y colocó a las regiones en el orden de mayor dependencia administra- 
tiva y política del Estado central. Dado los problemas que ello repre- 
sentaba, en 1908 fueron devueltas las rentas a los departamentos.** 


Entre el aumento de los impuestos tradicionales se destacó el 
incremento de los derechos de aduana. El aumento de tales derechos 
que fue del orden de un 70%, a la vez que buscaba un gran incremento 
en los ingresos del Estado creaba una protección para el desarrollo 
de la industria y de la agricultura. La nueva tarifa gravaba la impor- 
tación de productos agrícolas y manufacturados, y reducía los derechos 
para la importación de maquinaria; materias primas industriales y 
fertilizantes. 


En general, las reformas de Reyes encaminadas a obtener recursos 
trajeron como consecuencia el que los ingresos del Estado se incre- 
mentaran significativamente, pasando de 5 a 10 millones de pesos oro 
inicialmente y, luego, al final del Quinquenio, ascendiendo hasta los 
16 millones. Estos mayores ingresos le permitieron a Reyes adelantar 
un vasto plan encaminado al aumento de las vías de transporte, que 
se consideraban la clave del desarrollo económico nacional. En esta 
forma, la red ferroviaria del país se incrementó en un 50%, se amplió 
la construcción de carreteras y caminos de herradura y se trató de 
mejorar la navegación por el río Magdalena. Para la construcción de 
ferrocarriles, Reyes optó por otorgar a las compañías subvenciones y 
concesiones demasiado amplias, lo cual recargaba extremadamente 
los costos, resultando problemático y lesivo para el país y las finanzas 
del Estado. Asimismo, los mayores ingresos le permitieron a Reyes 
atender puntualmente el servicio de la deuda externa, lo cual se hacía 


18) Ibídem, p. 109, 
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con el propósito de restablecer el crédito del país en el exterior, ob- 
tener nuevos empréstitos y lograr la afluencia de capital extranjero, 
el.cual se consideraba como- primordial para el desarrollo de las ex- 
portaciones de minerales y de productos agrícolas (banano). *? En cuan- 
to a la acción del Estado sobre la-economía resulta ostensible el fomento 
de la industria y de la agricultura. Entre las medidas para el fomento 
de la industria se destacaban el manejo de las tarifas arancelarias, 
las subvenciones directas, los privilegios comerciales y los incentivos 
tributarios, lo cual tendió a favorecer la industria textil antioqueña, 
y el establecimiento de algunas industrias para procesar alimentos, 
ácidos, vidrio y papel, sin que en estos últimos renglones se hubiesen 
obtenido resultados positivos. En cuanto a la agricultura se destacó 
el apoyo al cultivo del algodón, al cultivo y procesamiento de la caña 
de azúcar y a la agricultura de exportación: café, tabaco y caucho. En 
cuanto al café, el gobierno determinó conceder una subvención de 
un peso oro por'cada quintal exportado. Esta subvención fue poste- 
riormente cambiada por una subvención a las compañías de navega- 
ción, con el objeto de obtener una reducción en los fletes, lo cual, 
sin embargo, no trajo el efecto esperado: los fletes más bien subieron.?! 


Resulta claro entonces que durante el Quinquenio el Estado des- 
plegó una importante acción económica orientada a afrontar la crisis 
de posguerra, a promover el desarrollo y a dotar al mismo Estado de 
instrumentos intervencionistas, La reforma monetaria, el Banco Cen- 
tral, la reforma fiscal, la política de transporte y comunicaciones, los 
subsidios, las concesiones, el manejo de la deuda externa y la política 
arancelaria, si bien se dirigían a allanar obstáculos y estimular el 
desarrollo, suscitaron, algunas de esas medidas, diversos y graves pro- 
blemas que contribuyeron a determinar la oposición a la dictadura 
de Reyes. Además de afectar algunos intereses, como el de los im- 
portadores con el arancel proteccionista, el de las regiones con la 
centralización fiscal, etc., se decía, por ejemplo, que el Banco Cen- 
tral y los sistemas de privilegios, monopolios, subsidios y concesiones, 
se prestaban al abuso y a la corrupción. Caído el régimen de Reyes 


19) Bergquist, Charles, Café y conflicto en Colombia 1886-1910, Faes, Medellín, 1981 
Pp. 274 y ss, 

20) Refiriéndose al efecto del proteccionismo sobre la industrialización, el ministro de 
hacienda de 1912, expresaba lo siguiente: “A la sombra de esta protección, verdadera mu- 
ralla de la China, comenzaron a establecerse fábricas de tejidos de algodón y de lana, 
molinos para trillar trigo, fábricas de espermas, de fósforos, refinerías de petróleo, etc.” 
El ministro consideraba estas fábricas, que se desarrollaban a la sombra de la tarifa adua- 
nera, como “industrias. artificiales”, que enriquecen a sus dueños, pero en poco contri- 
buyen al aumento de la riqueza del país. Y más adelante agregaba: “con la proteceión 
actual no se hace otra cosa que moler, tejer y coser derechos de aduana”. Memoria de 
hacienda, 1912, pp. XXVHI y XXIX. 


21) Bergquist, Charles W., op. cit., pp. 279 y 280. 
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en 1909, se procederá a ejecutar algunas medidas correctivas de lo 
que había dejado el Quinquenio. 

Durante el período subsiguiente, hasta 1914, se introdujeron im- 
portantes reformas en el orden de la intervención del Estado, siendo 
las más notables las siguientes: ” en 1909 se creó la Junta de Conver- 
sión encargada de la amortización del papel moneda, lo cual no se 
había ejecutado durante la administración Reyes, y se elevó a norma 
constitucional la prohibición absoluta de emitir papel moneda de 
curso forzoso (acto legislativo de 1910); se efectuaron las ya indicadas 
reformas encaminadas a desmontar el Banco Central; se retornó —por 
el congreso de 1902— la autonomía fiscal y administrativa a los de- 
partamentos, y se distribuyeron las rentas y gastos entre la nación, 
los departamentos y los municipios; en 1912 se expidió un nuevo 
código fiscal que contenía normas sobre preparación, expedición, fuer- 
za restrictiva, liquidación y ejecución del presupuesto (algunas de 
estas normas serán modificadas en 1923); en 1913, durante la admi- 
nistración Restrepo, se emitieron los primeros billetes representativos 
de oro; también en ese año se estableció un nuevo arancel aduanero 
que rebajaba las tarifas, buscando conciliar los intereses del capital, 
del consumidor y del fisco nacional, conservando una protección es- 
pecial como en el caso de la industria textil, 


Durante la administración Restrepo se repusieron los precios del 
café, lo que se reflejó en un mejoramiento de la economía, los ingresos 
del Estado se incrementaron y ello posibilitó la reforma arancelaria y el 
adelanto de las obras públicas (ferrocarriles, carreteras, puentes, etc.). 


Evaluando el conjunto de reformas políticas y económicas del 
período siguiente a la caída de Reyes, Bergquist expresa lo siguiente: 
“Al finalizar la administración de Restrepo, los conscientes esfuerzos 
políticos de las fuerzas reformistas, con la ayuda del resurgimiento 
de la economía cafetera, habían solucionado, de manera favorable a 
los intereses de los grupos exportadores-importadores, prácticamente 
todos los principales problemas políticos y económicos heredados de 
la Regeneración, la guerra y el Quinquenio.” * No obstante, la coyun- 
tura de la Primera Guerra Mundial lanzaría al país a una nueva 
crisis, en donde se pondrían de manifiesto graves problemas estruc- 
turales de la economía, se crearían nuevas dificultades, y se exigiría 
con mayor insistencia la intervención del Estado tanto en las áreas 
tradicionales de su incumbencia como en nuevos sectores de la econo- 
mía y de la sociedad. Para entonces, sin embargo, un notable avance 


22) Véase Cruz Santos, Abel, op. cit., pp. 139 y ss.; Bergquist, Charles W., op. cit., pp. 
292 y ss. 
23) Bergquist, Charles W., op. cit., p. 300. 
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había arraigado en el escenario político del país: habían desaparecido 
las viejas prácticas de la guerra civil, con sus fatales consecuencias, lo 
que contribuía a crear un ambiente benévolo al desarrollo de la so- 
ciedad y del Estado. La superación de la recurrencia del conflicto 
bélico, que en el pasado había embargado la acción del Estado, colocaba 
a éste en la posibilidad de ir abriendo el paso para poner en práctica 
una política real y efectiva de fomento, afrontando en mejores condi- 
ciones políticas los problemas del desarrollo y las dificultades que 


se derivaban, por lo pronto, de la coyuntura de la Primera Guerra 
Mundial. 
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CAPITULO 41 


La Economía Nacional y la Crisis de la 
Primera Guerra Mundial 


Durante la crítica coyuntura creada por la Primera Guerra Mun- 
dial se ponían de manifiesto, a la par, los notables avances y las 
profundas debilidades y carencias que presentaba el tipo de desarrollo 
por el que transitaba el país. 

Los problemas inmediatos que generaba el conflicto, tales como 
el descenso de las exportaciones y de las importaciones (véase Cuadro 
N? 1), con la consecuente disminución de los ingresos aduaneros para 
el Estado, el cierre del crédito externo, la crisis fiscal del Estado, la 
parálisis de las obras públicas, la desocupación, el alza de los precios 
de las subsistencias, la salida de oro, el descenso del cambio, etc., per- 
miten apreciar los alcances y las limitaciones del montaje de un 
sistema económico cuyo dinamismo básico provenía (aunque no en 
forma exclusiva) de la economía cafetera de exportación, la cual pre- 
cisamente se veía ahora afectada de hecho por la crisis. La coyuntura 
de guerra, al provocar la caída del comercio exterior del país, desata- 
ba entonces un mecanismo que colocaba al Estado en una situación de 
crisis e incidía, al mismo tiempo, en el desarrollo de los diversos 
sectores de la economía nacional, tales como el industrial y el agrario. 
Veámoslo: 
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CUADRO N0 1 


COLOMBIA: IMPORTACION Y EXPORTACION DE MERCANCIAS 1910-1940 


O DO DO O EDO 
IMPORTACION EXPORTACION 


Valor FOB 

Cantidad Valor decl, en miles Tasa de Cantidad Puertos col, en miles 

Año toneladas Pesos 1 Délares2 cambio toneladas Pesos Dólares 
99.722 17.385 18.109 0.960 174.931 17.187 18.528 
116.088 18.109 17.599 1.029 190.459 22.376 21.745 
135.819 23.965 23.541 1.018 189.601 32.222 31.652 
158.771 28.536 27.544 1.036 238.171 34.315 33.123 
127.762 20.979 20.114 1.043 221.098 32.633 31.288 
104.893 17.841 16.581 1.076 185.033 31.579 29.349 
115.215 29.660 28.519 1.040 188.198 36.007 34.622 
. 99.675 24,751 22.501 1.100 232.233 36.740 33,400 
. 53.115 21.783 23.248 0,937 235,641 37,444 39.262 
. 97,358 47,452 61.175 ' 0.929 262.437 79.011 85.050 
. 166.696 101.398 90.212 1.124 279.230 71.018 63.183 
. 126.618 33.078 28.212 1.170 348.251 63.042 53.832 
. 142.839 46.987 43.028 1.092 300.168 52.731 48,288 
ES 209.023 68.440 65.681 1.042 329.116 60,257 57.828 
1924 , 236.449 62.261 61.828 1.007 370.935 86.166 85.567 
1925 . 339,289 99.446 97.880 1.016 373,011 84,824 388.488. 
1926 . 428.989 123.974 121,902 1.017 1.052.353 111.717 109,850 
1927 ... 533.911 140.858 137.557 1.024 2.228.329 108.999 106,444 
1928 ... 672.955 162,381 158.885 1.022 2.893.078 182.502 129.850 
1929 ... 650,088 141.541 137.019 1.036 3.002.475 121.677 117.449 
1930 ,.. 411.913 70.381 68.001 1.035 3.096.234; 104.225 100.700 
1931 ... 248.584 45.971 44.416 1.035 2.672.180 80,449 17.729 
1932 ... 183.504 34.327 32.724 1,049 2.546.927 67.108 63.978 
1933 ,.. 218.758 55,626 44.680 1.245 2.044.079 67.586 54,286 
1934 . 267.601 98.066 60.311 1.626 2.697.989 123,891 78.194 
1935 270.401 119,676 67.121 1,783 2.676.967 123.601 69,322 
1936 370.210 134.441 76.867 1.749 2.712.810 136.844 78.241 
1937 ... 397.231 169,682 95.974 1.768 2.980.019 152.168 86.068 
1938 ... 408.787 159.251 89.067 1.788 3.140.393 144,446 80.786 
1939 ... 525.052 183,442 104.704 1.752 3.223.571 136,471 17.894 
1940 ... 402.517 148.192 84,584 1.752 3.571.009 126.037 11.939 


A O OO DN 
1) Para 1910-1921 las cifras corresponden al valor declarado en la factura consular. 
Desde 1922 las cifras corresponden al valor C.I.F, (valor de las facturas más el valor de 
fletes, seguros, ete., o sea el 12% de aquel valor), 
2) Los valores en pesos se han convertido a dólares a la tasa de cambio promedio anual, 


Fuente: Anuario general de estadística y Revista del Banco de la República, 


1. La Crisis de Guerra y el Sector Industrial 


Si, de una parte, la crisis de guerra deprimía al mecanismo en su 
sector claye y dinámico: la economía cafetera de exportación, de 


1) Tan pronto se inicia la guerra europea Colombia comienza a perder sus principales 
mercados para el caté (Inglaterra, Alemania, etc.) y el precio baja de 17 a 12 centavos la 
libra; quedándole el mercado de Estados Unidos, éste tiende a deprimirse con la entrada 
de dicho país en la guerra y con el stock de café acumulado. Véase Jorge Villegas, Suce- 
sos colombianos 1900-1924, U. de Antioquia CIE 1973, p, 287. (Este libro es una reproducción 
compendiada de información de prensa obtenida de las siguientes publicaciones: “La 
Opinión”, “El Nuevo Tiempo”, “La Gaceta Republicana” y “El Tiempo”; en adelante lo 
citamos Sucesos colombianos.) En 1914 una nota alarmista del presidente de la. SAC ex- 
Pbresaba las preocupaciones de los agricultores ante la baja en el exterior de los productos 
de exportación del país. “Los productores de café —decía— han sufrido las consecuencias 
de una manera especial hasta el punto, que casi todos los cafetales se hallan en estado 
de abandono y todos los trabajadores que antes encontraban allí ocupación, vagan hoy 
por todas partes en busca de trabajo que no encuentran.” Revista nacional de agricultura, 
Nov.-Dic, de 1914, p. 191, 
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MILLONES DE DOLARES CORRIENTES 


Gráfico N* | 


Colombia: VALOR DE IMPORTACIONES Y EXPORTACIONES 
(OPLARES CORRIENTES) 


IMPORTACIONES 
———- EXPORTACIONES 


RU xr € ——— 
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la, GUERRA CRISIS DANZA DE LOS GRAN CRISIS RECUPERACION 


MUNDIAL MILLONES 
Fuente: Cuadro N?9 1, 
otro, creaba condiciones potencialmente estimuladoras del desarrollo 
interno, Esto último se planteaba como posible en el sentido de que 
la crisis permitía que el incipiente sector industrial recibiera, virtual- 
mente, el incentivo del mercado interno en la medida en que descendía 
la oferta externa de manufacturas, y dada esta circunstancia, permitía 
también que los capitales que se movían en la órbita del comercio 
exterior —ahora deprimido-— se orientaran algunos de ellos a la in- 
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versión industrial. Esta posibilidad era captada por Mariano Ospina 
Pérez, quien al referirse a la disminución: de las importaciones, cau- 
sada por la guerra, expresaba lo siguiente en 1917: 


En primer lugar, el encarecimiento de los artículos nos obliga a 
economizar a pesar nuestro y a disminuír nuestras importaciones y la 
economía es una de las más urgentes necesidades nacionales, no por- 
que estemos gastando mucho, sino porque nos conviene gastar Menos, 
a fin de ir formando por medio del ahorro nuestro capital nacio- 
nal. Esta disminución de las importaciones es tanto más ventajosa 
cuanto afecta principalmente a los artículos de lujo que son consu- 
midos en el país sin mayor beneficio para éste, o aquellos que pueden 
en gran parte ser reemplazados por otros menos costosos y de produc- 
ción nacional, En segundo lugar, la falta de la competencia extranjera 
ofrece una oportunidad para dar incremento a las industrias naciona- 
les hoy en embrión o en proyecto. Es esto una especie de tarifa pro- 
teccionista temporal que nos permitirá echar las bases de nuestro 
porvenir industrial, 2 


Consideraba Ospina que 'la oportunidad que brindaba la guerra 
debía ir acompañada de la creación de unas bases firmes y perma- 
nentes para la industria, porque pasada la guerra y al sobrevenir el 
período de la baja en las manufacturas extranjeras, si no existían esas 
bases internas, gran parte de nuestra industria caería en la ruina. Esas 
bases debían ser “una buena red de vías de comunicación, la provisión 
de capital a un interés moderado, la producción económica de algunas 
materias primas y la rebaja de fletes en los ferrocarriles, etc., para 
las que haya necesidad de importar”, más la divulgación de conoci- 
mientos y talleres —agregaba Ospina— para la capacitación de obreros 
y empresarios.” Para la creación de estas bases se exigía la presencia 
del Estado. 

Con el alza de precios y la reducción de las mercancías de impor- 
tación, la guerra le daba la razón —observa Ospina Vásquez— a 
aquellos que sostenían la necesidad de poseer industrias radicadas en 
el país, aunque costasen.* Estas industrias habían sido motejadas de 
“exóticas” por quienes atacaban el proteccionismo aduanero de que 
eran objeto por parte del Estado, proteccionismo que gravaba diferen- 
cialmente más al producto terminado que a la materia prima. Se 
decía, en nombre de los “intereses del consumidor”, que los comer- 
ciantes importadores podían vender el producto más barato de lo que 
lo hacían los industriales nacionales, como en el caso de las telas, pero 
a ello se oponía el hecho de que “los tejedores nacionales gozan de 


2) Ospina Pérez, Mariano, “El porvenir económico y comercial de Colombia 1 

ñ ñ al e 
medidas necesarias para impulsar su desarrollo” en Primer congreso de cámaras a Lo- 
mercio de Colombia, Estudios y conclusiones, Imprenta Nacional, Bogotá, 1917, pp. 27 y 28. 

2) Ibídem. 


4) Ospina Vásquez, Luis, op cit, p. 369, 
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una enorme protección aduanera por la diferencia eritre el gravamen 
actual de la manufactura hilaza y la manufactura tela, que les permite 
bajarle el precio a su artículo para eliminar la competencia y luego 
subirle cuando dicha competencia haya desaparecido”.* Por el año 
en que se hacía la anterior declaración (1915) la discusión comenzaba 
a recaer ya no sobre el gravamen al producto terminado, como las 
telas, sino sobre el gravamen a la materia prima, como las hilazas y 
el algodón.* Los industriales, como los de Barranquilla, protestaban 
ante el proyecto de elevar los gravámenes al algodón y las hilazas, ar- 
gumentando que la incipiente agricultura no garantizaba el abasteci- 
miento de algodón para las fábricas y que éstas además carecían de - 
hilanderías. El proyecto, sin embargo, favorecía a los agricultores y a 
la larga también a los industriales que podían contar con una oferta 
interna segura; de hecho, la crisis de guerra surgía como una condición 
que estimulaba el cultivo del algodón y el desarrollo de las hilanderías. 

Como se sabe, las condiciones creadas por la guerra favorecieron el 
desarrollo de la industria, la cual vio crecer su magnitud en alguna 
proporción a raíz de esta crítica coyuntura. Si hasta 1910 se relaciona- 
ban 289 establecimientos, para el período siguiente, hasta 1920, el 
número de establecimientos había ascendido a 442, * 


2. Efectos de la Crisis para la Agricultura 


La crisis también trae sus consecuencias para el'sector agrario. 
En efecto, si por la guerra —que entrababa el mercado mundial— la 
industria recibía el estímulo del mercado interno de manufacturas, a 
su vez, el mercado industrial-urbano de alimentos y materias primas 
presionaba al sector agrario; esta presión se veía incrementada por 
la disminución que se producía en la importación de algunos productos 
que competían con los nativos. Pese al desarrollo previo de algunos 
renglones agrarios, el sector no reacciona de inmediato al incremento 
de la demanda, lo cual trae como consecuencia un alza en los precios 
de sus productos. * Además de los diversos testimonios sobre el alza 
de los precios internos durante la crisis de guerra, son indicativos de 
dicha alza los datos que se aprecian en el siguiente cuadro: 


5) Sucesos colombianos,.., Pp. 235. 

8) Ibídem. 

7) Dane, Boletín mensual de estadística, N? 300, Bogotá, julio de 1976, p. 143. Sobre los 
efectos que la coyuntura de guerra conlleva para el desarrollo industrial, véanse las obras 
atrás citadas de Ospina Vásquez, Poveda Ramos, Bejarano, J. A., quienes relacionan 
algunos avances industriales generados en dicha coyuntura. 

s) Para Torres Giraldo, el problema consistía no tanto en el alza de precios como en 
la baja capacidad adquisitiva. “El acento principal de la crisis en Colombia, al finalizar 
la Primera Guerra Mundial, consistía en la bajísima capacidad de compra del pueblo 
consumidor, no exactamente porque los precios en la producción "nacional estuvieran 
excesivamente elevados, sino porque la gente ganaba poco por su trabajo y además porque 
había mucho desocupado.” Torres Giraldo, Ignacio, Los inconformes, Ed, Latina, Bogotá, 
1968, tomo I!, p. 672 
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CUADRO N? 2 
ALZA EN EL PRECIO DE LOS VIVERES 
KA A 
PRODUCTO 1918 1919 Unidad 


Manteca ....oorocccorocorrcoco. $ 4.60 $ 9.00 libra 
Mantequilla .....ooo.oooooo..... l 26 60 libra 


Arroz... O 9 17 lí 
Cebolla . 5 14 os 
LOCO ocre aan 3 7 botella 
Papa E b 4.40 12.50 carga 
Azúcar . : 9 22 libra 
Panela : 5 13 unidad 
Harina y a 8 12 libra 
Café ........ A is 15 24 libra 


Fuente: Villegas, Jorge, Sucesos colombianos, U. de Antioquia, CIE, 1976, p. 886. 


De este modo, el incremento del mercado y el alza de los precios 
debían producir un estímulo adicional para el desarrollo del sector 
agrario, al cual logran responder algunos productos. Así, por ejemplo, 
las importaciones de arroz que en 1916 eran de 8.558.178 kilogramos 
con un valor de $ 725,376.42, descienden en 1918 a 527.225 kilogramos 
por un valor de $ 85.873,87; este descenso de la importación de arroz 
fue cubierto por la producción interna la cual, incluso, dejó un rema- 
nente que se exportó a Panamá, Puerto Rico y Cuba. * En 1917 se deja 
de exportar cacao para destinarlo al consumo interno, el cual, al am- 
pliarse hará que posteriormente se apele a la importación del grano; ** 
también se pueden apreciar incrementos en el trigo, en el tabaco, cuya 
producción pasa de $ 7.160.919 en 1915 a $ 14.109.440 en 1919, para luego 
decaer; '* la producción de algodón se incrementa notablemente pero no 
logra copar la demanda interna, lo que hace que continúen las importa- 
ciones de algodón, hilazas e hilos.*? Si los altos precios beneficiaban a 
la agricultura, lesionaban en cambio a las actividades que generaban 
la demanda de los productos agrarios. Los altos precios no expresaban 
más que la baja capacidad productiva del sector agrario de mercado 
interno. Era obvio que la acumulación de capital en los otros sectores, 


9) Zambrano, Fabio, et. al, Colombia: desarrollo agricola 1900-1930. Tesi 
A a z pa: . Tesis de grado, 
Le rl aa Los autos asen que tal desarrollo del arroz se asoló a 
ción ereadas por la guerra 1 3 i E 
nían en el interior del país. a e 


10) Ibidem, p. 188. 
11) Ibídem, p. 204. 
12) Ibídem. 
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que la marcha y desarrollo de las actividades urbano-industriales (in- 
cluído el sector público), ete., no podían sustentarse indefinidamente 
sobre la base de los altos precios agrícolas, es decir, sobre la baja 
productividad del sector agrario. La crisis de guerra ponía de mani- 
fiesto entonces el relativo atraso de este sector, y llamaba perentoria- 
mente la atención sobre la necesidad de poner en práctica, por parte 
del Estado, medidas que impulsaran su desarrollo. Al respecto expre- 
saba Ospina Pérez: 


En cuanto a la prohibición de la exportación de víveres a los 
Estados Unidos, que unida a las pérdidas ocasionadas por las lluvias 
excesivas en la mayor parte de nuestras cosechas, ha creado por el 
momento una situación difícil para el pueblo de Colombia, creemos 
que más que un mal será a la larga un bien, pues ha obligado al go- 
bierno y a los dirigentes del país a volver los ojos a la agricultura, 
única fuente estable y segura de nuestra riqueza nacional, y la cual 
hasta hoy ha sido mirada por ellos no sólo con indiferenkia, sino con 
injusticia, haciendo pesar sobre el gremio de agricultores! sin compen- 
sación alguna, toda suerte de enormes gravámenes.1* 


A raíz de la crisis, se reclamaría, con mayor/insistencia que en 
años anteriores, una determinada política del Estado para el desarrollo 
agrario. Para Ospina, el problema consistía en la eficiencia, respecto 
de la cual —decía-— nuestra producción agrícola se hallaba “en un 
estado sencillamente desastroso”: sistemas rudimentarios de cultivo, 
razas de animales degeneradas, transporte dificultoso y carísimo, ca- 
pital escaso, caro y a corto plazo, etc. ** Entre las causas de tal atraso, 
Ospina destacaba como la mayor de todas, la escasez de capital; expre- 
saba que para prosperar la agricultura requería de capital a bajo 
interés y a largo plazo; ante la escasez de capital, llamaba la atención 
sobre la necesidad que tenía el gobierno de atraer el capital extranjero 
para salvar de la ruina y dar impulso a los agricultores y para cons- 
truír una red completa de vías de comunicación; proponía también 
la organización de la estadística agrícola, la reforma de la enseñanza, 
la fundación de bancos agrícolas, la creación de una marina mercante, 
la fundación de estaciones agrícolas experimentales, etc. ** 

Sobre los anteriores planteamientos existía una general unani- 
midad; muchas de aquellas necesidades y urgencias de la agricultura 
eran sentidas desde tiempo atrás, sobre las cuales en repetidas oca- 
siones se habían hecho diversas manifestaciones, Así, por ejemplo, 
en 1906, buscando la manera de fomentar la agricultura, se consideraba 


15) Ospina Pérez, Mariano, op. cit., Pp. 28; 
14) Ibídem, p. 33. pos Xi 
15) Ibídem, pp. 33 y ss. 


As 


que un instrumento básico era la creación de bancos hipotecarios o 
de crédito territorial, por medio de los cuales se pudiera movilizar 
la propiedad rural, reunir recursos para el desarrollo de la agricul- 
tura, el comercio y la industria, lo que permitiría a su vez crear 
riqueza y dar ocupación a los millares de brazos desocupados. La 
carencia de crédito, de capital a bajo interés y la falta de vías de 
comunicación se contemplaban como los principales problemas de la 
agricultura, para cuya solución se reclamaba el apoyo eficaz de los 
poderes públicos, ** Las insistencias en la necesidad de crédito, de 
vías de comunicación, de enseñanza técnica, de apoyo del gobierno, 
etc,, continuaron en los años siguientes, hasta tener su máxima ex- 
presión en el Primer Congreso Agrícola realizado en 1911. Indicativo 
de las preocupaciones de la agricultura era el programa del congreso 
en el cual se contemplaban, entre otros aspectos, lo concerniente a 
la organización del crédito agrícola y del crédito hipotecario; a las 
vías de comunicación y reducción de los fletes;; a los gravámenes 
para la agricultura y las medidas proteccionistas; a la organización 
de la instrucción agrícola y la creación del Ministerio de Agricultura, 
etc.!" El congreso aprobó un total de 95 puntos que cubrían prácticax 
mente todos los aspectos de la agricultura nacional, destacándose, 
entre otras, las siguientes proposiciones: creación del Ministerio de 
Agricultura, que era considerado como la institución en donde residía 
la fuerza más poderosa para el desarrollo de la agricultura y cuya fun, 
dación ya se había solicitado desde 1904; el establecimiento de la Facul- 
tad de Agricultura en la Universidad Nacional; el fomento de bancos 
agrícolas; el desarrollo del crédito agrícola, comercial e industrial; la 
fundación de cajas de ahorro; la construcción de ferrocarriles, carre- 
teras, caminos, puentes, acondicionamiento de puertos, la nacionali- 
zación, en casos verdaderamente urgentes, de la red ferroviaria del 
país, etc; modificación de la tarifa de aduanas en el sentido que 
favorezca la agricultura; la prohibición, por garantía constitucional, 
de establecer gravámenes a los productos agrícolas de exportación; 
el establecimiento de Packing-Houses en los puertos; la creación de 
oficinas de estadística; medidas sobre adjudicación de baldíos, colo- 
nias agrícolas, la formación del catastro, contribución predial, renta 
de licores, etc.** Estas conclusiones serían elevadas al congreso nacio- 
nal, al poder ejecutivo y a las administraciones seccionales con el 
objeto de que el poder público actuara en consecuencia. 

En una ponencia presentada a dicho congreso, Lucas Caballero 
proponía un plan de gobierno para reorganizar las finanzas y sacar a la 


16) Revista nacional de agricultura, junio de 1906, p, 24, octubre de 1906, pp. 225-227, 
17) Revista nacional de agrienitura, diciembre de 1910, pp. 182-186. 
18) Revista nacional de agricultura, Nos. 11-12, junio de 1911, pp. 27-49. 
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agricultura de su atraso. El autor consideraba que los dos problemas 
dominantes que impedían el desarrollo de la agricultura eran la falta 
de capitales en préstamo y de un sistema completo y económico de 
vías de comunicación. Para impulsar la agricultura era necesario 
entonces reorganizar las finanzas y obtener empréstitos externos con 
el objeto de adelantar las obras que se requerían y de organizar las 
instituciones de crédito agrícola. Para reorganizar las finanzas, condi- 
ción de la obtención del crédito externo, Caballero proponía que la 
nación, con sus rentas comunes, atendiera sus gastos tradicionales de 
funcionamiento, dejando un sobrante para el servicio del empréstito 
externo que contraería; dicho empréstito se destinaría a la conversión 
de la deuda, a las vías de comunicación y al fomento de los bancos. La 
nación no debía efectuar ningún otro gasto fuera de los indicados y el 
congreso debía renunciar a su iniciativa en materia de gastos, que era 
factor de desequilibrio presupuestal. De esta manera, la agricultura 
y la economía nacional se desarrollarían, lo que traería a su vez un 
aumento de las rentas nacionales. '? Ciertamente Lucas Caballero 
señalaba los dos grandes problemas —la falta de crédito barato y de 
vías de comunicación— que aquejaban a la agricultura y en general a 
todos los sectores de la economía, y que en adelante irían a captar 
todas las preocupaciones, e indicaba, asimismo, el camino de los em- 
préstitos externos como la vía para impulsar el desarrollo, camino que 
el Estado colombiano buscará ansiosamente y. por el. que, efectiva- 
mente, el país transitará en los años 20. en forma. dramática. 

Como queda dicho, muchas de las preocupaciones, de los problemas 
y soluciones que se ventilaron en el Primer Congreso Agrario, eran 
de nuevo actualizados durante la crisis de guerra, sólo que en una 
forma más aguda. Además de los problemas del crédito, de las vías 
de comunicación, etc., el conflicto bélico ponía de manifiesto la sensi- 
bilidad de la economía que se había entregado a la monoexportación 
cafetera. La crisis mostraba los peligros que entrañaba el hecho de 
fincar las esperanzas económicas del país en un solo producto de ex- 
portación, el de “habernos dado ciegamente —se decía en la época— 
a una sola industria, muy buena de verdad, pero aleatoria en extremo, 
sin reflexionar que a un solo fruto de exportación, como es el café 
entre nosotros, no debe fiar un país su porvenir económico.? 

Esteban Jaramillo insistía en la crítica a dicha orientación y pro- 
ponía la diversificación de las exportaciones a través de la promoción 
de productos como el azúcar, la carne, los frutos tropicales y también 
del carbón y el petróleo, de mayor necesidad y de una demanda más 


19) Revista nacional de agricultura, noviembre-diciembre de 1911, pp. 221-245. 
20) Sucesos colombianos, ., p. 286, 
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segura. Opinaba Jaramillo que, una vez concluída la guerra, vendría 
un período de animación económica para el cual debía prepararse el 
país.* Se consideraba que Colombia debía capacitarse para no verse 
desplazada ante la competencia de los países que entrarían a participar 
en la animación del mercado mundial. Mas para lograr tal desarrollo, 
decía Jaramillo, era imperioso ante todo fomentar nuestras vías de 
comunicación para obtener un transporte rápido y barato, lo cual, ante 
la carencia de recursos internos, sólo era posible con el concurso de 
técnicos y de capitales extranjeros.? 


A raíz de la coyuntura de guerra se le planteaba entonces al 
Estado, con relación a la industria y a la agricultura, todo un programa 
que aludía al fomento de las vías de comunicación, del crédito y la 
banca, de la enseñanza y la preparación técnica, sobre el manejo de la 
política aduanera, la introducción de capitales extranjeros, etc. Estas 
exigencias al Estado se complementaban cón las que se derivaban del 
específico problema monetario que agudizaba la crisis de guerra. 


3. El Problema Monetario 


El problema monetario venía presentándose desde tiempo atrás y 
hacía referencia, entre otras cosas, a los aspectos de la política monet: 
ria del gobierno que había determinado la conversión del papel moneda; 
en moneda metálica y, ante todo, a la escasez de dinero circulante; 


Como atrás se señaló, durante la guerra de los Mil Días se suce- 
dieron las cuantiosas emisiones de papel moneda que produjeron un 
descrédito sin precedentes de dicho circulante y una elevación del 
cambio al 20.000 por 100. Pasada la guerra se procedió a la restauración 
y estabilización de la moneda. Después del trayecto adelantado en 
este sentido, durante el gobierno de Rafael Reyes, la política monetaria 
se encaminó a crear las condiciones para el regreso a la circulación 
monetaria. 


Con el objeto de realizar la convertibilidad del billete en especies 
metálicas se promulgó la ley 69 de 1909 por medio de la cual se creaba 
la Junta de Conversión y se destinaban algunos recursos rentísticos 
para la constitución del Fondo de Conversión. Una vez que se crearon 
las bases para la conversión del billete, el congreso de 1910 expidió 
el acto legislativo número 3, reformatorio de la Constitución, en el 
cual se consignaba la prohibición absoluta de emitir papel moneda de 


21) Jaramillo, Esteban, “Factores esenciales del progreso comercial y económico de 
Colombia después de la guerra” en Primer congreso de cámaras..., pp. 5% y ss. 


22) Ibídem, pp. 58-59, 
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curso forzoso. ** Ante la crisis fiscal del Estado, motivada por la guerra, 
los fondos acumulados por la Junta de Conversión (es decir, “la reser- 
va metálica del papel moneda”) serían destinados por el gobierno 
para cubrir parte de sus gastos corrientes y no para continuar la 
amortización. Pero si la conversión tendía a liberar al país del papel 
moneda, tendía igualmente a generar otro problema: la escasez de 
dinero circulante. Por virtud de la conversión, que se hacía fijando al 
antiguo billete de cien pesos el valor de un peso oro, el medio circu- 
lante había quedado reducido a diez millones de pesos oro, lo que 
resultaba insuficiente para el movimiento económico nacional. La 
escasez de dinero circulante se convertía entonces en el problema 
de mayor preocupación. Tal problema ponía de manifiesto la inade- 
cuación del sistema monetario con relación al desarrollo que se venía 
registrando en los otros sectores de la economía, La discordancia 
entre la expansión de las actividades económicas y la falta de una 
regulación elástica del sistema monetario será un obstáculo sobre 
el cual deberá actuar el Estado. La escasez de dinero circulante venía 
presentándose desde fines de los años 10 y duraría hasta 1922. Ya 
desde el año 1907, por ejemplo, se comenzaron a escuchar las primeras 
manifestaciones acerca de la escasez de dinero, En una nota de la 
Sociedad de Agricultores sobre la crisis económica se decía que “las 
industrias se están muriendo por falta de moneda con qué. pagar el 
operario, y lejos de aumentar nuestra riqueza vemos perderse la ya 
creada”. Y más adelante se agregaba: “Aumentar el medio circulante 
es, sin duda, la necesidad más urgente, inaplazable dijéramos, en- 
tre todas las que nos asedian, hoy por hoy, en nuestra vida nacio- 
nal.”** Observa además que la escasez de moneda elevaba el interés 
del dinero, y proponía como solución la creación de bancos de emi- 
sión. A partir de 1910 se hacen más frecuentes las declaraciones 
sobre la “asfixiante escasez del medio circulante” como una de “las 


23) Torres García, Guillermo, Historia de la moneda en Colombia, Fondo Rotatorio de 
Publicaciones, Waes, Medellín, 1980, 2% edición, pp. 254-256. El problema del curso forzoso, 
la conversión del billete y el regreso a la circulación monetaria, fue objeto de importantes 
polémicas que generaban enfoques y soluciones diferentes. Al respecto, un polemista de 
la época escribía: “He manifestado mi incredulidad respecto a que pueda Colombia liber- 
tarse del curso forzoso con la formación de un fondo de conversión y fundo ese concepto 
en que la experiencia nos ha demostrado, con claridad meridiana, que en un país gober- 
nado por un régimen esencialmente presidencial y donde se carece de verdaderos hombres 
de Estado, siempre se apelará, en una u otra ocasión, a las emisiones de papel para nivelar 
presupuestos, cada día más desequilibrados por el atrasado sistema rentístico y por las 
innumerables pensiones, sueldos y camonjías de los amigos a quienes hay que complacer, 
Así hemos visto que todos los hombres, con dos honorísimas excepciones que confirman 
la regla, que han subido al poder desde 1886 pará acá, no han encontrado otro medio de 
solventar sus situaciones que el de emitir, más o menos veladamente, el execrado papel 
moneda.” La solución que proponía —decía— “hay que buscarla por otros medios que no 
se hallen al alcance de la garra oficial”, y consistía en la “fundación de un banco conflado 
a una entidad extranjera, que se encargue, a trueque del privilegio de emisión... de 
verificar el cambio del papel moneda por especies metálicas”. V. F. Paillié, “Informe de 
una comisión”, en Primer congreso de cámaras de comercio..., pp. 258-259, 


24) Revista nacional de agricultura, abril de 1907, pp. 612-615, 
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principales causas del estancamiento de las industrias”, suscitando, 
dicho problema monetario, notables estudios y polémicas que se ha- 
cían con la perspectiva de hallar soluciones apropiadas. * Pese al 
problema de la escasez de medio circulante, el gobierno continuaba 
con la amortización del papel moneda, lo que, como ya se dijo, con- 
tribuía a generar la escasez de dinero. ] 

La masa de dinero en circulación resultaba entonces insuficiente 
para el funcionamiento y las necesidades expansivas de la economía. 
Pese a los diez millones de papel moneda en circulación, a la afluencia 
de moneda de oro extranjera en el período de prosperidad anterior 
a la guerra (moneda que circuló ampliamente, como la inglesa, a la 
cual se le otorgó curso legal liberatorio en 1910), a las reducidas acu- 
fiaciones nacionales de monedas de oro, níquel y plata, a la puesta en 
circulación de los nuevos “billetes oro en 1916 (inclusive a las emi- 
siones de las cédulas hipotecarias” destinadas a sustituír la moneda 
en 1914)”, ?* la magnitud de la masa de dinero circulante era siempre 
inferior ala requerida por-la expansión: económica. 

Tal escasez de diriero se vería agravada por la guerra, hasta el 
punto de convertirla en una especie de crisis monetaria. La órbita 
interna de la circulación monetaria era deprimida durante la guerra 
por el flujo de dinero al exterior. Tal flujo era causado por el des- 
equilibrio del comercio exterior que ante la reducción de las exporta- 
ciones hacía que los compromisos con el extranjero y el exceso di 
importaciones fuesen cubiertos con moneda de oro. Esta situació: 
era claramente expresada en 1917 por Victoriano Vélez en los térmi- 
nos siguientes: 


Según la estadística oficial, hoy se adquiere con mayor cantidad 
de dinero que en 1913 menor volumen de mercancías extranjeras; 
y como para el pago de esa mercancía contábamos antes con el valor 
de las exportaciones, reducidas éstas, como se ha visto, a su más 
extremado límite, no le queda otro recurso al comercio para cubrir 
sus créditos en el exterior, que remesar el oro amonedado, y éste, 
como se sabe, es relativamente escaso en el país. ?7 


En 1915 el gerente del Banco de Bogotá se refería asimismo a la 
escasez de numerario ocasionada por el retiro del oro amonedado de 


25) Revisa nacional de agricultura, septiembre de 1910, pp. 38, 39, 54 y ss. 

26) Véase Triffin, Robert, “La moneda y las instituciones bancarias en Colombia”, en 
Suplemento de la Revista del Banco de la República, No 202, agosto de 1944, p. 6 y también 
Torres García, Guillermo, op. eit., pp. 257 y $8. 

27) Vélez, Victoriano, “Influencia de la guerra exterior sobre nuestro comercio de 
exportación y las medidas que deben tomarse” en Primer congreso de cámaras de co- 
mercio..., p, 45, En el mismo sentido se expresaba otro proyecto presentado al congreso 
de cámaras de comercio “... por motivos de la guerra europea se cancelaron casi en su 
totalidad los créditos de que disfrutaba en el exterior nuestro comercio, y se exigió de 
éste el pago de sus saldos, lo que ocasionó también una disminución en el medio circu- 
lante del país”, idem., p. 298. 
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la circulación. Observaba que durante el período de auge de las ex- 
portaciones llegó oro amonedado al país (libras esterlinas), lo cual 
reanimó notablemente los negocios; pero esta situación cambió poste- 
tiormente al producirse la reexportación de oro por el comercio.** El 
mismo gerente expresaba que la crisis monetaria “una vez más viene 
a demostrarnos que nuestro medio circulante es insuficiente, siquiera 
sea para satisfacer las más apremiantes necesidades, y que sin nume- 
rario siempre estaremos paralizados en el desenvolvimiento de la in- 
dustria, del comercio y de la riqueza pública y privada”.? En 1915 el 
ministro del tesoro informaba sobre la ocultación y el éxodo de oro 
“en proporciones apreciables que contribuía a acentuar la escasez mo- 
netaria”.* En 1917 alarmaba a la opinión pública la exportación de 
oro, la cual, se decía, era efectuada en grande escala por especuladores 
que aprovechaban las diferencias del cambio. En general, como lo 
observa Triffin, durante los períodos de guerra y de posguerra el 
movimiento del oro no estuvo sujeto a trabas, pese a que en 1917 se 
estableció que no se podía exportar oro sin permiso.” De igual ma- 
nera, el ministro del tesoro de 1917 y 1918, Pedro Blanco, daba cuenta 
tanto de la salida de oro como de la grave escasez de dinero.” 

Entre los diversos testimonios de la época, el siguiente resume 
claramente el problema del medio circulante: 


Sea por falta de riqueza nacional que haga venir a nuestro país 
la moneda, como creen algunos, sea por el defecto tradicional de nues- 
tro sistema monetario, como otros piensan, es lo cierto que la cantidad 
de numerario que Colombia tiene en circulación es manifiestamente 
desproporcionado a la magnitud de sus negocios, al. número de sus 
habitantes, a la lentitud y escasez de sus vías de comunicación y a 
lo extenso de su territorio, Sobre este tema nos parece que no $e 
necesita disertar largamente, pues es una cuestión que nadie discute; 
para hacerla más palpable, basta observar que la cosecha de café que 
aquí se produce, al diseminar en el país la moneda circulante, ocasiona 
todos los años por la misma época tal encarecimiento de los signos 
de cambio en los principales centros, que es imposible obtener aún 
cantidades pequeñas de dinero a préstamo con excelentes garantías, 
y si se consigue es a un interés que llega hasta el monstruoso de un 
veinticuatro por ciento (24%) anual. $4 


28) Sucesos colombianos..., p. 209. 

29) Citado por la Memoria del ministro del tesoro, 1915, p, 11. 

30) Memoria del ministro del tesoro, 1915, pp. 12 y ss. 

31) Ibídem, p. 280. 

32) Triffin, R., op. cit,, p. 6, Antonio José Restrepo anotaba en 1917 la inconveniencia 
de acuñar moneda de oro por el gobierno, teniendo en cuenta el carácter escurridizo de 


dicha raoneda “cuya tendencia fatal e inevitable es a salir del país o esconderse desde que 
el cambio con el extranjero lo exija”, en Primer congreso de cámaras..., p. 263, 


33) Véase la Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1917 y también la Me- 
moria del mismo ministro al congreso de 1918. 


34) Salazar, Rafael, “Proyecto bancario sometido a la consideración del primer con- 
greso de cámaras de comercio de la república” en Primer congreso de cámaras..., pp, 293, 
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Como se desprende de la cita anterior, la escasez de dinero deter- 
minaba altos intereses y, desde luego, una desestimulante contracción 
del. crédito, lo cual se veía agudizado con el cierre del crédito externo 
por la guerra. Refiriéndose a la restricción del crédito externo, un 
documento sobre los bancos hipotecarios expresaba en 1915: 


Por causa de la guerra europea, todos los que disfrutaban de 
créditos en el extranjero, tanto para la importación como para la ex- 
portación, se han visto privados de esa importante facilidad que les 
permitía dar movimiento a sus negocios. En general, no solamente 
han sido privados de esos créditos, sino que han tenido que atender 
a su pago de vua manera impensada, restringiendo así más y más los 
recursos cop que podían contar para sus empresas industriales y 
agrícolas. 85 


Naturalmente, la constricción del crédito afectaba en forma crítica 
a los diversos sectores de la economía nacional (industria, agricultura, 
construcción, banca, comercio, etc) y también incidía de hecho en las 
posibilidades de finunciación del Estado ante el fenómeno de su crisis 
fiscal, Tan ostensible era el problema del sistema monetario que llegó 
a ser calificado por un comentarista de la época —en forma por demás 
exagerada— como la “causa primordial del atraso y de la ruina en 
que se halla sumido el pueblo colombiano”.*5 

Naturalmente, el agudo problema monetario requería en términos 
perentorios y urgentes la acción decidida del Estado para su solución, 
puesto que el Estado dominaba la escena monetaria. Pero independien- 
temente de las exigencias que provenían del sector privado de la eqo- 
nomía, el mismo Estado se hallaba de hecho implicado en el problema 
monetario por el lado radical y básico de sus propias finanzas, de 
tal manera que no podía menos que intervenir de motu proprio en la 
cuestión monetaria. Veamos entonces la situación del Estado. 


36) Revista nacional de agricultura, No 134, Bogotá, agosto de 1915. 


36) Parra, Carlos D., “El problema monetario”, en Primer congreso de cámaras... 
p. 239. 
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CAPITULO IV 


Características y Situación del Estado Durante la 
Crisis de la Primera Guerra Mundial 


1. La Estructura de los Ingresos Estatales 
La crisis de guerra resultaba particularmente dramática para el 


CUADRO N? 3 


REPUBLICA DE COLOMBIA 
RENTAS RECAUDADAS 1913 


BIENES NACIONALES $ . % 
Minas de Supía y Marmato .....oooocmmmmm.... 16.000 0.09 
Ferrocarriles de propiedad nacional . : 179.000 1.03 
Salinas terrestres .....ooooooocoommo.. aa 906.806 5.22 
Salinas marítimas ... . ] A 271,609 1.56 
Lastre y otros bienes nacionales ............ 10.433 0,06 
DOBAL oia a a 1.383.848 7.96 
SERVICIOS NACIONALES 
Correos 192.452 1.11 
Telégrafos . 463.754 2.67 
Muelle iz 14.658 0,08 
PALOS: js da iaa 75.458 0.43 
Práctico y remolque .....oooocccooocococnoro. 3.210 0.02 
Total is 749.532 4.31 
IMPUESTOS 
Derechos de importación (aduanas) 74,09 
Dos por clento para la conversión . 1.48 
Tonelaje: italia idad sen : 1,41 


A 
BIENES NACIONALES $ % 
Exportación 12.776 0.07 
SAI > tin ita iaa 10.340 0.06 
Derechos consulares % dé 765.484 4.40 
Minas E 18.956 09.11 
Sucesiones y donaciones (lazaretos) .. 146.870 0.85 
Papel sellado y timbre nacional ..... 475.783 2.74 
Impuesto sobre fabricación de fósforos ...... 36.811 0,21 
Impuesto sobre fabricación de cigarrillos .... 29.897 0.17 
Marinas fluviales .....o.ooomommoocoom.o.. > 213.495 1.13 
Rentas de las intendencias ... 79.973 0.46 
Rentas de las comisarías especiales .......... 11,213 0.06 
INgresos VariOS ....oooooococrocncnrccrncoro oo 68.663 0.39 
BOAL ind ada 15.252.529 87.72 
: A —— proa 
Gran total .......ooooomomooroocormm..».. 17.385,909 100,00 


FA | 


Fuente: “Misión de consejeros financieros”, 2 de julio de'1923 en Memoria del minis 
terio del tesoro, 1923. 


Gráfico N* 2 


COMPOSICION PORCENTUAL RENTAS RECAUDADAS 1913 
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Fuente; Cuadro N? 3, 
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Estado en la medida en que afectaba de un modo desfavorable e intenso 
el sector vertebral de sus finanzas, Tal ocurrencia se debia a las carac- 
terísticas especiales que presentaba la estructura de los ingresos estata- 
les, la cual, al organizarse de manera principal en torno a los impuestos 
aduaneros, hacía que el Estado fuese perfectamente vulnerable a las 
tluctuaciones del comercio exterior. En efecto, los impuestos de adua- 
na representaban en promedio algo más del 60% de los ingresos totales 
del Estado. * En el Cuadro N? 3, que reproduce las rentas recaudadas 
en el año anterior a la guerra, se puede apreciar la composición de 
los ingresos del Estado, en donde, para 1913, los derechos de impor- 
tación (aduanas) representaban el 74% del total (Gráfico N* 2). Em- 
pero, la dependencia de los ingresos estatales de la importación de 
mercancías o la significación de ésta en el total de aquellos, es todavía 
mayor: la mercancía extranjera no solamente pagaba los derechos 
de importación sino que resultaba gravada también con los derechos 
de muelle, faros, práctico y remolque, lastre, tonelaje, sanidad, con- 
versión y consulares, derechos que representaban siempre una mag- 
nitud importante? Para 1913, tales derechos sumaban $ 1.371.040 o 
sea, el 7.9% de las rentas totales. De lo anterior se deduce que la 
participación general de las importaciones en las rentas del Estado 
era aproximadamente del 82% en 1913. Si los ingresos del Estado de- 
pendían en tan alto porcentaje del comercio de importación, era obvio 
que las variaciones de éste se reflejaran de inmediato en la magnitud 
de las rentas. Ahora bien, como todo el mundo sabe, son las exporta- 
ciones las que otorgan la capacidad de compra al exterior; por lo tanto, 
las variaciones en las exportaciones encuentran su eco en la impor- 
tación de mercancías y, a través de ésta, en los ingresos del Estado. 
De este modo la economía exportadora entraba a determinar los in- 
gresos del Estado. Pero la función de la economía exportadora era 
aún de mayor significación, si tenemos en cuenta sus efectos expan- 
sivos y en general su papel dinamizador de la economía nacional. .Así, 
por ejemplo, la producción cafetera de exportación implicaba la cons- 
titución de un mercado de consumo que demandaba precisamente 
mercancías importadas y también de origen nacional. En cuanto mer- 
cado de consumo para mercancías extranjeras era obvio que hacia $u 
base económica se trasladaran los efectos de la exacción aduanera 
pertinente a las mercancías que este mercado absorbía; en cuanto 
producción dinamizadora de la economía interior, ya directamente 
como mercado de consumo para productos nacionales, ya indirecta- 
mente a través de sus efectos multiplicadores y actividades comple- 


1) Memoria dei ministro del tesoro al congreso de 1917, Imprenta Nacional, Bogotá 
1917, p. 13. 

2) Informe del ministro de hacienda al congreso de 1917, Imprenta Nacional, Bogotá, 
1917, p. 9. 
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mentarias, que ampliaban el mercado especialmente urbano y ani- 
maban los negocios, dicha producción contribuía al flujo de una vida 
económica que incidía sobre ciertos impuestos como los de timbre y 
papel sellado (en los cuales también incidían las importaciones), el 
de consumo y, de manera especial, contribuía a la animación de algu- 
nos impuestos departamentales como los de peaje, degilello, tabaco, 
licores, ete. ke 

Desde luego, lo anterior no quiere decir que dichos impuestos 
dependiesen exclusivamente de la economía cafetera, sino que ésta, 
al lado de otros factores internos, contribuía a su animación; en este 
sentido, su incidencia parecía más notable a través de sus efectos, pues 
la exportación de café, pese a que se veía afectada en alguna forma 
por los derechos de peaje, tonelaje y canalización, no pagaba el im- 
puesto de exportación; este impuesto solamente gravaba el oro amo- 
nedado, la tagua, la paja toquilla y los pájaros disecados.* Cuando en 
1914, y ante la crisis fiscal del Estado se presentó un proyecto de ley 
destinado a gravar la exportación nacional, el gremio de los cafeteros, 
a través de la Sociedad de Agricultores de Colombia, protestó enér- 
gicamente argumentando, entre otras cosas, lo siguiente: que el gre- 
mio de cafeteros cuando exportaba el producto pagaba una serie de 
derechos como los de canalización, peaje, tonelaje, lo mismo que los 
impuestos sobre la carne, la miel, etc., que se consumían en las plan- 
taciones; los derechos sobre la importación de sacos para empacar el 
grano, etc.; que como la importación, de la cual depende la renta de 
aduanas, era reflujo de la exportación, gravar a ésta con el impuesto 
de exportación equivalía a estrechar la puerta por donde entraban las 
riquezas al país, era algo así como “cortar el árbol palra recoger el 
fruto” o “matar la gallina de los huevos de oro”; * que en las actuales 
circunstancias de guerra y ante el descenso de los precios del café, 
dicho impuesto traería un perjuicio mayor, pues al fretender cubrir 
la baja en las aduanas y en las importaciones, con el impuesto a las 
exportaciones, provocaría una caída aún més catastrófica de éstas y 
de aquellas; que al gravarse las exportaciones estaríamos en inferio- 
ridad de condiciones frente a la competencia que hacían los otros 
países exportadores; que con dicho impuesto no acudirían al país los 
capitales extranjeros para invertirse en las empresas agrícolas," que 
lo que reclamaban los agricultores no era el “proteccionismo” de que 
gozaban las “industrias exóticas”, o sea la exención de derechos que 


8) Informe del ministro de hacienda al congreso de 1917, p. 18. 


4) Revista Nacional de agricultura, No 123, septiembre, 1914, pp. 89-91 y también No 124, 
octubre, 1914, pp. 150-153, a 


5) Moreno, Miguel, “Proyecto de acto legislativo reformatorio de la Constitución Na- 
elonal (por el cual se garantiza la libertad de 'exportación)” en Primer congreso de me- 
joras nacionales, Imprenta Nacional, Bogotá, 1917, pp. 210-211. 
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traían recortes a la renta aduanera, sino “seguridad” para las “indus- 
trias naturales”, como la del café, que producían la riqueza del país 
y cuya exportación permitía llenar el vacío que en la renta de adua- 
nas creaba el proteccionismo de aquellas industrias.” El proyecto cier- 
tamente fue negado en el congreso, y el gremio de cafeteros, para 
garantizar en forma perenne la “seguridad de la gallina de los huevos 
de oro”, propuso a su vez, en 1916, elevar a norma constitucional la 
prohibición de gravar las exportaciones procedentes de la agricultura, 
propuesta que se hizo luego extensiva a los productos de origen in- 
dustrial. Se consideraba que este proyecto, reformatorio de la Cons- 
titución, al garantizar la “libertad de exportación”, se convertía en 
una norma de seguridad que estimularía el desarrollo de las expor- 
taciones agrícolas, atraería el capital extranjero, y de este modo se 
solucionarían los problemas monetarios, económicos y fiscales del 
país” Contra el proyecto se aducían, entre otras razones, las perti- 
nentes a las limitaciones que ello significaba para el poder legislativo 
y las facultades del ejecutivo en cuanto a la imposición de gravámenes 
o contribuciones extraordinarias en determinados casos, además de 
las razones fiscales del momento. Este proyecto, aprobado en primera 
instancia, no logró su objetivo final. 

El modelo de rentas estatales que venimos describiendo, en la 
medida en que en él predominaban los impuestos indirectos de ca- 
rácter regresivo, tendía a gravar al trabajo más que al capital. Tanto 
por el monto de la carga tributaria que era considerada en general 


- baja por los comentaristas de la época, como por el tipo de impuestos, 


los sectores que gravaba y los efectos traslativos, el sistema tributario 
estaba organizado de tal manera que permitía y contribuía. a una 
amplia acumulación de capital. El arancel aduanero, por ejemplo, 
gravaba principalmente la importación de las mercancías que tenían 
un amplio consumo entre las clases populares, lo cual permitía, de 
hecho, que hacia estas clases se trasladaran los efectos de aquella 
exacción, en tanto que establecía derechos bajos o nulos sobre la im- 


6) Revista nacional de agricultura, N? 124, octubre, 1914, p. 150, 

€ iguel, . cit., 205 y también Ortia Williamson, Gabriel, “Libertad de 
ac ERLmer DORgreRO de mejoras nacionales..., pp. 180-199. Recuérdese cómo 
desde 1911 se había propuesto elevar a norma constitucional la prohibición de establecer 
gravámenes a la exportación, Sin embargo, el ministro de hacienda en 1912, con el objeto 
de incrementar las rentas del Estado, propuso establecer un gravamen a la exportación 
que recaería sobre el café, los cueros, el caucho y la tagua, argumentando de que no era 
posible “elevar más la tarifa de aduanas, sin echar sobre las clases trabajadoras una carga 
imposible”. Por eso proponía gravar las actividades prósperas del país. (Memoria de Ha- 
cienda, 1912 p. XLHM.) Como era de esperaxse, el proyecto suscitó una cerrada oposición 
por parte de los exportadores, La propuesta de establecer gravámenes a la exportación re 
un expediente al cual se recurría en los momentos de aguda crisis fiseal, Para una visi 
de la trayectoria sobre los impuestos de exportación entre 1895 y 1908, véase Palacios 
Marco, El café en Colombia, Ed. Presencia, Bogotá, 1970, pp. 189-201. 
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portación de materias primas y bienes de producción; * a través de 
este doble aspecto fiscalista y proteccionista del arancel, y teniendo 
en cuenta el trayecto descrito por la onda de sus efectos, el proteccio- 
nismo y la financiación esencial del Estado se sustentaban, mutatis 
mutandis, en las clases trabajadoras. Además, el sistema de impuestos 
al girar sobre las importaciones, dejaba libre de tributación las fuentes 
internas tales como la renta y el patrimonio. Tal régimen de impuestos 
generaba consecuencias importantes: si la exacción tributaria, de una 
parte, tendía a trasladarse a las clases trabajadoras, dejando libre los 
sectores de acumulación interna de capital, lo cual favorecía su desa- 
rrollo, de otra, la base tributaria se planteaba entre límites estrechos, 
de tal manera que el Estado no podía contar más que con recursos 
escasos, situación que le impedía realizar, a partir de sus propios 
fondos, los gastos de fomento y construcción de obras que eran recla- 
mados por los diversos sectores de la economía. El capital no adelan- 
taba las sumas: para: financiar la: obras que: demandaba su propia 
expansión.: Estas circunstancias llevarían al capital: nacional y al 
Estado colombiano a llamar cada vez con mayor insistencia el con- 
curso del capital extranjero: 

Lo dicho hasta aquí nos permite apreciar, en consecuencia, la 
enorme significación que para el Estado tenía la economía exporta- 
dora. El modelo de ingresos, centrado en los impuestos de aduana, 
cuya existencia databa desde mediados del siglo XIX, sólo comenzaría 
a cambiar significativamente a partir de la reforma tributaria de 
1935, la cual le otorgaría a los ingresos del Estado una consistencia 
interna según la madurez adquirida por el desarrollo de la economía 
interior del país centrado en la industria. Mientras tanto, el Estado 
debía seguir expuesto a los avatares del comercio exterior. 


2. Efectos de la Crisis de Guerra sobre los Ingresos|del Estado 


Retornando a la crisis del comercio exteriod causada por la 
guerra, y teniendo en cuenta la preponderancia de los impuestos de 
aduana, era propio que dicha crisis afectara los ingresos del Estado. 

En los Cuadros Nos. 4 y 5 podemos apreciar el comportamiento 
de los diferentes grupos de rentas estatales, bienes y servicios nacio- 
nales e impuestos a partir de 1912, 

Como puede observarse, resulta patente la enorme importancia 
del rubro de aduanas, en cuanto a magnitud y variaciones respecto 


8) “El notable encarecimiento de algunos artículos de gran consumo entre las clases 
trabajadoras, encarecimiento debido en parte a los altos derechos que gravan su entrada 
al país —que no los produce o los produce a precios muy altos— está demostrando que 
hemos establecido una protección inconsulta a ciertas industrias, con perjuicio de la masa 
grande, que es la de los consumidores.” Memoria de hacienda, 1917, p. 11. 
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del total de rentas.: (Gráfico NO 3.) Atendiendo al comportamiento de 
las rentas totales vemos que éstas aumentan entre 1912 y 1913; des- 
cienden luego hasta 1916, año en el cual presentan un notable aumento; 
nuevamente vuelven a decaer hasta 1919 para iniciar entonces un perío- 
do de reposición. Como estas variaciones están ligadas ante todo a las 


Gráfico N* 3 


PARTICIPACION DE LOS IMPUESTOS DE ADUANA Y DE RENTA EN 
LOS INGRESOS ORDINARIOS DEL GOBIERNO NACIONAL 1912 - 1940 


TOTAL INGRESOS ORDINARIOS 
— — IMPUESTO DE ADUANA 
“* IMPUESTO A LA RENTA 
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MILES DE PESOS CORRIENTES 
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lo. GUERRA CRISIS DANZA DE LOS GRAN CRISIS RECUPERACION 
MUNDIAL MILLONES 


Fuente: Cuadro N"4 Nota: Los porcentajes se han establecido con relación 
al total de ingresos 


59 


fluctuaciones del impuesto de aduanas, reflejan por lo tanto las varia- 
ciones presentadas en el ramo de las importaciones (véase Cuadro 6). 
En efecto, en los años inmediatamente anteriores a la guerra veníase 
presentando un ascenso en las importaciones y exportaciones (véase 
Cuadro N9 1) y por ende, en los impuestos de aduana, lo cual incre- 
menta las rentas del Estado. Ello había permitido una relativa holgura 

iscal, también alguna actividad en los trabajos públicos, se habían 
otorgado subvenciones a obras departamentales, se habían concedido 
auxilios a establecimientos de beneficencia, e instrucción, ete, * Este 
período de prosperidad del país es interrumpido por la guerra que 
origina la contracción de los mercados europeos y, por lo tanto, 
provoca la caída de las cuentas hasta el año de 1916 en el que registran 
un notable aumento. Este aumento se explica por el hecho de que 
ante el cierre de los mercados europeos se consolida, en dicho año, 
la apertura del mercado norteamericano, lo que trae un alivio a la 
crisis inicial del país; pero tan pronto como Estados Unidos entra en 
la guerra (abril 6 de 1917) retorna de nuevo la erisis,1 El pronun- 
ciado descenso de los derechos de importación entre 1917 y 1918 
(Cuadro N9 6) se explica por la reducción combinada del volumen y 
valor de las importaciones, ya que el arancel aduanero vigente en 
ese momento determinaba establecer el gravamen según la correla- 
ción entre el valor y peso de la mercancía, de tal modo que se man- 
tuviera alrededor del 60% del precio de ésta. No obstante, durante 
este período la importación no resultó gravada en el 60% sino en el 
42% de su valor; esta reducción, según el ministro de hacienda de la 
época, se produjo por la modificación introducida en el arancel 'adua- 
nero en el sentido de proteger las industrias nacionales imponiendo 
derechos muy altos a los productos manufacturados y muy reducidos 
a las materias primas, maquinaria y materiales para tales industrias, 
Este segundo período de la crisis se presenta como el más dramático 
para los ingresos del Estado y en general para el país; a este período 
corresponde también el alza en los precios de los productos internos a 
la cual nos referimos anteriormente (véase el Cuadro N9 2). 


Si la guerra disminuía los ingresos estatales, por la doble vía de 
la caída de las rentas y el cierre del crédito exterior, abocando al 


9) Memoria del ministro del tesoro, 1915, p. 4 


10) “Mientras el conflicto —decía el ministro del tesoro en 1919 se circunseribió a 
los países del Viejo Mundo, :el comercio de importación se sostuyo con mediana regula- 
ridad, alimentado por los Estados Unidos. Mas una vez que este país se vio envuelto en 
la guerra, vino para Colombia una situación de verdadero bloqueo, que todavía hace 
sentir sus estragos en el fisco nacional.” Memoria del ministro del tesoro al congreso de 
1919, Imprenta Nacional, Bogotá, 1919, p. V. 


11) Informe del ministro de hacienda al congreso de 1917%,-p. 8, 
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CUADRO N? 4 


INGRESOS ORDINARIOS DEL GOBIERNO NACIONAL 1912 - 1940 


(miles de pesos corrientes) 


Impuestos 
ctas CES Ingresos 
Ñ 6vi rec o: 

Años Para a ar Renta Otros  yrecargos Otros varios 
1912 .. 14.147 1.350 629 = 150 10.055 1.783 180 
1913 .. 17.386 1.384 750 = 166 12.881 2.046 159 
1914 .. 14.279 - 1.857 798 — 147 9.770 1.509 198 
195 .. 13.151 1.519 1.326 — 150 7.400 2.281 475 
1916 .. 18.298 1.785 1.994 — 178 11.160 . 3.002 179 
1917 .. 13.859 1.744 1.075 — 200 7.436 3.181 224 
1918 .. 12.265 1.986 1.278 — 227 4.700 3.007 1.067 
1919 .. 15.947 2.716 1.087 189 196 6.975 4.105 679 
1920 .. 29.526 4.072 1.731 742 283 15.096 7.000 602 
1921 .. 19.022 3.847 1.706 434 245 7.299 4.668 823 
1922 .. 21.433. 4.349 1.447 615 388 8.417 4.904 1.253 
1923 .. : 33.412 :. 3.296 5.101 7116 276 18.093 4.902 1.028 
1924 .. - 33,470: 2.894 6.373 653 .::486 19,202 2.930 932 
1925 .. : 46.240 3.126 7.923 732 519 28,834 3.730 1.375 
1926... 55.649 3.199: 10.917. 1.093 590. 33.804 4.387 1.709 
1927 ...:: 63,267.:3.535.. 12,994 : 1,270 598 37.189 5.618 2.062 
1928 ...: 75.031: 6.820. - 15.321. 3.196 805 40.810 6.649 1.928 
1929 .. : 75.239: 6.080 . 15.120. 2.697 1.024 39,409 9.131 1.778 
1930 .. : 49.358: 5.118: + 11.775. 3.3283 767 20.350 7.140 884 
1931 .. - 43.694 4.051. : 10,033: 2.279 543 - 18.555 6.000 2.232 
1932 ...: 35.346: .:5.002 2.596... 1.503 570 17.460 7.160 1.052 
1933 .. 39.787 :4.431 2.913.::.1.709 708. 22.275 7.137 614 
1934 .. 53.562: 5.419 :-:6.299: 2.027 +, 874. 24.612 11.904 2,427 
1935 .. 60.269 6.196 - 3,486 4.340 935 27.488 14.319 3,119 
1936 .. 70.063 6.102 3.435 8,701 5.344 30.015 15,711 764 
1937 .. 82.877 4.615 6.014 10,242 6,646 34.325 17.792 3.151 
1938 .. 84,029 5.136 5.559 11.660 8.423 31.116 18.024 4.111 
1939 .. 94,390 3.346 5.966 12.417 9.767 40.630 20.378 1.901 
1940 .. 82.124 3.028 5.342 - 13.949 11.016 27.670 18.038 3.099 


Fuente: De 1912 a 1922. “Misión de consejeros financieros”. Memoria del ministro del 
tesoro, 1923, 


De 1923 a 1940, Anuario general de estadística, 
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CUADRO N? 5 


DISTRIBUCION PORCENTUAL DE LOS INGRESOS ORDINARIOS 
DEL GOBIERNO NACIONAL 1912-1940 
A 
E Impuestos directos Impuestos indirectos 


Total de Bienes Servicios Aduanas 
Años ingresos nacionales nacionales Renta Otros y recargos - Otros grid 


qE__Ae 5 5 


1912 ... 100 9.5 44 == 110 mí 

1913 ...::100 8.0 43 L 09 741 AE y9 
1914... 100 13.0 56 ss LO 685 1086 14 
1915... "100 15 0101 BB IS 3 
1916... 100 98 109 O LO 164 10 
1917 ...::100 12.6 73 —= 14 536 229 18 
1918... 100 162 10.4 — 18 "383 245 87 
1919 ... 100 170 63 1.2 12 437 257 42 
1920 ... 100 138 59 25 09 511 27 20 
1921... 100 202 9.0 2.3 13 384 25 43 
1922... 100. 203 67 2.9 18 395. 229 58 
1923 ... 100 9.9 153 2.1 08 541 147 31 
1924 ... 100 86 19.0 19 14 574 87 28 
1925 ... 100 68 17.1 16 11 624 81 30 
1926 ... 100 5.7 19.6 2.0 11 607. 78 31 
1927 ... 100 56 205 20 09 588 89 32 
1928 ... 100 9.1 20.4 42 LIO 544 89 25 
1929 ... 100 81 201 36 14 0 524 121 24 
1930 ...: 100 10.4 23.8 67 15: 412 145 18 
1931... 100 9.3 23.0 52 12 425. 187 51 
1932 ... 100 14.1 73 42 16 494 202 30 
1933 ... 100 11.1 73 43 17 560 179 15 
1934... 100 101 113 38 16 459. 22% 45 
1935 ... 100 103 53 72 15 456 287 62 
1936... 100 87 49 124 76 428 224 11 
1937... 100 5.6 72 12.3 80 414 215 38 
1938... 100 6.1 6s 189 100 370 214 49 
1939... 100 35 63 13.1 103 430 216 20 
1940... 100 36 65 169 134 337 219 37 


Fuente: Cuadro N0 4, 
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CUADRO N? 6 


IMPORTACION Y DERECHOS DE IMPORTACION (ADUANAS) 1912-1920 


IMPORTACION 


Valor declarado en Derechos de impor- 
tación (Aduanas) 


Cantidad de la factura consular 

Año toneladas en miles de pesos (Miles de pesos) 
5 5 5 

135.819 23.965 10.055 

158.771 28.536 12.881 

127.762 20.979 9.774 

104.883 17.841 7,400 

115.215 29,660 11,160 

99.675 24.751 7.436 

53.115 21.783 4.700 

97.358 47.452 6.975 

166.696 101.398 15.097 


Correlación lineal entre cantidad de importaciones y derechos de Importación r = 0.94, 


Fuente; Cuadros 1 y 4. 


Estado a una aguda crisis fiscal,'? con ello ponía de manifiesto a la 
vez la estrechez y la vulnerabilidad del régimen de rentas del Estado, 
su debilidad estructural, 


Esto nos está demostrando una vez más -—decía Fisteban Jarami- 
llo— las funestas consecuencias que tiene para un país el que su 
tesoro público viva y se alimente de una renta cuyos productos ema- 
nan del comercio de importación. Bajo - este «defectuoso. sistema 
tributario, de nada le sirve al fisco el desahogo económico interno, ni 
el aumento creciente de las exportaciones, ni el desarrollo de la rique- 
za individual y colectiva. Desligado el Tesoro Público, por un criterio 


12) Esteban Jaramillo, ministro del tesoro en 1919, describía la crisis en los siguientes 
términos: “Lo que va corrido de la actual administración ejecutiva marca el período 
fiscal más agitado, difícil y peligroso que en época alguna haya atravesado la repú- 
blica. Las rentas existentes en descenso no interrumpido desde fines de 1917: el 
déficit que quedó el 19 de agosto de 1918, acrecentado día por día con la diferen- 
cia constante entre las rentas y los gastos; el gobierno incapacitado para establecer 
nuevos tributos que pudieran recaudarse sin pérdida de tiempo; los mercados extranjeros 
cerrados al crédito del país, por obra de la anómala situación financiera creada por la 
guerra mundial; el crédito interno casi nulo, principalmente por la escasez de moneda 
circulante, en el país; los gastos públicos en el límite de reducción compatible con la vida 
administrativa, todo esto formaba una atmósfera de malestar y de inquietud que pre- 
sagiaba los más deplorables sucesos.” Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1919, 


p. IV. 
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árcaico inexplicable, de las verdadera; 
n > s fu i 
tiene holgura y abundancia cuando pde dls TA 


eneral y 
a se revelaba como uno de los componentes básicos de 
rÓnica propensión del Estado a la crisis fiscal 


3. La Crónica Propensión del Estado a la Crisis Fiscal 
El Presupuesto y los Gastos del Estado 


de caia tendencia puede apreciarse en el Cuadro N9 7 que 
ral os ingresos y gastos presupuestales del Estado entre 1901 
Ae ; he ernamente se manifestaba en forma aproximada en la incli- 
A iscal de los presupuestos (véase Gráfico NO 4) 
a incongruencia relativa entre la limitació 
. : / ación de las rent 
Ei cer sobre los gastos conllevaba, entre is 
ecuencias: en primer lugar, la imposibili : 
s posibilidad 
Estado de emprender las obras y de crear las condiciones de pis 


13) Memoria del ministro del bosoro al congreso de 1919, p. VI 
3 
financiera del Estado 


A e 
'omento en que el país confronta delicadísimos problemas ¡ 


S4 


EN 


MILLONES DE PESOS 


Gráfico N* 4 
DEFICIT O SUPERAVIT EN LOS PRESUPUESTOS ANUALES 4 A 


——— RENTAS ; AS pS 


— —— GASTOS 


1010 u 12 13 1“ 15 18 Ir 18 19 20 21 1922 


Fuente: "Mision de Consejeros Extronjeros. Memoria del Ministerio del Tesoro 1923 


límite de lo intolerable, y ascendía frecuentemente a este límite ya 
por reducción de las rentas, ya por aumento de los gastos (aumento 
generalmente registrado en los gastos no “reproductivos”), el Estado 
entonces ponía en práctica el sistema de reducción de gastos hasta el 
límite de lo indispensable para el funcionamiento de la administración 
(ni qué pensar en fomento en tales condiciones) y a presionar el crédito 
interno y externo para cubrir el- déficit; la deuda resultante de estas 
situaciones comprometía a su vez los ingresos futuros y el Estado, 
para mantener abierta la puerta del crédito, se preocupaba siempre 
por destinar una partida a través del Ministerio del Tesoro para el 
servicio de la deuda. La estructura de gastos a la que nos hemos refe- 
rido puede apreciarse en el Cuadro N% 8 y en el Gráfico N% 5 que 
representan la asignación de gastos en el año anterior a la crisis 
(1913) de equilibrio presupuestal. Aproximadamente el 50% de los 
gastos se destinaba a los Ministerios de Gobierno, Relaciones Exterio- 
res, Hacienda y Guerra; el 34.07% al Ministerio del Tesoro, destinado 
al servicio de la deuda principalmente, y al pago de pensiones, recom- 
pensas y montepío militar, ete., y solamente un 9.22% al Ministerio 
de Obras Públicas y un 6.25% al de Instrucción Pública. De lo anterior 
se deduce la relativa baja incidencia del Estado en el fomento directo 
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Gráfico N* 5 


PARTICIPACION PORCENTUAL DE LOs MINISTERIOS EN EL 
PRESUPUESTO NACIONAL DE GASTOS 1913 


/ 
/ 
110711 
Ex , 14/ 
ISA AAA 
Y 


1? 


Fuente: Cuadro N*8 


TOTAL GASTOS PRESUPUESTALES: 13.686 


del desarrollo económico a través del gasto público, en los años ante- 
riores a la guerra, Empero, si el gasto destinado directamente al fo- 
mento económico era reducido, es necesario reconocer que el gasto pú- 
blico, aunque orientado a otros renglones, contribuía de todos modos en 
alguna proporción a dicho fomento, a través de la demanda que abrían 
los salarios y el consumo de materiales del sector público. En el Cuadro 
No 5 se dan los datos sobre el personal y los sueldos de todo el sector 
público (municipal, departamental y nacional), para el año de 1916.15 


15) El total de empleados del secto: úbli 
el dato sobre la población activa dl al en 1916, venden 
de la población activa, os 


42.701, si lo comparamos eon 
vendría a representar Apenas el 1.2% 


s6 


La relación entre ingresos y gastos del Estado también nos 
descubre otros mecanismos que hacen referencia a algunos aspectos 
de la programación y ejecución del presupuesto nacional, Así, por 
ejemplo, en las discordancias entre los ingresos y los gastos tenían 
que ver los atrasos técnicos y estadísticos, las fallas administrativas 
en la recaudación de las rentas, las desviaciones en los gastos, las 
presiones sociales y políticas en la formación del presupuesto, etc. Es- 
tas presiones se dejaban sentir en la cámara y en el senado —que 
tenían la iniciativa constitucional en materia de gastos— en los mo- 
mentos de debate y aprobación de la ley de presupuesto. ** Los diversos 
intereses que se debatían en la sociedad, como los de partidos, clases, 
regiones, etc., y que hallaban expresión en el congreso, incidían a 
través de éste en la formación y distribución de la carga tributaria, en 
la asignación de gastos y, en general, en la política económica del 'Es- 
tado. A los intereses regionales se debía, por ejemplo, la oposición a la 
descentralización de los gastos, lo cual contrastaba con la defensa 
de la descentralización fiscal; esta descentralización había delimitado 
claramente las rentas que correspondían a la nación, a los departa- 
mentos y a los municipios, pero en cambio no se había realizado el 
mismo deslinde en cuanto a la distribución de los gastos; es más, entre 
1913 y 1914 se trasladaron a la nación gastos que antes hacían los 
departamentos, como los de servicio interno de correo; cárceles, hi- 
giene, medicina legal y direcciones de instrucción pública, lo cual 
incrementó el gasto nacional. *”-La nacionalización de estos gastos era 
considerada por el gobierno como una de las causas que había incre- 
mentado el déficit fiscal. * Los departamentos y los municipios alega- 
ban a su turno la exigúidad de sus jngresos con relación a las 
erogaciones que debían efectuar, y esaCondición les llevaba a acúdir 
a la nación. Algunos presupuestos-regionales, como los que correspon- 
dían específicamente a los municipios, presentaban a su vez un 
desorden impresionante: “en la formación de los presupuestos munici- 
pales —decía un estudio de la época— reina la más absoluta anarquía, 
tanto que más parecen referirse a lugares de distintos países que a 
elementos de una misma nación, Anarquía en las rentas, anarquía en 


16) La iniciativa del congreso en materia de gastos era fuente permanente de desequi- 
librio presupuestal, y por tanto, de desorganización financiera del Estado. Como se recor- 
dará, ya Lucas Caballero había propuesto en el Primer Congreso Agrario la supresión de 
la iniciativa parlamentaria en los gastos, como una forma de sanear las finanzas estatales, 
En 1912 el ministro de hacienda insistía sobre la necesidad de suprimir tal iniciativa: 
“Mientras se persista en los métodos actuales, que permiten a cada diputado proponer 
gastos, aumentos de sueldos y otras medidas que se traducen en leyes de gastos, no hay 
por qué pensar en una buena organización fiscal del país.” Memoria de hacienda, 1912, 
pp. XIN-XV, 

17) Informe del ministro de hacienda al congreso de 1917, p. 4. 


18) “Mensaje del presidente de la república al congreso de 1917”. Diario Oficial, N0 
16152, julio 26 de 1917 y N0 16,175, agosto 24 de 1917. 
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CUADRO N? 7 
PRESUPUESTOS NACIONALES DE INGRESOS Y GASTOS 1901 - 1936 
A>AA <= ---EI- IP MA 


(miles de pesos) 


Diferencia 
+ Superavit 

Año "Ingresos Gastos emo 

O CO NN 

1901-1902 corr coccrccrcc 28.983 35.907 — 9,924 
1903-1904 1 .. e 25.000 38.995 — 13.995 
1905-19061 ....... see 21,017 42.037 — 21.020 
VEN ae > 15.494 30.986 — 15.492 
15.983 31.981 — 15.998 

16.559 33.138 — 16.579 

10.816 21.660 — 10,844 

9.778 9.872 — 9% 

11.507 11.779 — 272 

14.068 13.686 + 382 

17.404 19.719 — 2.315 

20.882 18.154 + 2.728 

14.860 17.115 — 2.255 

14.885 16.370 — 1.485 

17.810 17.548 + 262 

13.455 16.114 — 2.659 

23.845 27.790 — 3.945 

26.502 34.792 — 8.290 

24.217 28.211 — 3,994 

36.211 37.773 — 1.562 

38.285 42.965 — 4.680 

36.326 40.440 — 4.114 

43,448 43.340 + 108 

44.896 44.896 0 

61.219 86.220 — 2.500 

70.010 106.120 — 36.110 

61.060 53.983 + 7.077 

51.739 51.739 0 

57.110 55.110 + 2.000 

35.129 35.128 + 1 

38.150 38.661 — 51 

45.308 44.014 + 1.294 

70.516 96.926 — 26.410 


1) Calculado, promedio 1901-1902 y 1905-1906, 


Fuente: Dane, Boletín mensual de estadística, Nos. 257-258. 


CUADRO N?* 8 | 
PRESUPUESTO NACIONAL DE GASTOS 1913 | 


A 


Cantidad 

asignada 
Ministerios Gniles de pesos) % | 
O as 2.099 15.34 | 
Relaciones Exteriores . 278 2.03 
Hacia iia 1.063 7.7 | 
GUETTA di a ei 3.285 24.00 ¡ 
Instrucción Pública . 855 6.25 
Obras Públicas ..... 1.262 9.22 
Tesoro ........ Sn 4.663 34.07 
Departamento de Beneficencia ........... 181 1.32 

Total io A ia 


13.686 100. 


Fuente: Dane. Boletín mensual de estadística, Nos. 257-258, diciemre' 1972, enero 1978. 


CUADRO N?9 9 
SERVICIO PUBLICO. PERSONAL Y SUELDOS 1916 


Sueldos (anuales) 


Empleados N? de empleados 
Municipales 13.546 2,257.257,62 
Provinciales . 18 10.660.00 
Departamentales ......o.o.oomooo.. 11.904 3.836.032.17 
Nacionales .....ooooomocccorcarono 17.233 5.065.386. 99 
A —___—_—— 
Totales ....ooooconccorcos 42.701 11,169,336.78 


Fuente: Anuario estadístico de la repúbliea de Colombia, 1916. 


los gastos, anarquía en las clasificaciones de unos y otros, anarquía en | 
todo, como hechos expresamente para que no sean comparables entre | 
si”.** En lo que hacía referencia al caso de las aduanas interiores, 
éstas se planteaban como un grave obstáculo a la integración del 
mercado y de la nación y en consecuencia se solicitaba al congreso su 
| abolición. *? En cuanto a la presencia de los intereses económicos de 


19) Rodríguez, Jorge. “Presupuestos municipales”, en Primer congreso de mejoras 
E nacionales. p. 82, 
; 20) Sucesos colembianos..., pp. 258-282. 
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grupo, ya atrás nos hemos referido a éstos en los casos concretos de la 
orientación del régimen fiscal, del manejo proteccionista y fiscalista 
del arancel aduanero, del establecimiento de derechos de exportación 
o de la libertad de exportación, de la organización del sistema mone- 
tario, ete., en donde se hallaban implicados los intereses de los gremios 
de cafeteros y agricultores, de los industriales, comerciantes y banque- 
ros, etc. También se hacía alusión al “favoritismo” de los gobiernos, en 
cuanto al otorgamiento de “pensiones, sueldos y canonjías” a “los ami- 
gos a quienes hay que complacer”,* práctica clientelista que condu- 
cía a una incrementación inmoderada y superflua del gasto público. 
Desde luego, este era apenas un aspecto del interés del gobierno, el 
cual, ante todo, pretendía contar con un presupuesto equilibrado que 
le permitiera, sin traumas, garantizar el funcionamiento de la adminis- 
tración, cumplir los compromisos y adelantar la obra de gobierno, El 
proyecto de presupuesto sin embargo sufría modificaciones en el 
congreso en donde se expresaban los intereses anteriormente señala- 
dos. Indicativo de estas variaciones son los Gráficos Nos. 6 y 7, que 
muestran los cálculos de rentas y gastos presentados por el gobierno 
y los votados por el congreso. 

Resultado de ello era un presupuesto frecuentemente desequili- 
brado en donde el Estado, si bien no podía plegarse en forma absoluta 
y exclusiva al interés de un solo grupo o gremio, tampoco podía 
desconocer el conjunto de dichos intereses, aunque tal reconocimiento 
general implicara en alguna forma la prioridad de unos y la posición se- 
cundaria de otros, según el grado de hegemonía que tales grupos mante- 
nían o adquirían en la sociedad. Una vez expedido y liquidado el 
presupuesto, venían los créditos adicionales, es decir, aquellas apro- 
piaciones que surgían después de la aprobación del presupuesto y 
que se consideraban como gastos complementarios de éste. Los créditos 
adicionales podían ser solicitados indistintamente por los miembros 
del gobierno, e inclusive, por los senadores y representantes, y se 
prestaron para muchos abusos hasta 1923. ** Los créditos adicionales, 
que se expendían sin apropiar al mismo tiempo el ingreso para finan- 
ciarlos, rompían de hecho la unidad del presupuesto —si la había— y 
favorecían la progresión de los gastos, tal como puede apreciarse en 
el Gráfico N9 8, con lo cual se hace más explícita la tendencia a la 
crisis fiscal del Estado. 

Finalmente, la relación entre ingresos y gastos del Estado nos 
revela un efecto ciertamente lógico: cuando se producía un aumento 
en las rentas, ello traía como consecuencia un aumento mayor 


21) Véase la nota No 23 del capítulo II. 
22) Cruz Santos Abel, El presupuesto colombiano, Ed. Minerva, Bogotá, 1937, pp. 371 y ss. 


7O 


MILLONES DE PESOS 


Gráfico N* 6 


DIFERENCIAS ENTRE LOS CALCULOS DE RENTAS PRESENTADOS 
POR EL GOBIERNO Y LOS VOTADOS POR EL CONGRESO 


.s ———- CALCULO DE RENTAS GOBIERNO 


— —— RENTAS VOTADAS CONGRESO 


» 


mo nn 14 3 14 5 16 7 18 19. 20 a 1922 


Fuente: "Misión de Consejeros Extranjeros”. Memoria del Ministerio del Tesoro (923 


en el presupuesto de gastos, pasando, en algunos casos, por un 
breve período de equilibrio presupuestal. Esto era precisamente lo que 
había sucedido en los años inmediatamente anteriores a la crisis fiscal 
de guerra. Correspondiendo a la prosperidad de esos años, en..1913 


se obtiene prácticamente un equilibrio presupuestal entre ingresos-y.._-— 


gastos con un pequeño superávit, lo cual parecía ser la culminación 
de la política de los años precedentes que aparentemente pretendía 
encontrar ese ajuste (véase Cuadro N' 7). Pero a partir de este año se 
produce un incremento notable en el presupuesto de gastos de 6 millo- 
nes de pesos, lo que contribuye al déficit fiscal de la primera fase de 
la crisis de guerra, dado que la proyección de ese gasto no iba acom- 
pañada ahora de un aumento correlativo en los ingresos reales, sino 
por el contrario, de una baja, aunque en la programación presupuestal 
estos ingresos exhiban un cálculo creciente hasta 1916. El compor- 
temiento. real de los ingresos y gastos efectivos nacionales puede 
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Gráfico N*7 


DIFERENCIAS ENTRE LOS CALCULOS DE GASTOS PRESENTADOS 
POR EL GOBIERNO Y LOS VOTADOS POR: EL CONGRESO 
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CALCULO DE GASTOS GOBIERNO 
— —— GASTOS VOTADOS CONGRESO Í 


MILLONES DE PESOS 


19lo " 12 3 1d 15 16 17 18 la 20 21 1922 


es Ñ 
Fuente: Mision de Consejeros Extranjeros. Memoria del Ministerio del Tesoro 1923 


observarse en el Cuadro N9 10. Pese a la diferencia entre los datos 
presupuestales y los reales, ambas series presentañ a la larga las 
mismas tendencias y sus desviaciones permiten ver en parte la inci- 
dencia de los factores concurrentes en la formación del presupuesto 
atrás mencionados, así como la eventualidad de las circunstancias 
inesperadas o no buscadas como las crisis y coyunturas del merca- 
do mundial pero que incidían de hecho y profundamente en la esfera 
fiscal y financiera del Estado, marcándole los períodos de auge y 
depresión, tal como puede apreciarse en los Gráficos Nos. 1,3 y 9. 

] El incremento del presupuesto de gastos entre 1913 y 1914, se de- 
bía a la nacionalización de algunos gastos que correspondían a los 
departamentos, a los cuales nos: referimos anteriormente, y a la crea- 
ción de nuevos gastos, como los pertinentes al Consejo de Estado 
tribunales de lo contencioso-administrativo, estadística, sanidad de 
puertos, empréstito Perier y otros. Considerando el aumento de gastos 
entre 1904 y 19186, Esteban Jaramillo observaba que dicho crecimiento 


72 


CUADRO N? 10 


INGRESOS Y GASTOS PUBLICOS NACIONALES 1912-1938 
(Miles de pesos) 


Ingresos Públicos Nacionales Gastos Públicos Nacionales Diferencia 
Extraor- Extraor- + Superávit 
Año Ordinarios dinarios 1 Total Ordinarios dinarios 2 Total — Déficit 
A 5 
1912 ... 13,210 2,382 15.502 14.205 14,205 + 1.297 


1913 ... 16.923 = 16.923 15.532 15.532 -+ 1.391 
1914... 13.315 1,250 14,595 14.678 14.678 — 8 
1915 ... 12.055 — 12.055 12.625 12.625 — $70 
1916 ... 20.347 400 20.747 19.800 19.800 + 947 
1917 ... 13.240 — 13.240 15.100 15.100 -—1,860 
1918 ... 10.809 1.752 12.561 18.161 18.161 —5.600 


17,244 + 7.989 
23,239 + 4,443 


1919 ... 13.603 11.630 25.233 17.244 
1920 ... 25.539 2.142 27.682 23.239 


Sl RL del 


1921 ... 15.718 — 15.718 23.903 23.903 —8,185 
19222 .. 21.433 17.447 38.880 Ss == NN 
1923... 33.535 10.223 43.758 38.936 = 38.936 + 4,822 
1924 ... 33.470 6.391 39.861 33.447 6.900 40,347 — 486 
1925 ... 46.240 5.278 51.518 41.211 8.433 49.644 +1.874 
1926 ,.. 55.649 5.000 60.649 62.278 5.180 67.458 —6.809 
1927 ... 63.267 22.920 86.189 55.609 28.803 84.412 41,777 
1928 ... 75.031 32.473 107.504 67.201 47.948 115,149 —-1.645 
1929 ... 75.239 = 75.239 65.252 17,270 82.522 —1.283 
1930 ... 49.358 4.993 54.351 55.018 5.900 60.918 —6.567 
1931 ... 43,695 9.987 53.680 51.990 = 51.990 +1.690 
1932... 35.346 9.223 44.570 35.458 7.848 46.239 —-1.669 
1933 ... 39,788 25.672 65.506 31.810 29.505 62.680 + 2.826 
1934 ... 53,860 24.125 77.486 49.366 23.869 74,970 + 2.516 
1935 ... 57.360 5.129 62.490 57.670 1.650 61.080 +1.410 
1936 ... 70,062 4,123 74.186 65.300 3.037 172,034 +2.152 
1937 ... 82.878 9.544 92.422 76.113 6.918 83.030 +9.390 
1938 ... 84.029 6.380 90.410 86.785 5.807 92.591 —2.181 


FR 


1) En los ingresos extraordinarios se incluyen, entre otros, las siguientes entradas: 
indemnización americana (1922-1926), junta de conversión y vigilancia (hasta 1923), intere- 
ses y cambios (1925, 1927 y 1928); empréstitos de 1927 y 1928 y pagarés del tesoro, 1930; 
empréstito patriótico (1933); Banco de la República-cuota militar (1933); pagarés, bonos y 
empréstitos de 1933-1934. y 

2) No hay datos sobre los gastos! extraordinarios; éstos sólo aparecen en la estadística 
a: partir de 1924. 4 


E 5) No hay datos de gastos para 1992, 


Fuente: Anuario- general de estadística, 
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Gráfico N*8 


DIFERENCIAS ENTRE EL PRESUPUESTO DE RENTAS Y EL. TOTAL 
DEL PRESUPUESTO DE GASTOS MAS LOS CREDITOS ADICIONALES 


RENTAS ed 


——--— GASTOS E f 


MILLONES DE PESOS 


toto " 1 15 Mm 5 16 tr 18 19 20 a 1922 


"Mie , ea 
Fuente: "Mision de Consejeros Extranjeros! Memoria del Ministerio del Tesoro 1923 


no obedecía en su mayor parte al mejoramiento de los medios de 
defensa interior y exterior, ni tampoco al fomento de obras de utili- 
dad: común, empresas de progreso, y de instituciones de higiene e 
instrucción pública, ramas en las que algo se había hecho, pero no en 
la cuantía proporcionada al aumento de los gastos; la mayor parte de 
tal exceso de gastos —concluía— “ha ido a engrosar nuestra lista civil 
y a mejorar la condición de los servidores públicos, estimulando 
quizás la empleomanía, que es uno de nuestros mayores males, con 
grave detrimento para las industrias y con muy deficientes resulta- 
dos para el mejoramiento del servicio”.** El traslado de gastos depar- 


.. 23) “Para convencerse de ello —agregaba— basta comparar el número y las asigna- 
ciones de los empleados nacionales en los años de 1904 y 1916, Se han creado nuevos minis- 
terios ejecutivos; el personal del cuerpo legislativo se ha aumentado considerablemente, 
el número de los funcionarios subalternos es mucho mayor que antes, y a tiempo que, 
por ejemplo, un ministro de Estado devengaba en aquella época una asignación no mayor 
de $ 150 oro, y un representante o senador $ 120 mensuales, hoy gana cada uno de ellos 
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mes 


Gráfico N* 9 


INGRESOS Y GASTOS PUBLICOS NACIONALES 
120 1912 - 1938 


INGRESOS 
=---- GASTOS 


MILLONES DE PESOS 


12 919 1920 1925 1930 1935 1938 
la. GUERRA CRISIS DANZA DE LOS GRAN CRISIS RECUPERACION 
MUNDIAL MILLONES 


Fuente: Cuadro N* lO 


tamentales a la nación y la creación de nuevos servicios, incrementaron 
el presupuesto en $ 3.433.581 entre 1913 y 1916;** ante gastos incre- 
mentados y rentas reducidas, la crisis fiscal se presentaba con rudeza. 
El alza de las rentas en 1916 produjo un alivio momentáneo, para 
entrar de nuevo en la fase más severa de la crisis, Inmerso en la crisis, 
el Estado debía reaccionar poniendo en práctica medidas que le per- 
mitieran de algún modo enfrentar la crítica conyuntura, si no quería 
verse arrastrado a situaciones aún más catastróficas, 


$ 300 o más. A esto han contribuido de manera notoria la liberalidad de los legisladores 
y el desequilibrio económico y fiscal producido por el papel moneda.” Esteban Jaramillo, 
La reforma tributaria en Colombia, Publicaciones del Banco de la República, Archivo de 
la Economía Nacional, Bogotá, 1956, pp. 38-39. El libro fue publicado por primera vez 
en 1918. 

24) “Mensaje del presidente de la república al Congreso Nacional de 1917”, Diario 
Oficial, N2 16.152, julio 2 de 1917; Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1917, 
p. 12. Según este ministerio: “El presupuesto de gastos nacionales ha ido creciendo inmo- 
deradamente en los últimos afñios, sin que tal aumento lo justifiquen imperiosas necesi- 
dades del país, ni obedezca a fecundas iniciativas de progreso,” Idem, p. 4, 
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CAPITULO Y 


La Respuesta del Estado a la Crisis 


Como se ha hecho notar, la crisis de guerra se presentaba para 
Colombia como un proceso complejo y contradictorio, que conllevaba 
efectos negativos y positivos para el país. En cuanto a los efectos ne- 
gativos, la crisis afectaba al país por la arteria fundamental del comer- 
cio exterior, que generaba de inmediato un efecto depresivo sobre la 
producción de exportación, sobre la actividad importadora — afectando 
el capital que se movía en la órbita del comercio exterior—-y sobre los 
ingresos del Estado, al disminuír la renta de aduanas. En cuanto a los 
efectos positivos, al producirse la reducción de las importaciones, se 
creaba de hecho una situación de protección que tendía a reservar los 
mercados para la producción interna, generándose de este modo una 
demanda insatisfecha que planteaba un llamado a la producción in- 
dustrial y agrícola del país que se vieron estimuladas. Sin embargo, la 
crisis de guerra generaba otro efecto negativo, cual era el de agudizar 
la escasez del medio circulante, por la reducción de las exportaciones y 
el éxodo del oro al exterior, circunstancia que afectaba a'la economía y 
al Estado, en su conjunto. Siendo la economía exportadora un sector 
clave y dinámico de la economía nacional, y teniendo en cuenta sus 
articulaciones internas y sus efectos multiplicadores, resultaba com- 
prensible que su deterioro tendía a reflejarse también en el conjunto 
de la economía y del Estado, pese a los efectos positivos de la crisis que 
se han señalado. Todo ello determinaba un enfrentamiento de la crisis, 
en donde el Estado entraba a jugar un papel de primer orden, por la 
doble vía de la cuestión fiscal y del problema monetario. Como atrás 
se dijo, el Estado, en los años de prosperidad precedentes a la guerra, 
y contando con una cierta holgura fiscal, había puesto en práctica 
una política de fomento a los trabajos públicos, de subvenciones a 
departamentos, de auxilios a establecimientos de instrucción y be- 
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neficencia, etc., política que se veía ahora afectada con la crisis. Al 
disminuír los ingresos estatales se reducía la capacidad de gastos del 
Estado, afectándose en consecuencia su política de fomento, el des- 
empeño de sus tareas y funciones, y el cumplimiento de sus Ccompro- 
misos, lo cual se reflejaba en la parálisis de las obras, la desocupación, 
la reducción de sueldos, la disminución de auxilios, la supresión de 
subvenciones, etc., lo que contribuía a un tremendo malestar social. 
A ello se agregaban los problemas del creciente déficit fiscal, la es- 
casez de dinero y la depresión en algunos sectores claves de la eco- 
nomía. El Estado debía entonces intervenir de alguna manera en el 
enfrentamiento de la crisis, ya que se hallaba situado prácticamente 
en el centro de ella. De inmediato, la respuesta del Estado era urgente- 
mente motivada por el déficit fiscal, cuya suma acumulada ascendía 
en 1918 a $ 5.000.000. Las medidas que se concibieron iban inicialmente 
encaminadas a cubrir tal déficit. Según los planteamientos del mo- 
mento-sobre los asuntos de hacienda pública, dichas medidas se des- 
prendían de la fórmula: “Economías, nuevos impuestos, aumento de 
los actuales y el erédito”,* fórmula que se consideraba como la indicada 
para los momentos de crisis como el presente. Partiendo de esta fór- 
mula tradicional, el gobierno comenzó a desarrollar un “plan de 
economías” consistente en la suspensión, aplazamiento o reducción 
de los gastos y, a la vez, un plan de reorganización fiscal. 


1. La Reducción de Gastos 


La economía en los gastos afectaba prácticamente a todos los 
ministerios (véanse los Cuadros Nos. 11 y 12) y consistía principalmente 
en la reducción de salarios y subvenciones; en el recorte de auxilios 
y de inversiones, como sucedía en las obras públicas y educación; en 
el aplazamiento de los pagos como los de pensiones, etc. En 1914 se 
dispuso por medio del Decreto NO 1290 la limitación mensual de los 
gastos a la doceava parte de las partidas del presupuesto. Por la Ley 
126 de 1914, se autoriza al gobierno para reducir sueldos, suprimir 
empleos y reorganizar las oficinas públicas.? La Ley 51 de 1917 con- 
firió al gobierno facultades que le permitían reorganizar los servicios 
administrativos en las ramas de su dependencia y aplicar reducciones 
en los otros servicios. Por efecto de la mencionada ley la reducción 
de los auxilios y subvenciones se fijó en el 50%, quedando excluídos 
los de beneficencia y misiones; la reducción de los auxilios para los 
establecimientos de educación departamentales no podía exceder del 


1) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1917, p. 16. 


2) A partir de 1911 los sueldos ya habían sido objeto de una reducción, la cual fue 
autorizada por la Ley 85 de 1210, Memoria de hacienda, 1915, p. 19. 
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25%;* se produjeron rebajas en las partidas para las obras públicas, 
y se aplicaron economías en las ramas del ejército y la policía. Esto 
último, sin embargo, se vio interrumpido por las huelgas de Barran- 


CUADRO N?* 11 


GASTOS PRESUPUESTALES 1911-1920 
(En miles de pesos) 


MINISTERIOS 


Rel. Inst, Agric, y Obras Depto, de 
Año  Gobier, Ext. Hada. Guerra Pública Com. Pblicas. Tesoro Benef. Total 


1911 2.656 139 854 1.973 516 = 355 3.285 94 9.872 
1912 2.378 208 959 2.629 685 = 808 3.974 138 16.779 
1913 2.099 278 1.063 3.285 855 — 1262 4.663 181 13.686 
1914 4.352 358 1.213 3.883 1.107 — 3.693 5.113 — 19.719 
1915 4.182 306 1.610 3,107 1.361 484 2209 4.895 — 18.154 
1916 5.720 302 1.266 2.369 1.167 638 1.006 4.645. — 17115 
1917 5.479 301 1.216 2.136 1.163 292 1.491 4.288 — 16.370 
1918 6.288 307 1.421 2.406 1.232 201 1.809 3.884 — 17548 
1919 5.355 272 1.266 2.105 1.777 107 1.421 3.810 — 16.114 


1920 7.818 477 1.765 3.880 2.870 299 5.5590 5.111 — 27.790 


Fuente: Dane, Boletín mensual de estadística, Nos. 257-258, diciembre 1972, enero 1973, 


CUADRO N? 12 


DISTRIBUCION PORCENTUAL DE LOS GASTOS PRESUPUESTALES 
1911-1920 


MINISTERIOS 


Rel. Inst. Agric.y Obras Depto. de 
Año  Gobier. Ext, Hada, Guerra Pública Com, Pblicas. Tesoro Benef. Total 


1911 26.9 14 87 20.0 5.2 = 3.6 33.3 0.9 100 
1912 20.2 1.8 8.1 22.3 5.8 = 6.9 33.7 1.2 100 
1913 153 2.0 7.8 24.0 6.2 — 9.2 34.1 1.3 100 
1914 22.1 18 6.2 19.7 5.6 = 18.7 25.9 = 100 
1915 23.0 17 8.9 17.1 7.5 2.7 12.2 27.0 = 100 
1916 33.4 1.8 7.4 13.8 6.8 3.7 5.9 27.1 = 100 
1917 33,5 1.8 74 13.0 7.1 1.3 9.1 26.2 = 100 
1918 35.8 1.7 8.1 13.7 7.0 11 10.3 22,1 = 100 
1919 33.2 1.7 7.9 13.1 11.0 0.7 8.8 23.6 — 100 
1920 28.1 17 6.4 14.0 10.3 1.0 20.1 18.4 — 100 


Fuente: Cuadro N? 11. 


3) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1918, pp. VI y VIL 
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quilla, Cartagena y Santa Marta, que ocasionaron, por el contrario, 
mayores erogaciones, aunque por un corto tiempo. Se aplicaron eco- 
nomías en el ramo de las pensiones, las.cuales además fueron objeto 
de un considerable retardo en su pago. En cuanto a la medida consis- 
tente en la reducción de personal y salarios, ésta parece haber afectado 
solamente a los empleados nacionales, según se desprende del Cua- 
dro N9 13: mientras los sueldos y el número de los empleados naciona- 
les disminuyen, los salarios y el número de empleados departamentales 
y municipales aumentan, lo cual explica el aumento que presenta el 
total de sueldos del sector público. La razón de tales aumentos podría 
estar en el hecho de que los presupuestos departamentales y munici- 
pales, al tener una base tributaria diferente a la del gobierno central, 
es decir, más “interna” que los derechos de importación, se vieron 
menos afectados durante la crisis de guerra. De paso, ello mostraba 
el grado' de desarrollo adquirido por los mercados interiores. Así, por 
ejemplo, las rentas de Antioquia se elevaron de $ 1.572.143 en 1914 a 
$ 1.957.188 en 1917; las de Caldas de $ 645.461 a $ 898.943 en el mismo 
período; las del Valle del Cauca de $ 577.406 a $ 962.700 y las de San- 


CUADRO NY 13 
SERVICIO PUBLICO. PERSONAL Y SUELDOS 1916-1917 


N0 de % Incremen- % Incremen= 
empleados  toodismi- Sueldo anual to o dismi- 
Empleados 1916 1917 nución 1916 1917 nución 
Municipales ...... 13.546 13.993 +33 $ 2.257.257.62 $ 2.480.928.67 + 99 
Provinciales ...... 13 30 +86.7 10.680.00 17.980.00 +. 68.7 
Departamentales . 11.904 13.723 415.3 3.836.032.17 4.475.650.66 + 16.7 
Nacionales ....... 17.293 12.275 —28.8 5,065.386.99 4,947.835.86 - 23 
Totales ....... 42,701 40.021 — 63 $ 11.169.938.78 $ 11.992.394.99 +106.7 


Fuente: Anuario estadístico de la República de Colombia, 1916-1917. 


tander de $ 322.020 a $ 409.481, en los mismos años. Los demás depar- 
tamentos aumentaron sus rentas en menores proporciones o perma- 
necieron estacionarios.* Los ingresos de los departamentos provenían 
principalmente de las rentas de licores, tabaco y degúello, es decir, 
del comercio interno de estos productos —a diferencia del gobierno 
central que dependía del comercio exterior—, y si tenemos en cuenta 
que la guerra reserva el mercado para la producción interna como 
efecto de la caída de las importaciones, es de esperarse que dichas 
rentas se afectaran levemente, e inclusive que crecieran. Esto es 


4) “Mensaje del presidente de la República de Colombia al Congreso de 1917”, Diario 
Oficial, N9 16,152, julio 2 de 1917, i 
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cierto en el caso de las rentas de licores y tabaco, puesto que la pro- 
ducción y consumo internos de estos renglones se vieron estimulados 
por la reducción en la importación de productos similares, La impor- 
tación de cigarrillos, por ejemplo, descendió de 106.887.641 kilos en 
1916 a 87.899.500 kilos en 1917; en los mismos años la importación de 
picadura de tabaco en rama y de mascar se elevó de 91.673.676 kilos 
a 106.403.000, aumento que se explica por el desarrollo interno en la 
producción industrial de cigarrillos; las importaciones de brandy, 
whisky y otros licores similares descendieron de 314.277.732 kilos en 
1916 a 231.137.829 kilos en 1917; las de cervezas se redujeron de 
601.390.955 kilos en 1915 a 468.546.455 kilos en 1916.* La reducción de 
estas importaciones implicaba desplazamiento de consumos que de- 
bían estimular las ventas de licores y tabaco nacionales. Además, el 
aumento de las rentas era más notable en los departamentos con eco- 
nomías más dinámicas como los atrás citados, es decir, aquellos que 
correspondían al circuito de la producción, transporte y embarque 
del café de exportación, y a los espacios de localización industrial, en 
donde el tamaño del mercado para los productos de renta era superior. 

Naturalmente, aquellas reducciones, es decir, las economías que 
pretendían hacerse, tenían un límite económico y social: “El alza de 
precios —decía el ministro Pedro Blanco— sobre los artículos indis- 
pensables para algunos servicios, limita la cuantía de las reducciones 
efectivas; el encarecimiento de la vida hace difícil la subsistencia de 
todos, especialmente a los empleados públicos y sobre todo a aquellos 
que tienen asignaciones pequeñas, y no parece equitativo que, dadas 
esas circunstancias, continúen soportando tan fuerte contribución como 
es la rebaja de los sueldos. La suspensión del pago de algunos auxilios 
y subsidios, como los de algunas universidades, y de determinados 
establecimientos de beneficencia, puede traer consigo perjuicios que 
es conveniente evitar.” *.A través de aquellas reducciones el gobierno 
trasladaba el costo de la crisis a sectores sociales como el de sus pro- 
pios empleados. Los efectos sociales que ello motivaba eran descritos 
por Esteban Jaramillo, para fines de 1918, en los siguientes términos: 


Vino entonces, en el mes de diciembre último, una situación de 
suma gravedad, pues empezaron a notarse síntomas manifiestos de 
descomposición y desastre en varias ramas de la administración públi- 
ca: el éxodo de los enfermos asilados en los lazaretos, por falta de pago 
de las raciones; señales visibles de descontento en algunas unidades 
del ejército; conatos de renuncia a prestar el servicio por parte de 
algunos cuerpos de policía; huelgás de los empleados del poder ju- 
dicial en distintos lugares y de todas partes una vehemente y pro- 


5) Memoria del ministerio del tesoro al congreso de 1918, pp. LVI y LVI, 
6) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1917, p. 18. 
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longada queja y una manifestación de protesta por aquella situación, 
que había venido a ser insostenible.7 


2. La Creación de Impuestos, La Reforma Fiscal 


La medida sobre creación de nuevos impuestos y aumentos de los 
existentes chocaba con dificultades que provenían de la depresión 
económica y de la base tributaria que afectaban. Al respecto expresaba 
el ministro Pedro Blanco: 


Nuestro sistema tributario no es en conjunto excesivamente pe- 
sado... pero en justo análisis, sí lo es para las clases pobres que 
debieran estar favorecidas. Los tributos no están pues distribuídos 
con equidad, y si se ha de optar por establecer nuevas contribucio- 
nes, éstas deben ser de tal naturaleza que graviten sobre las clases 
acomodadas, no sobre el proletariado.5 


Ante la dificultad de decretar un aumento generalizado de los 
impuestos existentes, éste se limitó a un incremento en los derechos 
de timbre y papel sellado, medida que se aceptaba como transitoria, 
pues se consideraba que tal aumento entrabaría las operaciones co- 
merciales del país y afectaba por igual a pobres y a ricos. Quedaba 
sin embargo la posibilidad de crear nuevos impuestos, posibilidad 
que contaba también con sus limitaciones y oposiciones. Como se re- 
cordará, el proyecto de establecer un impuesto de exportación al café 
suscitó enormes resistencias en el gremio cafetero, lo cual demostraba, 
entre otras cosas, los obstáculos que existían en cuanto a la posibilidad 
de expandir la exacción tributaria con base en el comercio exterior. 
Pero las necesidades surgidas en el estado de crisis eran imperiosas. 
Si el decaimiento del comercio exterior dificultaba la expansión tri- 
butaria, la creación de nuevos impuestos debía contar con la probabi- 
lidad de captar las fuentes internas que habían permanecido por fuera 
del régimen tributario existente, De este modo, se concebía la posibi- 
lidad de iniciar la transición de los impuestos “externos” a la tribu- 
tación “interna”, lo cual le permitiría al Estado ir sentarido las bases 
de un régimen tributario más seguro y equitativo. Si desde tiempo 
atrás para las mentes más lúcidas era clara la conveniencia de una 
reforma fiscal del Estado, ahora, la crisis de guerra ponía de manifiesto 
con caracteres verdaderamente dramáticos la necesidad de tal refor- 
ma. Precisamente, correspondiendo a esta necesidad, entre otras ra- 
zones, Esteban Jaramillo se vería estimulado a plantear su notable 
proyecto de reforma fiscal, proyecto cuya sustentación le valdría un 
libro, La Reforma Fiscal en Colombia, el cual fue publicado en 1918. 


7) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1919, p. XVH. 
S) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1917, p. 17, 
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A este libro, que tuvo una' repercusión inmediata, nos referiremos 
más adelante. En la situación del momento (y por dos decenios más), 
la reforma cabal del régimen fiscal tropezaba con indolentes obstácu- 
los políticos y socio-económicos, de tal manera que por ahora los 
esfuerzos quedarían limitados a la creación de unos pocos impuestos 
ciertamente importantes, A los anteriores urgencias y propósitos res- 
pondía la implantación de los impuestos de consumo y, sobre todo, la 
creación del impuesto directo sobre la renta. En marzo de 1915 se es- 
tablecieron los impuestos de consumo cuyo fin era gravar artículos 
importados de consumo suntuario tales como licores, naipes, cigarri- 
Tlos, perfumería, etc. Por intermedio del Decreto N% 2089 de 1917 se 
gravaron la cerveza nacional, las gaseosas (que luego 'se exceptuaron), 
los fósforos y los específicos medicinales.” Dado el carácter reciente 
de estos impuestos sus frutos eran insignificantes para sobrellevar la 
crisis del momento. 

El impuesto a la renta, en cuya creación influyó el mencionado 
proyecto de Esteban Jaramillo, fue establecido por la Ley 56 de 1918. 
Con el establecimiento del impuesto a la renta, decía Jaramillo que 
se habían sentado las bases de la regeneración fiscal de Colombia, en 
el sentido del avance en la equidad social fiscal y en el otorgamiento 
de una fuente segura de ingresos al Estado que le permitiría adelantar 
sus tareas de progreso, 


Este impuesto —expresaba-— que grava a cada uno según su ca- 
pacidad, que sirve también a un ideal financiero como a un ideal 
social, que no deja grandes fortunas al margen de las leyes fiscales, 
que consulta los derechos inmanentes del Estado y las obligaciones 
primordiales de los ciudadanos y que ha sido y es en tadas partes una 
institución de eficacia y potencia incalculables, llegará a ser en Co- 
lombia dentro de pocos años, fuente de desahogo fiscal y elemento de 
gran valía para poner al gobierno en capacidad de darle un impulso 
vigoroso al progreso del país.10 


Para el establecimiento del impuesto se adoptó el sistema propor- 
cional y la clasificación de las rentas en tres categorías quedando la, 
tasación en la siguiente forma: 12% La renta proveniente únicamente 
del capital, gravada con el 3%; 2% La renta proveniente del capital 
combinado con la industria, gravada con el 2%; y 3% Las rentas que 
provenían solamente de la industria o del trabajo, gravadas con el 
1% anual. No obstante el significativo avance que entrañaba la crea- 
ción institucional del impuesto a la renta, todavía en los años veintes 
no había rendido los frutos que se esperaban; su eficacia resultaba 


9) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1918, p. LIV, 
10) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1919, p. VII. 
11) Cruz Santos, Abel, Finanzas públicas, Ediciones Lerner, Bogotá, 1968, p. 227. 
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notablemente limitada y en algunos casos nula, y habría necesidad 
de incorporarle sustanciales reformas. Entre los defectos que poste- 
riormente le fueron anotados al sistema se destacaban los siguientes: 
había establecido bajos porcentajes de gravamen para las rentas; no 
se aplicaba la tarifa progresiva para las rentas grandes; era nulo el 
control del gobierno sobre los contribuyentes; sólo tomaba en cuenta 
la calidad y no la cantidad de la renta; además, no gravaba el patri- 
monio ni el exceso de utilidades, y no consultaba la renta global. *? 

En resumen, las medidas atinentes al ámbito de los impuestos y 
que se limitaron principalmente al aumento de los derechos de timbre 
y papel sellado, y a la incorporación de los impuestos de consumo y 
la introducción del impuesto a la renta, pese a lo que ellos significan 
en cuanto a una relativa y promisoria modificación de la estructura 
fiscal del Estado, como medidas de urgencia para enfrentar la crisis 
resultaron insuficientes. No obstante el aumento registrado en estos 
ramos, que en su conjunto pasan de $ 325,000 (impuesto de consumo) en 
1915 a $ 973.000 (consumo + renta): en 1919, para este último año sólo 
representaban el 6.1% de los ingresos totales, y su porcentaje respecto 
del total de gastos presupuestados era del 6.0%. Dicho aumento resulta- 
ba verdaderamente exiguo para solucionar las urgencias del momento. 


3. El Recurso del Crédito. Las Emisiones de Bonos y de 
Cédulas de Tesorería 


En cuanto a la medida de apelar al crédito para solucionar el dé- 
ficit fiscal, las dificultades provenían tanto del exterior: cierre del 
crédito por la guerra, como del interior: cierre del crédito por la es- 
casez de dinero. Ante esta doble dificultad y sobre todo después de 
los fracasados intentos de conseguir crédito en el extranjero (como 
la fallida solicitud de un préstamo de £ 500.000 a los señores Lazard 
y Brothers, de Londres, etc.), no quedaba más remedio qué seguir 
insistiendo en las posibilidades y recursos internos del país. A pro- 
pósito de estos recursos internos, como se recordará, el gobierno había 
hecho uso del fondo de conversión, por la cantidad de $ 1.500.000, 
medida que suscitó grandes críticas y temores. Se consideraba en ese 
momento que la sustracción de esa suma debilitaba la reserva desti- 
nada a la conversión del papel moneda, y que como consecuencia trae- 
ría de inmediato la depreciación aguda de éste, la caída del país en 
la pendiente del papel moneda y la oscilación del cambio. Sin embargo, 
nada de estos vaticinios se habían sucedido, y la razón de ello estriba- 
ha, según Torres García, en que siendo la masa de papel moneda muy 
reducida en relación con las necesidades de la circulación, es decir, 


12) Ibídem, 
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con el volumen de las transacciones, “su valor o poder adquisitivo 
dependía de su cantidad, y no del hecho físico de que la junta de con- 
versión tuviera en sus cajas determinadas especies metálicas”.1* De 
paso estas circunstancias podían darle la razón a quienes sostenían 
la futilidad de la conversión. Las gestiones para obtener dinero a 
través del crédito interno privado, resultaban tan infructuosas como 
las desplegadas en el exterior. Los bancos del país después de dejar 
testimonio de su buena voluntad manifestaban que no tenían dinero 
disponible por la sencilla razón de que la moneda circulante escaseaba. 
Estas gestiones habían producido resultados mezquinos, pues única- 
mente se habían logrado obtener unos préstamos por valor de $ 580.000, 
suma con la cual se atendió el pago de una parte de la deuda exigible, 
y luego en 1918 otros por la cantidad de $ 1.694.600, en giros o letras 
sobre el exterior, dada la escasez de circulante en el país; ante la 
imposibilidad de traer esos fondos en oro, pues los países habían 
prohibido su exportación, el gobierno optó por traerlos en billetes 
ingleses, para lo cual facilitó la circulación de éstos en la órbita na- 
cional. Con este recurso la administración subsistió por tres meses 
más, a fines de 1918, hasta que un fallo de la Corte echó por tierra 
tal recurso.!* Con la excepción de estos exiguos préstamos, los capita- 
listas y los banqueros nacionales no habían podido seSponDer al lla- 
mado del gobierno. 

Ante el cierre del crédito privado, el gobierno ensayó entonces 
operaciones de crédito público. El primer ensayo: consistió en la emi- 
sión del Bono Colombiano de deuda interna creado por la Ley 23 de 
1918. El bono era un documento al portador, con interés del 10% anual, 
pagadero por trimestres: vencidos, amortizable semestralmente: por 
sorteo y con garantía de todas las rentas nacionales.** A la vez que se 
autorizaban los bonos se suspendió la emisión de-los vales de tesorería, 
que habían sido hasta ese momento un recurso fiscal. Los bonos, sin 
embargo, no contaron con la suficiente' acogida: y la: operación final- 
mente fracasó. Entre las causas de ese fracaso se citaban las siguientes: 
desaciertos en la impresión litográfica y, sobre todo, escasez de medio 
circulante en el país, falta de conocimiento por parte de la gente, 
desconfianza y especulación. Esta falta de dinero —decía el ministro 
Jaramillo— influía para que existiera una muy escasa demanda de 
bonos y concluía: 

Es sabido que los gobiernos fomentan por distintos medios la 


inflación del medio circulante cuando se proponen lanzar al mercado 
un documento público de inversión, con el fin de que haya una gran 


13) Torres García, Guillermo, op. cit., p. 261. 
14) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1919, p. 'XVIIL. 
15) Ibídem, p. IX. 
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abundancia de dinero para colocar en tales documentos. Desgraciada- 
mente este recurso no ha estado a nuestro alcance, pues no hay entre 
nosotros entidades emisoras de billetes bancarios.16 


La imposibilidad de hacer uso del crédito interno bajo las diversas 
modalidades sumía al Estado por entero en el problema monetario 
del país. Parecía una especie de círculo vicioso: porque no había di- 
nero, no se obtenía crédito privado y las operaciones de crédito 
público fracasaban debido a su escasez. En el Estado, por lo tanto, 
se conjugaban de hecho el problema fiscal y el problema monetario. 
Las medidas a ejecutar para solucionar el apremiante déficit fiscal 
debían en consecuencia contemplar a la vez los dos problemas confa- 
bulados en el drama financiero del Estado. 

A diferencia de otras oportunidades, la apelación a la socorrida 
medida de los ingresos extraordinarios resultaba, en estos momentos 
de crisis y hasta 1918, ostensiblemente infructuosa: entre 1915 y 1918 
por concepto de ingresos extraordinarios se obtuvo solamente la can- 
tidad de $ 2.152.000. (véase Cuadro N9 10), mientras el: déficit. fiscal 
había crecido a $ 5.000.000 a fines de 1918 y amenazaba elevarse a 
$ 8.000.000 para el primer semestre de 1919, 17 

En el primer semestre de 1919 se ensayó una nueva operación de 
empréstito público interno, esta vez con notable éxito. Consistió en 
la emisión de las Cédulas de Tesorería por una cantidad total de 
$ 4,000,000, con interés del 2% anual, pagadero por anualidades venci- 
das; las cédulas se recibían por su valor nominal en los pagos a las 
rentas nacionales y se destinó para su amortización el producto de 
la renta de papel sellado y timbre nacional. Las cédulas fueron acep- 
tadas para los pagos de renta en los departamentos y municipios, y 
lógicamente por los acreedores del Estado; también fueron aceptadas 
por los establecimientos comerciales, bancarios e industriales para sus 
operaciones, y de este modo aquellos documentos circularon como 
dinero a la par con la moneda nacional. Con este recurso se lograron 
pagar las deudas más urgentes (lazaretos, cárceles, policía, ejército, 
poder judicial, pensiones) y se pudo dar algún impulso a las obras 
públicas paralizadas. Al circular como dinero las cédulas aliviaron un 
poco la escasez de circulante, contribuyeron a la animación de la acti- 
vidad comercial, mitigaron la penuria monetaria del sector cafetero 
y evitaron el descenso del cambio sobre el exterior. ** : 

De lo dicho anteriormente es posible derivar algunas apreciaciones 
de la crisis, y su tratamiento por parte del gobierno. En primer lugar, 
parece factible distinguir por lo menos dos fases en el proceso de la 


16) Ibídem, pp. XH y XUL 
17) Ibídem, pp. IV y V. 
18) Ibidem, pp. XIX y ss, 
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crisis, las cuales comprenderían los años de 1914-1916, la primera, y los 
años de 1917-1918, la segunda. La primera fase se caracterizaria por 
ser menos severa, en el sentido de que una vez estallado el conflicto 
en 1914, y producirse un descenso en el comercio exterior, en la renta 
de aduanas y en el ingreso global del Estado, se presentaba al mismo 
tiempo una reorientación del comercio exterior del país, de Europa 
hacia Estados Unidos, lo que permitió que en el año de 1916, al recibir 
el estímulo del mercado norteamericano, aquellos rubros exhibieran 
alguna recuperación, haciendo, de esta manera, menos aguda la crisis 
para el país. La segunda fase se caracterizaría precisamente por su 
aspecto severo, al producirse nuevamente un descenso en el comercio 
exterior y en el ingreso del Estado, motivado por la entrada de Estados 
Unidos en la guerra (1917), deprimiéndose así el estímulo del mercado 
norteamericano que se había comenzado a sentir, y tornando con ello 
más aguda la crisis para el país. Asimismo, y en segundo lugar, la res- 
puesta del Estado se diferencia en las dos fases de la crisis, presentando 
aspectos distintivos: durante la primera fase se actúa siguiendo la fór- 
mula tradicional indicada para los momentos de crisis, o sea, aquella 
que proponía aplicar economías en los gastos, crear impuestos, aumen- 
tar los existentes y apelar al crédito. En la segunda fase se da un paso 
adelante al emitir el gobierno las Cédulas de Tesorería, lo que repre- 
sentaba prácticamente una emisión de dinero, al actuar en la circula- 
ción dichas cédulas como tal dinero. El gobierno se vio obligado en 
la práctica a dar este paso, acosado por la crisis fiscal, y ante el agota- 
miento de las medidas tradicionalmente recomendadas: la fórmula de 
la disminución de gastos, que implicaba la reducción de sueldos, la su- 
presión de auxilios y subvenciones, la parálisis de las obras, etc., contri- 
buían al estancamiento, a la desocupación, al malestar social, y además 
de agudizar la crisis, chocaba con los límites infranqueables que le 
planteaba la cuestión social-Y el mismo funcionamiento del Estado. 
La medida sobre el aumento de los impuestos existentes chocaba con 
la rigidez que imponía la misma crisis, y en lo concerniente a la crea- 
ción de nuevos impuestos, si bien condujo a una reforma fiscal de 
promisorias perspectivas, con la introducción del impuesto a la renta, 
sus rendimientos inmediatos para enfrentar la crisis fiscal resultaban 
exiguos. La socorrida fórmula de apelar al crédito externo resultaba 
impracticable y la medida para obtener crédito interno privado tam- 
bién resultaba infructuosa, y la ayuda que podía obtenerse de la Junta 
de Conversión era demasiado limitada por sus escasos dineros disponi- 
bles. Agotadas aquellas medidas el gobierno optó por emitir los bonos 
de deuda interna, fracasando en dicho intento; fue entonces cuando 
concibió la fórmula de las Cédulas de Tesorería, cuya emisión vendría 
a equivaler a una especie de emisión de dinero. La emisión de las cé- 
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dulas le permitió al gobierno contrarrestar en parte la crisis, en el 
sentido de que con ellas, a la vez que sufragaba el déficit fiscal, 
atenuaba la escasez de dinero que afectaba a la economía. La emisión 
de tales documentos fue entonces una medida relativamente eficaz 
para sobrellevar la crisis de guerra en su fase más aguda. Se trataba, 
evidentemente, de un recurso. fiscal, de una medida de urgencia de 
efecto transitorio, que conllevaba, sin embargo, efectos reanimantes 
para la economía en su conjunto. 

Una vez restablecida la paz, comenzaron a mostrar animación los 
factores económicos mundiales y nacionales, y a reponerse en conse- 
cuencia los ingresos ordinarios del Estado. Empero esta situación de 
prosperidad que se iniciaba no duraría mucho tiempo, pues: pronto 
estallaría otra crisis mundial y surgirían de nuevo los problemas. 

Desde el punto de vista de la intervención del Estado, resulta evi- 
dente que el período de guerra, al agudizar los problemas como el 
fiscal y el monetario, había determinado de hecho: la: intervención 
decidida del Estado, por lo menos en esas dos áreas de su competencia. 
Aunque aparentemente se presentaba como :úna' intervención ocasio- 
nal ante problemas coyunturales, era evidente que en todos esos 
problemas se manifestaban condiciones estructurales que dificultaban 
el desarrollo, en cuya solución a la larga el Estado debía intervenir 
intensamente. Esos problemas fundamentales que se ponían de pre- 
sente durante la crisis, hacían referencia a la red infraestructural de 
los transportes, a la estructura básica del régimen monetario y finan- 
ciero, a las exigencias y necesidades que generaban el proceso de 
urbanización, en fin, a la solución de los grandes bloqueos que enfren- 
taba el proceso de modernización capitalista del país, que rebasaba 
la potencialidad de la economía privada, y que exigían, en consecuen- 
cia, la intervención del Estado. Se trataba entonces de las tareas y 
funciones del Estado en la promoción del desarrollo económico. 
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CAPITULO VI 


Las Tareas del Estado en el Fomento del Desarrollo Económico 


A través de los problemas inmediatos que la crisis de guerra había 
puesto en escena se manifestaban también las profundas necesidades 
que planteaba el proceso de modernización del país. Si a primera vista 
el proceso de modernización parecía correr por cuenta exclusiva de 
los sectores privados de la economía, que copaban la producción cafete- 
ra de exportación, la industria, la agricultura de mercado interior, el 
comercio, la banca y las demás actividades conexas al espacio urbano, 
en esencia, tanto para su desarrollo particular como de conjunto, tales 
sectores incluían in actu la presencia del Estado en el suministro de 
las condiciones y en el vencimiento: de los obstáculos que rebasaban 
las potencialidades de aquellos sectores o que caían por fuera de su 
estricto interés particular; vale decir, que se ubicaban por fuera de la 
tasa de rentabilidad de los capitales privados. La modernización, por 
lo tanto, implicaba de ES redes del Estado en aquellos 
espacios de la economía gúe por sus funciones y características no ppo- 
dían o no debían estar en el radio de acción de los capitales privados, 
pero del todo imprescindibles para el desarrollo de estos capitales. Sin 
observar aquella intervención del Estado, no podrían entenderse algu- 
nos aspectos fundamentales de la modernización capitalista del país. 

Ahora bien, los espacios concretos de intervención del Estado se 
planteaban a partir de las exigencias específicas de los diversos secto- 
res de la economía, los cuales le presentaban al Estado un cuadro 
bastante heterogéneo de tareas, en donde la intervención debía asumir 
igualmente diferentes modalidades. No obstante esta heterogeneidad, 
surgía un orden de prioridades que destacaba la urgencia y la inmedia- 
tez de ciertas tareas que se consideraban como fundamentales y más 
o menos comunes a todos los sectores de la economía, es decir, a la 
economía nacional en su conjunto. Veamos cómo surgían estas exigen- 
cias generales, 
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El desarrollo de la economía cafetera, como atrás lo expresábamos, 
reclamaba transporte fácil y barato, motivada al mismo tiempo por la 
competencia en el mercado mundial y porque las tarifas internas inei- 
dían en la ganancia de los empresarios. Durante la coyuntura de guerra 
se consideraba que una vez concluída ésta vendría un período de 
animación económica muy promisorio para la exportación cafetera, 
de tal manera que para expandir la producción y enfrentar la compe- 
tencia, llegado ese período, debían desarrollarse los transportes. Estas 
exigencias implicaban, entre otras cosas, la ampliación de la red ferro- 
carrilera, el mejoramiento de la navegación por el río Magdalena, una 
política de tarifas reducidas, el acondicionamiento de los puertos y 
concluían en la propuesta de crear una flota mercante. Estas condi- 
ciones también favorecían a las actividades de importación. La eco- 
nomía cafetera además enfrentaba los problemas del crédito y la 
escasez de dinero, sobre todo en las épocas de cosecha, con lo cual 
participaba en los requerimientos acerca de la organización del sistema 
monetario y financiero del país. 


La industrialización, para la movilización de la materia prima, el 
traslado de las subsistencias y la distribución del producto y, en 
general, para la expansión del mercado a través de las vinculaciones 
regionales, precisaba de una red interna de transporte. Demandaba 
asimismo una política proteccionista, la capacitación técnica y el de- 
sarrollo del crédito, 


La producción agrícola que recibía el llamado del mercado interno 
necesitaba para su desarrollo la red de transporte que vinculara las 
zonas de producción a los mercados urbano-industriales y, de igual 
modo, la asistencia y la capacitación técnicas, el servicio del crédito y 
el estímulo del proteccionismo. 


De lo anterior se desprende que todos los sectores productivos 
confluían en dos requerimientos principales: el desarrollo de la infra- 
estructura de los transportes y la organización de la estructura mo- 
netaria y financiera del país. Esto era lo que un representante al 
Congreso de Cámaras de Comercio (1917) resumía en la fórmula 
siguiente: “No es posible que un país progrese sin caminos y sin dine- 
ro.”* La acción del Estado era entonces invocada, de manera prefe- 
rencial, pero no exclusiva, en aquellas dos esferas de la economía. 


Comoquiera que la modernización entrañaba el desarrollo del 
sector urbano, éste asimismo generaba demandas, tales como construe- 
ción de calles, edificios públicos, escuelas, parques, acueductos, alcan- 
tarillados, etc., que debían ser satisfechas por el Estado a través de las 


1) Gaviria, L, A., “Algo sobre bancos”, en Primer congreso de cámaras..., p. 311. 
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administraciones locales y regionales y, en algunos casos, por la admi- 
nistración nacional. 


En lo que sigue nos centramos en los problemas del transporte, del 
sistema monetario y financiero y en las demandas de la urbanización, 
respecto de los cuales, en nombre de la modernización capitalista de 
la economía nacional, el Estado debía ejercer determinadas funciones. 


1. El Estado y los Transportes 


Para el segundo decenio del presente siglo las vías de comunicación 
del país estaban compuestas por ferrocarriles, carreteras, caminos de 
herradura, cables aéreos y vías fluviales, Este heterogéneo sistema de 
transporte resultaba insuficiente-e inadecuado para las perspectivas 
de desarrollo tanto de la economía exportadora como de la economía 
interior del país; esto último en cuanto a las necesidades de vincula- 
ción comercial que planteaban los avances económicos locales y re- 


gionales. 


Una detenida y atenta observación sobre las vías existentes en 
Colombia —decía Francisco Zawadzky en 1917--- deja en el ánimo 
el convencimiento de que ellas son en extremo deficientes, dada la 
extensión del país, dado también el desarrollo comercial de las di- 
versas secciones del mismo, el intercambio de productos de unas 
secciones con otras, y la comunicación de todos con el exterior, 2 


Entre las vías terrestres los ferrocarriles eran los más importantes 
y los que recibían mayor impulso; pese a la gran significación y a los 
efectos multiplicadores que acompañaban siempre a los ferrocarriles 
desde su introducción, * la red construída hasta la coyuntura de guerra 
era considerada por los contemporáneos como verdaderamente preca- 
ria. En 1916 se decía que los 1113 kilómetros que existían comparados 
con la población, situaban a Colombia, que ocupaba “la cabeza del 
mapa de Suramérica”, exactamente en la “cola” de los países de 
esta región. * 

El sistema de transporte se había configurado obedeciendo pri- 
mordialmente a las necesidades de la economía exportadora y muy 
secundariamente a los requerimientos del tráfico interregional. Pero 
en la medida en que los espacios locales y regionales se desarrollaban 
y especializaban, impulsados diversificadamente por la economía cafe- 
tera, las localizaciones industriales, los desarrollos urbanos y las 
producciones agrarias, con sus respectivos mercados de consumo y 
de producción, surgía la necesidad de una mayor articulación, a través 


2) Zawadzky, Francisco, “Vías de comunicación en Colombia”, en Primer congreso 
de cámaras..., p. 114. 

3) MeGreevey, P., op. cit., pp. 251 y ss. 

4) Sueesos colombianos..., p. 263. 
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del transporte, de los núcleos en el radio de la región y de las regiones 
entre sí en el espacio nacional. Se trataba entonces, como lo anota 
Jesús Antonio Bejarano, de “unificar los dispersos mercados regiona- 
les en un amplio mercado nacional que permitiera sustentar el 


desarrollo de los sectores productivos internos”. * 


Este requerimeinto de la economía interior implicaba una modifi- 
cación en el proyecto tradicional de transportes, en el sentido de 
adicionar al esquema existente de orientación centrífuga el desarrollo 
de las vías orientadas hacia el interior. La política de transporte debía 
tener en cuenta por lo tanto, no sólo el comercio exterior sino también 
el comercio interior, Los planes que se presentaban tendían en general 
a cumplir con esta doble exigencia, insistiendo empero en el esquema 
de las vías interiores. Para la época, se consideraba que las regiones, 
bien que mal, ya habían resuelto el problema de sus comunicaciones 
con el exterior y de lo que se trataba ahora era de unirlas entre sí. A 
propósito de la orientación de la política ferroviaria Germán Jara- 
millo Villa en 1917 expresaba lo siguiente: 


La política ferroviaria del país hasta hoy ha sido de esfuerzos 
aislados: cada región ha buscado su salida al exterior, construyendo 
un ferrocarril al mar o al Magdalena. El resultado de esta política, 
acertada quizás hasta hoy, ha sido que tenemos varios trazos de ferro- 
carril completamente aislados y cuyo servicio es casi exclusivamente 
con el exterior. Satisfecha, ya al menos, en buena parte la necesidad 
de atender al tráfico con el exterior, sigue en importancia y se siente 
ya la urgencia de proveer al intercambio de las diversas regiones del 
país. En todas partes el tráfico interno es superior muchas veces al 
tráfico con el exterior. $ 


Para sustentar la necesidad de desarrollar las vías interiores el 
autor citado aducía, además de las razones económicas, los argumentos 
políticos de la integración del país, el orden público y la defensa 
nacionales. 


Tenemos pues urgencia de desarrollar nuestro tráfico interno, 
no sólo por razones económicas, sino también para echar las bases de 
la unidad nacional, para asegurar mejor el orden público y aun para 
atender con más eficacia a la defensa nacional. 7 


Si había una particular insistencia en el esquema de las vías inte- 
riores, insistencia que provenía principalmente de los industriales, 


5) Bejarano, Jesús Antonio, op. cit., pp. 101 y ss. 


6) Jaramillo Villa, Germán, “Estudio comparativo de vías férreas para unir el interior 
del país con uno de los dos océanos, o con ambos”, en Primer congreso de mejoras na- 
cionales,.., p. 366. 


7) Ibídem, 


92 


agricultores y comerciantes, que se movían en la órbita del mercado 
interno, ello no significaba que se planteara a la vez un abandono del 
impulso a las vías orientadas hacia el exterior, Estas, desde luego, 
seguían considerándose como fundamentales y requerían ya de amplia- 
ción, como las que se planteaban para las vías del occidente que 
conducían al puerto de Buenaventura, ello motivado por el impulso 
que partía de la apertura del Canal de Panamá, etc.; o ya requerían de 
mejoramientos, como en el caso del acondicionamiento de los puertos, 
la canalización del río Magdalena y de Bocas de Ceniza, etc. 


Ahora bien, se consideraba que el desarrollo de la red de trans- 
porte debía estar a cargo del Estado, pues entregado este desarrollo 
exclusivamente a las empresas privadas, nacionales o extranjeras, se 
prestaba para muchos inconvenientes, tal como había sucedido en el 
pasado. Muchos inconvenientes provenían no sólo del hecho de que las 
empresas con frecuencia incumplían sus contratos, dejaban las obras 
sin terminar y cometían abusos, sino que, por sobre todo, imponían 
altas tarifas, que entorpecían el desarrollo económico del país. En 
efecto, una forma común de contratar la construcción de ferrocarriles 
había sido la de los contratos de privilegio, por medio de los cuales 
el concesionario suministraba el capital y luego se reembolsaba con 
el usufructo del ferrocarril por un largo tiempo, y también con sub- 
venciones estatales o cón la: garantía de un interés: por los fondos 
invertidos qué el Estado le otorgaba al concesionario. Este sistema 
se consagró en la Ley 104 de 1892 y en otras, y sus resultados habían 
sido poco satisfactorios para el país, como se desprendía de las historias 
de los ferrocarriles de Puerto Wilches, La Dorada y Santa Marta, 
Resumiendo la experiencia derivada de los contratos de privilegio, el 
ministro de obras a expresaba: 


Por regla general los concesionarios de tales privilegios se limitan 
a construir la parte fácil del ferrocarril contratado, que les proporciona 
grandes rendimientos y con un pretexto o con otro dejan de cumplir 
el contrato en aquellas porciones en que la obra es más costosa, y de 
ello resultan por lo regular diferencias y litigios altamente perjudi- 
ciales para el crédito del Estado, para el avance del ferrocarril y para 
los intereses económicos de la región que éste debe beneficiar, Con 
frecuencia el primer contrato, de ordinario ventajoso para la nación, 
va siendo objeto de modificaciones sucesivas que lo hacen más oneroso 
y que son un semillero de pleitos y dificultades. Por otra parte, esta 
clase de contratos hace imposible la realización de los fines sociales 
y económicos que el gobierno debe proponerse en la explotación de 
los ferrocarriles, abaratando el servicio de ellos en pro del desarrollo 
comercial e industrial del país, pues como la única norma de los con- 
cesionarios es obtener el mayor lucro posible de la empresa, rara vez 
se prestan a fijar tarifas equitativas y convenientes, Fuera de esto, el 
término demasiado largo del usufructo y las dificultades para fijar la 
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fecha inicial de él, alejan la adquisición por parte del Estado de la 
propiedad y explotación de la vía. $ 


Otros sistemas de contratos eran los siguientes: “Contratos de 
construcción por precio fijo”, en donde el gobierno pagaba al contra- 
tista una suma determinada por cada kilómetro de construcción; este 
sistema, que se adoptó para la construcción de una parte del ferrocarril 
del Pacífico, tenía la ventaja de que el gobierno quedaba dueño del 
ferrocarril, pero tenía la desventaja de que el precio del kilómetro se 
fijaba arbitrariamiente, por encima del costo efectivo de construcción. 
“Contratos de construcción por administración directa”, en donde el 
gobierno con sus propios recursos, emprende la construcción de la obra, 
administra y fija las tarifas. Contra este sistema se aducía la baja 
capacidad financiera y administrativa del Estado; sin embargo, bajo 
este sistema se estaban construyendo con notable éxito los ferrocarriles 
del Pacífico, del Tolima y la prolongación. del ferrocarril del Norte. 
Existían también. los contratos: de construcción: por administración 
delegada del gobierno, pero hacia 1920: todavía no se había establecido 
ninguno, ? 

Aprovechando la experiencia histórica, a partir de la coyuntura 
de guerra se planteaba con mayor insistencia la necesidad de que el 
Estado central adquiriera una mayor intervención en el campo de los 
ferrocarriles, en los contratos de construcción, en la administración 
del servicio y en la fijación de las tarifas, e inclusive, en el control de los 
ferrocarriles departamentales. A estas intenciones habían respondido la 
Ley 60 y el Acto Legislativo N9 7 de 1905, que disponían la nacionali- 
zación de los ferrocarriles que se construyeran en el país, pero tales 
disposiciones fueron derogadas en 1910, por un acto de la Asamblea 
Nacional, que le entregó de nuevo a las asambleas departamentales la 
facultad de intervenir en las negociaciones tradicionales sobre ferro- 
carriles, 

El problema del transporte era entonces bastante complejo: no 
consistía solamente en la falta de vías, o en los sistemas para adminis- 
trar los ferrocarriles y emprender la construcción de los nuevos, sino 
también, en que los existentes presentaban altas tarifas. Simón Araújo 
expresaba que las tarifas de los ferrocarriles eran tan altas “que en 


$) Momoria del ministro de obras públicas al congreso de 1920, pp. 22-23, Hacia 1920 
todavía continuaban las diferencias éntre el departamento del Magdalena y la Compañía 
del Ferrocarril de Santa Marta, diferencias motivadas por las irregularidades de los di- 
ferentes contratos con dicha empresa, de tal manera que ya transcurridos treinta años 
de explotación todavía no había comenzado a correr el término del privilegio otorgado, ni 
el departamento obtenía el poreentaje que le correspondía por la explotación del ferroca- 
rril. Ortega Díaz, Alfredo, Ferrocarriles colombianos. Resumen histórico, Imprenta Na- 
cional, Bogotá 1920, p. 226. 

9) Memoria del ministro de obras públicas al congreso de 1920, pp. 23 y ss. 

10) Ortega Díaz, Alfredo, op. cif., p. 227, 
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muchas ocasiones y en muchos trayectos el transporte a lomo de mula 
o en carros tirados por bueyes les hacen una notable competencia”. * 

Por su parte, Victoriano Vélez puntualizaba: “Son tan altos los 
precios de los transportes terrestres que, a excepción del oro y de las 
plumas de garza, puede decirse sin exagerar que en Colombia ningún 
producto da flete.”*? Las causas de las altas tarifas eran principal- 
mente dos: en los ferrocarriles a cargo de las empresas privadas esas 
altas tarifas eran impuestas por la rentabilidad que debía devengar 
el capital invertido en la vía; en los ferrocarriles del Estado, prove- 
nían del propósito fiscal con que se administraban. 


Las altas tarifas —manifestaba Luis Cuervo Márquez-— pueden 
explicarse en los ferrocarriles pertenecientes a empresas particulares, 
que necesitan derivar inmediatamente utilidades del capital invertido, 
pero nunca de los ferrocarriles pertenecientes al Estado; pues los 
ferrocarriles no deben ser recursos fiscales sino medios económicos, 
en los cuales el aumento de riqueza pública compense ampliamente 
la inversión monetaria que haya hecho la nación. 13 


Naturalmente las altas tarifas entrababan las exportaciones y la 
economía interior, de tal modo que los cafeteros, industriales, agri- 
cultores y comerciantes solicitaban conjuntamente la intervención del 
Estado para la reducción y reglamentación de las tarifas, argumentan- 
do que los transportes eran un servicio de fomento y no un negocio de 
utilidad para las empresas privadas: y ' para 'el fisco: del Estado. Al 
respecto proponía Simón Araújo: > 

Obtener el bajo flete debe ser la aspiración de todos, y para ello 

es preciso que las empresas privadas pierdan y el Estado las indemnice 

de esas pérdidas; debemos ir allá, porque el gravamen que sufriría el 

fisco durante algunos años sería retribuido con creces indirectamente 

por el incremento de las industrias y el aumento de la riqueza 

pública. 14 


Sucedía que en las condiciones que imperaban en el país, el capital 
particular invertido en los ferrocarriles entraba a chocar, a través de 
las altas tarifas que imponía, con el “interés común” de los capitales 
que se movían en los otros sectores productivos de la economía, e 
igualmente, este interés se contraponía a la orientación fiscalista con 
la que el Estado manejaba sus propios ferrocarriles. Estas contradic- 
ciones tendían a solucionarse en nombre de aquel “interés común”, 
para lo cual se invocaba la intervención del Estado, que debía, bajo 
el efecto de considerar los ferrocarriles como obras de fomento y no 


11) Araújo, Simón, “Vías de comunicación”, en Primer congreso de cámaras..., p. 83. 

12) Vélez, Victoriano, op. cit., p. 44. 4 

13) Cuervo Márquez, Luis, “Vías de comunicación” en Primer congreso de cá- 
maras... p. 72. 

14) Araújo, Simón, op. cit,, p, 34 . 
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de negocio, adelantar la nacionalización de los ferrocarriles particu- 
lares, construír los nuevos y administrar todo el sistema no con un 
objetivo fiscalista sino de fomento económico. Estas propuestas ten- 
dían a situar la infraestructura de transporte por fuera de toda valo- 
rización y utilidad, tal como lo exigía el “interés común” de aquellos 
capitales, en las condiciones de acumulación que imperaban en el 
país. Estas circunstancias motivaban apreciaciones como las de An- 
tonio José Restrepo, quien decía: 


Mientras el gobierno no tenga el absoluto control de las comuni- 
caciones interiores, y el tráfico en ellas esté a merced de la codicia 
de los particulares, compañías o individuos, será de todo punto impo- 
sible mejorar la producción colombiana: la industria de transportes 
seguirá absorbiendo la mayor parte del valor de los productos nacio- 
nales, y serán siempre vanos los esfuerzos de otro orden que se 
empleen para remediar la mala situación actual. 15 


A. través 'del problema de las “altas tarifas se llegaba a plantear 
la función intervencionista que el Estado debía ejercer respecto de 
la infraestructura vial en cuanto: condición fundamental no sólo del 
mercado interior sino del desarrollo general del país. En favor de la 
nacionalización de los ferrocarriles se invocaban otras razones y con- 
veniencias, como las siguientes: la red ferrocarrilera bajo la dirección 
del gobierno central permitía lograr el afianzamiento de la unidad 
nacional; permitía asimismo ejercer eficazmente la soberanía del terri- 
torio que podía verse comprometida. por la presencia de las compañías 
extranjeras en los ferrocarriles; la nacionalización era conveniente 
para el ejercicio del orden público y en defensa de la integridad nacio- 
hal; para defender el comercio y las industrias nacionales contra el 
sistema egoísta de las empresas particulares que sólo buscaban altas 
tarifas; para obtener uniformidad en los contratos, en las características 
técnicas de las vías destinadas a unirse, en la administración del tráfico 
y en la estadística de pasajeros y de carga que dé a conocer el desarrollo 
de las empresas y del país en sus diferentes secciones.* Todas las 
razones y conveniencias expuestas hasta aquí en favor de la nacio- 
nalización se esgrimían contra las posiciones que combatían dicha 
nacionalización: estas posiciones argumentaban la incapacidad admi- 
nistrativa del Estado, y en nombre de la eficiencia empresarial del 
interés privado y de la espontaneidad de las leyes naturales de la 
economía, sostenían la política del laissez-faire, es decir, de dejar 
a la iniciativa privada de las compañías particulares la construcción 
y administración de los ferrocarriles. Pero como vimos, esta política 


15) Restrepo, Antonio José, El moderno imperialismo, Casa Editorial Maucci, Barce- 
lona, S. F., p. 194. 


16) Ortega Díaz, Alfredo, op. cit, p. 229, 
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chocaba abiertamente con el interés común y mayoritario de los ca- 
pitales que se movían en los otros sectores privados de la economía 
nacional y que incidían positivamente en la inclinación del Estado 
en favor de este interés común. * Sin embargo, las observaciones sobre 
las pésimas capacidades administrativas del Estado no dejaban de 
tener razón, y se comprendía en consecuencia la necesidad que la 
intervención le imponía al Estado de transformarse a sí mismo. Era 
necesario, por ejemplo, que a la administración estatal accedieran 
personas con “cualidades de verdaderos estadistas y vastos conoci- 
mientos”; que los intereses de los ferrocarriles estatales no se sacrifi- 
caran a objetos políticos o sirvieran para premiar “los servicios de los 
adeptos del gobierno, con puestos o empleos, sin tener en consideración 
la competencia particular; que se evitara el manejo partidista de 
dicho servicio público, que, como las demás funciones del Estado, 
corría el peligro de ser tomado como botín del partido gobernante, no 
permitiendo una continuidad en la política del proyecto ferrocarrilero, 
por la inestabilidad de los empleados públicos.** El Estado, a través de 
un minucioso estudio debía elaborar la política vial, el plan de trans- 
porte y garantizar su continuidad y eficiencia; debía también procurar 
que las cámaras abandonaran sus viejas prácticas y pugnas partidistas 
para considerar los objetivos primordiales del desarrollo; en fin, la 
intervención del Estado en el manejo y desarrollo de los ferrocarriles 
motivaba un acondicionamiento no sólo del Ministerio de Obras Públi- 
cas, sino también de todos los organismos que incidían en las decisiones 
respecto de la política vial que el Estado debía concebir y ejecutar 
para contribuír a crear las condiciones infraestructurales que recla- 
maba el desarrollo general del país. . 

A partir entonces de la coyuntura de guerra se exigía una inter- 
vención creciente del Estado en aquellas obras de infraestructura, De 
inmediato, el Estado debía anípliar su control sobre las vías existentes 
y ejecutar el plan de desarrollo conforme a los requerimientos del 
comercio interior y exterior, estableciendo una administración de las 
vías con criterio de fomento económico. Empero, este plan de cons- 
trucciones, mejoramiento, nacionalizaciones y manejo no fiscalista de 
las vías, a través del cual se esperaba crear los tan ansiados “trans- 
portes fáciles, rápidos y baratos”, implicaba la ejecución de grandes 
erogaciones que el Estado no estaba en capacidad de suministrar. El 


inistro de obras públicas de 1919, Carmelo Arango, la intervención del 
Estado o Enola por la incapacidad del capital privado: “Y como de ordinario el capital 
privado es insuficiente para la construcción y conservación de las vías públicas, exigidas 
por las necesidades de estos tiempos, la intervención del Estado se hace necesaria, no 
sólo para las que son de inmediata utilidad, sino también para las de una conveniencia 
remota.”. Memorias del ministro de obras públicas al congreso de 1919, p. 4. 


18) Ortega Díaz, Alfredo, op. cit., p. 230, 
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plan que debía realizar el Estado tropezaba abruptamente con la in- 
suficiencia de sus ingresos fiscales, circunstancia que conducía a que 
la factibilidad de dicho plan dependiese del auxilio del capital ex- 
tranjero, 


2. El Estado y la Cuestión Monetaria y Financiera 


El problema de la organización del sistema monetario y financiero 
se expresaba —como se ha visto— en la persistente insuficiencia del 
medio circulante, en la penuria del crédito y las altas tasas de interés, 
en el procedimiento adoptado de la conversión del papel moneda, en 
fin, en la inelasticidad del régimen monetario, la heterogeneidad de las 
especies circulantes y la carencia de un sistema apropiado de emisión. 

Frente a estos problemas, la emisión de las Cédulas de Teso- 
rería resultaba, por supuesto, una medida a todas luces insuficiente 
y transitoria. El problema de la organización del sistema monetario 
y financiero exigía tina solución radical y estable, pero en las condi- 
ciones de la crisis de guerra tal solución parecía muy difícil. En efecto, 
el sistema monetario se hallaba encuadrado entre los estrechos límites 
de las prohibiciones y las imposibilidades; de una parte, la prohibición 
constitucional de emitir papel moneda, y de otra, la imposibilidad de 
que afluyera el oro extranjero al país, por la crisis de guerra. En 
estas condiciones se había apelado a la acuñación de monedas de oro, 
pero éstas se escurrían de la circulación, y la esporádica acuñación de 
monedas de plata y níquel había sido insuficiente, Ante esta situación 
algunos opinaban que era necesario esperar la reposición de las expor- 
taciones y organizar las cosas de tal manera que se obtuviera a través 
de una balanza positiva la captación de dinero extranjero, lo cual im- 
pediría también la salida de oro; se consideraba también que era 
necesario detener o aplazar la conversión, porque en las actuales 
circunstancias ésta contribuiría perjudicialmente a la contracción del 
medio circulante; inclusive, algunos aducían radicalmente que dicha 
conversión era innecesaria, dado que el verdadero respaldo de la mo- 
neda nacional no consistía en su calidad (respaldada en oro) sino en su 
cantidad y origen (el Estado que la emite). 1? Merecen especial mención 
las propuestas hechas al Estado —que había centralizado el control de 
la política monetaria desde la época de la Regeneración— consistentes 


19) “Resulta que el sonado respaldo en oro para el llamado papel moneda y para la 
plata y el níquel, ha sido una ilusión funesta, porque tal respaldo es absolutamente inne- 
cesario, teniendo la moneda del país su verdadero respaldo y fuerza en su origen y can- 
tidad, no en su calidad; en el uso que le imprime el gobierno que la emite, cobrando 
y pagando en ella las rentas, contribuciones y gastos públicos, nacionales, departamentales 
y municipales, que montan como a $ 30.000.000 en el año; resultando, asimismo, que no 
hay necesidad ni conveniencia para el país en que convierta la moneda nacional por oro, 
y que, consiguientemente, no necesitamos de cajas resulidoras ni de junta de conversión”. 
Restrepo, Antonio José, op. cit., p. 264. 
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en establecer el sistema de emisión de billetes bancarios, como el 
procedimiento indicado para solucionar la escasez de dinero. Estas 
propuestas traducian puntos de vista diferentes y el debate al que 
daban lugar tenía como tema principal las posibilidades que podían 
presentar los diversos sistemas de bancos de emisión que al respecto 
se sugerían, Los proyectos sobre la emisión de billete bancario iban 
desde plantear la constitución de un banco autónomo nacional con el 
privilegio exclusivo de la emisión, hasta el otorgamiento de la emisión 
de billetes a todos los bancos del país que reuniesen las condiciones 
para ello.” Desde luego, había quienes se manifestaban en contra de 
las emisiones de billetes bancarios aduciendo los problemas que se 
derivarían de la coexistencia del billete de banco con el papel moneda 
de curso forzoso, que todavía discurría, bajo la condición aparente de 
un respaldo y convertibilidad en oro que resultaban ilusorios, En 
general, todos los proyectos coincidían en los objetivos: aumento del 
medio circulante por emisión, reducción del interés y apertura del 
crédito interno, lo cual —se decía— permitiría movilizar la riqueza 
del país, ante el cierre de los recursos externos. ] 
Igualmente, los mencionados proyectos en la medida en que pro- 
ponían el sistema de emisión, planteaban al mismo tiempo la cuestión 
atinente a las funciones del Estado en relación con el dinero. Las 
posiciones representadas en tales proyectos emanaban de diversas 
concepciones, las cuales tendían a agruparse, de un lado, los que sus- 
tentaban el principio de la libertad de emisión, y del otro, los que 
consideraban la emisión como privilegio exclusivo del Estado. Entre 
los que sustentaban la libertad de emisión —libertad que se traducía 
en las propuestas de otorgarle el derecho de emisión a los bancos 
privados del país— había quienes se basaban en el razonamiento de 
que dicha libertad era una derivación inobjetable del “principio de 
la libertad industrial”; * para otros, la emisión era un derecho propio 
de los bancos, los cuales precisamente“se habían fundado en virtud de 
las leyes que les otorgaron ese derecho, pero había sucedido que desde 
1887 el Estado les había confiscado ese derecho y de lo que se trataba 
ahora era simplemente de retornárselo; 22 otros invocaban las virtudes 
de la libre competencia, e inclusive, había quienes llegaban al plan- 


20) Véase Primer congreso de cámaras..., pp. 284 y ss. Frente al problema monetario 
había quienes simplemente no proponían nada más que dejar actuar en libertad las “leyes 
naturales” porque “es un hecho comprobado que en donde haya acuñación de oro, libre 
estipulación de monedas, libre la importación de los extranjeros de buena ley, y si a 
esto se agrega la libre emisión de los bancos, el país se dará el numerario que necesite, 
casi con precisión matemática, ni abunda, ni escasea; es como el agua que busca su nivel”. 
Medrano, Tito L., “Sistema monetario de Colombia” en Primer congreso..., p. 280. 

21) Salazar, Rafael, “Proyecto bancario sometido a la consideración del primer con- 
greso de cámaras de comercio de la república”, en Primer congreso..., Pp. 29, 

22) Medrano, Tito L., “Sistema monetario de Colombia” en Primer congreso,.., p. 278. 
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teamiento extremo de la libertad absoluta de emisión para los bancos, 
“eximiéndolos de la intervención del Estado”.* Entre los plantea- 
mientos que sustentaban el privilegio de la emisión se destacaban 
aquellos que consideraban la emisión como un derecho inherente a la 
soberanía del Estado; argumentaban que era obligación de los poderes 
públicos restringir las libertades “a fin de proteger a los asociados 
contra los abusos y peligros de toda clase”; ** consideraban que el 
ejercicio de la libertad absoluta de emisión conducía a la anarquía 
monetaria, a los abusos del crédito, etc. Se sostenía igualmente que la 
emisión era un derecho del Estado por la sencilla razón de que 
éste debía otorgarle al dinero su respaldo; en el caso del billete de 
banco —se decía— en la medida en que buscaba llenar las funciones 
de la moneda, iba en ello implícito no sólo el respaldo efectivo sino 
también la fe y la confianza del público, lo cual debía ser avalado y 
garantizado por el Estado. ** La formulación extrema en cuanto a con- 
siderar la emisión como privilegio exclusivo del Estado tendía a 
preconizar el ejercicio de la banca por el mismo Estado, a convertirlo 
en banquero. 

A partir de estas disímiles tendencias surgían terceras posiciones 
que pretendían conciliarlas, para lo cual descartaban sus puntos extre- 
mos, que eran considerados como peligrosos —se decía-—— por las 
desastrosas experiencias que el país vivió en el pasado cuando ensayó 
tales extremados sistemas. En este sentido, se desdeñaban tanto la 
libertad absoluta de emisión para los bancos, que conducía al caos 
monetario, como el monopolio exclusivo de la emisión por el Estado, 
que llevaba a los abusos del poder gubernamental. Al respecto, José 
Joaquín Pérez, miembro de la Cámara de Comercio de Bogotá, expre- 
saba lo siguiente: 


El primero de estos sistemas —pluralidad— ha dado lugar a 
exageraciones y a pedir para los bancos de emisión una libertad 
absoluta, eximiéndolos de la intervención del Estado; y la exageración 
del segundo —monopolio— ha llevado a preconizar el ejercicio de la 
banca por el mismo Estado, sin considerar que toda exageración es 
peligrosa y más en materia tan delicada, pues si con el sistema de la 
absoluta libertad podría abusarse del crédito por parte de los estable- 
cimientos bancarios, con tal ejercicio por parte del Estado esos abusos 
podrían ser aún infinitamente mayores, sin contar con los peligros 
que consigo llevarían la mala situación del Estado, los cambios de 
gobierno y muy posibles evoluciones y aun catástrofes políticas. 28 

mes 
23) Pérez, José Joaquín, “Bancos de emisión”, en Primer Ccongreso..., p. 317. 
24) Salazar, Rafael, op. cit, p. 295. 
25) Villegas, Aquilino, et al., “Exposición de motivos sobre un proyecto de bancos de 


emisión”, en Primer congreso..., p. 304 y Gaviria, L. A., “ > i 

Pe , y , “Algo sobre bancos”, en Primer 
26) Pérez, José Joaquín, "Bancos de emisión”, en Primer congreso..., p. 317. 
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Estas posiciones que desechaban tales extremos, aceptaban sin 
embargo las funciones intervencionistas que el Estado debía ejer- 
cer sobre el sistema monetario, le reconocían en general el derecho 
de emisión, pero todos coincidian en que el Estado no debía practicar 
directamente ese derecho sino que debía delegarlo. Entre las razones 
que se aducían para que el Estado no ejerciera directamente la emisión 
se argúía aquella de que el Estado, al poner en práctica dicho privile- 
gio, lo usaría para equilibrar el presupuesto, para cubrir sus gastos, 
tal como lo demostraba el despiadado abuso que los gobiernos del pa- 
sado habían hecho del papel moneda; en posesión práctica de este 
privilegio, el Estado terminaba por lanzar al país nuevamente al abis- 
mo del papel moneda de curso forzoso, del cual debía curarse la nación 
para siempre. Se consideraba entonces que la emisión no debía estar 
a cargo del gobierno, ni tampoco vincularse a factores, como personas 
o partidos políticos, que abrieran la puerta a peligrosos manejos. Se 
argumentaba también que si al gobierno le podía resultar rentable y 
provechoso el monopolio exclusivo de la emisión, ello rio era propio 
de su función porque “la misión de los gobiernos ante la economía 
política, no es hacer negocio, sino proteger y fomentar toda empresa 
útil que represente el progreso del país”.*? Si el Estado no debía con- 
vertirse en banquero, en cambio debía ejercer un tipo de intervención 
a través de la reglamentación, fiscalía y control del organismo o de 
los organismos de emisión; es decir, se planteaba un tipo de interven- 
ción indirecta del Estado. 

Partiendo de la circunstancia de que el Estado no debía practicar 
directamente el derecho de emisión sino cederlo, se argumentaba 
aquella forma de intervención del Estado, en el caso concreto de la 
emisión del billete bancario, del siguiente modo: 


En una razón histórica y otra científica está el fundamento de la 
intervención del Estado; la primera porque es él quien tiene el pri- 
vilegio exclusivo de la acuñación de la moneda y porque el billete es 
una representación de aquella, Haciendo las veces de la misma; la 
segunda, porque para que los billetes sean una sustitución del dinero 
como moneda de cambio, tienen que inspirar confianza al público para 
lo cual se hace preciso que la ley exija garantías sobre la emisión 
de aquellos y prudencial limitación de la misma. 28 


La intervención del Estado sería en consecuencia de carácter in- 
directo, a través de la legislación, de la reglamentación del banco o 
de los bancos de emisión a los cuales el Estado otorgaría el derecho 
de emisión. En estas condiciones, las divergencias se planteaban en- 
tonces sobre las conveniencias o inconveniencias de cederle el derecho 


27) Medrano, Tito L., op. elt., p. M9. 
28) Pérez, José Joaquín, op. cit.,, p. 317. 
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de emisión del billete bancario a uno o a todos los bancos capacitados 
para esta función, tal como atrás lo expresábamos al referirnos a los 
proyectos que buscaban solucionar por este medio la escasez de di- 
nero circulante. 

Como era obvio, aquellos proyectos aspiraban a convertirse en 
ley de la república, es decir, a ser adoptados como política oficial del 
Estado. Sin embargo, nada de ello sucedería. El país tendría que seguir 
soportando el problema de la organización del régimen monetario y 
financiero hasta el advenimiento de la primera Misión Kemmerer 
en 1923, cuyas propuestas irían encaminadas, entre otros aspectos a 
la solución de tal problema. ñ 


3. El Estado y la Urbanización 


Durante los primeros decenios del presente siglo el desarrollo 
urbano del país era apreciable principalmente en las capitales de de- 
partamento, y dentro de éstas, de manera especial, en las capitales 
de los departamentos que se hallaban articulados a los sectores di- 
námicos de la economía. Una muestra de tal desarrollo es el crecimiento 
poblacional de las mencionadas capitales de departamento (véase 
Cuadro NY 14), y el aumento de la participación de éstas en el total 
de población de los respectivos departamentos (véase Cuadro NO 15). 


CUADRO N? 14 


POBLACION DE LAS CAPITALES DE DEPARTAMENTO 1905-1928 


% Creci- 
miento 

Promedio 
CAPITALES 1905 1912 1918 1928 casos-1028) 
A e 
Barranquilla ........ 40.115 48.907 64,543 139.974 5.6 
Bogotá dio ai 2% 100.000 121.257 143,994 235.421 3.8 
Cali ..... : 30.740 27.747 45.525 122.847 6.2 
Medellín E EA 54.946 71.004 79.146 120.044 3.5 
Ibagué ....... Da 24.566 24.693 30.255 56.333 3.7 
Bucaramanga A 20.314 19.735 21.919 44.083 3.4 
Manizales OO 24.656 34.720 43.203 81.091 5.3 
Cúcuta Es 15.312 20.364 29.490 49.279 5.2 
Tunja ....... a 8.407 8.971 10.680 19.064 3.6 
Santa Marta . o 9.568 8.348 18.040 30.942 5.2 
Pasto ....... + 30.835 27.760 29.035 43.162 1.5 
Cartagena . 9.681 36.632 51.382 92,494 10.3 
Popayán de 28.448 18.724 20.235 31.829 0.5 
Neiva 18.333 21.852 25.185 29.988 2.2 


A 
A E A 
Fuente: Con base en Anuario general de estadística (datos censales). 
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CUADRO N?* 15 


PARTICIPACION PORCENTUAL DE LAS CAPITALES DE 
DEPARTAMENTO EN EL TOTAL DE POBLACION DEL 
RESPECTIVO DEPARTAMENTO 1905 - 1928 


CAPITALES 1905 1912 1918 1928 

Barranquilla .............- 35.7 42.6 47.5 57.6 
Bogotá ..... 15.9 16,9 17.8 22.5 
Cali ... 14.3 12.8 16.8 24.3 
Cúcuta 1.3 10,0 12.3 15.0 
Neiva 11.9 15.9 13.7 14.5 
Medellín 8.3 10.0 9.6 11.9 
Manizales ......... 10.0 10.2 10.1 13.0 
Ibagué ....o.oo.o. 11,3 8.7 9.2 12.7 
Cartagena N.D. 8.8 11.2 14.4 
Pasto ....... . 12.4 9.5 8.6 10.5 
Santa Marta .....oooommoo.. 7.6 5.6 8.6 10.2 
PopayáO ..oooommmmmmmor.”o 12.8 8.8 8.5 10,0 
Bucaramanga . E 5.2 4.9 5.7 7,4 
ii AA 1.7 1.5 1.6 2.0 


q€qQ_O>< _E[¿[][(q_—_—_- o 


Fuente: 1905-1918: Jesús A. Bejarano, op. Cit, p. 71. 1928; Anuario general de estadís- 
tica, 1934. 


En la motivación del crecimiento urbano intervenían diversos 
factores: las capitales de departamento, por ejemplo, habían conser- 
vado siempre un cierto grado de hegemonía regional en cuanto centros 
de las actividades administrativas, políticas, culturales y religiosas; 
asimismo, comprendían un conjunto variado de actividades económicas 
y eran el centro de mercados locales y regionales, todo lo cual incidía 
para otorgarles un poder de atracción poblacional y localizador de 
nuevas actividades; pero, indudablemente, el impulso a la urbanización, 
provenía de la economía exportadora y de la industrialización, sólo 
que estos beneficios en cierta forma tendían a ser captados o a concen- 
trarse en las capitales de los departamentos que comprendían los 
circuitos de aquellas economisd. De este modo, las ciudades de las 
regiones cafeteras y los puertos fluviales y marítimos se veían anima- 
dos por la exportación del grano; estos puertos recibían también el 
impulso del comercio de importación; los establecimientos industriales 
eran atraídos en su localización por el dinamismo de los centros urba- 
nos que recibían el impulso de todo aquel circuito de la economía 
exportadora y a su vez con dicha localización, estos centros comenzaban 
a receptar los efectos expansivos de la industrialización, que atraía 
nuevas actividades. Dada en un comienzo la fragmentación espacial 
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de las condiciones y de los mercados, a lo cual correspondía la ausencia 
de una red interna de transporte, la localización industrial se efectúa 
en diversos núcleos, según el esquema de dicha fragmentación: Me- 
dellín, Bogotá, Barranquilla y Cali, principalmente. Este esquema de 
localización industrial sería la base a partir de la cual se comenzaría a 
reorganizar la distribución espacial de la economía y conduciría, con 
el tiempo, a la configuración de las nuevas regiones económicas del 
país. 

La modernización económica asumía una expresión urbana, aun- 
que en forma desigual, dada la dispar distribución espacial de los 
lactores dinámicos que causaban la urbanización. Ahora bien, el 
desarrollo de las ciudades suscitaba consecuencias para el Estado, en 
la medida en que sobre éste recaían las demandas que elias generaban, 
tales como la construcción de calles, avenidas y carreteras, la canaliza- 
ción de ríos, la construcción de edificios públicos, escuelas, parques, 
plazas de mercado, mataderos y plazas de ferias; el suministro de los 
servicios de acueducto, alcantarillado, aseo, electricidad, transporte, 
teléfonos, etc.; los puertos necesitaban además la construcción de mue- 
lies, aduanas, especiales condiciones de saneamiento, etc. Inicialmente, 
casi todos los servicios de acueducto, transportes, teléfonos, luz, etc., 
habían estado manejados por compañías privadas que obtuvieron para 
ellos concesiones y privilegios más o menos liberales. Pero dado que 
muchas de estas compañías, gozando de esos privilegios, se extralimi- 
taban e imponían altas tarifas, los gremios de la ciudad habían 
solicitado la municipalización de tales servicios, Sin embargo, a la 
municipalización de los servicios, que como medida para obtener 
tarifas baratas favorecía las actividades que se desarrollaban en la 
ciudad, se oponían voces que argumentaban el carácter de mal admi- 
nistrador que tenía el Estado, la falta de recursos y la politiquería que 
acompañaba la municipalidad. A ello se respondía que la aplicación 
de los adelantos de la “economía industrial” hacía del Estado un 
administrador con eficiencia, como lo demostraban varios casos, entre 
ellos el del ferrocarril de Antioquia, que había formado escuela: “Se 
puede asegurar que un empleado salido de allí dirigirá y organizará 
ventajosamente cualquier industria”; *? además, se afirmaba que los 
municipios tenían forma de gestionar sus propios recursos y que en la 
administración debían colocarse “personas competentes sin tener en 
cuenta sus ideas filosóficas”. Pero el argumento principal en favor 
de la municipalización de los servicios consistía en “que no teniendo 
que repartir dividendos entre accionistas, las utilidades del negocio 


29) Olano, Ricardo, “Estudio sobre City Planning”, en Primer congreso de mejoras 
nacionales..., p, 60. 
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vuelven al público, ya en rebaja de tarifas, ya en creación de obras 
para provecho de todos”. *” Se concluía, aduciendo el ejemplo de la 
municipalidad de Medellín, que en junio de 1917 había dictado un 
acuerdo por medio del cual creaba la gerencia de rentas municipales 
que se encargaría de los servicios de acueducto, matadero, plaza de 
mercado y teléfonos. * 

¡Como Medellín, muchas otras ciudades optaban por la municipa- 
lización de los servicios. El ideal que se proponía consistía en que los 
municipios adquirieran la propiedad o emprendieran por cuenta propia 
las obras de servicio tales como los de alumbrado, tranvías, plazas de 
mercado, teléfonos, acueductos, mataderos, etc., y asimismo, evitaran 
“la concesión de privilegios con largo plazo a compañías nacionales 
o extranjeras, que no son sino semilleros de pleitos y de dificultades 
y en muchos casos causa del estancamiento del progreso urbano”. ** 

Para adelantar esos proyectos los municipios debían contar con 
sus propios ingresos. Naturalmente, los municipios que podían dispo- 
ner de mejores rentas eran aquellos que se ubicaban en las zonas más 
dinámicas de la actividad comercial interna o en las que correspondían 
al comercio exterior, siendo las capitales de los departamentos las más 
beneficiadas y, dentro de éstas, las que correspondían a los departamen- 
tos más dinámicos (véanse Cuadros Nos.: 16 y 17). 

Tales diferencias se explicaban puesto que los ingresos municipa- 
les, como también los departamentales, dependían principalmente de 
los impuestos indirectos que gravaban actividades del flujo comercial. 
Los municipios no eran todos homogéneos en la imposición y percep- 
ción de los impuestos. Los principales impuestos municipales eran los 
siguientes: degúello de ganado menor, contribución predial, impuestos 
de picaduras, consumo, aseo y a establecimientos industriales, contri- 
bución directa (nominal y no a la renta), y además la participación 
por ley en el 10% de las rentas de licores, tabaco y degiello, admi- 
nistrados y recaudados por los departamentos. Los municipios se bene- 
ficiaban también con los auxlios departamentales y nacionales. Pero la 
situación que se presentaba con venida era la de que los ingresos 
resultaban inferiores a los gastos municipales. 


30) Ibídem, pp. 60-61. . 

31) Ibídem, p. 61, “... se había hecho ciertamente algo entre la última década del 
siglo anterior y los comienzos de la segunda del que discurre, cuando aparte los (servicios) 
de acueducto y alcantarillado que aquí prestaba la municipalidad como en todo el mundo 
ordinariamente, Medellín daba ejemplo en Colombia asumiendo por cuenta del distrito 
algunos servicios públicos tomándolos de manos particulares, como los de energía eléc- 
trica, transporte urbano, teléfonos, la feria y el sacrificio mismo del ganado, el propio 
mercado de víveres.” Ospina, E. Libardo, Una vida, una lucha, una victoria. Monografía 
histórica de las empresas y servicios públicos de Medellín, Empresas Públicas de Medellín, 
Medellín, 1966, p, 101. 

$2) Rodríguez, Jorge, “Presupuestos municipales” en Primer congreso de mejoras na- 
cionales..., p. 87. 
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CUADRO N?* 16 


PRESUPUESTO DE RENTAS MUNICIPALES POR 
DEPARTAMENTO 1916 
A 


Rentas 

DEPARTAMENTO nos. % pri % 
a 
Antioquia 96 12.7 947 18.3 
Atlántico .. 20 2.6 196 3.7 
Bolívar ... 56 7.4 412 7.9 
BOYACÁ: cemcinconac rc a 126 16.6 281 5.3 
Calla ito 34 4.5 395 7.5 
Cauca ......... 32 4.2 103 2.0 
Cundinamarca e 108 14.2 1,167 22.3 
Huila .......... pS 29 3.8 159 3.0 
Magdalena 31 4.1 124 2.4 
Nariño 48 6.3 246 4.7 
Santander 70 9.2 247 4.7 
Santander del Norte 32 4.2 366 7.0 
Tolima 39 5.1 232 4.4 
Valle a 37 4.9 349 6.7 
Totales ......o.oomoooro.. 758 100.0 5.226 100.0 
= == —— mm 


Fuente: Anuario estadístico, 1916. 


CUADRO N? 17 


PRESUPUESTO DE RENTAS DE LAS CAPITALES POR 
DEPARTAMENTO 1916 
O O CO DD O O O ÓN 

% sobre las rentas 


CAPITAL quitlos, lo Panda) O o, 
Medellin rl uso ads 246 26.0 
Barranquilla 149 76.0 
Cartagena .... Ea 141 34,2 
Tunja ...... ote 13 4.6 
Manizales ' > 102 25.8 
A 24 23.3 
DO ias e ¿fa 818 70.1 
Neiva ...... Ds 34 21.4 
Santa Marta pe 30 24.2 
Pasto. circa .. 34 13.8 
Bucaramanga ........ hs 31 12.5 
Cúcuta ....... En 138 37.7 
Ibagué 34 14.6 
Cali ... 134 38.4 


Fuente: Anuario estadístico, 1918. 
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Por lo tanto, a pesar de las apreciaciones optimistas en favor de la 
municipalización de los servicios, era cierto que ésta se veía limitada, 
así como la ampliación y construcción de nuevos servicios, por la 
escasez de los recursos municipales: S 


Si se tienen en cuenta —decía un ensayo de la época— los 
muchos gastos que exige el servicio público municipal, se explica 
que con tan escasas rentas nuestros distritos vivan alcanzados, carez- 
can de crédito, tengan que acudir a la nación o al departamento en 
demanda de auxilios pecuniarios, y que nuestras poblaciones carezcan 
todavía hasta de las más elementales condiciones de higiene y de 
confort, por la incapacidad fiscal de los municipios para emprender 
por su cuenta obras públicas de aliento. Esto cuando no ceden la 
construcción de esas obras a compañías nacionales y extranjeras con 
privilegios odiosos, para que nos exploten y paralicen todo progreso 
local que choque con sus intereses particulares. 3% 


Como medida para fortalecer las finanzas municipales se proponían 
el aumento de las rentas, el mejoramiento de la administración y la 
contratación de empréstitos. 

Como puede concluírse, grandes eran las tareas que se le plantea- 
ban al Estado en el proceso de modernización capitalista del país. Si 
bien el Estado, desde largo tiempo atrás, venía interviniendo en el 
área de los transportes, en el manejo del régimen monetario y finan- 
ciero, en el suministro de obras y servicios urbanos, en el obvio manejo 
del régimen fiscal, en el régimen de importaciones a través del arancel 
aduanero, etc.; si a través de estas áreas de intervención, y de los gastos 
e ingresos, el Estado incidía en la distribución del ingreso con sus 
respectivos efectos sobre la acumulación, en los medios de circulación, 
en el fomento de las exportaciones, de la industria y de la agricultura, 
en el desarrollo del mercado y la demanda global, etc.; pese a todo 
ello, la acción del ¡Estado había resultado y continuaba resultando 
ostensiblemente limitada frente a los, requerimientos del desarrollo. 
Tal limitación dimanaba, ante todo, de las precarias y frágiles fuentes 
de financiación del Estado. Por lo consiguiente, al dilatarse las funcio- 
nes, los deberes y los quehaceres del Estado frente al desarrollo, se 
planteaba el problema radical de sus recursos financieros, tema del 
cual nos ocuparemos en el siguiente capítulo. 


33) Ibídem, p. 8l. 
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CAPITULO VIH 


El Problema de los Recursos Financieros del Estado 


El Estado colombiano, para realizar las tareas que se le ampliaban 
a imponían con mayor insistencia a partir de la coyuntura de la Primera 
Guerra Mundial, debía disponer de apreciables recursos pecuniarios, 
los cuales no era posible obtener por intermedio del sistema tradicional 
de los ingresos ordinarios. Si la crisis de guerra había puesto de mani- 
fiesto la estrechez y la enorme vulnerabilidad del sistema tributario 
centrado en los impuestos de aduana, provocando con ello la agudiza- 
ción de una crisis fiscal en donde los ingresos no alcanzaban para 
sufragar los simples gastos de funcionamiento, era claro entonces que 
la asunción a la perspectiva de un Estado con mayores funciones eco- 
nómicas, que de hecho implicaba una vasta ampliación de los gastos 
no podía sustentarse con éxito en el sistema tradicional de ingresos 
tributarios, Por lo tanto, aquella perspectiva exigía, en principio, una 
reforma del sistema tributario del país. 


1. La Reforma Tributaria 


A primera vista, los intentos de reforma tributaria parecían obede- 
cer a una razón puramente coyuntural, concretamente, a la crisis fiscal 
causada por la guerra, concibiéndose tal reforma como una medida 
orientada a aliviar el déficit fiscal. En apariencia, la implantación del 
impuesto a la renta en 1918 tendía a responder a esas urgencias. 
Ciertamente, la crisis fiscal era una razón inmediata y poderosa para 
introducir como medida de urgencia la reforma tributaria, sólo que 
ésta comprendía una significación mucho más profunda. En el plano 
de tal significación era concebidá por Esteban Jaramillo, uno de los 
principales promotores de la reforma tributaria. Jaramillo planteaba la 
reforma tributaria no sólo comó una respuesta a los problemas inme- 
diatos de la hacienda pública, sino, ante todo, como la condición nece- 
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saria para el desempeño de las funciones modernas del Estado. Según 
Jaramillo, la característica esencial del Estado contemporáneo consistía 
en la creciente ampliación de su esfera de acción en los diversos ámbitos 
de la sociedad. Para ejercer su extensa acción sobre las diversas 
manifestaciones de la vida moderna, el Estado adquiría una compleja 
organización que implicaba la diversificación de sus órganos, según 
Iunciones específicas: 


Legislación —decía—, orden interior, administración de justicia, 
comunicaciones dentro y fuera del país, relaciones exteriores, hacienda 
pública, guerra, marina, instrucción pública, manejo de fondos na- 
cionales, comercio, agricultura, trabajo, obras públicas, higiene, bene- 
ficencia, en una palabra, las principales manifestaciones de la vida 
moderna, corresponden 'a otros tantos órganos de la acción vigilante, 
dirección, protección y fomento del gobierno. 1 


Siguiendo el concepto de la ciencia financiera, Jaramillo conside- 
raba al Estado como una “organización cuyo objeto primordial es sa- 
tisfacer necesidades públicas de carácter colectivo, que de otra manera 
no pudieren satisfacerse”. ? Para cumplir con 'su misión y sus funciones, 
el Estado debía realizar un conjunto de gastos crecientes de diversa ín- 
dole. Entre los factores que causaban el régimen y el aumento de 
gastos que el Estado asumía, Jaramillo citaba los siguientes: el aumento 
de los gastos militares ocasionado por la conservación del orden inte- 
rior y por la defensa exterior; la necesidad que el Estado moderno 
tenía de acometer obras de progreso nacional, tales como ferrocarriles, 
carreteras, navegación, correo, telégrafo, etc., que no podían dejarse a 
la iniciativa individual; los gastos que demandaba el servicio de la 
deuda pública del Estado; la misión que el Estado debía cumplir 
respecto de su “labor preventiva y social”, en virtud de lo cual caían 
bajo su vigilancia y dirección ramas de la instrucción pública que 
antes no se creían de su incumbencia, obras de higiene o de sanidad, 


1) Jaramillo, Esteban, La reforma tributaria en Colombia..., p. 23. 


,2) Ibídem, p. 25. En el orden de los antecedentes ideológicos del síglo XX 
la intervención del Estado es obligado referirse a Rafael Uribe Uribe, quien en su cólobre 
conferencia de 1904 sobre el “Socialismo de Estado” preconizaba ni más ni menos que la 
intervención del Estado en la vida del país. En Uribe el concepto de socialismo de Estado 
designaba precisamente el intervencionismo de Estado. “No soy partidario —decfa— del 
socialismo de abajo para arriba que niega la propiedad, ataca el capital, denigra la religión, 
procura subvertir el régimen legal y degenera, con lamentable frecuencia, en la propaganda 
por el hecho, pero declaro profesar el socialismo de arriba para abajo, por la am- 
plitud de las funciones del Estado.” (Uribe Uribe, Rafael, Obras selectas, Cámara de Re- 
presentantes, Bogotá, 1979, tomo 1, pp 29 y 30.) Uribe llegaba a la concepción de la inter- 
vención estatal, ho sólo por el ejemplo de otros países y la lectura de ciertos textos, sino 
también siguiendo la trayectoria del Estado colombiano. De manera especial observaba el 
conflictivo manejo por el Estado de la cuestión monetaria en el inmediato pasado; se re- 
ftería a los casos del papel moneda, de las emisiones y a los graves problemas que había 
causado, y concluía diciendo que quien había creado los problemas —el Estado— debía 
entonces remediarlos, Sin embargo, Uribe iba más lejos, Lo que realmente proponía era 
una acción global «del Estado sobre la economía y la sociedad para impulsar el desarrollo: 
El Estado -——decía— no es órgano de simple conservación sino también de progreso; su fin 
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reclusión y tratamiento de enfermos, auxilios a las víctimas de cala- 
midades públicas, obras de bienestar social, etc.; por último los gastos 
provenientes del mejoramiento en las ramas del gobierno en la pres- 
tación de mejores servicios, y los que incumbían al funcionamiento 
del régimen parlamentario, * 

Aquellas eran las funciones y los gastos propios del país moder- 
no que el Estado colombiano debía asumir a cabalidad, para lo cual 
tenía que disponer de las rentas necesarias según la posibilidad de los 
recursos del país y los dictados de la equidad social. Pero sucedía que 
el sistema rentístico del país no se correspondía con el ejercicio de 
aquellas funciones y erogaciones del Estado. Jaramillo entonces pasa- 
ba a la crítica de dicho sistema. La parte medular de su crítica 
recaía sobre los derechos de aduana que constituían la espina dorsal 
del sistema rentístico. Basándose en la experiencia histórica del país, 
mostraba la inelasticidad de la renta de aduanas que cada día respon- 
día con menos eficacia a las exigencias del servicio gubernamental; 
ponía de manifiesto su dependencia de factores externos, circunstancia 
esta que provocaba —como en el caso de la Guerra Mundial— una 
disminución de la renta en el momento preciso en que el Estado nece- 
sitaba contar con mayores ingresos para enfrentar la crisis; recalcaba 
el propósito esencialmente fiscalista de dicha renta: el de procurarle 
entradas al erario público, renta que sólo incidentalmente obedecía, 
en algunos casos, a fines proteccionistas; criticaba la desigualdad im- 
plícita en los derechos de aduana en donde el grueso de las entradas 
lo suministraban las mercancías de consumo general en el país y no 
los artículos de lujo o de consumo de las clases pudientes; el gravamen 
a la importación —agregaba Jaramillo-—no afectaba la riqueza nacional 
en relación con la magnitud de ella, sino que dejaba un margen de esa 
riqueza sin gravar —que era justamente el que se destinaba a la acu- 
mulación—, recayendo el peso de todas las cargas públicas “exclusiva- 


exclusivo no es mantener el orden, la paz, la obediencia: esa es apenas una condición 
previa, indispensable para lograr más altos fines, Además de cuidar de lo que encuentra 
hedho y oponerse a todo deterioro, debe procurar el adelanto (...), impulsar y promover 
tan poderosamente como pueda la prosperidad del país.” (Ibídem, p. 33). Según Uribe, eran 
funciones del Estado la ejecución de las obras costosas, de utilidad común y largo aliento; 
la legislación para el mejoramiento social; la protección de los intereses que no pueden 
defenderse por sí solos; el amparo de los débiles frente a los poderosos; y la mediación 
entre las clases encontradas. El Estado debía asimismo proteger las industrias nacionales 
y la participación de los obreros en las ganancias de la industria; organizar el ahorro; 
fundar bancos hipotecarios para impulsar la agricultura; desarrollar el seguro y los siste- 
más cooperativos; controlar los precios de los víveres; fijar los contratos de arrendamiento 
para convertir en propiebarios a “los siervos de la gleba”; crear el Ministerio de Agricul- 
tura; fundar colonias agrícolas; ocuparse de la salud, la educación, la recreación, la defensa 
del salario, ete. Era evidente que Uribe no sólo preconizaba la intervención del Estado sino 
que le otorgaba a esta intervención un interesante contenido social. Tal era su concepto 
del socialismo de Estado. Con Uribe Uribe el partido liberal comienza a abandonar sus 
viejas concepciones de Histado gendarme, su postulado de Laissez faire, laissez passer, para 
avanzar en la concepción del Estado intervencionista. 


3) Ibídem, pp. 312 E 
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mente sobre aquella parte del capital y de la renta nacional que están 
destinados a satisfacer las necesidades del pueblo”. Tampoco gravaba 
a los individuos según su capacidad tributaria, pues ésta no podía 
medirse por la capacidad de consumo personal, De igual modo, no 
gravaba a las entidades e individuos domiciliados o residentes en 
países extranjeros, pero que tenían sus negocios en Colombia, además 
de que a la sombra de las altas tarifas crecía la vegetación de los con- 
trabandistas. * Refiriéndose a las desigualdades de la renta de aduanas 
Jaramillo manifestaba: 


...€l impuesto de aduanas carece de los distintivos esenciales de 
igualdad y de equidad, pues grava hasta el último límite a las clases 
menos acomodadas de la sociedad y deja a los ricos libres de tributo 
sobre una parte más o menos considerable de sus rentas, creando un 
privilegio de hecho en favor de los más capaces y pudientes. Con ra- 
zón se ha dicho que bajo el régimen aduanero el Estado vive de los 
salarios de la clase media y de la clase baja, que son las más numero- 
sas y que no por eso devengan mayores beneficios de la acción guber- 
namental que las clases altas. 5 


Por su carácter inflexible, su falta de elasticidad, y su carencia 
de equidad, la renta de aduanas no podía ser la base para el ejercicio 
de las funciones modernas del Estado. Jaramillo consideraba que esa 
base la constituía propiamente, como en otros países, el impuesto a 
la renta, fundamento de la reforma fiscal en Colombia, impuesto que 
carecía de los defectos que tenían los derechos de aduana y que poseía 
las virtudes de que éstos carecían. El impuesto progresivo a la renta 
—expresaba— permitía gravar a los individuos según su capacidad 
de contribución, correspondiendo con ello a los dictados de la justicia 
distributiva; era también un medio de reforma social, pues en lo po- 
sible trasladaba el peso de las cargas públicas de los menos pudientes 
a las clases más acomodadas, acercándose de ese modo a un “ideal social 
y cristiano, de solidaridad humana y ayuda mutua”, era un medio de 
fortalecer el nivel de bienestar y de capacidad productiva de la masa 
popular que constituía el nervio del Estado. * Después de sustentar 
las diversas conveniencias y ventajas del impuesto sobre la renta res- 
pecto de la renta de aduanas, Jaramillo advertía las oposiciones que 
el establecimiento de dicho impuesto suscitaría, especialmente en la 
clase pudiente, la cual, a la vez que resultaba gravada con la reforma, 


4) Ibídem, pp. 88 a 106, 
5) Ibídem, p, 104. 


6) Ibídem, p. 185. También Uribe Uribe había criticado la inequidad del sistema tribu- 
tario del país: “Es un hecho incontrovertible —decía— que en Colombia nadie paga lo que 
debiera, de cierta riqueza para arriba, y que todos los demás pagan lo que no debieran, 
de cierta pobreza para abajo.” Proponía establecer el impuesto sobre la renta, “el impuesto 
el más justo, más equitativo y más moral que todos los que existen”. Uribe Uribe, Rafael, 
Op. cit,, pp. 216 y 217. 
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era la que tenía el poder de realizarla. Advertía, por ejemplo, que se 
opondrían aquellas personas que habían prosperado a la sombra de 
la inequidad de los impuestos indirectos y que durante largos años 
habían disfrutado de una verdadera exención del tributo que debían 
al Estado. Frente a esas posibles oposiciones, Jaramillo era enfático 
en aclarar que, a la larga, eran las clases acomodadas las que cosecha- 
ban el fruto de la reforma, pues con ésta se fortalecía la acción del 
gobierno, lo que redundaría en el aumento del crédito público y pri- 
vado y el bienestar general. ] : 


Ante los enormes gastos —decía— que las exigencias de la vida 
moderna y las necesidades imperiosas del progreso hacen indispen- 
sables, no puede pensarse en hacer tamañas erogaciones con el óbolo 
de los pobres: son necesarios los dineros de los ricos que les volverán 
con creces por distintos caminos, en forma de nuevas facilidades para 
el incremento del capital. Por otra parte, si se mejora la condición de 
las clases bajas, aminorándoles hasta donde es posible la carga del im- 
puesto, se las hace más eficaces para los servicios que deben prestar 
al capital en la asociación de hecho que con él tienen, y se les ponen 
vallas a las manifestaciones de descontento que puedan surgir del 
seno de ellas y que son siempre un peligro para el orden social; o por 
lo menos una perturbación grave en la marcha económica del país. ? 


La disertación de Jaramillo, que concluía en un proyecto de ley para 
la creación del impuesto sobre la renta, tuvo incidencia en el estable- 
cimiento de dicho impuesto, lo cual se efectuó. por intermedio de la 
Ley 56 de 1918. : ; a 

Sin embargo, como atrás lo expresábamos, la ley sobre el impuesto 
a las rentas era notoriamente limitada y sus efectos resultaban bastan- 
te exiguos; los intentos de dotar al Estado de una base tributaria segura 
y apropiada resultaban en la práctica tímidos. Estas precariedades 
demostraban que las “clases pudientes” no estaban muy interesadas 
en adelantar —a través del impuesto a la renta— las sumas de capital 
que el Estado requería para la ejecución de sus tareas, aun cuando 
estas redundasen en la construcción de las obras que esas mismas cla- 
ses reclamaban. Sin entrar a discutir la disponibilidad política y la 
posibilidad económica que en ese momento dichas clases tenían de 
financiar, a través de la tributación directa, las obras que demandaba 
el desarrollo, como era la intención de Jaramillo, parecía claro, en 
cambio, que esas clases por decisión política preferían seguir disfru- 
tando de la “libertad tributaria” de acumulación que les dejaba la 
estructura de los impuestos indirectos, esperar la reposición de las 
rentas de aduana (pues no siempre se había de vivir en crisis mundial) 
y, por sobre todo, seducir el concurso del capital extranjero. 


7) Ibídern, p. 196. 
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«Ante la ineficacia de la reforma tributaria, la estrechez de los 
ingresos corrientes y las ingentes tareas del Estado, las miradas apun- 
taban, entonces y como siempre, al capital extranjero. 


2. El Estado y el Capital Extranjero 


Existía un consenso general en todos los sectores acerca de la 
necesidad de buscar el auxilio del capital extranjero. E 

Durante la crisis de guerra, a pesar de la penuria del tesoro, se 
continuaba poniendo especial cuidado en no interrumpir ni por un ins- 
tante el servicio de la deuda externa; ello se hacía, expresaba el 
ministro del tesoro, “a fin de que no sufra quebranto el crédito del 
país, ni se pierda el fruto que puede recogerse de los sacrificios hechos 
durante estos años de crisis, para consolidar en los mercados extranje- 
ros la fe en el gobierno de Colombia”. $ : : 

Con la Primera: Guerra Mundial 'se habían afirmado las nuevas 
condiciones internacionales para Colombia. Estas nuevas condiciones 
habían destacado la preeminencia de Estados Unidos y hacia este punto 
de atracción comenzaba a, virar en fórma el país. 

Diversos factores intervenían para fraguar la ubicación de Colom- 
bia en la órbita de Estados Unidos, A raíz de la crisis de guerra Estados 
Unidos surgía como el principal mercado para las exportaciones colom- 
bianas (café) y asimismo para la obtención de las importaciones. Ade- 
más de la reorientación del comercio exterior, Estados Unidos era la 
nación que emergía de la Guerra Mundial con abundantes recursos de 
capital que al saturar la órbita nacional buscaban la inversión externa, 
lo cual convertía a dicha nación, ante los medrosos ojos de países como 
el nuestro, en una promisoria fuente de recursos, Esto era precisamente 
lo que se preveía y se recalcaba en Colombia en 1916: 

Después de tres años, por lo menos, de guerra monstruosa, quedará 

Europa arruinada, exhausta, con una inmensa labor de reconstrucción 

por realizar, agobiada por deudas enormes; sus esfuerzos todos, apenas 

si mucho, alcanzarán para las propiedades y propias necesidades, y es 

indudable que por lo menos por un cuarto de siglo los Estados Unidos, 

enriquecidos por la guerra que a otros arruina, convertidos en lugar 

de refugio del oro que huye de la hoguera en que arde el viejo mundo, 

serán el único lugar a donde puedan volver los ojos los pueblos jóvenes 

que necesitan recursos. * 

En el mismo año las noticias sobre la acumulación de oro en Esta- 
dos Unidos parecían asombrosas. Se decía que podían gastar $ 1.000 
diarios durante mil años y tener una reserva de $ 250 millones; que 
jamás se había reunido tanto oro en la tesorería federal de Nueva York, 


8) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1919, p. LXXV. 
9) Sucesos colombianos..., p. 261, 
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procedente de Ottawa, Londres y París; que era tan voluminoso el car- 
gamento de oro que los sacos estaban apiñados como si fuesen de fríjol, 
café o garbanzos, en bóvedas oficiales ya averiadas en donde “los em- 
pleados le dan un puntapié a una barra de oro, como pudiera hacerlo 
cualquier pobre a un pedazo de madera en la calle”. * ds 

En los hechos se producía entonces la conjunción entre el comercio 
exterior de Colombia y el mercado norteamericano, y a la vez, entre la 
búsqueda colombiana de capital extranjero y la avalancha del capital 
norteamericano que buscaba ampliar sus órbitas de inversión y de do- 
minio en las regiones periféricas. 

Pero a la consolidación de las relaciones entre Colombia y Estados 
Unidos se interponían los problemas suscitados por la separación de 
Panamá, separación en la cual se había manifestado la política imperia- 
lista desatada por aquel país. De una parte, estaban las posiciones 
nacionalistas que conservaban una “viva repulsión contra el capital 
yanki, que nos robó a Panamá”. * Estas posiciones se negaban o eran 
renuentes a entrar en negociaciones con Estados Unidos, aduciendo no 
sólo la herida dejada por la separación de Panamá, la. afrenta igno- 
miniosa que aquella nación le había intligido a Colombia con su inter- 
vención en dicha separación, sino también los inminentes peligros que 
entrañaba la negociación precisamente con. el: país que sentaba, sus 
reales imperialistas en América Central y: el: Caribe; con: el país: que 
exhibía la doctrina Monroe como una especie: de título para instaurar 
su hegemonía en toda la América; estás posiciones consideraban que la 
negociación con Estados Unidos podría abrir la puerta para una con- 
quista que conduciría al país a la condición de colonia o protectorado, 
como había sucedido con algunas repúblicas centroamericanas. De otra 
parte, estaban las posiciones gue apelaban a la amarga razón de los 
hechos cumplidos; aducían las necesidades del país, los requerimientos 
de capital extranjero para su desarrollo, el mercado norteamericano 
para el café; registraban los cambios de orientación en el mercado 
exterior, asumían la separación de Panamá con un hecho consumado, 
contemplaban la posibilidad de los recursos norteamericanos, y, en 
consecuencia, planteaban las conveniencias de establecer relaciones 
amistosas con Estados Unidos. Desde luego, este país estaba interesado 
en dichas relaciones puesto que las concebía como un medio que facili- 
taba la inversión de capital y el control de materias primas tan vitales 
para su industria, como el petróleo, además de los beneficios de merca- 
do. Las inversiones norteamericanas en Colombia oscilaban apenas 
entre 2 y 4 millones de pesos en 1913.*? 


10) Ibídem, p. 268. 

11) Ibídem, p. 261. t 

12) Rippy, Fred J., El capital norteamericano y la penetración imperialista en Colom- 
bia, Ed. La Oveja Negra, Bogotá, Medellín, 1970, p. 185. 
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«Las relaciones entre Colombia y Estados Unidos pasaban previa- 
mente por la aprobación del tratado que zanjaba las diferencias surgi- 
das a raíz de la cuestión de Panamá, tratado por medio del cual 
Colombia buscaba el reconocimiento de veinticinco millones de dólares 
como indemnización, 

Las diferencias y los acuerdos entre las distintas posiciones se 
concretaban, por lo consiguiente, en la cuestión del tratado. En el plano 
de las consideraciones el problema parecía presentarse en una especie 
de alternativa entre la negativa a la negociación o la aceptación de 
ésta con el riesgo de caer en la política de protectorado. Frente a estas 
alternativas se creía posible llegar al tratado con Estados Unidos res- 
guardando la integridad política del país, la soberanía nacional y la 
autonomía del Estado colombiano. 

En 1913, en un editorial de “El Tiempo”, Eduardo Santos advertía 
sobre los peligros que podría conllevar el tratado, en el sentido de abrir 
brechas 0 consignar “cláusulas que pudieran algún día poner en peli- 
gro:la soberanía nacional y exponernos a nuevos desastres”. En 
diversos editoriales Santos se refería a la expansión de Estados Unidos, 
a la doctrina Monroe como “el símbolo del imperialismo: norteamerica- 
no” y alos peligros que ello significaba para Colombia,** país que frente 
a esas circunstancias debía superar sus disenciones internas, desarrollar 
su economía interior y fortalecer su estado nacional. En 19192 Santos 
exponía su opinión favorable al tratado destacando el provecho que 
el país sacaría de la indemnización y la apertura del canal de Panamá: 


La apertura del canal —decía— repercutirá en nuestras costas de 
ambos océanos de modo incalculable; la influencia que ese hecho 
tendrá sobre los departamentos de las costas, y por consiguiente sobre 
el país entero, es imposible de prever. Es necesario que desde ahora 
hos preparemos para ese evento; que veamos si nos conviene estar en 
malas relaciones con el país dueño del canal; privarnos de las venta- 
jas que un tratado podría concedernos y de la situación privilegiada a 
que tenemos derecho. Por otra parte, el tratado que se celebre podrá 
reconocernos indemnizaciones que nos ayuden grandemente a solucio- 
har nuestras dificultades, que den a este país el desarrollo necesario, 
que nos permitan ocupar pronto el puesto a que tenemos derecho en 
América, y que es, por las cualidades de nuestra raza y de nuestro 
suelo, el primero de todos, 15 


13) Santos, Eduardo, Obras selectas, Editoriales del Diario El Tiempo, 1913-1930, Colec- 
ción pensadores políticos colembianos, cámara de representantes, Bogotá, 1981, p. 84. 

14) Ibídem, pp. 61 a 50, “¿Es posible nuestra soberanía con esta nueva forma de la 
doctrina Monroe? Claro que no. Si la tendencia actual se acentúa, si los Estados Unidos 
asumen con todos nosotros el papel de tutores sospechosos que han asumido en México y 
Ponen su veto a las negociaciones que 'emprendemos con sindicatos o casas europeas; si 
aspiran a generalizar la política por ellos seguida con Cuba y Nicaragua, es claro que 
REA soberanía vendrá a ser algo irrisorio y vano que no responderá a una realidad” 
(o. . 


15) Ibídem, pp. 82 y 83, 
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Santos consideraba que el tratado era una solución dolorosa ante 
un hecho cumplido, pero “necesaria, conveniente y patriótica”; que no 
podía continuarse en una “actitud hosca, cultivando nuestras malas 
relaciones con los Estados Unidos, ignorando el canal (más importante 
para nosotros que para país alguno), petrificados en el odio y sin la 
esperanza siquiera de la venganza”, Al examinar el tratado suscrito 
el 6 de abril de 1914 (Urrutia-Thompson), sujeto a posterior aproba- 
ción de los parlamentarios de ambos países, Santos manifestaba que no 
presentaba en su texto ningún problema para el futuro, pero que, sin 
embargo, los aludidos peligros no. desaparecían. 


El imperialismo temible —expresaba— para los pueblos débiles de 
la América no es el que se exterioriza en actos oficiales y en arro- 
gantes revistas de acorozados sino en el producido por el gigantesco 
desarrollo comercial de un país cuya vecindad no está en nuestras 
manos evitar; es el imperialismo inevitable de las grandes empresas y 
de los grandes capitales, que buscan ansiosamente mercados y fuentes 
de riqueza, que acuden al olor del negocio como el tigre al de la 
carne. 10 


En el mismo tono se mencionaba en 1914 que esa “conquista calla- 
da” ya había comenzado para Colombia, como lo demostraba el auge 
que las empresas americanas estaban. tomando en la. Costa Atlántica 
y en el Chocó, la situación de United Fruit Company en el Magdalena, 
proceso ante el cual erá necesario el “despertar vigoroso y enérgico 
del alma nacional” para detener la “bandada de halcones” que apunta- 
ba invadir el territorio, Y efectivamente, ese imperialismo que si, bien 
en el texto del tratado no contaba con las puertas abiertas, ligaba en 
cambio el tratado a la compuerta de otras exigencias, a las exigencias 
del petróleo, tal como el mismo Santos lo denunciaría posteriormente, 
en 1919, * E Cro 

Como lo ha relatado Jorge Villegas ** toda la historia del tratado 
estuvo vinculada estrechamente a las imposiciones (a “veces bajo la 
forma del soborno) que partían de los poderosos intereses petroleros 
de Estados Unidos ante los cuales, con la excepción de algunos diri- 
gentes liberales que asumieron una posición abiertamente crítica, el 
Estado colombiano y los grupos dominantes se inclinaron, seducidos 
por las ventajas que podían derivar de la indemnización y del tratado 
(contando además con las vinculaciones directas de algunos grupos 
nacionales a aquellos intereses petroleros). La aprobación del tratado 
por parte de Estados Unidos se sujetó entonces a la entrega de los 
petróleos colombianos. En síntesis, el tratado, por medio del cual Co- 


16) Ibídem, p. 85. , 
17) Ibídem, pp. 95 y ss. Véase también Rippy, Fred J., op. cit., pp. 123 y ss. 
18) Villegas, Jorge, Petróleos, oligarquía e imperio, Ed. E.S.E., Bogotá, 1969, pp. 157-203. 
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lombia recibió:25:millones de dólares, implicó para este país las 
siguientes: concesiones: la entrega a los norteamericanos de las conce- 
siones de Mares y Barco; la derogatoria del Decreto 1255-bis que al 
reafirmar la propiedad estatal del subsuelo petrolífero pretendía acabar 
con la vaguedad de la legislación anterior sobre el punto de la propie- 
dad, vaguedad que había permitido una interpretación acomodaticia 
conduciendo a la dualidad de la propiedad privada y estatal respecto 
del petróleo, la cual había favorecido la intromisión y expansión de las 
compañías petroleras; con la doctrina del fallo que derogó dicho de- 
creto en 1919, se consagraba la dualidad en la propiedad de los sub- 
suelos petrolíferos, lo que facilitaba a título particular el traspaso a 
las compañías extranjeras; y, finalmente, la expedición de ún estatuto 
petrolero —Ley 120 de 1919— favorable a las compañías extranjeras, *” 
Además se había. previsto, inicialmente. por parte de Estados Unidos 
que el gobierno colombiano se'comprometiera a invertir: la indemniza- 
ción 'én' condiciones favorables a los “intereses norteamericanos, De 
ello daba testimonio el “embajador de Estadós Unidos en 1914, quien 
decía: 

Válgame de esta ocasión para ratificar que las indemnizaciones 
provenientes del tratado serán empleadas en obras y mejoras públicas 
de provecho interior, de utilidad para el comercio internacional, como 
puertos y facilidades de transporte... los contratos para: mejoras 
públicas serán adjudicados a nacionales y extranjeros de acuerdo con 
las leyes colombianas y los tratados públicos, debiendo naturalmente 
dispensarse 'a los ciudadanos de los Estados Unidos, lás condiciones 


que correspondan 'a la extraordinaria importancia de las relaciones 
entre los dos países. 20 


Sólo hasta 1922, casi dos decenios después de la pérdida de Panamá 
y a cambio de los petróleos, el país recibiría los veinticinco millones 
“de dólares, suma que constituiría el prólogo anunciador de la: subsi- 
guiente afluencia de capital conocida como “la danza de los millones”. 
Mientras tanto el país como el Estado colombiano debían seguir sopor- 
tando la carencia de recursos y las necesidades insatisfechas; los 
bloqueos al desarrollo; la incongruencia desestimulante entre los gran- 
des requerimientos de la modernización capitalista y la estrecha capa- 
cidad financiera del Estado. 


19) Villegas, Jorge, op. cit., pp. 161, 192 y 203. 
20) Citado por Villegas, Jorge, op. cit., pp. 164-165, 
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CAPITULO VII 


Del Efímero Auge de Posguerra a la Crisis de 1920-21 


1. El Breve Auge de Posguerra 


Grandes eran las expectativas del país al terminar la Primera 
Guerra Mundial. Se suponía que una vez establecida la paz vendría 


de acceder al capital extranjero y, de acuerdo: con: el. mayor flujo de 
importaciones, de acrecentar los ingresos de aduana. Y: en efecto, al 
finalizar la guerra parecía iniciarse con firmeza la anunciada: prospe- 
ridad económica, pues así lo indicaban el rápido aumento de las 
exportaciones, cuyo valor se duplicó entre 1918 y 1919, Uy la pronun- 
ciada ampliación de las importaciones, las cuales triplicaron la cantidad 
de toneladas y prácticamente quintuplicaron su:valor 'entre:1918 y 
1920 (véase Cuadro N? 1). Concordando con estos' aumentos, los dere- 
chos de importación ascendieron de $ 4.700.000 en 1918 a $ 15.097.000 
en 1920, y entre los mismos años el total de las rentas nacionales re- 
caudadas pasó de $ 12.265.000 a $ 29.487.000 (véanse Cuadros Nos, 4 y 
6). Este crecimiento de los ingresos le permitió al gobierno mitigar en 
alguna proporción las críticas situaciones heredadas de la crisis de 
guerra e iniciar algunos desarrollos. Al respecto, el ministro de obras 
públicas expresaba lo siguiente: 


Corolario de esa afluencia de mercancía fue el respiro que durante 
aquellos meses tuvo el tesoro nacional por el aumento de la renta de 


é i: 30 centavos la libra y se 

1) En 1919 el café se cotizaba en Londres y Nueva York a a 

rela que adquiriría precios “no sofiados”. Véase Sucesos colombianos..., p. 307, Re: 
cuérdese que durante la crisis de guerra el café descendió a 12 centavos la libra, 
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aduanas; respiro que permitió al gobierno poner al corriente el pago 
del servicio público, atender al de las deudas interior y exterior 

cumplir sus compromisos pendientes y contraer otros huevos, y dar al 
Ministerio de Obras Públicas relativa importancia, permitiéndole ini- 
ciar y adelantar empresas importantes, tendientes todas a la explota- 
ción de las riquezas naturales, lo mismo de las que abundan en la super- 
ficie de nuestro fértil suelo, que las que se ocultan en las entrañas de la 

tierra, fomentar con verdadero interés la construcción y composición de 
las vías públicas y acometer otras obras de importancia y trascenden- 

cia excepcionales para el efectivo progreso nacional. 2 : 


Este auge engendró importantes consecuencias, El gobierno y el 
congreso excitados por la progresión de los ingresos configuraron 
presupuestos en donde la cuenta de gastos se dilató con largueza. Si 
en 1919 el monto de los gastos' presupuestales se había reajustado a 
$ 16.114.000, para 1920 dicho monto se elevó a $ 27.790.000 y para 
1921 se estipuló en la suma de $ 34.792.000 (véase el Cuadro N9 7), Este 
aumento de los gastos contribuyó a liquidar un presupuesto con déficit 
de cerca de 4 millones para 1920 y de 8 millones para 1921; tal des- 
equilibrio presupuestal coadyuvaría a agudizar la crítica situación que 
comenzaría a presentarse en el segundo semestre de 1920. 

El auge de las exportaciones en 1919, motivado por los altos precios 
del café, trajo beneficios importantes para la economía interior, bene- 
ficios que Eduardo Santos en un editorial de “El Tiempo” de octubre 
23 de 1920 resumía en los siguientes términos: 


El alza maravillosa del café trajo al país muchos millones, que 
se distribuyeron por todas partes, y todos vieron aumentar sus capita- 
les, grandes o pequeños. En las pequeñas poblaciones se vio a los 
jornaleros y a los campesinos comprar en el comercio cosas que 
nunca antes habían comprado, y en las ciudades se vio a los acaudalados 
adquirir fincas raíces y mejorar las que tenían. Hubo un fenómeno 
general de valorización, que correspondía a un más alto y mejor 
nivel de vida, porque creció la riqueza pública y valieron nuestros 
productos lo que nunca antes habían valido. $ 


: El apogeo de la exportación cafetera, que implicaba la afluencia de 
importantes sumas de dinero, estimulaba la prosperidad de los nego- 
cios internos e incrementaba la capacidad efectiva de compra de la 
población vinculada en diversas formas al circuito de la economía 
cafetera de exportación. Como consecuencia de tales expansiones se 
ampliaron las demandas tanto de importaciones como de productos de 
origen interno. La ampliación de la demanda de importaciones condujo 
a una gran afluencia de mercancías que ocasionó una fenomenal crisis 


2) Memori: istr: ú 
1008, E e ria del ministro de obras públicas al congreso de 1922, Ed. Minerva, Bogotá, 


3) Santos, Eduardo, Obras selectas. Editoriales del diario El Tiempo 1913. 


“Pensadores políticos colombianos”, cámara de representantes ión 


Bogotá, 1981, p. 616, 
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en los transportes. En efecto, éstos resultaban absolutamente insufi: 
cientes para absorber los volúmenes de mercancías importadas, de tal 
manera que la carga se abarrotó en los puertos, En marzo de 1920 se 
decía que Puerto Colombia y Barranquilla estaban inundados de carga 
de importación, que 30,000 toneladas yacían sobre el muelle y que los 
buques amenazaban con no volver a descargar en Puerto Colombia; * 
la misma congestión se estaba presentando en Cartagena y en las vías 
que conducían al interior, lo cual afectaba de igual modo a los produc- 
tos de exportación: “...desde Barranquilla hasta Girardot, los buques, 
los carros de los trenes, las bodegas y hasta los patios y solares dispo- 
nibles, están atestados de mercaderías y de toda clase de productos de 
exportación”; se advertía que ya en vísperas de la próxima cosecha de 
café, todavía gran parte de la pasada se hallaba estancada entre Girar- 
dot y La Dorada, lo cual impedía que se aprovecharan los buenos 
precios del café en el exterior. * 

La desmesurada congestión de las cargas de importación y expor- 
tación ponía de manifiesto el tradicional problema de los transportes, 
ahora en un momento de auge económico. Todo parecía resumirse 
entonces en el problema de los transportes: si se había dicho que el 
relativo atraso en la producción y circulación de mercancías se debía 
en buena parte a la falta de transporte, ahora, cuando se producía un 
auge en el incremento y circulación de mercancías, éste se veía igual- 
mente bloqueado por la incapacidad del transporte. Como lo expresaba 
Santos a propósito de la mencionada congestión:: TOS 


El progreso, que se ha presentado a nuestras puertas nos resultó. , 
un huésped imposible de atender, y cosa nada extraña en esta tierra. 
de las paradojas, está a punto de llevarnos al' desastre. * 


En el cuadro de la economía interior se producían. también impor- 
tantes consecuencias, El incremento de la: demanda: de. productos 
internos recaía naturalmente sobre los sectores productivos del: país, 
lo cual ocasionaba —entre otros efectos y al lado delos: estímulos de 
mercado para la producción (industrial y agraria)— una mayor eleva- 
ción del costo de vida. Si en el período de la crisis de guerra se había 
producido una alza en los precios de los víveres, esta alza continuaba o 
se producía ahora en el momento de auge, puesto que éste al incremen- 


4) Revista nacional de agricultura, N9 189, marzo de 1920, p. 276; Santos, Eduardo, p, 614. 
“Todas las bodegas de Puerto Colombia, todos los locales hábiles de Barraxiquilla, los va- 
gones del ferrocarril, los patios de las estaciones, las calles adyacentes a la aduana y aun 
los solares se hallan cubiertos de fardos, en su mayor parte expuestos al sol y al agua. 
Aquello parece un campamento de un ejército de millones de hombres, en plena desorga- 
nización. Por dondequiera se ven automóviles, maquinaria de todas clases, papel de im- 
prenta, fardos de mercaderías delicadas, con los empaques ya medio desechos, llenos de 
herrumbre el hierro y el acero, a punto de sufrir daños irreparables los demás géneros.” 
Santos, Eduardo, op. cit., p. 614. 

5) Revista nacional de agricultura, N9 189, mayo de 1920, p. 278, 


6) Santos, Eduardo, op. cit., p. 815. 


121 


tar la demanda ante una: oferta agraria inelástica, contribuía a que 
dichos precios subieran. En febrero de 1920 se decía que la vida en 
Colombia era más cara que en las otras partes del mundo: mientras 
una libra de arroz valía en España 11 centavos, costaba en Bogotá 16 
y 17 centavos; en Estados Unidos la libra de azúcar se vendía a 9 y 10 
centavos y en Bogotá a 32 y 34 centavos; la libra de café costaba 27 
centavos en Nueva York y en Bogotá hasta 28 y 30; el trigo y la harina 
eran más baratos en París*e inclusive el maíz, que constituía. la 
base alimenticia de la población, era casi un 50% más barato en 
París que en Bogotá. * Como causas del alza de precios se aducían la 
incapacidad de la producción para atender las necesidades del consu- 
mo, los veranos, el alto precio del transporte y “el florecimiento de 
industrias: como la. cafetera que ha sustraído millones de brazos a la 
agricultura”.*. Como..respuesta. a la carestía se produjo el Decreto 
N9 196 de 1920; por medio del cual se rebajaban los. derechos de impor- 
tación: de: algunos: artículos alimenticios tales. como: arroz;': azúcar, 
panela, papas, frisoles, maíz, lentejas, arvejas, huevos, ete: ? 


2. La Irrupción de la Cuestión Social: y la Respuesta del Estado 


El alza en los precios de las subsistencias que venía. registrándose 
desde la crisis de guerra afectaba de manera especial a la'población 
asalariada y a la de ingresos monetarios de menor cuantía, como los 
artesanos, sectores sociales que durante 1918, 1919 y 1920 realizaron 
protestas y manifestaciones contra la carestía de la vida, y se lanzaron 
a la lucha por el alza del salario y mejores condiciones de vida y de 
trabajo. La agitación social se venía presentando desde tiempo atrás. 
Ya en 1910 se habían presentado huelgas en Calamar y Barranquilla 
realizadas por los obreros portuarios que exigían un alza en el salario, 
lo cual obtuvieron. *” Las huelgas continuaron en los años subsiguien- 
tes hasta dar origen a la primera serie de grandes huelgas que habría 
de vivir el país en 1918-1920. Fueron los obreros portuarios y del trans- 
porte quienes iniciaron el uso del arma de la huelga y el movimiento 
se centró inicialmente en los puertos de Barranquilla, Santa Marta y 
Cartagena, '* para luego extenderse a otras partes del país, cobijando 
inclusive a los obreros de la industria: así, por ejemplo, de un total de 
31 huelgas registradas en 1920, correspondieron 13 al sector de los 


7) Sucesos colombianos..., p. 358. 

8) Ibídem, p. 358, 

9) Ibídem. 

10) Torres Giraldo, Ignacio, op. cit., pp. 629-631. 


11) Urrutia, Miguel, Historia del sindicalismo en Colombia, Ediciones Universidad de 
los Andes, Bogotá, 1969, pp. 87-100. Medina, Medófilo, Historia del parítdo comunista de 
Colombia, CTIS, Bogotá, 1980, pp. 42, 51 y ss. 
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transportes, 13 también a la industria y el resto se repartió lala 
agricultura, 2 a la minería, 1 a los servicios comunales y L a dos Hraba- 
jadores del gobierno. ** De las 31 huelgas, según la clasificación de 
Mauricio Archila, 22 correspondían a la categoría de “asalariados y 
9 a la de “trabajadores independientes (por cuenta propia)”; en la 
industria correspondían 6 a la primera y 7 a la segunda, y en los trans- 
portes solamente una a la segunda categoría, ** Si bien el fenómeno de 
la carestía, en la medida en que disminuía los salarios reales, constituía 
un importante factor coyuntural que concurría a la motivación y 
desencadenamiento del movimiento huelguístico de aquellos años, a 
cuya cabeza se situaban los trabajadores asalariados de los iranspor- 
tes y en segundo lugar, los de la industria, dicho movimiento, sin 
embargo, no se limitaba exclusivamente a la cuestión del alza de los 
salarios, sino que dentro de sus objetivos planteaba también el mejo- 
ramiento de las condiciones de vida y de trabajo y la reducción dela 


una parte, la ausencia casi total de un matco institucional y legal del 


con frecuencia suscitaba choques violentos, los trabajadores le Arran- 
caban reivindicaciones al capital y motivaban la intervención del 
Estado. En 1919 se decía que tales problemas no se resolvían “con alar- 
des de fuerza, ni con tentativas de imposición sino con tacto y pruden- 
cia, con espíritu de justicia, con procedimientos de conciliación por 
ambas partes, y con una legislación adecuada, cuya necesidad se pone 


i icio, “ imi i 1920-1924; una aproximación 
a, Mauricio, “Los movimientos sociales entre 5 Un Ñ 
o en Cuadernos de filosofía y letras, volumen 11, N? 3, julio-septiembre de 


1980, p. 216. 
13) Ibídem. 
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úna vez: más: de relieve”.'* Por su parte, refiriéndose también al 
movimiento huelguístico de 1919, el presidente Marco Fidel Suárez 
expresaba lo siguiente en su mensaje al congreso de ese año: 


Este punto exige la expedición de una ley que reconozca el 


derecho a la suspensión del trabajo y a la demanda de mejores 
condiciones en el salario y en las horas, pero que al mismo tiempo 
impida que la suspensión vaya acompañada de sediciones o motines 
contra las autoridades, los empresarios o los particulares. El derecho 
de los que aspiran a la mejora de su condición puede hacerse efectivo 
por medio de representaciones pacíficas, sin que sea lícito recurrir 
a medios incompatibles con la tranquilidad social. 15 


Las interrupciones económicas que creaban las huelgas, la inesta- 
bilidad política y social que introducían, la dosis de violencia que a 
veces las acompañaban y, en fin, las perturbaciones que causaban a la 
marcha del capital y a la conservación del orden, eran razones inme- 
diatas que ocasionaban la intervención del Estado, intervención que 
debía hacerse en el sentido de crear la dimensión legal e institucional 
para la regulación de las relaciones y de los contlictos entre el capital 
y el trabajo; es decir, el Estado debía crear el universo jurídico para el 
encauzamiiento y la institucionalización-integración de aquellas rela- 
ciones, si no quería verse desbordado por el conflicto social que ellas 
entrañaban, conflicto cuya regulación era imprescindible para el 
desarrollo y la modernización capitalista del país, Se trata, por su- 
puesto, de un largo y complejo proceso de institucionalización, cuyo 
comienzo lo marcan la Ley 78 de 1919 y la Ley 21 de 1920, leyes que fue- 
ron expedidas a raíz del movimiento huelguístico de ese período, y su 
objetivo era precisamente la reglamentación de la huelga. 

La ley 78 de 1919 definía y reconocía como legítimo el ejercicio de 
la huelga, pero en las condiciones siguientes: “1% Que su objeto sea 
mejorar las condiciones retributivas del trabajo, tales como jornales o 
salarios, horas de trabajo, condiciones higiénicas, etc., o sostener las 
condiciones actuales cuando se trate de desmejorarlas; y 2% Que el 
abandono del trabajo se efectúe y se sostenga en forma pacífica.” 15 

Las huelgas que no reuniesen estos requisitos quedaban sometidas 
al “derecho común”, vale decir, al derecho penal. 1” Esta ley institucio- 
halizaba el “esquirolaje”, prohibía la huelga en el transporte durante el 
viaje, y establecía un preaviso de tres días para las huelgas en las 
empresas públicas de alumbrado, acueducto, teléfonos y telégrafos; 


14) Sucesos colombianos..., p, 949, 

15) “Mensaje del presidente de la república de 
sesiones de 1919”, Diario Oficial, Bogotá, martes 22 de julio de 1919, 

16) Ley 78 de 1919. Diario Oficial, noviembre 24 


y de 1919, p. 250. 
17) Moncayo, Víctor Manuel y Rojas, Fernando, Luchas obreras y política laboral en 
Colombia, Ed. La Carreta, Bogotá, 1978, p. 41, 


Colombia al congreso nacional en las 


124 


contemplaba asimismo, como lo anotan Moncayo y Rojas, E heel 
amigable del conflicto, para que dentro de las leyes de la S ee a 
demanda, trabajadores y patronos lleguen a un acuerdo so! e de 
condiciones de venta de la fuerza de trabajo, o para que vo ña ct 
mente sometan sus diferencias a la decisión obligatoria de a ribu a 
de arbitramento”. ** Esta ley fue modificada y complementada as 
Ley 21 de 1920, en el sentido de introducir una mayor a 
para el control del proceso de huelga. Dicha ley disponía que antes ae 
producirse la huelga debía cumplirse una etapa de negociación secs 
pasos consistían, primero, en la negociación directa entre cuño da 
y segundo, en la conciliación a través de delegados de las par 2 pu 
diendo intervenir aquí el Ministerio de Industrias, Con la E E 
previa se le quitaba a la huelga el carácter de la sorpresa — e al 
favorecía a los obreros y era posible desplegar con la ley an DR 
y a la vez le permitía a los empresarios y al gobierno tomar E 
tanto las medidas para enfrentarla. *” Asimismo, la ley en eres 
pasó a la prohibición de la huelga en las actividades de bad 
(transporte, acueducto, alumbrado, higiene, aseo de Fa mue . al 
en las minas de la nación), determinando que los con 50 Ps q a 
'se presentasen debían someterse a arbitramento obliga or pe a 
pronto, la intervención del Estado frente a la cuestión ce bs z 
ante todo el control del fenómeno de la huelga ++. de AE e a 
labor del gobierno dea el presidente a pretendia A pda sd pa 
ervir de amigable componedor en y ue; 
Sa tender a la canquilidad pública, evitando briaueirós y oa 
rando que las huelgas que age nds ms. Ppafetes RA 2 
úbli e perturban la pro mos, 
A A bien la “ley de huelgas” establecía el cauce 
institucional para el control legal de tales conflictos, a la boa 
sultaba insuficiente frente a las complejas relaciones que se gene ha e 
entre el capital y. el trabajo, lo cual motivaría laa an 20 
la acción estatal. Cabe. aquí, de paso, una observación Pp 
mientras el Estado iría a adelantar el proceso de institucionaliz. ad 
integración de las nuevas relaciones, sujetando desde Meño a col 
tuto legal la acción reivindicativa de la clase obrera, el par' a PAS 
adelantaría la integración política de dicha clase y, en cia A isa 
clases populares; esta integración, que bloquearía el desarro! 7 Lea 
autónomo de las clases populares, tendrá su máxima ee 
el liberalismo acceda al control del Estado a partir de E 


18) Ibídem, p. 42. 
ídem, p. 43. , 
la de del presidente de la república al Congreso Nacional en las sesiones de 
1920”, Diario Oficial, julio 24 de 1920. 
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La Crisis de 1920-21: Los" Mismos Problemas del Desarrollo 


e El auge que en el país había comenzado al terminarse la Guerra 
Mundial fue abruptamente interrumpido por la erisis internacional de 
1920-21. Durante la guerra las naciones envueltas en el conflicto ha- 
bían orientado sus industrias a la fabricación de implementos militares 
de tal manera que el abastecimiento de los bienes corrientes se vió 
afectado, quedando por cuenta de países como Estados Unidos: Asimis- 
mo, aquellas naciones debieron apelar a los empréstitos exterlore : 
al déficit fiscal (con el consecuente caos monetario), y Estados Unidos 
de deudor que era se convirtió en acreedor internacional. Pero al es- 
tablecerse la: paz, los países europeos iniciaron su recuperación eco- 
nómica, reorientando la industria a sus cauces productivos normales, 
lo cual condujo, con la pérdida de la capacidad adquisitiva europea a 
una rápida caída de las exportaciones de Estados Unidos a Europa 
las cuales se redujeron en un 50% éntre 1919 y 1922.22 Mientras dd 
pa se aislaba temporalmente del mercado internacional, Estados Uni- 
dos se veía frenado en sus ritmos de producción e inversión con el 
consecuente declive de la producción industrial, el aumento del des- 
empleo y el desplome de' los salarios. Igualmente, el valor corriente 
de las importaciones de este país descendió en AER 36% y'se produjo 
el cierre del crédito al exterior, circunstancias que afectabán a los 
países que, como Colombia, habían entrado en la órbita comercial 
norteamericana.” La recuperación internacional se' iniciaría en 1993 
yel nuevo auge duraría hasta la crisis de 1999, 

y La crisis internacional sorprendió al país en el momento en que 
éste se debatía con la crisis de congestión en los transportes batisada 
por el incremento de las exportaciones e importaciones, de tal manera 
que esta “erisis de crecimiento” empalmaba ahora con aquella erlels 
de depresión internacional. Al mismo tiempo que la crisis de congeg- 
tión en los transportes represaba o dificultaba el traslado “del dato a 
los puértos de embarque, en el exterior los precios” del grano 
comenzaban a descender como consecuencia de la” crisis litera. 
cional, El precio de la libra de café que en 1919 había alcanzado a 31 
centavos en el mercado de Nueva York, descendía a la mitad de este 
valor en septiembre de 1920,* e igualmente descendía el precio interno: 
La baja en nuestras plazas obedece, según general opinión, a que 

al propio tiempo que se ven descensos cada vez más acentuados en 1 ; 

cotizaciones extranjeras, y, sobre todo, en las de los mercados Dore 

americanos, se tropieza aquí con inconvenientes insuperables para 


21) Londoño Vélez, Santiago, “Crisig + i 
o > tiago, Isis internacional y estructura cafetera: el 
a os años veinte”, Revista Universidad Eafit-42, Medellín, abril-jumio e 
22) Ibídem, pp. 7-a 10, 
23) Sucesos colombjanos..., p. 372, 
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llevar dentro de breve término los frutos desde nuestros puertos 

fluviales a los puntos de expendio extranjeros. lin efecto: el comer- 

ciante exportador baja sus precios de compra también por lo difícil 

y hasta aleatorio de nuestros transportes hasta los puertos marítimos; 

porque esas demoras y dificultades se traducen en pérdidas a veces 

total de los frutos, o en otros muchos perjuicios ocasionados por el 

retardo de varios meses, 2% 

De paso, estas circunstancias demostraban una vez más la necesi- 
dad de desarrollar toda la infraestructura de los transportes para el 
comercio de exportación e importación. 

Como consecuencia de la crisis internacional de 1920-21, se produjo 
un sensible descenso en las exportaciones e importaciones colombia- 
nas (véanse Cuadro NO 1 y Gráfico N9 1), lo cual ocasionó la caída 
vertical de la renta de aduanas, y por ende la reducción del monto 
global en los ingresos ordinarios del gobierno central (véanse Cuadro 
N9 4 y Gráfico N9 3). 

La pronunciada disminución de los ingresos estatales (Gráfico N* 
9) ocasionó una aguda crisis fiscal, de la cual decía el gobierno, en 
términos alarmistas, que era la más angustiosa de cuantas había 
padecido el país durante su historia republicana, La crisis resultaba 
particularmente severa puesto que la “prodigalidad legislativa” había 
confeccionado un presupuesto desequilibrado en donde: la. cuenta de 
gastos se había elevado desmesuradamente, de tal modo que el déficit 
presupuestal ascendió para 1921 a $.8.940:340.%: 00000 

Ello contribuía a incrementar las deudas del país. La deuda neta 
de tesorería que para 1920 se calculaba en $ 5.488.000, ascendió a 
$ 10.400.000 en 1922; sin embargo, para fines de 1921 'esta deuda'se 
acercó a los 16 millones de pesos.** En síntesis, la deuda interna total 

(deuda consolidada mas deuda flotante) pasó de'$ 19.177.000 'en' 1920 
a $ 31.599.000 en 1922; mientras la deuda externa se mantuvo más'o 
menos constante durante ésos años, el total' de la deuda nacional Se 
incrementó de 39 a 50 millones y medio durante el mismo período 
(véase Cuadro NY“ 18). Ad E 

La crisis fiscal provocó una situación verdaderamente dramática. 
Los pagos en el sector estatal se retrasaron muchos meses, llegando 
en algunos casos a pasar del año. Como consecuencia de ello, la deuda 
de tesorería creció notablemente, deuda exigible que correspondía a 
servicios como los de ejército, policía, penitenciarias y cárceles, laza- 
retos, instrucción pública, poder judicial, obras públicas, imprenta y 
litografía nacionales, empleados de los ministerios, etc.” 


24) Bevista nacional de agricultura, N0 196, Bogotá, octubre de 1220, p. 100, 

25) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1921, p. 13. 

26) Informe del ministro de hacienda al congreso de 1922, p. 1X. 

27) “Mensaje del excelentísimo señor “encargado del poder ejecutivo a las cámaras 
legislativas” (1921), en Memoria del ministro del tésoro al congreso de 1922, pp. VI-VI 
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CUADRO N? 18 


COLOMBIA; DEUDA NACIONAL 1920 - 1935 


INTERNA EXTERNA 

Años Valor % Valor % Total 
€ EOI A A 
19.177 49.1 19.863 50,9 39.040 
22.113 52.5 20.243 47.8 42.356 
31.599 62.5 18.918 37.5 50.517 
23.622 51.7 22.077 48.3 45.699 
19.759 47.4 21.970 52.6 41.729 
17.007 46.8 19.308 53.2 36.315 
13.675 44.3 17,223 55.7 30.898 
13.108 24.9 39.500 75.1 52.608 
19.386 21.2 72.259 78.8 91.645 
24.623 25:1 73.509 74.9 98.132 
44.985: 35.4 :82.187: 64.6 127.172 
E E EUROS 44.8 93.128 55,2 168.858 
80,269... 49.0 83.415 51.0 163.683 
98.478 52.4 89.487 47.6 187.966 
101.842 53.1 90.027 46.9 191.870 
94,125 47.0 106.137 63.0 200.262 


1) Fuente; ', 
ES A AE za 23 con base en las Memorias del ministro del tesoro a los congresos de 


2) Fuente: 1924-35, Anuario general de estadística, 


La crítica situación causada por la demora en los pagos de sueldos 
y en los abastecimientos motivó protestas, quejas y “conatos peligro- 
sos” en el ejército y en la policía nacional; situaciones semejantes se 
presentaban en los panópticos y cárcéles, en donde los presos pasaban 
hambre y los guardianes no recibían su sueldo; en los lazaretos los en- 
fermos habían comenzado a evadirse, y numerosos empleados naciona- 
les del orden judicial y administrativo estaban “siendo ya víctimas de 
los horrores de la miseria”; esta situación originó una especie de huel- 
ga en el sector judicial, cuando algunos funcionarios de este ramo 
suspendieron el despacho en las oficinas a su cargo. * En el ramo de 
las obras públicas no sólo se detuvo la inversión sino que se redujeron 
o paralizaron muchas obras, lo cual creó el problema de “dejar sin 
ocupación un gran número de obreros, contribuyendo así a empeorar 
la situación de las clases laboriosas, muy afectadas ya por la crisis 
económica y especialmente por la suspensión de empresas que daban 
trabajo lucrativo a miles de brazos”. 29 


28) Ibídem, pp. VIL-VITT. 


29) Memoria del ministro de obras públicas al eo ver ié 
A le greso de 1921, p. 4; también la 
Memoria del ministro de obras públicas al congreso de 1922, p. m.' EEN 
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Si bien la crisis del período que venimos describiendo afectaba de 
entrada y profundamente al sector estatal, generando una despiadada 
crisis fiscal que amenazaba una completa desorganización del sector 
público, también dicha crisis afligía a otros sectores de la economía y 
de la sociedad. Además del obvio quebranto que recibían los sectores 
vinculados a la economía exportadora y al comercio de importación, 
la crisis contribuía a agravar —entre otros— el tradicional problema 
monetario. Ciertamente el auge de las exportaciones en 1919 había 
generado una afluencia de dinero al país, pero a la vez, había motiva- 
do un incremento mayor en las importaciones, produciendo un des- 
equilibrio en la balanza comercial, el cual se agudizó con la caída de 
las exportaciones que precedió a las importaciones; dicho desequilibrio 
hacía que el dinero se auyentase del país. En el Cuadro N* 19 se pueden 
apreciar las variaciones del medio circulante tanto para el período de 
auge como para el de crisis. Estos datos son apenas aproximados puesto 
que, como lo anotaban los ministros del tesoro, no tenían en cuenta to- 
das las regiones ni tampoco los movimientos de entrada y salida del oro. 
En cuanto al oro, pese a la prohibición de exportarlo, este 'salió del 
país en una forma abundante; según datos oficiales de Estados Uni- 
dos, entre abril de 1920 y marzo de 1921 salió oro por la cantidad: de 
13.192.537; otros cálculos indicaban la cantidad de 15 millones. * 

La secular escásez de dinero (con el consecuente encarecimiento 
del crédito: 18% anual) se veía en esta forma agudizada, escasez que 
concurría, a lado de otros factores, a la profundización y empeora- 
miento de la crisis. Así, por ejemplo, sobre la situación del Quindío 
se decía en enero de 1921: O de 


Es tal la escasez de moneda que prácticamente: no hay medio | 
circulante y, en consecuencia, las transacciones comerciales: son casi 
nulas. El café, que es la principal fuente de riqueza, ha llegado a 
tener el ridículo precio de 50 centavos arroba: (.:..) ¡Ultimamente 
los cultivadores han tenido que abandonar: sus plantaciones; pocos::: 
son los que recogen el grano; unos desconcertados por su precio; otros: 
porque no tienen con qué atender los gastos que exige una plantación. 
Y algunos pocos, es cierto, han llegado hasta destruír los' cafetales. 
Las casas bancarias son sin duda las entidades que más han' sufrido 
en la crisis actual; dieron muchas sumas a interés sobre hipotecas, y 
hoy les es imposible reembolsar ese dinero; esas hipotecas, con la 
enorme baja de la propiedad raíz, valen hoy muy poco, y los deudores 
escasamente pueden atender el pago de sus intereses (...) El precio 
de los jornales es tal que nunca se había visto: a diario se ven cua- 
drillas de obreros que emigran a otros departamentos en busca de 
trabajo mejor remunerado. 31 


30) Sucesos colombianos..., pp. 386-389. 
31) Ibídem, p. 384. 
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CUADRO N?* 19 


MEDIO CIRCULANTE NACIONAL 1919 - 1921 


1919 1920 1921 


Oro colombiano 716.245 23.597.432 16.000.000 
Plata 3 .459. 485 6.509.474 7.500.000 
Níquel .193.572 1.308.088 .800.000 
Billetes representativos de oro .180.000 10,155,931 .100.000 
Saldo de billetes de. antiguas 
ediciones. no. presentado - al 
cambio, 215.004 
Cédulas de tesorería . «se .000, 3.536.887 
Cédulas bancarias “Tí z 4.728.600 
Monedas extránjeras de oro y : 
plata ?:: ds 1.130.465 
Billetes extranjeros Ye pS E 59.971 
Moneda antigua: de plata co- 
lombiana y extranjera 3 É 
Documentos con poder. libera: 
torio para el pago de rentas 
nacionales + .... A 2.885.100 =— 


3.000.000 


29.749.302 57.140.045 41.700.000 
Variación % año anterior.. — + 92.1 — 27.0 


1) Incluye bonos bancarios. 
2) Datos correspondientes a la circulación en Bogotá únicamente. 
3) Datos correspondientes a la circulación en Nariño y Chocó, 


4) Corresponde a los certificados de la Casa de la Moneda de Medellín, a los vales del 
tesoro y a los vales de tesoreria, 


Fuente: Memoria del ministro del tesoro a los congresos de 1919, 1920 y 1921. 


Situaciones similares se presentaban en Caldas y Antioquia: “...es 
enorme el número de obreros sin trabajo que hoy vagan por las calles 
de Medellín, creando un problema social de consecuencias gravísimas, 
y son muchas las casas comerciales ayer poderosas que han suspendido 
pagos o están a punto de hacerlo, Además, la falta absoluta de dinero 
disponible, obliga, se dice, a muchos agricultores a: dejar perder sus 
cosechas de café”. *? 

Además del problema cuantitativo de la escasez de dinero circulan- 
te persistía igualmente el problema cualitativo: la heterogeneidad y 
diversidad de las especies en circulación. Este último problema se 
veía agravado con la presencia de los diversos documentos que el 
Estado emitió para sobrellevar en parte la crisis fiscal, documentos 


32) Ibídem, p. 77. 
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que, como las Cédulas de Tesorería, circulaban al mismo tiempo ha- 
ciendo las veces de dinero. Sobre .este problema se expresaba la si 
guiente en mayo de 1922: 


Diez millones de billetes representativos de oro había en 1918, y 
con las cajas de conversión vacías tenemos esos mismos diez millones, 
más cuatro millones de cédulas y seis de bonos, identificados'con la 
moneda. Y si a esto se agregan las cédulas y bonos de los bancos, y la 
moneda fraccionaria, se llega a la conclusión dé que el régimen mone- 
tario del país ha sido trastornado:a fondo y: hasta" el colmó y: que de 
la solidez de hace cuatro años; que permitió. la:deslumbradora invasión . 
de oro, hemos pasado a las arenas movedizas del papel moneda, que 
amenaza tragarnos nuevamente. $ 


Se concluía que como consecuencia de las emisiones de aquellos 
documentos y de los nuevos vales y bonos del tesoro —a los cuales nos 
referiremos más adelante— que eran considerados puro papel moneda, 
se había producido la depreciación de nuestra moneda. ** 

Correspondiendo a la agitación de la crisis, continuaron los deba- 
tes y los proyectos acerca de la fundación del Banco de "Emisión. 
Durante las sesiones extraordinarias de enero de 1922, la cámara le 
solicitó al gobierno la presentación de un proyecto de ley para-la 
creación del Banco de Emisión, proyecto que el ejecutivo se apresuró 
a presentar, acompañándolo de un mensaje en el cual invocaba los 
beneficios que el Banco traería para el desarrollo económico del país 
y la consolidación del crédito del Estado; consideraba el gobierno que 
el Banco de Emisión sería la redención de las finanzas del país, un 
instrumento del desarrollo y un “auxiliar valiosísimo para solucionar 
el problema fiscal”. * El 16 de junio de 1922 al congreso expidió la Ley 
30 “orgánica del Banco de la República”; esta ley autorizaba al gobier- 

“para promover y realizar la fundación de un Banco de Emisión, 
giro, depósito y descuento”.*” Con la promulgación de esta ley, el 
Estado daba el primer paso legal para la solución del inexorable pro- 
blema monetario y financiero, vale decir, para acondicionar la decisiva 
estructura monetaria y financiera a las exigencias creadas por el 
nuevo desarrollo capitalista del país. 

Al lado del problema monetario continuaban las preocupaciones 
y debates sobre el otro gran problema de los transportes, cuyo plantea- 
miento se efectuaba en los mismos términos que atrás describimos, 
Se insistía de manera especial en la necesidad de la intervención 
estatal en este campo, tanto para la ejecución de los estudios de las 


33) Sucesos colombianos..., p. 417. 

34) Ibídem, pp. 419-421. 

35) Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1922, pp. XXV, XL y XLI. 
26) Diario Oficial, Nos. 18.347 y 18,348, junio 22 de 1922. 
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obras, la configuración del plan general de transportes (según las exi- 
gencias del comercio interior y exterior), y la financiación de las 
construcciones, así como para la administración del servicio, la regla- 
mentación del tráfico, la fijación de las tarifas, etc. * 


4. El Manejo de la Crisis por el Estado 


Para afrontar la crisis fiscal de 1920-22 el gobierno disponía de 
escasos instrumentos y recursos. Las fuentes de crédito externas e 
internas se hallaban cerradas; la medida de aumentar los impuestos 
no tuvo éxito;'el proyecto de ley que elevaba transitoriamente algunos 
impuestos como el de papel sellado y timbre nacional, los' derechos 
de importación, para algunos productos, el impuesto de consumo y 
otras rentas, presentado por el ministro de hacienda en enero de 1922, 
ho pasó del primer debate en la cámara. de representantes. ** No obs- 
tante, el congreso aprobó la Ley. 61 de diciembre 28 de 1921, “sobre 
asuntos fiscales”, * por medió de la cual le otorgaba: al gobierno algu- 
nos medios e instrumentos para conjurar la crisis. El principal recurso 
de que disponía la ley consistía en. la creación de un documento de teso- 
rería denominado vale del. tesoro, el. cual. devengaría un interés. del 
6% anual, era amortizable con el 10% de las rentas nacionales, por 
sorteos semestrales, se emitirían por la cantidad de 6 millones y. se des- 
tinarían únicamente al pago de la deuda de tesorería. La ley también 
autorizaba al gobierno a disponer de los fondos que existieran-en las 
cajas especiales de los diversos ramos de la administración pública y 
asimismo la aplicación de algunas economías más en dichos ramos. * 
El gobierno objetaba que los recursos contemplados en la mencionada 
ley resultaban insuficientes. y de limitada eficacia. 1 El congreso en- 
tonces expidió la Ley 6% de 1922, que facultaba al gobierno para emitir, 
por conducto de la Junta de Conversión, hasta $ 6.000.000 en bonos del 
tesoro, garantizados con el producto líquido de la renta de salinas de 
Cundinamarca. Asimismo, esta ley aplicó una serie de economías en 
los gastos, tales como la supresión de varios empleados en algunos 
ramos del servicio público; la fusión de varias oficinas en una y la 
eliminación de otras; la no atención de ciertos servicios con fondos 
nacionales; el traslado nuevamente a los departamentos de algunos 


37) Gómez, Eugenio J., “Memorias sobre vías de comunicación”, en Segundo congreso 
de mejoras nacionales, Bogotá, Imprenta Nacional, 1921, pp. 184-214; Ortega, Alfredo, 
“Movimiento ferroviario del país” en Segundo congreso..., pp. 27-34; Revista nacional 
dde agricultura, Nos. 211 y 212, enero-febrero de 1922, pp. 208-211, 


58) Memoria del ministro del tesoro'al congreso de 1922, p. XXVL 
39) Diario Oficial, Nos. 18.046 y 18.047, enero 2 de 1922. 
30) Ibídem. 


41) Véase el “Mensaje” al congreso (enero 3 de 1922)' del presidente encargado, Jorge 
Holguin, en Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1922, pp. XXI y ss. 
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gastos tales como los de cárceles de circuito y distrito judicial (estos 
gastos habían corrido por cuenta de los departamentos hasta la expedi- 
ción de la Ley 35 de 1914 que dispuso su traslado a la nación); la 
reducción de auxilios y pensiones, etc. *? 

Pese a lo dispuesto en las leyes aludidas, el gobierno era enfático 
en afirmar que “en manera alguna significa que el problema fiscal 
haya quedado solucionado, ni que hayan desaparecido las fundadas 
preocupaciones del gobierno respecto de la situación presente, ni mu- 
cho menos de la futura de la república”. * 

Afortunadamente para Colombia la crisis internacional fue 
muy breve. Ello determinó asimismo una corta duración de sus efec- 
efectos para el país. La superación definitiva de la crisis sería permi- 
tida con la reanimación de la economía mundial en 1923, año que 
representa para nosotros la preparación y antesala del subsiguiente 
período de crecimiento febril conocido como la “prosperidad a debe”. 


42) Diario Oficial, Nos. 18.126 y 18.127, febrero 21 de 1922, 
43) Mensaje” del presidente encargado Jorge Holguín al congreso (febrero 27 de 1922) 
en Memoria del ministro del tesoro al congreso de 1922, p. XXXV. 
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CAPITULO IX 


La Organización de las Bases Institucionales, Monetarias y 
Financieras de Intervención Estatal para la Prosperidad. 
La Administración Ospina y la Reforma Kemmerer, 


1. Un Plan de Modernización para el Nuevo Gobierno 


El 7 de agosto de 1922 tomaba posesión de la presidencia el general 
Pedro Nel Ospina. En los discursos' del acto'de posesión: del:nuevo 
mandatario se esbozaban a grandes rasgos las ingentes necesidades 
del país y las tareas más urgentes que se le planteaban al gobierno. 
Entre los problemas de: mayor: importancia el' presidente 'del' senado, 
Miguel Jiménez López, destacaba en primera instancia el concerniente 
a la situación fiscal: “Había de ser, sin duda, la tarea de mayor aliento 
para vuestro gobierno la solución de la crisis fiscal —única e incóm- 
parable-— en que halláis al país.”* El orador consideraba que ello se 
lograría ajustando los gastos a los ingresos con el fin de obtener un 
presupuesto equilibrado. Dentro de tal criterio de equilibrio debía 
procurarse el aumento de los ingresos, para lo cual era necesario esta- 
blecer —como ya había comenzado a hacerse— una eficaz, escrupulosa 
y científica administración de los bienes y rentas nacionales; asimismo, 
una reorganización de los servicios públicos para hacerlos más “repro- 
ductivos”, y una revisión del régimen tributario con el fin de orientarlo 
hacia los impuestos directos, revisión que implicaba la introducción 
de cambios en los procedimientos de fijación y recaudación de los 
impuestos territorial y de renta. La fundación del Banco de Emisión 
y en general, el saneamiento de las finanzas nacionales —agregaba 
el orador— permitiría el renacimiento del crédito dentro y fuera del 
país, y con ello, emprender el fomento de los transportes. Para este 
personaje, el planeamiento de la “cuestión social”, según su propia 


1) Diario Oficial, Nos, 18.433 y 18.434, agosto 10 de 1922, p. 274, 
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expresión, se reducía “a tres problemas: higiene, educación e inmigra- 
ción”. Finalmente, llamaba la atención sobre la necesidad de reformar 
la administración, la legislación comercial y el Código Penal y sobre 
el impulso que requería la institución militar. ? 

Puede decirse que sobre los anteriores planteamientos existía un 
general consenso, El presidente Ospina insistía de manera especial en 
la necesidad de obtener recursos externos para desarrollar las bases 
del surgimiento económico del país: “Puedo afirmar con íntima satis- 
facción —decía— en relación con este tema, que Colombia es hoy 
considerada por los dirigentes de las grandes instituciones en cuyas 
manos están las finanzas internacionales del mundo, como país desti- 
nado a envidiable porvenir y merecedor de especiales consideracio- 
nes.”.* Empero, advertía Ospina, era necesario esforzarse en demostrar 
que se merecía aquel anuncio, de confianza y favorecimiento interna- 
cional, para lo cual era imprescindible sanear las finanzas, nacionales, 
nivelar. el presupuesto y solucionar el déficit fiscal. Además de las 
referencias que el presidente hacía sobre la modernización de los 
servicios públicos, sobre el fomento de la producción por el abarata- 
miento de los transportes, sobre. el. fomento de la agricultura, del 
petróleo, etc., consideraba también. la situación de la clase obrera, 
sobre la cual manifestaba que debían mejorarse sus condiciones a 
través del salario. * 

Aparentemente, las anteriores manifestaciones no hacían más que 
recalcar de nuevo las consabidas tareas que el proceso de moderniza- 
ción capitalista le había creado al Estado, y respecto de las cuales se 
había adelantado muy poco. Empero, dichas manifestaciones contenían 
dos aspectos importantes: de una parte, aseveraban que la consecución 
de capital extranjero exigía previamente la solución de los problemas 
fiscal, monetario y financiero, y de otra, mostraban la actitud de un 
gobierno que parecía decidido a enfrentar la solución de los proble- 
mas básicos en orden a las demandas del progreso. Se trataba cierta- 
mente de reorganizar las esferas monetarias, financiera y fiscal, tanto 
como condición exigida por el capital extranjero como'en cuanto 
condición requerida internamente por el desarrollo capitalista del país. 
La reorganización de aquellas esferas implicaba de hecho en alguna 
medida modificaciones y acondicionamientos en el mismo Estado; todo 
ese conjunto de reformas serían ejecutadas por la administración Os- 
Pina, la cual iría a contar con condiciones internas y externas propicias 
para la realización de tal proyecto modernizador. 


2) Ibídem, pp. 274-2375, 
3) Ibídem, p. 277. 
4) Ibídem. 
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Para llevar a efecto el proyecto modernizador, la administración 
Ospina se asesoró de la célebre “Comisión de consejeros financieros”, 
más conocida como la “Misión Kemmerer”. El gobierno le encomendó 
a este grupo de expertos extranjeros la elaboración de un conjunto 
de proyectos con el objeto de producir las reformas que el Estado y las 
mencionadas esferas requerían. 


2. Creación del Banco de la República 


Como vimos, la Ley 30 de. 1922 “orgánica del Banco de la Repú- 
blica” (adicionada luego con la Ley 117) había autorizado la creación 
de un banco de emisión, giro, depósito y descuento; a raíz de la con- 
tratación de los expertos extranjeros, esta ley entró en suspenso, pues 
debía esperarse el resultado de los estudios minuciosos que la misión 
realizaría sobre la materia. El proyecto definitivo presentado por la 
misión, que perfeccionó el existente, se concretó en la Ley 25 de julio 
11 de 1923, la cual dio origen al Banco de la República. El Banco 
entró en operaciones inmediatamente (el 23 de julio) a causa de la 
quiebra del Banco López y la crisis bancaria que comenzaba a, desa- 
tarse. El gobierno no sólo aprovechó esta coyuntura para la, apertura 
del Banco, sino que, al parecer, contribuyó a crearla propiciando la 
desestabilización del Banco López. Según sugiere Robert Seidel en un 
artículo sobre la Misión Kemmerer,* el gobierno fue persuadido para 
que desestabilizara un banco vulnerable, con el fin de mostrar la 
necesidad de centralizar el control de los bancos y: de la emisión. de 
moneda en el Banco de la República. Al presentarse el problema ban: 
cario, motivado por la súbita suspensión de un préstamo de US$ 6 
millones, que puso al' borde de la quiebra especialmente al 'Bánco 
López, el gobierno instó a los prestamistas Lazard y Brothers para 
que no refinanciaran dicho banco, lo que coadyuvó a 'su quiebra. Con 
ello, se creía allanar el camino para la fundación del Banco de la Re- 
pública, institución a la cual se le habían asignado los primeros ciñico 
millones de la indemnización norteamericana por la separación de 
Panamé. La fundación del Banco central constituyó un acto del Estado 
de trascendental importancia, pues con esta nueva institución eco- 
nómica se solucionaban los viejos problemas de la órbita del dinero y 
las finanzas, y se creaba a la vez una estructura adecuada a los re- 
querimientos del desarrollo capitalista. Como se recordará, uno de 
los graves problemas del régimen monetario era la heterogeneidad de 
los medios de cambio. Esta heterogeneidad consistía en el hecho de 


5) Diario Oficial, Nos. 19.101 y 19.102. 


6) Citado por José Alberto Pérez Toro, en “La gran depresión de 1930 en Colombia”, 
Revista Comercio Exterior, Incomex, Bogotá, N* 11, noviembre de 1980, p. 4. 
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que: circulaban cómo dinero una variedad de documentos de diverso 
órigen, de valor arbitrario, emitidos por distintas entidades, sin respal- 
do y prácticamente inconvertibles, tales como las Cédulas de Tesorería, 
los Bonos del Tesoro, los bonos bancarios, las cédulas bancarias, los 
billetes representativos de oro y el resto de billetes de antiguas de- 
nominaciones. Se consideraba que esta masa heterogenea de elementos 
que hacían las funciones de moneda y que dificultaba la buena marcha 
de las transacciones, no obstante, ser inferior a las necesidades de la 
economía, era muy superior a las existencias de oro, de tal manera 
que el respaldo y la convertibilidad resultaban a la postre puramente 
nominales.” En tales condiciones, una de las primeras y principales fun- 
ciónes del Banco de la República consistió en lograr la unificación del 
numerario nacional. Para realizar este objetivo el Banco estableció 
negociaciones con el gobierno y los bancos privados, con el fín de 
adelantar la amortización y-:el retiro de la. circulación de aquellos do- 
cumentos; 5 también : “se sus endió la acuñación de moneda de plata y 
níquel; “mientras ello. sucedía, fueron lanzados a la circulación los 
nuevos billetes del propio Banco, para cuyo efecto había recibido el 
monopolio de la emisión por 20 años. Los billetes del Banco se hallaban 
respaldados con' encajes metálicos dentro y fuera del país y eran 
cambiables a su presentación por oro acuñado; de este modo, se bus- 
caba la unificación y saneamiento del medio circulante.? Para 1927, 
cuatro años después de la fundación del Banco, el 51.5% del total de 
los medios de circulación correspondía al billete del Banco de la Re- 
pública (véanse Cuadros Nos. 20 y 21). 

Otro de los graves problemas era la rigidez, la inelasticidad del 
sistema monetario, que impedía aumentar o disminuír el medio circu- 
lante según las exigencias de la producción yy el mayor o menor volu- 
men de los negocios. La elasticidad precisada se adquiría con el Banco 
de. la República, cuyos billetes por las ramificaciones orgánicas del 
Banco, “van a los lugares donde se requieren, como precio de redes- 
cuentos a los bancos o de compras al público, y (...) vuelven a sus 
cajas cuando la abundancia monetaria aumenta los depósitos de los 
bancos y los determina a recoger las obligaciones redescontadas en el 
de la República, todo lo cual se cumple en forma espontánea”.*” Asi- 
mismo, se estableció para el Banco de la República un encaje en oro 


7) Andrade, José Arturo, El Banco de la República, Ed, Minerva, Bogotá, 1927, pp. 
18, 48, 71 y ss. 


8) La misión consideraba como un requisito fundamental para la creación del Baneo 
el pronto retiro de la circulación de tales documentos, “Exposición de motivos del pro- 
yecto de ley orgánica del Banco de la República.” Anales de la cámara de representantes, 
Nos. 6 y 7, junio 6 de 1923, p. 26. 

9) Primer informe del gerente del Banco de la República, julio 20 de 1923, junio 30 de 
192, pp. 15 y 16. También, Andrade, J. A,, op. cit, pp. 71 y ss. 

10) Andrade, J. A., Op. cit., p. 52, 
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CUADRO N*-20 


EL: MEDIO CIRCULANTE Lee de 
(Miles de pesos). 


1923 o 1ORa 1985 1926; o 1927 
Júnio 30 Junio 30. Junio30 Junio 30:;:; Marzo 30 


Oro acuñado .....ooommorocnos .893 0 7,826. '13,601 15,523... 16.935 
Moneda de plata ... 9.778: 9.7790 9.778: 9.778 
Moneda de níquel . E 2.000 2.000 2.000 2.000 
Billete nacional ............. 10.361. 10.361 9.985 9.216 


Billete Banco de la República 0 10.179 23.195 36.924 41.267 
Cédulas de tesorería ........ 3.214 1.000... 2430 01:87 51 
Bonos del tesoro :. . 4.255. 1.646 : 581 289 
Bonos bancarios . 163 40 28 17 
Cédulas bancarias 3.163 1.938 907 570 

SU vs a a dci Sd Ñ 48.725 62.803 75.814 80.123, 
Existencias en oro en el Banco p 

de la República ........... 00 5.439 10.235 12.908 12.657 
Saldos en circulación ....... 38.069 43,286 52.568 62.906 67.466 


A 
Fuente: Dane, Boletín mensual de estadística, N9 300, jullo de 1976. pa , z 


CUADRO N? 21 Mo E 


DISTRIBUCION PORCENTUAL DE LOS MEDIOS 
DE CIRCULACION 1923-1921 


a a 1 
1923 19%4 1925 1926 1927 
Junio 39  Junio30 Junio 30 Junio 30 Mazzo 30 


Oro acuñado ....oooomoorio. 7.6 16.1 21.7 20.4 21.1 
Moneda de plata .. 25.6 20.1 15.6 12.9 12.2 
Moneda de níquel .. 2 5.2 4,1 3.2 2.6 2.5 
Billete nacional ..........»... 27.2 21.3 16.5 13.1 11.5 
Billete Banco de la República 0.0 20.9 36.9 48.9 51.5 
Cédulas de tesorería ........ 8.4 2.6 0.4 0.1 0.06 
Bonos del tesoro ........... 13.3 8.7 2.6 0.8 0.4 
Bonos bancarios ............ 1.6 0.3 0.1 0.04 0,02 
Cédulas bancarias .........- 10.7 6.5 3.1 1.2 0.7 

Total ....ooiocioomomom.s 100,0 100.0 100.0 100.0 100.0 


Fuente: Cuadro N? 23. 
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equivalente al 60% del total de los billetes en circulación y los depó- 
sitos; y para el resto de los bancos se determinó un encaje en moneda 
legal de por lo menos el 50% de sus depósitos disponibles (pagaderos 
en el transcurso de 30 días) y otro del 25% de sus depósitos a término 
(pagaderos a más de 30 días). Como los encajes de los bancos co- 
merciales se fijaban por ley y no por el banco emisor, éste, por lo 
tanto, quedaba limitado en el manejo del mecanismo del encaje para 
regular la oferta monetaria, situación que se prolongaría hasta 1951. 

De igual importancia resultaban las funciones del Banco en la 
estabilización del cambio exterior (véase Gráfico NO 10), en la cen- 


Grdtico N* 10 


GRAFICO DE FLUCTUACIONES DE CAMBIO POR DOLARES, DESDE ABRIL DE 1918 HASTA DICIEMBRE DE 1928 
EN QUE SE MUESTRA LA INFLUENCIA DEL BANCO DE'LA REPUBLICA PARA ESTABILIZAR LA MONEDA. 


Fuente: Revisla Banco de ía República _N*16 
Febrero 20 de 1929 


tralización de las reservas, en la regulación del crédito y del interés; 
poco después de la fundación del Banco el interés de los altos valores 
que antes 'alcanzaba —entre el 12% y el 18%— descendió. al 7%. 
Asimismo, competía a las funciones del Banco el servir de lazo de 
unión y de apoyo a los demás establecimientos bancarios, lo cual, 
junto con otras reformas que indicaremos más adelante, le otorgó 
solidez y coherencia al sistema bancario del país. Finalmente, le 
correspondía al Banco prestarle servicios al gobierno. Sobre este últi- 
mo punto es pertinente hacer algunas observaciones. El Banco se creó 


11) “Ley 25 de 1923, artículo 18”, Diario Oficial, Nos. 19.101 y 19.102, 


12) Mejía de López, Angela, Algunos aspectos de la administración de Pedro N: 
pína, 1922-1926, U. N., Depto. de Sociología, Bogotá, 1978 (mimeo), p. 48, ds 


13) Primer informe del gerente..., pp, 20-21. 
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como una institución cuasipública, lo cual le otorgaba un doble: ca- 
rácter: de una parte, las funciones que desempeñaba el Banco, ante- 
riormente descritas, eran funciones que competían propiamente al 
Estado; o si se quiere, el Estado, a través del Banco de la República, 
asumía y ejercía las funciones que la modernización capitalista recla- 
maba respecto de las condiciones monetarias, bancarias, crediticias, 
cambiarias, etc., las cuales, dado el grado de desarrollo. y complejidad 
de la economía, no podían correr por cuenta de las instituciones pri- 
vadas, pues ello conduciría finalmente a la. anarquía: y al: caos en 
condiciones tan básicas y generales del desarrollo como eran aquellas. 
Por lo tanto, el interés general del capital implícito en: dichas condi- 
ciones hacía que fuesen competencia del Estado, que se-gestaran como 
funciones inherentes al Estado, y no como terreno libre para el resorte 
del interés privado. El país había aprendido esa lección. En tal sentido, 
es decir, por sus funciones y contenido, el Banco surgía como una 
institución económica del Estado. De otra parte, por su forma de 
organización y funcionamiento, el Banco aparecía como una institución 
autónoma, que guardaba una completa independencia respecto del 
gobierno. Se creyó conveniente otorgarle dicha autonomía, para evitar 
el manejo político, partidista, de la entidad, y para no hacer depender 
su existencia y funcionamiento de la situación fiscal del Estado, cir- 
cunsbancias que habían traído consecuencias desastrosas en el pasado. 
Para garantizar tal independencia, se establecieron límites alas ope- 
raciones del Banco con el gobierno, con el fin de que su capital no se 
viera comprometido peligrosamente en transacciones con el: gobierno, 
pues el Banco debía resguardar su liquidez, condición principal de 'su 
existencia, y al mismo tiempo, se restringió la presencia del gobierno 
en la administración del Banco, pues no obstante ser el mayor accio- 
nista (de los 10 millones de capital inicial 5 correspondían al aporte 
del gobierno) su representación en la junta directiva quedó por ley 
consagrada en minoría; la mayoría correspondía a los accionistas pri- 
vados. Sobre este tópico se dispuso, en esta etapa inicial de la vida 
del Banco, que la junta directiva estuviese integrada por diez miem- 
bros, así: tres por el gobierno, cuatro por los bancos nacionales, dos 
por los extranjeros y uno por los accionistas particulares. De los seis 
miembros que debían ser designados por los bancos nacionales, se 
determinó que 3 fueran banqueros y los otros 3 agricultores, comet- 
ciantes y profesionales, cuya representación se creía necesaria como 
equilibrio frente a los intereses de los -bancos comerciales. La. pre- 
sencia de la representación extranjera —que posteriormente fue mo- 
dificada— se argumentaba aduciendo la necesidad de reforzar la 
independencia del Banco respecto del gobierno, pues se decía que los 
extranjeros eran menos propensos a ceder a la presión política y gu- 
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bernámental que los nacionales, lo cual aumentaría la confianza in- 
terna y externa en la entidad, además de los aportes: de capital y -de 
experiencia que los extranjeros harían. Si de una parte, la composición 
de la junta obedecía ante todo al objetivo de distanciar al Banco de 
los riesgosos manejos políticos y gubernamentales, de otra, no se con- 
sideraba en cambio que tal composición pudiera conducir, en deter- 
minadas circunstancias, a una administración del Banco-en función de 
los intereses exclusivos y particulares de los bancos comerciales —que 
tenían la preponderancia en la junta-—— entrando a chocar, de esta 
manera, con los intereses generales del capital. Por.lo tanto, la fórma 
de organización y funcionamiento del Banco llevaba consigo la ten- 
dencia al manejo privatizado de funciones generales, que correspon- 
dían alos intereses globales del capital y que debían ser desempeñadas 
por'el Estado, e- inclusive, en 'ciertas condiciones, a-la: orientación de 
dichas funciones en. favor: de: un sector: con: detrimento de los: otros, 
como sucedería en plena crisis: en 1980. : é , í 

' Entre los servicios que el Banco prestaba inicialmente al gobierno 
se indicaban los siguientes: ser el depositario de los fondos públicos; 
permitir el retiro de la circulación de los documentos oficiales que 
discurrían como moneda; en virtud de un contrato especial, atender 
al servicio de la deuda interna y situar en el exterior los fondos para 
el servicio de la deuda externa; recibir en sus dependencias, por cuenta 
de la tesorería:general, los fondos de las oficinas recaudadoras y. trans- 
ferir a éstas los fondos que la tesorería le solicite, con lo cual. se 
aseguraba la rapidez en atender los compromisos del gobierno, la vi- 
gilancia en el traslado de los fondos públicos y se descongestionaban 
las -oficinas recaudadoras; y, finalmente, la remisión de utilidades por 
aporte de capital.** 


3. La Reforma del Sistema Bancario 


La reforma del sistema bancario se concebía como necesaria para 
el eficaz funcionamiento del Banco de la República, para la consecu- 
ción de empréstitos externos, y en general, para el desarrollo del país. 
Al respecto expresaba la misión de consejeros financieros: 


La estabilidad financiera de Colombia y su progreso económico 
en lo futuro exigen un sistema' bancario sólido y bien organizado. 
Por otra parte, el éxito o fracaso del actual programa financiero del 
gobierno, inclusive el establecimiento: del Banco de la República y la 
colocación de empréstitos en el exterior, se hallan íntimamente liga- 


14) Andrade, J; A., op: cit, pp. 114 y ss. 
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dos con el sistema bancario del país. Una reforma completa y a fondo 
del sistema actual facilitará el desarrollo económico de la república 
y consolidará grandemente el crédito nacional.t5 


Según la misión, los defectos que presentaba el sistema bancario 
vigente, eran los siguientes, expuestos en forma resumida: las facul- 
tades concedidas a los bancos eran demasiado amplias; la supervigi- 
lancia bancaria era defectuosa; las estadísticas bancarias no: eran 
adecuadas a su objeto; la mayor parte de los bancos no mantenían sus 
activos en condición de pronta realización; existían muchas trabas 
para los negocios bancarios y, por último, se tenian" disposiciones 
inadecuadas respecto del capital que debían poseer los bancos.** Dentro 
de dicho sistema, cada establecimiento de crédito obraba indepen- 
dientemente, no existía unidad de dirección en la política bancaria, 
había una gran dispersión de las reservas, los bancos eran muy vulne- 
rables a las crisis, el control del Estado en el sistema bancario era 
inexistente, etc. 

La misión se propuso modernizar el sistema bancario, para lo cual 
presentó un extenso proyecto que se convirtió en la Ley 45: de julio 
19 de 1923, “sobre establecimientos bancarios”. Esta ley: estableció 
la organización de las distintas especialidades del sistema: bancario 
según la complejidad de las funciones económicas, previniendo la: pro- 
miscuidad e incompetencia: en: el ejercicio: de: las mismas: “De “este 
modo, reglamentó el funcionamiento delos: bancos comerciales, hipo- 
tecarios, agrícolas; ganaderos, prendarios, la creación de las secciones 
de ahorro y de las secciones fiduciarias (que eran casi desconocidas) 
etc. Parte esencial de la ley fue el establecimiento de un severo sistema 
de supervigilancia bancaria, para cuyo efecto dispuso la creación en 
el Ministerio del Tesoro de un departamento denominado “Sección 
Bancaria”, bajo la dirección del superintendente bancario, al cual se 
le otorgaron amplias facultades. La sustentación de la supervigilancia 
bancaria se efectuaba aduciendo el carácter cuasipúblico de las insti- 
tuciones bancarias y, por lo tanto, el deber que tenía el gobierno de 
velar por la administración honorable y eficaz de tales instituciones.** 
La comisión de la cámara que estudió el proyecto para el segundo 
debate recalcaba precisamente dicho aspecto, manifestando que tal 
proyecto procuraba armonizar los derechos individuales con los co- 
rrespondientes al bien público y el interés colectivo, puesto que, 


15) “Exposición de motivos del proyecto de ley sobre establecimientos bancarios”, 
Anales de la cámara de representantes, N9 27, junio 25 de 1923, p. 107, 

16) Ibídem, pp. 107 y 108, 

17) Diario Oficial, Nos. 19.137 a 19.139, agosto 6 de 1923. 

18) “Exposición de motivos del proyecto de ley sobre establecimientos bancarios”, 
Anales de la cámara de representantes, Nos. 27, 28 y 29, de junio 25, 26 y 27 de 1028, 
respectivamente. 
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agregaba la comisión, “no consideraba los establecimientos bancarios 
como simples asociaciones de individuos para ejercer una industria 
privada con la autonomía y libre disposición de quien maneja sus 
propios bienes, que fue la teoría individualista dominante en los tiem- 
pos pasados, sino como instituciones cuasipúblicas llamadas a cumplir 
importantísimas funciones sociales de la mayor y decisiva influencia 
respecto de la suerte de la colectividad”.** De ahí, entonces, la nece- 
sidad de la inspección sobre los' institutos bancarios, hasta en el más 
mínimo detalle de sus funciones y operaciones. La comisión conside- 
raba como una virtud del proyecto, el que procurara “implantar en 
Colombia el sistema de inspección americano, que es considerado 
como el más completo de que haya modelo en los tiempos presentes”.2 
, Otro proyecto de ley presentado por la misión, considerado. por 
ésta como complemento necesario de los proyectos sobre creación del 
Bancó de: la: República: y: sobre establecimientos bancarios, fue:.el de 
instrumentos negociables' (letra de cambio, pagaré, cheque, giros, li- 
branzas, cupones, etc.). Como lo explicaba la misión, el proyecto ¿que 
se convirtió en la Ley 46 de 1923-- era una copia de las legislaciones 
inglesa y estadounidense sobre instrumentos negociables.* Según lo 
han observado diversos autores, esta ley, entre todas las originadas 
en la Misión Kemmerer, es la que más dificultades ha: presentado 
para su aplicación práctica a lo largo del tiempo; anotan que en su 
confección se procedió con lamentable ligereza, se omitieron asuntos 
importantes, se dejaron vigentes normas anteriores que resultaban 
incongruentes, se establecieron disposiciones de funestas consecuen- 
cias, y en fin, se trató de una adaptación precipitada de la legislación 
extranjera sobre la materia.” 


4. La Reorganización Fiscal 


] De importancia fueron los cambios introducidos en la organización 
fiscal del Estado, los cuales recayeron principalmente sobre la for- 
mación del presupuesto, la administración y recaudación de rentas. 
la percepción de algunos impuestos y la fiscalización del presupuesto. 
La misión destacaba como aspecto central las cuestiones referentes al 
presupuesto de rentas y gastos, puesto que —afirmaba— “de la ma- 
hera como se forme, se expida, se ejecute y se fiscalice el presupuesto 
nacional, depende el correcto y ordenado manejo de los negocios pú- 


19) Anales de la cámara de representantes, N9 30, juni 
2 9 30, junio 28 de 1923, p. 119, 
20) Ibídem, p. 120. : ia 


21) “Exposición de motivos del i 
li proyecto de 1 á, E 
Anales de la cámara de representantes, N9 40, julio de es perras pe 


22) Cruz Santos, Abel, Economía á i Á ¡ora 
vol. XV, tomo Il, Ed. Lerner, Bogotá, o ao: pS Ho e e 0 a 
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blicos, el exacto conocimiento de la capacidad fiscal del país, el equi- 
Hibrio armónico entre las entradas y los gastos, el desarrollo del crédito 
nacional, y aun la estabilidad de las instituciones políticas”.?* La 
misión ratificaba una vez más el viejo anhelo de establecer 'y conser- 
var el equilibrio presupuestal, pues ello era considerado como condi- 
ción fundamental para abrir y consolidar el crédito interno y externo; 
para las operaciones financieras, fundadas en el crédito público, en- 
caminadas a fomentar las obras de desarrollo; para evitar la continua 
emisión de documentos de deuda pública flotante; para crear una si- 
tuación de desahogo fiscal que permitiera al gobierno obtener recursos 
extraordinarios en épocas de emergencia y no se viera en la necesidad 
de apelar a las emisiones de papel moneda; 'etc.** A estos' objetivos 
respondía el proyecto sobre “formación y fuerza restrictiva: del pre- 
supuesto nacional”, el cual se convirtió en la Ley 34 de 1923. Entre 
las principales innovaciones introducidas por esta ley estaban las 
siguientes: se estableció que el cómputo de las rentas presupuestadas 
no podía exceder del promedio del rendimiento efectivo de tales rentas 
en los tres años anteriores a la preparación del presupuesto; dicho 
promedio sólo podía aumentarse en el caso de que nuevas leyes auto- 
rizaran la recaudación de ingresos no percibidos en años anteriores, 
cuyo cálculo debía hacerse por separado; de este modo se modificaba 
el procedimiento defectuoso que consistía en computar las rentas to- 
mando como base el rendimiento de ellas en el año anterior, proce- 
dimiento al cual se consideraba, por la base insegura y variable de 
que partía y que conducía frecuentemente a cálculos ilusorios, como 
uno de los factores causales del crónico déficit fiscal.* Otra innovación 
de importancia consistió en limitar la iniciativa parlamentaria en 
materia de gastos, pues éste se aducía como una de las causas más 
prominentes del desequilibrio presupuestal; se estableció que dicha 
iniciativa la tendría el gobierno, no pudiendo el congreso aumentar 
ninguna de las partidas mi tampoco incluír nuevos gastos; á menos 
que se contase con la aquiescencia del gobierno; en cambio, sí podía 
eliminar o reducir partidas de gastos propuestas por éste. La ley tam- 
bién estableció limitaciones a los créditos adicionales, cuyo desmedido 
uso era otro de los factores de la ineficiencia y desequilibrio presu- 
puestales.** La normatividad comprendida en la Ley 34 no resultaba 
del todo original, pues muchas de las disposiciones se contenían en 
la Ley 7 de 1916, y en otros documentos y proyectos anteriores. Pese 


23) “Exposición de motivos del proyecto de ley sobre formación y fuerza restrictiva 
del presupuesto nacional”, Anales de la cámara de representantes, No 13, junio 9 de 


1923, p. 5. 
24) Anales de la cámara de representantes, N9 14, junio 11 de 1923, p. 56. 


25) Anales de la cámara de representantes, No 13, junio 9 de 1923, p. 52. 
26) Ibídem, pp. 51 y 88. 


145 


a que apuntaba a la corrección de graves defectos, éstos no desapa- 
recerían totalmente, puesto que dicha ley no sería observada con rigu- 
rosidad en la práctica: así por ejemplo, las cámaras interpretarían 
arbitrariamente el promedio de los tres años para el cálculo de las 
rentas; las normas sobre la iniciativa en materia de gastos y la limi- 
tación de los créditos adicionales tampoco se cumplirían; como lo 
observa Cruz Santos: “No hay en la historia de este país noticia de que 
se hubieran votado nunca, en mayor cuantía, créditos adicionales, bien 
legislativos o administrativos, como durante la vigencia de esa ley.” 27 

En el campo de los impuestos se modificó el correspondiente al 
papel sellado y timbre nacional (Ley 20 de 1923), cuya defectuosa 
organización venía entorpeciendo las operaciones y negociaciones a 
las que se aplicaba, y se presentaron dos proyectos que no alcanzaron 
a tener curso reglamentario en la legislatura de 1923, pertinentes al 
establecimiento del impuesto sobre pasajes * y. a.la: reforma del im- 
puesto. sobre la renta: Sobre este. último proyecto conviene hacer. al- 
gunas observaciones. Si:bien la misión quedaba sorprendida de hallar 
establecido en Colombia: el impuesto sobre: la renta, consideraba, sin 
embargo, que dicha exacción funcionaba mal, era desigual e injusta. 
Después de un detallado estudio del impuesto vigente, la misión con- 
cluía, entre otras cosas, que eran los pobres los que pagaban el im- 
puesto, que la riqueza escapaba fácilmente al pago del mismo, que 
el principio de la progresión no se contenía en la ley vigente, que no 
existían mecanismos efectivos de información y control sobre los 
contribuyentes, etc.” El proyecto de reforma elaborado por la misión 
introducía cambios sustanciales, tales como los siguientes: prescindía 
de la distinción de rentas que establecía la ley (de trabajo, de capital 
y mixtas), para considerar una renta global objeto de impuesto; es- 
tablecía el gravamen progresivo, con tarifas moderadas, pero más altas 
que las existentes; establecía mecanismos para la obtención de infor- 
mación y control sobre los contribuyentes, para lo cual le otorgaba al 
recaudador de rentas amplias facultades, establecía la retención y 
“pago en la fuente, etc.* Este proyecto definitivamente no sería apro- 
bado por el congreso, A ello debieron contribuír las obvias resistencias 
de las clases poderosas a pagar impuestos; * y también, la cireuns- 


21) Cruz Santos, Abel, El presupuesto colombiano. Ed. Minerva, Bogotá, 1987, p. 59, 

25) Anales de la cámara de representantes, Nos. 34 y 35, julio 4 y 5 de 1923. 

29) “Exposición de motivos del proyecto de ley por el cual se organiza el impuesto 
sobre la renta”, Anales de la cámara de representantes, Nos. 46 y 47, julio 16 de 192. 
Pp. 189 y ss. 

30) “Proyecto de ley por el cual se órganiza el impuesto sobre la renta”, Anales de la 
cámara de representantes, Nos, 44 y 45, julio 14 de 1923, 

31) Así, por ejemplo, cuando el proyecto cursaba en la cámara, un numeroso grupo de 

“respetables caballeros” de la ciudad de Medellín elevó un memorial al congreso, en el 
cual pedían sencillamente que se suprimiera la contribución sobre la renta. Anales de la 
cámara de representantes, N9 54, julio 19 de 1923, p. 22, 
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tancia de que los ingresos ordinarios del Estado comenzaban a aumen- 
tar ostensiblemente y se abrían las puertas del crédito externo. No 
obstante, cuatro años después, en 1927, se 1 introduciría una radical 
reforma a dicho impuesto. ; 

También de amplia significación en el ámbito administestloo y 
fiscal fueron las reformas siguientes: a) Sobre la administración y 
recaudación de las rentas nacionales (Ley 36 de 1923), que creó en el 
Ministerio de Hacienda, la Sección de Rentas Nacionales, bajo la di- 
rección del recaudador de rentas, centralizando así la administración 
y recaudación de los impuestos; este mejoramiento en la administra- 
ción y en los métodos de recaudación contribuyó indudablemente. a 
un mayor rendimiento de las rentas; b) Sobre la organización de la 
contabilidad nacional y la creación del departamento de contraloría 
(Ley 42 de 1923), reforma que modernizó la contabilidad y la estadís- 
tica y estableció la supervigilancia sobre el manejo de propiedades 
y fondos públicos, sobre los ingresos y gastos del Estado; c) Sobre la 
fijación del número y nomenclatura de los ministerios (Ley 31. de 
1923), que oficializó la desaparición del Ministerio del Tesoro, pues 
las reformas efectuadas lo hacían innecesario, creó el Ministerio de 
Industria (en el cual se transformó el antiguo de Agricultura y Co- 
mercio) y anexó al Ministerio de Industria lo e a salubridad 
pública, : 


5. Establecimiento de otras Instituciones: el: Banco Agrícola 
Hipotecario, el Departamento Nacional de Provisiones, 
los Almacenes Generales de Depósito 


a) Parte integrante del proyecto modernizador de Ospina fue-la 
ereación del Banco Agrícola Hipotecario, lo cual se efectuó en virtud 
de la Ley 68 de 1924.** De los dos millones de pesos de capital inicial, 
uno provenía de la indemnización americana. El Banco se creó con el 
objeto de impulsar el desarrollo de la agricultura y constituyó, en 
este sentido, la primera institución de crédito destinado a dicho sector, 
No obstante, como el Banco fue autorizado para conceder préstamos 
orientados a vivienda urbana, esta función terminó por captar buena 
parte de sus retursos, desviándose así su objetivo primordial de servir 
a la agricultura. La financiación principal del Banco se obtenía por 
medio de la emisión de cédulas que eran colocadas en log mercados 
extranjeros; dado este mecanismo de financiación, al producirse la 
crisis mundial de 1929, el Banco se verá abocado a. una situación ver- 
daderamente crítica por el cierre de aquella fuente de capital. 


32) Diario Oficial, N9 19.789, diciembre 31 de 19%. 
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.. b).Debe mencionarse también la creación del Departamento Na- 
cional de Provisiones, el cual cristalizó, a raíz de una iniciativa de la 
Misión Kémmerer, en la Ley 109 de 1923. Su objetivo era el de obtener 
todos los elementos para el funcionamiento de las dependencias del 
gobierno nacional. Este departamento, sin embargo, declinará en im- 
portancia, no sólo por falta de capital para la importación de mate- 
riales, sino porque las dependencias de mayor envergadura, como la 
de obras públicas, serán autorizadas para la adquisición directa de 
sus materiales.** 

c) De conformidad con las disposiciones de la Ley 115 de 1923, el 
gobierno comenzó a adelantar las gestiones para el establecimiento 
de los Almacenes Generales de Depósito de Café, destinados a la guar- 
da, depósito. y clasificación del grano, y la consiguiente expedición 
de los certificados de depósito y.de los bonos de prenda, todo lo cual, 
decía el: gobierno, constituiría una base segura para la: valorización 
del: café.** El funcionamiento de estos almacenes antes de 1930. fue 
precario. Para:1932 sólo existían almacenes de depósito en Medellín. 


6. Creación de la Oficina General del Trabajo. La Intervención 
del Estado en el Ambito Social y Laboral 


En abril de 1924 se organizó, como sección 8% del Ministerio. de 
Industria, la Oficina General del Trabajo, encargada de atender la 
cuestión social y laboral. Los asuntos de los cuales debía ocuparse 
esta sección correspondían a la siguiente enumeración: 1. Seguro in- 
dividual y colectivo del proletariado (resultados de la aplicación de la 
Ley 37 de 1921, que estableció el seguro colectivo obligatorio para las 
empresas de toda clase, y de la Ley 32 de 1922, que modificó la an- 
terior). 2. Construcción de habitaciones: para obreros (resultados 
prácticos de la aplicación de la: Ley 46 de 1918, que ordenó tales cons- 
trucciones). 3. De los accidentes de trabajo (resultados de la aplica- 
ción de la Ley 57 de 1915). 4. Del trabajo de las mujeres y los niños, 
sobre lo cual no existía ninguna disposición legal. 5. De la educación 
cívica e instrucción técnica de las clases proletarias. 6. Condiciones 
de los trabajadores de la tierra (arrendatarios). 7. Resultado de la 
aplicación de la Ley 78 de 1919, sobre huelgas, y de la Ley 21 de 1920, 
sobre conciliación y arbitraje en los conflictos colectivos del trabajo, y 
8. Código del Trabajo.** Sobre la elaboración del Código del Trabajo, 
el Ministerio de Industria observaba que se trataba de una tarea ur- 


83) Cruz Santos, Abel, Economía y hacienda pública..., p. 194, 
34) Memoria del ministro de industrias al congreso de 1924, pp. 73 y 74. 


35) Memoria del ministro de industrias presentada al congreso de 1924, pp. 78 y ss. 
También, la Memoria del mismo ministerio al congreso de 1927, p. 54, 
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gente, pues “precisa no olvidar —decía— que las grandes revoluciones 
sociales provienen, casi siempre, de una lamentable imprevisión por 
parte de quienes se hallan encargados de velar por la seguridad de 
los asociados; y no olvidar tampoco que estas medidas preventivas 
deben tomarse en obedecimiento a un principio de equidad y de justi- 
cía, recordando que al consagrar en la ley los justos derechos de las 
clases obreras, se robustece la acción nacional y se fomenta el indus- 
trialismo en el país, poniendo en armonía los intereses del proletariado 
con los del empresario capitalista”.** La eficacia práctica de la legis- 
lación referida, según los distintos tópicos enumerados, será en general 
bastante limitada en los años subsiguientes, llegando, en algunos casos, 
a ser verdaderamente precaria y, en otros, sencillamente nula. 

Para el período que precedió a la fundación de la oficina general 
del trabajo, se consideraba que existía una notable desocupación en 
algunos lugares del país; a esta desocupación había contribuido la 
crisis de comienzos de los años veinte. En parte, algunos proyectos 
de colonización parecían responder a este problema. El fenómeno de 
la desocupación condujo a la fundación de una “junta organizadora 
de los obreros sin trabajo”, la cual, en abril de 1924, elevó un memo- 
rial al gobierno en procura de una solución a la situación de tales 
trabajadores, consistente en una apertura del empleo a través de las 
obras públicas. El gobierno respondió que efectivamente estaba am- 
pliando tales obras, hasta el punto de que 14.000 obreros se hallaban 
empleados en los ferrocarriles, carreteras, etc.; y que. ya en algunas 
regiones, como en- Antioquia, las obras: departamentales ' afrontaban 
dificultades por la escasez de brazos.* Una de las funciones de la Ofi- 
cina del Trabajo consistió en establecer el censo de desocupados y en 
agenciar su traslado a los centros de ocupación. Entre abril de 1924 
y mayo de 1925 la oficina había pasaportado solamente 1.568 obreros.** 
El ministro de industrias informaba que la oficina había prestado un 
servicio eficaz para el traslado de los obreros a los ferrocarriles del 
Pacífico, Tolima, Caldas, Puerto Wilches, etc., y también a algunas 
haciendas cafeteras del Tolima.** Dado el enorme desarrollo que ten- 
drán las obras públicas durante los años siguientes, con la respectiva 
ampliación del empleo, la función de la oficina en este aspecto perderá 
importancia, y sólo será de nuevo requerida a raíz de la crisis de 1929, 

En 1923 se presentaron al congreso nacional los siguientes proyec- 
tos de ley: “Sobre protección de derechos a los cultivadores de tierras”, 
“Sobre régimen agrario y colonización interior”, “Sobre participación 


x6) Memoria del ministro de industrias presentada al congreso de 1924, p. 87. 

37) Diario Oficial, N2 19.575, abril. 14 de 1924, 

38) Ministerio de Industrias, Memoria presentada al congreso de 1925, pp. 79-90, 
39) Ministerio de Industrias, Memoria presentada al congreso de 1924, pp. 85 y 26. 
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en las utilidades de los negocios”, y varios proyectos sobre salarios y 
sobre el gravamen a la propiedad raíz. Estos proyectos suscitaron una 
enconada oposición, especialmente por parte de la Sociedad de Agri- 
cultores. En el memorial que este gremio llevó al congreso solicitando 
suspender la consideración de tales proyectos, se argumentaba que “al 
ser traducidos en leyes, serían peligrosos para el derecho de propiedad, 
para la tranquilidad social, para la marcha normal de los negocios y 
para el desarrollo industrial”.** Sobre el proyecto que contemplaba la 
fijación del salario mínimo, la sociedad antioqueña de agricultores 
manifestaba que ello correspondía a una intervención perjudicial del 
Estado, que conduciría al despojo de los propietarios y a le ruina de 
las empresas.* Ante tales proyectos, la SAC exclamaba: “Es preciso 
que todas las sociedades de agricultores del país, los industriales gran- 
des y pequeños y, en fin, los colombianos que tienen algo que perder, 
se esfuercen por contrarrestar el empuje bolchevique que tratan de 
imprimirle los que aspiran a contintar representando a la nación y 
ganando popularidad por estos medios.” * 

«Lo anterior demostraba la resistencia de los gremios económicos 
a la implantación de una legislación comprensiva de la cuestión social, 
de una legislación que regulara las relaciones y los conflictos entre 
el capital y el trabajo. La ausencia o la precariedad de una legislación 
sobre tales tópicos tendía a favorecer una mayor explotación de la 
fuerza de trabajo y, además, en el caso de los agricultores, contribuía 
a la permanencia del control y de la sujeción tradicional directa sobre 
los trabajadores. Pero el hecho perturbador de la huelga se encargaba 
de demostrar en términos bien explícitos la necesidad de tal legisla- 
ción, Para el gobierno, dada la inestabilidad económica, social y polí- 
tica que introducían las huelgas, era clara la necesidad de intervenir 
ampliamente en la regulación del conflicto social, tal como lo expre- 
saban reiteradamente todos los ministros de industrias. En 1927, en 
un informe que resumía las labores de la Oficina General del Trabajo 
durante sus tres años de existencia, el jefe de ésta, Gustavo Otero 
Muñoz, era enfático en afirmar: “El legislador debe preocuparse, en 
interés de la paz social, de prevenir y remediar aquellos conflictos por 
medio de una legislación netamente intervencionista. Colocados en 
presencia de la cuestión obrera, cada día más amenazante, la mayoría 
de los parlamentarios han comprendido que el cómodo procedimiento 
de la abstención sistemática debía ser irrevocablemente condenado, y 
que él arriesgaba a conducir a los Estados que continuaran practicán- 


40) Revista nacional de agrienltura, Nos. 231 y 232, septiembre y octubre de 1993, p. TL. 
41) Ibídem, p. 72. 
42) Ibídem, p. 68. Lo destacado es «el original. 
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dolo a muy temibles 'crisis'sociales.” ** Llamaba la atención: sobre la 
necesidad de reformar las leyes existentes (sobre huelgás: y: arbitraje) 
y de aprobar el Código del Trabajo' que esa oficina: había: elaborado. 
Concebía la intervención legislativa: del Estado como: la: forma de 
regular las relaciones entre el capital y el trabajo, reconociendo sus 
respectivos derechos y conciliando sus diferencias, y. también, como 
una forma preventiva de los conflictos perjudiciales: y sobre todo. de 
la revolución social.** LR 
Pero grandes obstáculos se levantaban frente a la intervención 
del Estado en el campo social y laboral. Se chocaba con las oposiciones 
en el congreso para hacer aprobar las leyes, con las dificultades para 
la aplicación práctica de las leyes aprobadas, etc. Entre las diversas 
oposiciones y limitaciones que se le planteaban a la intervención del 
Estado, por lo menos dos eran bien explícitas: la que provenía del 
sector agrario, es decir, de los hacendados y terratenientes, y la que 
se originaba en las áreas controladas por el capital extranjero, como 
los enclaves. La hacienda constituía un dominio en donde la presencia 
efectiva del Estado, en cuanto a la regulación de las relaciones de 
trabajo, era tenue, incierta y atrasada. Así, por ejemplo, en 1925 el 
ministro de industrias a propósito de la situación problemática de los 
arrendatarios y trabajadores rurales, expresaba lo siguiente: 


Como rezago de las antiguas encomiendas, ha quedado el sistema 
de contrato de arrendamiento que participa de la calidad de tal con- 
trato, y además, de la de un convenio'o concierto de trabajo. De esta - 
manera, cada arrendatario es un trabajador asalariado que tiene, al 
mismo tiempo, obligaciones de índole compleja. Esto ha venido a 
causar una confusión jurídica cuyos perjuicios los sufre el arrenda- 
tario jornalero. (...) Debido a una costumbre aberrante y a la igno- 
rancia de los trabajadores rurales, los patronos vienen a ser, en 
realidad, los que imponen las condiciones de los contratos llamados 
de arrendamiento y siendo tales contratos de naturaleza mixta, los 
jueces y demás autoridades de los villorrios apartados encuentran 
campo propicio para las complacencias con los hacendados amigos. 
Dentro de estas circunstancias se ha venido acostumbrando un pro- 
cedimiento acelerado de lanzamiento, en el cual el arrendatario jor- 
nalero no tiene defensa alguna, perdiendo en un día el fruto de 
largos años de trabajo, después de haber servido en la hacienda en 
condiciones lamentables, desde los puntos de vista económico e hi- 
giénico, 15 


El ministro terminaba urgiendo la expedición de una legislación 
para la solución de dicho problema. Lo que nos interesa señalar sobre 


43) “Informe del jefe de la oficina general del trabajo” en Ministerio de Industrias, 
Memoria presentada al congreso de 1927, p. 78, 

44) Ibídem, p. 77. 

45) Ministerio de Industrias, Memoria presentada al congreso de 1925, pp. 77-78. 
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este complejo tema, es que el dominio tradicional de la hacienda, el 
poder secular de los hacendados, representaba ya un obstáculo -para 
la intervención modernizadora del Estado, ya una fuerza que imponía 
las reglas del juego o inclinaba a su favor las determinaciones de las 
autoridades, especialmente las del gobierno regional y local. 

En cuanto a los enclaves extranjeros, la presencia del Estado era 
prácticamente inexistente: Ello lo ilustra la conocida historia de la 
United Fruit Company. Cuando en las compañías de capital extranjero 
se presentaban los grandes movimientos huelguísticos de los trabaja- 
dores, la intervención de las autoridades, motivada y urgida en estos 
casos por la empresa, se reducía con frecuencia al hecho simple de la 
represión violenta. ] 

Contrastando con lo anterior, en el sector de las obras públicas 
(transportes, etc.) y en el sector urbano, en donde se articulaban y 
desarrollaban los factores de la modernización económica, la presencia 
del Estado tendía a ser cada vez más explícita; dichos sectores, -pre- 
cisamente, se habían constituído en los primeros espacios para el co- 
mienzo de la intervención del Estado'en la regulación de las nuevas 
relaciones y conflictos sociales. 


7. El Fortalecimiento de la Intervención Estatal 


Como se desprende de lo expuesto en este capítulo, el proyecto 
modernizador de la administración Ospina constituyó un impulso sig- 
nificativo a la intervención del Estado en algunos campos fundamen- 
tales de la economía y de la sociedad. Dicha intervención se producía, 
sin embargo, de manera desigual, pues mientras que en algunos 
ámbitos tendía a ser más intensa y explícita, como en la construcción 
de las obras de infraestructura (transportes, etc.), en los asuntos mo- 
netario, bancario y fiscal, etc., en otros, era más tenue o apenas in- 
cipiente, como sucedía frente a los tópicos comprendidos en la llamada 
cuestión social. De paso, conviene observar que el proceso constructivo 
de la intervención estatal, en la etapa moderna de la historia colom- 
biana, presenta un carácter evolutivo, gradual —como lo presenta el 
mismo desarrollo económico y social del país—, en donde los saltos 
repentinos no parecen haber sucedido más que en los debates político- 
ideológicos. Por eso, consideramos equivocadas ciertas apreciaciones 
históricas que, basadas exclusiva y aisladamente en las huellas de 
aquellos debates o en la pura formalidad jurídica, pretenden afirmar, 
por ejemplo, que la intervención económica del Estado se originó en 
la reforma constitucional de López Pumarejo en 1936, a raíz de las 
nuevas actitudes político-ideológicas del partido liberal sobre la in- 
tervención estatal, cambio radical —se dice— que condujo a elevar 


152 


a norma constitucional dicha intervención. Para el año de esta reforma, 
ya largo trecho se había recorrido en el camino de la intervención 
moderna del Estado, y los partidos liberal y conservador, pese a sus 
marcadas diferencias, eran ambos intervencionistas. 

En la medida en que el Estado asumía nuevas funciones, se ge- 
neraba asimismo la diversificación de sus instituciones, algunas de 
las cuales hemos visto aparecer en el período aquí aludido. Desde 
luego, también aumentaban los empleados del Estado: de un total de 
40.021 empleados (municipales, departamentales y nacionales) que 
había en 1917, se pasó a 47.462 empleados en 1924.* 

Dadas las reformas descritas, el contenido y la dirección de la 
intervención estatal señalados, puede decirse que ésta recaía princi- 
palmente en aquellos campos que se consideraban más urgentes, según 
las necesidades planteadas por el desarrollo capitalista del país: a ello 
respondía, evidentemente la reorganización de los sistemas monetario, 
bancario y fiscal, con lo cual se avanzaba en la solución de los pro- 
blemas y de los obstáculos que en estos ámbitos enfrentaba dicho 
desarrollo. Con la administración Ospina, por lo tanto, el Estado recibió 
un cierto grado de adecuación para el ejercicio de las funciones que 
demandaba el proceso de modernización capitalista del país. 

Las reformas indicadas, a su vez, contribuían de inmediato a pre- 
parar el camino para que el Estado avanzara en la solución de otro 
de los problemas básicos del desarrollo: las obras de infraestructura. 
Siempre se había considerado que el rápido adelanto de estas obras 
sólo era posible con el auxilio del capital extranjero. Por lo tanto, los 
fondos de la indemnización americana, descontando los aportes. para 
las fundaciones del Banco de la República y del Banco Agrícola Hi- 
potecario, se habían destinado —aunque de una forma dispersa— a 
la construcción de dichas obras. Pero ante todo, se esperaba que con 
el requerido orden, seguridad y garantía que las mencionadas reformas 
establecían, el capital extranjero se hiciera ampliamente asequible. 
Y, en efecto, ello sucedió durante el periodo conocido en nuestra his- 
toria como el de la “prosperidad a debe”. 


46) Anuario estadístico de Colombia 1917 y 1924. El dato de empleados para 19% no 
parece incluír los 14.000 obreros que se hallaban vinculados, para esta fecha, en los tra- 
bajos de obras públicas, y de los cuales daba información el presidente Ospina. Si ello 
es así, la cantidad se elevaría a 61.462 personas adscritas al Estado. 
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CAPITULO X 


El Estado y la Prosperidad a Debe 


1.. El Auge de los Ingresos Públicos 


Entre los estudiosos de los años veinte existe un consenso general 
cerca de que el período comprendido, más o menos, entre 1923 y 
.928,* fue de un rápido crecimiento económico para el país. Los indi- 
cadores de tal crecimiento son suficientemente conocidos ? y solamente 
nos vamos a referir a algunos aspectos de la función cumplida por 
el Estado en la incentivación de dicho desarrollo. pin y 
En lo externo, el auge contó con condiciones económicas muy pro- 
picias, pues una vez superada la crisis de 1920-21, el mercado mundial 
entraría en un período de dinamismo que duraría hasta la' crisis de 
1999. Ello significó para el país —entre otras cosas— un factor favo- 
rable para el aumento de las exportaciones a partir de 1923 (véanse 
Cuadro N9 1 y Gráfico NO 1) y para la captación de recursos externos 
de capital. El aumento de las exportaciones, principalmente de calé, 
el cual se vio favorecido por los altos precios externos, trajo conse- 
cuencias tales como la de permitir un incremento en la acumulación 


1) Las diferencias de periodización fluctúan entre la consideración del período 192%4- 
1928 Ó 1925-1925. Para algunos autores la periodización parece estar guiada principalmente 
por las fechas en que comenzaron y terminaron los grandes empréstitos externos. Aten- 
diendo a algunos indicadores de la economía nacional, es evidente que éstos presentan 
signos de una notable reanimación a partir de 1923, una vez superada la crisis de 1920-21, 

2) Véase, entre otros, el estudio de la Cepal, Análisis y proyecciones del desarrollo 
económico, HI. El desarrollo económico de Colombia, Naciones Unidas, México, 1957, y el 
Anexo estadístico. Este valioso trabajo constituye una de las” primeras investigaciones 
sobre el período de 1925-1953, trabajo que además ha ejercido una notable influencia en 
la producción historiográfica contemporánea del país. Sia embargo, el estudio y la infor- 
mación económica para el decenio de los años veinte, en lo que respecta al Estado, es en 
algunos aspectos limitados, lo cual se debe, en parte, a la carencia de fuentes y al hecho 
de haberse adoptado como punto de partida el año de 1925. Entre los primeros historiado- 
res en Hamar la atención sobre los años veinte como un período clave del desarrollo capi- 
talista del país está Mesa, Darío, con su ensayo Treinta años de historia colombiana (1923- 
1955), Revista Mito; N0:13, Bogotá; marzo-mayo de 1957, pp. 54-70. La bibliografía. es hoy 
abundante, algunos de cuyos textos se citan a lo largo del presente trabajo, 
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de capital dinero, una mayor ampliación del mercado interior,” es 
decir, para resumir: dicho aumento provocó un dinamismo más acen- 
tuado en cuanto a los efectos multiplicadores del sector exportador 
que favorecían el desarrollo de los otros sectores de la economía (in- 
dustria, agricultura, construcción, etc.). 


El aumento de los ingresos provenientes de la exportación permi- 
tió incrementar la capacidad de compra al exterior, lo cual se expresó 
en una ampliación de las importaciones y, por lo consiguiente, en 
mayores ingresos estatales por concepto de aduanas, los cuales co- 
menzaron a crecer a partir de 1923 (véanse Cuadros Nos. 4 y 5 y 
Gráfico N9 3). Pero en el aumento de las importaciones, y por lo tanto, 
de los ingresos aduaneros, intervino también la enorme afluencia de 
capital extranjero, cuya inversión en el país expandió la demanda 
interna y externa de mercancías, lo que en alguna medida se reflejaba 
en la ampliación de las importaciones: y de los. ingresos de aduana. 
Par supuesto, aquella afluencia de capital por la vía de los empréstitos, 
acrecentaba de entrada, en forma directa, los ingresos del Estado. En 
consecuencia, el aumento de los ingresos. estatales se debió principal- 
mente a lo sempréstitos externos: y. al incremento de los. ingresos 
aduaneros. De este modo, los ingresos totales del gobierno central 
pasaron de $ 15.7 millones en 1921 a la enorme suma de $ 107.5 millo- 
nes en 1928 (véanse Cuadro NO 10 y Gráfico N* 9). Las entradas de 
capital extranjero, indemnización americana y empréstitos, se con- 
tebilizaban en el rubro de ingresos extraordinarios. En cuanto a los 
empréstitos a largo plazo contratados en el exterior por el gobierno 
central, la situación, para 1929, era la siguiente: saldos de las emisio- 
nes en 31 de diciembre de 1928, $ 72.448.000; saldos en circulación en 
31 de diciembre de 1929, $ 70.397.000. Para el total de los empréstitos 
externos contratados por el país (nacionales, departamentales, munici- 
pales y bancarios) la situación, en las fechas respectivas, era de 225 
millones de pesos correspondientes a saldos de las emisiones y 213.9 
millones de pesos correspondientes a saldos en circulación (véase 
Cuadro N9 22). En lo que respecta a los ingresos ordinarios del go- 
bierno nacional, éstos pasaron de $ 15.7 millones en 1921 a $ 75.0 mi- 
llones en 1928 (véase Cuadro NO 10). Para 1928, los ingresos ordinarios 
representaron el 69.8% del total de los ingresos de dicho año; el resto 
correspondió al empréstito del mismo año por valor de $ 32 millones, 
que fue el de mayor magnitud contratado por el gobierno central. 
Como se ha dicho, el notable aumento de los ingresos ordinarios se 
debió principalmente al incremento de los ingresos de aduana, que 


3) C. £. López, Hugo, “La intlación en Colombia en la década de los años veinte”, 
Cuadernos celombianos, N? 5, Bogotá, 1975, pp. 64 y ss. 
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CUADRO N9 22. 


EMPRESTITOS A LARGO PLAZO CONTRATADOS EN EL, EXTERIOR 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 1929 Y SALDOS EN CIRCULACION 


(En miles de pesos) 


Saldos de las emi- Saldos en circu- 
siones en 31 de lación en 31 de 


Especificación diciembre de 1928 : diciembre de 1929 
La nación arab 72.448 : 70.397 
Departamentos: 
IN 33.482 31.632 
Caldas .......... 10.557 9.559 
Cundinamarca eS 12.420 12.227 
Santander .....o.ooomcooom... $s 2.070 2.015 
Tolima 2.588 2.436 
Valle .. 8.197 8.318 
Sub-total 69.914 66.187 
Municipios: . 
BOBOtÁ cis nmrrdo cani ir 9.005 7.963 
Barranquilla .. cs 2.070 1.640 
Cali .......... Es 2.727 z 2.556 
Medellín .....oooooooooocomooo». “e 12,420 11,938 
Subtotal inimccccocrrcocin raras 26.222 24.097 
Bancos: : : e 
Banco Agrícola Hipotecario... «0... 22.560 21.123 
Banco de Colombia ........... xa 3.157 2.971 
Banco Hipotecario de Bogotá 17.210 16.674 
Banco Hipotecario de Colombia ... 13.521 12.452 
Sub<total vcd is 56.448 53.220 
Total 225.032 213.901 


Fuente; Anuario estadístico 1929. 


pasaron de $ 7.3 millones en 1921 a $ 40.8 millones en 1928; sin embargo, 
para este último año dichos ingresos representaron el 54,5% de los 
ingresos ordinarios, observándose una baja en su participación en 
relación con años anteriores, pues, por ejemplo, para 1925 su partici- 
pación era del 62.4%; en cambio, otros ingresos aumentaron su par- 
ticipación, como fue el caso de los servicios nacionales, los cuales se 
incrementaron de $ 1.7 millones en 1921 a $ 15.3 millones en 1928, 
representando para este año el 20.4% de los ingresos ordinarios (véanse 
Cuadros Nos. 4 y 5). Dentro del rubro servicios nacionales, el aumento 
provino principalmente por concepto de ferrocarriles y cables nacio- 
nales, cuyo rendimiento pasó de $ 3 millones en 1923 a $ 11.4 millones 
en 1928, llegando a representar el 74.6% de dicho rubro para este 
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último año.* Este aumento se explica por el gran impulso que la in- 
versión de los empréstitos externos le dio al ramo de los ferrocarriles. 
Cóntribuía también 'al aumento de los ingresos ordinarios el mejo- 
ramiento que la Reforma Kemmerer introdujo en los procedimientos 
de recaudación y administración de las rentas, y algunas innovaciones 
que se produjeron en el sistema tributario en 1927, como fueron la 
creación de nuevos impuestos y la reforma del impuesto sobre la 
renta. Pero en general, los factores que ocasionaron el crecimiento de 
los ingresos ordinarios del Estado correspondían principalmente a los 
efectos expansivos tanto del auge del sector exportador como de las 
grandes inversiones posibilitadas por los empréstitos externos. La con- 
jugación de estas dos circunstancias le infundieron a la economía 
nacional un ostensible dinamismo que se reflejaba en el aumento de 
los: ingresos: ordinarios del Estado. Esta situación se hacía patente 
también en cuanto a los ingresos. de los gobiernos departamentales: y 
municipales. Entre 1923 y.:1928-29, los: ingresos: departamentales: as- 
cendieron de $ 16.475.000 a $ 53.763.000, y los municipales de $ 11.703.000 
a $ 35.463,00 (véanse Cuadros Nos. 23 y 24). En el aumento de tales 
ingresos intervinieron, naturalmente, los empréstitos externos contrata- 
dos por algunos departamentos y municipios (entradas extraordinarias). 
En relación con dichos empréstitos, la situación era la siguiente: Saldos 
de las emisiones en 31 de diciembre de 1928, $ 69.914.000 para los 
departamentos y $ 26.222.000 para los municipios; saldos en circulación 
en 31 de diciembre de 1929, $ 66.187.000 y $-24.097.000 para unos y 
otros, respectivamente. Habida cuenta de los mencionados empréstitos, 
el aumento de los ingresos. corrientes de los departamentos y munici- 
pios era evidente, entre 1923 y 1928. Tal aumento provino principal- 
mente del ramo de contribuciones o impuestos (licores, tabaco, degúello, 
registro, etc.) que constituían lo principal de sus ingresos ordinarios 
(Gráfico 11) y en menor medida del ramo de bienes (arrendamientos, 
ferrocarriles, etc.) A su vez, el incremento de estos ingresos se debió 
a la ampliación del consumo para los bienes y servicios comprendidos 
en aquellos ramos, ampliación en la cual se reflejaban los efectos de 
mercado que generaban el sector exportador, las grandes inversiones 
públicas, el desarrollo industrial y el proceso de urbanización.* El 
incremento de los ingresos ordinarios y extraordinarios correspondió 
predominantemente a' aquellos departamentos y capitales que se loca- 
lizaban en los espacios dinámicos de la economía nacional (circuito de 
la producción cafetera de exportación, encrucijadas claves del comercio 


4) Anuario general de estadística, 1535, p. 298 y Memoria de hacienda, 1930, Cuadro A. 


5) Así por ejenvplo, el consumo de ganado vacuno, gravado con el impuesto de degile- 
llo, pasó de 528.642 cabezas en 1921 a 874.433 cabezas en 1928, Anuario estadístico general, 
1930, p. 409, 
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exterior e interior y áreas industriales), espacios en los cuales tomaban 
cuerpo los núcleos activos de las nuevas regiones económicas; hacia 
aquellos espacios se dirigían las nuevas inversiones tanto del Estado 
como del sector privado, todo lo cual, si bien articulaba extensas zonas 
del país —ampliándose con ello el ámbito del mercado interior— ge- 


CUADRO N? 23 
INGRESOS DE LOS GOBIERNOS DEPARTAMENTALES 1 


1923 - 1931 
(En miles de pesos) 


Rubros 1923 1924 1927-28 1928-29 1929-30 1930-31 
Bienes departamentales .. 547 1,430 1.538 483 2.244 3.153 
Contribuciones o impues- 
tos departamentales ... 14.117 17.152 32.268 35,948 31.093 25.965 
Entradas procedentes del 
Tesoro Nacional ....... 836 648 1.540 4.019 6.719 5.335 
Entradas extraordinarias. . 732 986 4.029 12,132 8.606 5.286 
Créditos de vigencias 
anteriores .....ooo.oo.o... 243 — 915 520 3.101 1.556 
Totales. cio. +... 16.475. 20,216: 40.290 53,102. 51.763: 41.295 


Indice base 1923 .. 100 122.7 244.6 322.3 314.2: 250.1 


1) Incluye las intendencias de: Chocó, Meta y' San "Andrés y Providencia; A 
Fuente: Anuario estadistico 1923-1931. 


CUADRO N? 24 


INGRESOS DE LOS GOBIERNOS MUNICIPALES 1923 - 1930 
(En miles de pesos) 


1923 1924 1928 1929 1930 
Bienes municipales ............... 3.104 2.246 13.524 6.586 6.243 
Contribuciones municipales ....... 5.203 5.409 5.706 8.947 8,800 
Entradas procedentes del tesoro 
nacional y del departamental .. 1.854 2.130 4.881 4,834 4.201 
Entradas extraordinarias ......... 790 962 6,188 7.239 4.207 
Créditos de vigencias anteriores .. 752 643 1.164 939 1.404 
Totales ......oooomcorooooomo.. 11.703 11.390 35.463 28.545 24.855 
Indice base 1923 .......oooooomo.- 100 97.3 303.0 243.9 212,4 
Fuente; Anuario estadístico 1923-1930. 
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Gráfico N? 11 


INGRESOS DE LOS GOBIERNOS DEPARTAMENTALES 
1930 


CONTRIBUCIÓN O IMPUESTOS 
DEPARTAMENTALES 


Y ENTRADAS 4 


Total: 41,295 mil 
EXTRAORDINARIAS ae 


de pesos corrientes 


Fuente: Cuadro N* 23 


Gráfico N* lla 


INGRESOS DE LOS GOBIERNOS MUNICIPALES 
1930 


Total: 24.855 miles 


de pesos corrientes 


Fuente:Cuadro N? 24 


neraba, al mismo tiempo, concentraciones económicas que acentuaban 
las nuevas desigualdades regionales del desarrollo, 

La demasiada insistencia en la afluencia de capital extranjero, en 
los empréstitos externos —invasión de capital que con cierto humor 
fue llamada “la danza de los millones”—, ha conducido con alguna 
frecuencia a explicar el auge de los años veinte, como exclusivamente 
causado por dichos empréstitos. Esta forma de interpretar subestima 
o sencillamente omite la función cumplida en dicho período, por los 
factores propios de la economía nacional, tales como la producción 
cafetera, el proceso de industrialización, el desarrollo urbano, las ins- 
tituciones económicas, los recursos corrientes del Estado, etc., factores 
que aportaron, al lado de los empréstitos, su parcial y peculiar impulso 
al auge. Así, por ejemplo, la industria y la urbanización habían co- 
menzado a adquirir una notable actividad, independientemente de 
los préstamos, impulsadas por un conjunto de circunstancias entre 
las cuales se destacaba la bonanza en que entraba la exportación 
cafetera, una vez superada la crisis de 1920-21. Refiriéndose al alza 
que adquiría el precio del café y sus efectos, el gerente del Banco de 
la República, Félix Salazar, expresaba lo siguiente en su primer in- 
forme (1923-1924): 


Si, como todo parece indicarlo, el precio del café se conserva al 
nivel requerido para dejar pingiúes: ganancias a los cultivadores: de 
aquel grano, será esta una: causa de enriquecimiento nacional y: de 
bienestar económico, por la acción estimulante que los altos precios 
ejercen sobre la producción, por el mayor pedido de mano de obra 
que hace subir los jornales, mejorando la condición de las clases la- 
boriosas, y por el ensanche de los consumos, con el que se benefician 
el comercio y las demás industrias nacionales. Todo ello sin contar la 
influencia decisiva que sobre la balanza comercial ejerce un aumento 
considerable en el precio de las exportaciones, influencia que hoy se 
está haciendo sentir con todos sus benéficos resultados, en la nivela- 
ción del cambio con el exterior.s 


Por su parte, refiriéndose a los mismos hechos, el ministro de 
hacienda en 1925 manifestaba lo siguiente: 


En estos dos años la producción nacional, que es fuente de toda 
clase de bienandanzas, y el precio de nuestros artículos exportables, 
que se han mantenido en un nivel remunerador, han determinado 
una balanza económica favorable que se ha hecho sentir en actividad 
de los negocios, incremento de las rentas, solidez y holgura: fiscal, 
multiplicación del movimiento bancario, reducción de intereses, mayor 
volumen de préstamos y ensanche de la circulación monetaria. Y más 
adelante agregaba: Y es de observarse que al mismo tiempo que han 


6) Primer informe del gerente del Banco de la República, julio 20 de 1928 a junio 30 
de 19M, pp. % y 26. 
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“venido aumentando las exportaciones y el valor del comercio inter- 
nacional; dentro de las industrias que mantienen el comercio nacional 
interno para sostener una población de siete millones de habitantes, 
el aumento de la riqueza pública ha tenido como exponente un eon- 
siderable ensanche y embellecimiento de nuestras ciudades, cuyas 
construcciones representan crecido número de millones, un notable 
desarrollo de plantaciones permanentes de café, de bananos, etc.; incre- 
mento de la ganadería, instalación de numerosas fábricas; extensión 
de vías férreas; todo lo cual representa un considerable avance en el 
camino de la ascensión nacional.7 


La Revista de la Sociedad de Agricultores en 1923 también daba 
cuenta de los desarrollos que se presentaban en la producción cafetera, 
en la agricultura y la ganadería, en el sector urbano, etc.? 

De inmediato, también contribuían al auge las instituciones y las 
reformas que entraron en funcionamiento a partir de 1923, tales como 
el Banco de la República, la reforma bancaria y monetaria, la reor- 
ganización: fiscal, el Banco Agrícola Hipotecario (1924), etc., y, asi- 
mismo, las condiciones de una relativa estabilidad político-institucional 
que pese a los conflictos sociales, no se veía perturbada: por la gue- 
rra civil, a la cual se había recurrido con frecuencia en el siglo pasado 
para la solución de los conflictos políticos. 

En lo que respecta al Estado, en 1923 se pasó de una situación 
de secular déficit fiscal a un período de superávit que, con la excep- 
ción de 1926, se prolongará hasta 1927, año a partir del cual se entrará 
de nuevo en un período de déficit fiscal. El tránsito del déficit al 
superávit en 1923, se debió principalmente a la política de restricción 
y economías en los gastos públicos, iniciada en los años anteriores, a 
raíz de la crisis de 1920-21, lo cual se inscribía en los propósitos de 
obtener un presupuesto equilibrado; al aumento de los ingresos co- 
munes del Estado, principalmente el de aduanas; y a los efectos de 
las reformas sobre las cuestiones fiscal y presupuestal. Acerca de este 
último aspecto, el citado informe del Gerente del Banco de la Re- 
pública consignaba: 

Por lo que toca a la situación fiscal, puede decirse sin exageración 

que es la mejor que ha tenido el país durante los años de su existen- 

cia. El presupuesto nacional ha alcanzado por primera vez un equili- 

brio estable, merced a las sabias leyes sugeridas por la Misión de 

Consejeros Financieros, votadas por el congreso con encomiable pa- 

triotismo y ejecutadas por el gobierno en forma acertada y enérgica; 

las rentas públicas, que produjeron en el año pasado (1923, B, T.) 

treinta y tres millones de pesos, han bastado a satisfacer puntualmente 


7) Memoria que presenta el ministro de hacienda y crédito público al congreso na- 
cional en las sesiones ordinarias de 1925, po. 12-13. Lo destacado es nuestro. 


8) Revista nacional de agricultura, Nos, 233 y 234, noviembre-diciembre de 1923, pp. 
115 y ss. 
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todos los gastos del gobierno, dejando.un excedente de consideración; 
la fiscalización en el manejo de los caudales: colectivos se extiende e 
intensifica cada vez más; se van aumentando. el orden y. el método 
en todas las erogaciones públicas, y. el perfeccionamiento de los siste- 
mas de recaudación hace prever un aumento constante en los ingresos 
del erario.* 


En 1926, el ministro de hacienda resumía la situación presupuestal 
de los tres últimos años en los siguientes términos: 


(...) cuando se estudia el presupuesto y se ve que los ingresos 
atienden no únicamente a los servicios que sostienen Ja vida adminis- 
trativa, sino que rinden más de lo suficiente para cumplir toda obli- 
gación a su tiempo; cuando en tal documento se advierte la exigúidad 
de la deuda pública y la rapidez en que ella se viene extinguiendo; 
cuando se nota que la mitad de las rentas basta a los servicios ordi- 
narios y que un considerable saldo puede ser aplicado al servicio de 
la deuda pública y a la ejecución de obras de progreso de carácter 
eminentemente reproductivo; cuando todo ello es así, como es el caso 
en Colombia desde que se cumplió la reorganización fiscal del año 
de 1923, es lo natural que los acreedores existentes y las poderosas 
entidades de crédito que quieran interesarse en negocios con Colombia 
encuentran en el presupuesto nacional la prueba por excelencia de * 
la capacidad moral y económica del Estado para satisfacer los: com- 
promisos que contraiga.t0 


Como lo recalcan las citas anteriores, el incremento de los in- 
gresos ordinarios del Estado a partir de 1923, por las razones anotadas, 
permitió no sólo cubrir los gastos de funcionamiento 'sino también 
destinar un considerable saldo para el servicio de la deuda pública 
y para la ejecución de las obras de progreso, “reproductivas”, como 
los ferrocarriles, etc. En esta forma, el Estado había comenzado a 
adquirir, por el impulso propio de los factores que acrecentaban sus 
ingresos ordinarios, una cierta capacidad financiera para responder 
a una de las exigencias fundamentales y perentorias del desarrollo: 
el avance en la construcción de las obras de infraestructura, 

Si tenemos en cuenta la dinámica que los factores de la economía 
nacional ostensiblemente habían comenzado a presentar a partir de 
1923, independientemente del boom de los empréstitos externos, pro- 
bablemente no resultan tan infundadas aquellas apreciaciones críticas 
que miraban con aprensión el riesgoso y comprometido camino del 
amplio endeudamiento externo, como la vía más expedita para lograr 
el impulso al desarrollo, y más bien parecían confiar en los recursos 
internos y en la utilización frugal del crédito externo como la ruta 
más segura para el desarrollo. Post festum, después de la “Danza de 


9) Primer informe del gerente..., p. M. 
10) Memoria de hacienda, 1926, p. 6. 
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los millones” y una vez en presencia de los inquietantes desequilibrios 
provocados por el desbordamiento de los empréstitos, no faltaron las 
voces que afirmaran que hubiese sido preferible el lento pero confiable 
camino de los recursos nacionales y del endeudamiento moderado. 


2. El Incremento de los Gastos Públicos y sus Efectos 


Entre el conjunto de los diversos factores, internos y externos, 
que ocasionaron el auge de los años veinte, los empréstitos ocuparon 
un lugar destacado. El Estado fue el actor principal en la gestión y 
asignación de los empréstitos: del total obtenido, el 74.9% ingresó 
directamente a los presupuestos. del sector público, en la siguiente 
forma: gobierno central el 32.2%, departamento el 31.1% y municipios 
el 11.6%, El 25.1% correspondió a los bancos. Los empréstitos (ingre- 
sos: extraordinarios) y. el aumento delos. ingresos. ordinarios, ante- 
riormente descrito, incrementaron enormemente la capacidad de gasto 
del sector público. En lo que respecta al gobierno central, el aumento 
de gastos se registró prácticamente en todos los ministerios y depen- 
dencias. Sin embargo, la mayor magnitud de. los aumentos corres- 
pondió al Ministerio de Obras Públicas (véanse. Cuadros. Nos. 25 y 
26). Si en 1923 los gastos de este Ministerio eran de $ 6.3 millones (el 
16.2% del total), para 1928 habían ascendido a $ 62 millones (el 53.9% 
del total de gastos). Ello indica que el incremento de gastos durante 
dicho período se orientó predominantemente a las obras de infraes- 
tructura, de las cuales se encargaba el Ministerio de Obras Públicas 
(véase Gráfico N* 12). Tal aumento correspondía a la política general 
de gastos del Estado, encaminada a incrementar los gastos de inver- 
sión (Cuadros Nos. 27 y 28), lo cual se expresaba en una participación 
creciente de éstos en el total de gastos: si en 1926 eran de 32.8 millones, 
representando el 48,6% del total, en 1928 habían ascendido a 65.1 mi- 
lones y representaban el 56.4% del total de gastos, Este notable incre- 
mento contrasta con el muy reducido para los gastos sociales, los cuales 
pasaron de 4.5 millones (6.7%) a 6.8 millones (el 6.0% del total) du- 
rante los mismos años (véanse Cuadro N* 29 y Gráfico N% 13). Ahora 
bien, atendiendo a la composición de los gastos de inversión (fomento 
económico) resulta evidente que el mayor porcentaje correspondió al 
ramo de ferrocarriles; le seguía de lejos la inversión en carreteras, y 
a mayor distancia aun, las inversiones en navegación y puertos, en 
caminos y puentes y en edificios; el fomento a la agricultura y a la ga- 
nadería era irrisorio, lo mismo 'que a otros renglones de la economía 
(véanse Cuadros Nos. 30 y 31). Por lo tanto, en su conjunto, los gastos 
de fomento económico se efectuaron en el sector de las vías de trans- 
porte, dentro del cual la prioridad correspondió a los ferrocarriles 
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(Gráfico NO 14); sólo secundariamente se atendieron las otras vías: 
Como resultado de las inversiones en vías de transporte, la red ferro- 
carrilera en uso creció de 1.527 kilómetros que había en 1923 a 2.843 
kilómetros en 1930; ** también entre 1923 y 1930 se construyeron 1.180 
kilómetros de carreteras y 435 kilómetros de caminos. Como atrás lo 
expresábamos, los proyectos acerca del desarrollo vial del país bus- 
caban corresponder, en general, a las exigencias tanto del comercio 
exterior como del comercio interior. Ahora bien, el resultado más 
notable y significativo de la red vial construída en los años veinte, 
no fue tanto el desarrollo de las vías hacia el exterior, como el de 
lograr una mayor articulación entre las zonas internas del país (véase 
mapa), con lo cual se ampliaba y unificaba el mercado interno, se 


Gráfico N*12 


GASTOS DE LOS MINISTERIOS DE GOBIERNO, HACIENDA, 
GUERRA Y OBRAS PUBLICAS 1923-1936 
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Fuente: Cuadro N*-25 


11) Anuario general de estadística, 1935, p. 153. 
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6rdfico N* 13 


ESTRUCTURA DE LOS GASTOS PUBLICOS 
NACIONALES 3926-1936 


GASTOS TOTALES 
“— — GASTOS DE ADMINISTRACION Y FUNCIONAMIENTO 
GASTOS INVERSION 
** GASTOS SOCIALES 


MILLONES. . DE - PESOS 


Fuente: Cuadro N* 29 Nota: Los porcentajes se han establecido 
en relación al total de gastos 


] MY Y Y AA RAMA MA 
consolidaba el “Waspació económico nacional”.* A través de aquellas 


inversiones el Estado intervenía directamente en la creación de la 
infraestructura vial que requería el desarrollo capitalista del país. De 
este modo, el Estado enfrentaba la solución de otro de los graves 
problemas —las vías de comunicación— que bloqueaba el desarrollo 
de las actividades vinculadas al mercado interno y al comercio exte- 
rior, problema al cual nos hemos referido anteriormente. Para la so- 
lución de dicho problema el Estado adoptó, entonces, como medio 


12) Vélez, Hugo, op. clt., p. 71; véase también, entre otros, Bejarano, Jesús Antonio, 
Op. cit., pp. 97 y ss, Rodríguez Oscar, Efectos de la gran depresión en la industria colom- 
bíana, Ed, La Carreta, Bogotá, 1972, p. 42, 
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CUADRO Ne 25 


GASTOS PUBLICOS NACIONALES POR MINISTERIOS 1923 - 1936 
(En miles de pesos) 


MINISTERIOS 


Depto, 

Hacien- de Hi- 

da y Correos Obras giene y 
Go- Rel  Créd. Gue-  Ind.y Edu- yTelé- Públi- Asist, Otros 

Años 'fotal: bierno Ext, Público rra Trab, cación grafos cas Pú». 1 

1983 .. 38.936 6.166 894 15.592 3.250 525 2.524 3.588 6.343 — 54 
192% .. 40,347 5.798 786 11.330 3.000 254 2.607 3.801 12.493 = 37 
1925 .. 49.645 7.267 “Sl: 11.551 3.594 323. 3.163 4.514: 17.964 316 
1928 .. 67.603 17,479: 857 10.650 4.570 5/1 7 4.069 5.141 33.079 — $90 
1927 .. 84.411 8.568 1.029': 13.536 6.975 1.166 5.764 6.352 40,443 = 57 
1928 .. 115.105: 11.677 1.323: 15.484 11.487 1.890 * 7.268: 7.025 62,066 = 89 
1929 .. 9.824 1302 17,542 7,227 2,546: 7.115 7.039 28.858 — 893 
1990 . 8.195 1,003 20.640 4.175 1.722: 4.3875 5,588 13,775 — ese 
1931 . 8.670 915 20.185 3,915 1.248: 1.438 4.336 8.003 2.512 617 
1992 . 6.748 808 17.358 3.715 1.049 1.213. 3.649 9.077 2.002 362 
1033 . 6.838 - 1,303 - 14.174 16.778 1.288: 1.267 3.977 13.599 2.084 367 
19% . 7.591. 1,337 23.008 23.691 1.320" 1.540 3.500 7.674 2.186 1,181 
1935 .. 7.978 1.698 13408 13.120 1.032 2.204 3.870 8.356 2.211 1.204 
1936 .. 68,337 10.488 1.759 17.830 18.417 659 4.583 3.867 11.190 2.642 1,902 


1) Incluye Departamento de Contraloría; Sección de Provisiones, hasta 1991; y Minis- 
terio de Agricultura, desde 1934, 


Fuente: Anuario general de estadística. 


CUADRO N0 26 


DISTRIBUCION PORCENTUAL DE LOS. GASTOS PUBLICOS NACIONALES 
POR MINISTERIOS 1923 - 1936 


MINISTERIOS 


Depto. 

Hacion- de Hi- 

da y Correos Obras giene y 

Go- Rel. Créd. Gue- ind.y Edu- y Telé- Públi- Asist, Otros 
Años Total bierno Ext, Público  xra Trab, cación grafos cas Púb. 

100 15.8 2.3 40.0 83 13 6.4 9.2 16.2 == 0.1 
100 14,4 19 28,1 TA 0.6 6.5 9.4 30.8 = 0.8 
100 14.6 1.5 233 7,2 0.6 6.4 91 36.2 2. 10 
100 111 13 157 6.8 0,8 6.0 7.6 49.8 == 0.9 
100 10.1 1.2 16.0 83 14 $8 7.5 471.9 =S 0.7 
100 10.1 11 13.4 65 1.6 6.3 6.1 53.9 - 0.7 
100 11.9 16 21.3 8.8 31 86 8.5 35.0 — 1.1 
100 144 16 33.6 6.8 28 Ti 9,2 22.6 —_ 14 
100 16.7 18 38,9 76 24 28: 83 15.4 4.8 1.2 
100 14.7 17 37 8.1 23... 28 7.9 19.7 43 0.8 
100 11.1 2.1 23.0 27.2 20 20 6.4 22.0 34 05 
100 10.3 18 31.3 32,3 17 2.1 53 10.4 30 1.6 
100 14 3.1 2.3 23.8 1.9 4.0 7.0 15.1 40 28 
100 153 28 26,1 19.6 1.0 6.7 56 16.4 3.9 28 


Fuente: Cuadro N* 2, 
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CUADRO N? 27 


GASTOS PUBLICOS NACIONALES POR GRUPOS 1926 - 1936 


(En miles de pesos) 


¿ _ _ ___XAA«> 


Servi. 
Admi, Costos Servi. cultu Finito, Defensa Protc. Deuda Gastos 
Años Total Pblca, Ráción, Pbis. rales. Econ, Nal. Justí. social Publ varios 


1926 ... 67,458 4.036 3,582 5.286 1.834 32.796 4.806 6299 2.687 6.492 186 
1927 ... 84413 7.200 3.520 6.309 1.815 42.143 6,300 6.915 3.358 . 6.048 203 
1928 ... 115,49 6586 4.525 6987 2.755 65.110 6.702 9.243 4,125 7.185 1.422 


82,522 6,205 TMB 7034 2.916 29,506  6:157 8.114 4.498 9.039 598, 
60,948 8.045 5,499 5.589 1.772 14206 3.741 7.254 3.242 9.648 1.455 
51.989. 4,773, 2084 4219 1.672 11.490 3.546 6,688 2.984 92% 5.309 
42.004... 3,497... 1.905: 3.780. 1.430 6.688 3,547. : 5570 2.388 10.146 3.119 
56.339... 4,361: 2,020... 3:689::: 1.772: 12.586... 10.411. 6.394. 4.110 11.146 850 


834: ...':. 74.969: 4,983. 2.005. 4:21... 2.084... 7.267... 20.442. 5,834. 3,206. 23,842 1.141 
1935: ...:: 61.091: 7,762: 2.289:.: 4.601: 2,893... 9.442... 10.823.:: 6.605: 4.683. 11.122 901 
1936 '....:: 08.398... 4.715: 2,054: 4,114: 4.103 9.822. 12,928. 8,249: 4.505 -: 11,864 6.348 


Fuente: Anuario general de estadística, 


CUADRO N?* 28 


DISTRIBUCION PORCENTUAL DE LOS GASTOS PUBLICOS 
NACIONALES POR GRUPOS 1926 - 1936 


Adminis. Cstos, Servi- Serv, Fito. Defen- Protec- Deu- 

tración recau- cios pú- enltu- econó- sana- Justi- ción da pú- Gastos 
Años Total pública dación blicos rales mico cional cia social blica varios 
1926 ... 100 6.0 5,2 7.8 2.7 486 6.4 9.3 4.0 9.6 0.3 
1927 ... 100 8.5 4.2 7.5 2.1 50.0 7.5 8.2 4.0 7.2 0,9 
1928 ... 100 5.6 3.9 6.1 2.4 56.5 5.8 8.0 3.6 6.7 1.2 
1929 ... 100 7.6 9.7 8.5 3.5 35.8 7.5 9.8 5.4 10,9 0.7 
1930 ... 100 14.0 9.0 9.2 2.9 23,3 6.1 11.9 5.3 15.8 2.4 
1931 ... 100 9.2 4.0 8.1 3.2 22.1 6.8 12.9 5.7 17,2 10.2 
1932 ... 100 8.3 4,5 90 3.4 15,9 8.4 13.3 5,7 24.1 7.4 
1933 ... 100 7.7 3.6 6.5 3.1 22.3 18.4 9.6 7.3 19.8 1.5 
1934 ... 100 6.6 2.7 5.6 2.8 9.7 27.3 7.8 4.3 31.8 1.5 
1935 ... 100 12.7 3.7 7.5 :4.7 15.4 17.7 10.8 7.6 18.2 9.3 
1936 ... 100 6.9 3.0 6.0 6.1 14.4 18.9 12.1 6.7 16.6 9.2 


Fuente: Cuadro No 27, 
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CUADRO N? 29 


ESTRUCTURA DE LOS GASTOS PUBLICOS NACIONALES 1926-1936 


(Miles de pesos) 


Gastos de 
Total de Admon, y fun- Gastos Inv. : Gastos 
Años gastos cionamiento % (Fto. Eco.) % sociales % 
1926 . 67.458 30.141 44.7 32.796 48.6 4.521 6.7 
1927 , 84,413 37.097 43.9 42.143 50,0 5.173 6.1 
1928 . 115,149 43.159 37.5 65,110 > 56.5 6.880 6.0 
1929 . 82.522 45.537 55.2 29.566 35.8 7.414 9.0 
1930 , 66.948 41.728 62.3 14,206 23.3 5.014 7.5 
1931 . ' 51.989 35.843 68.9 11,490 22.1 4.656 8.9 
1932 . 42.064 31.566 75.0 6.686 15.0 3.812 9.0 
1933 . 56.339 37.871 67.2 12.586 22.3 5.882 10,4 
1934 . 74,969 62.412 83.2 7.267 9.7 5.290 7.0 
1935 . 61.091 44.093 12.2 9,442 15.5, 7.556. 12,4 
1936 . 68.338 49.768 72.8 9.822 14,4 8.748 12.8 
Fuente: Cuadro N? 27. 
CUADRO N? 30. 
COMPOSICIÓN DE LOS GASTOS PUBLICOS NACIONALES DE INVERSION 
(Fomento Económico) 1926 - 1936 
(En miles de pesos) 
Baldíos, Cami- Navega- Agricul- Indus- 
coloniz. e Ferro-. Carre- nosy cióny  Edi- tura y ga- trias 
Años Total inmigrac. carriles  teras puentes puertos ficios nadería varias Otros 
1926 ... 32.796 19 22.319 4,429 1.178 2.079 1.414 139 26 1,198 
1927 ... 42.143 15 25.148 6.041 2.789 5.002 1.450 304 El 2.385 
1928 ... 65.110 460 41.904 11.127 1.155 6.382 1.385 399 14 2.284 
1929 ... 29.586 105 18.555 6.096 654 2,292 983 483 23 375 
1930 ,.. 14.206 62 10.975 1.535 34 627 305 480 3 185 
1931 ... 11.490 56 6.080 929 78. 458 259 523 3.000 155 
1932 ... 6.686 70 180 2.664 2 2.573 703 389 3 15 
1933 ... 12.586 66 546 6.911 245 2.845 1.092 $78 w 292 
1934 ... 7.267 158 10 3.562 267 1.959 915 98 249 49 
1935 ... 9,442 113 524 4.822 238 2.098 935 688 16 2 


1936 ... 9.360 142 - 6.106 101 1.706 650 461 38 156 


Fuente: Anuario general de estadística, 
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CUADRO N? 31 


DISTRIBUCION. PORCENTUAL-DE LOS GASTOS PUBLICOS NACIONALES DE 


INVERSION (Fomento Económico) 1926 - 1936 


Baladíos, Cami- Navega- Agricul- Indus- 
coloniz, e Ferro- Carre- nosy cióny  Edi- tura y ga- trias 
Años Total inmigrac. carriles  teras puentes puertos ficios nadería varias Otros 


100 0.06 68.05 13.50 3.59 6.34 4.31 0,42 0.08 3.28 

100 0.03 59.67 14.33 6,62 11.87 3,44 0.72 0.02 3.29 

. 100 0.70 64.36 17.09 177 9.80 2.13 0.61 0.02 3.51 

2... 100 0.36 62.36 20.62 2.21 NE 3.32 1.63 0.07 1.27 

s.. 100 0.44 717.26 10.80 0.24 441 2.15 3.38 0.02 1.30 

931 ... 100 0.49 52.91 8.08 0.69 3.99 2.25 4.55 26.10 1.35 
... “100 1.05 *- 2.69 '' 39,84 0.38 38,48 10.51 5.81 0.04 1.12 

vo. :100 0.52: 4,838 54.91: 1.95. 22.60 8.68 4.59 0.07 2.92 

ue 100: 27 0,18 49.02 3.67.:: 26.96... 12.59 1.35 3,43 0.67 
44403100 1.25 555. 51,07 2.50 22,22 9.90 7.29 0.17 0.02 

vi 5100. 1.51 ia 0 65.09 1.08: 18.23: 6,94 4.92 0,40 1.66 

e o nr 


7 Fuente: Cuadro N9 30, 


prioritario, el sistema de las vías ferrocarrileras. Sin embargo, pese 
a que con los ferrocarriles construídos se había avanzado —aunque 
no a plenitud— en la articulación de las regiones económicas, la po- 
lítica posterior del Estado, a partir de 1930, abandonará su insistencia en 
los ferrocarriles, y adoptará el sistema de carreteras y del transporte 
automotor. 

Las grandes inversiones del Estado en las obras públicas, ferro- 
carriles, etc., generaron un conjunto de efectos a los cuales nos refe- 
riremos de paso, puesto que se trata de una historia más o menos bien 
conocida, Uno de esos efectos consistió —como se sabe— en la gran 
absorción de fuerza de trabajo por las obras públicas, en las cuales 
se empleaban más de 50.000 obreros.'* Además de las.obras públicas, 
y de la ampliación del entable burocrático del Estado, etc., otros sec- 
tores de la economía, tales como la industria, el comercio, la cons- 
trucción urbana, la explotación petrolífera, etc., contribuían, aunque 
en menor medida, a la absorción de brazos. Esta captación de fuerza 
de trabajo, extraída principalmente del sector rural, fue el motivo 
más explícito para que el gremio de agricultores se quejase insisten- 


13) Memoria del ministro de obras públicas, 1929, p. VIL. “Durante los años de infla- 
ción, cuando el gobierno se empeñó en construír a la vez infinidad de carreteras y de 
líneas férress... se quitaron a la agricultura más de cincuenta mil obreros.” El Tiempo, 
miércoles 19 de enero de 1930. En 30.000 calculó el número de obreros Alejandro López. 
Problemas colombianos, Ed. París-América, París, 1927, p. 143, Marco Palacios traé el dato 
de 40.000 trabajadores empleados en obras públicas (op. cit., p. 308). 
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Grafico N* 14 


SIGNIFICACION DE LA INVERSION EN FERROCARRILES Y CARRETERAS SOBRE 
EL TOTAL DE GASTOS PUBLICOS NACIONALES DE INVERSION (FOMENTO ECONOMICO) 


1926-1936 


60: 


GASTOS TOTALES DE INVERSIÓN 
FERROCARRILES 
CARRETERAS 


MILLONES DE PESOS CORRIENTES 


Fuente: Cuadros N* 30 y 31 Nota: Los porcentajes 'se han establecido en' relación al totul 
de gastos de inversión 


temente de la escasez de brazos, aduciendo que era el problema o la 
crisis que afrontaba el sector agrario: b 


La causa y razón de esta crisis de la economía nacional — decía 
la SAC— radica exclusivamente en el acometimiento de multitud de 
empresas particulares y de obras de carácter oficial diseminadas en 
toda la república y sostenidas con cuantiosos empréstitos nacionales, 
departamentales y municipales; con los millones de las cosechas de 
café, con la fácil obtención de préstamos en los bancos y el abara- 
tamiento del interés del dinero producido por la abundancia del me- 
dio circulante. Las explotaciones petrolíferas que se intensifican día 
por día, la construcción del oleoducto, la multiplicación de las bana- 
neras, el ensanche de las empresas de transporte, el avance de ferro- 
carriles, carreteras, caminos. en los departamentos, intendencias y 
comisarías; el levantamiento de palacios, obras de urbanización y 
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FERROCARRILES CONSTRUIDOS ENTRE 1914 y 1929 


RS 

pes 
¡Cúcuta 

ÚN de 


OCEANO PACIFICO 


FERROCARRILES 


—— Construidos en 1914 
- Construidos entre 1922 y 1929 


Integración Bogotá - Cundinamarco 


Integración Valle del Cauca 
región cofetera 


Fuente : DANE - Boletín Mensuol de Estadística No 300 Julio de 1976 
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edificaciones destinadas al inquilinato, a la banca y al comercio en 
muchas ciudades y en poblaciones de segundo orden; la apertura de 
grandes dehesas para el engorde de ganados, como las establecidas en 
la intendencia del Meta y la organización y desarrollo de nuevas in- 
dustrias entre las cuales debemos mencionar la extractiva, por el 
éxodo de colonizadores a las selvas orientales en busca de las gomas 
que vuelven a tener cotizaciones muy altas, han determinado una 
demanda colosal de brazos, para la cual no estábamos preparados.1! 


La sociedad de agricultores manifestaba seguidamente que los 
agricultores no podían resistir la competencia que les hacían los altos 
salarios que pagaban el gobierno y las empresas, razón por la cual la 
agricultura quedaba sin brazos. ** Como lo han observado algunos auto- 
res, aquel proceso contribuía a disolver las relaciones de trabajo 
tradicionales del sector agrario, 

Concomitantemente con la absorción de brazos, las obras públicas 
contribuían a la apertura del mercado, no solamente por el efecto ya 
mencionado de la integración regional, sino también por la demanda 
de materiales para las obras y de bienes de consumo directo (manu- 
facturados y agrícolas) para los trabajadores; a esto se agregaban las 
demandas generadas en los otros renglones y ramos del' Estado (ád- 
ministración, servicios públicos, justicia, servicios culturales, defensa, 
protección social, etc.) que correspondían al aumento de los gastos 
corrientes; es decir, el Estado, a través del incremento: de los gastos 
corrientes y sobre todo de los gastos de inversión, contribuía obsten- 
siblemente a la expansión del mercado, lo cual, si bien presionaba las 
importaciones, también favorecía y estimulaba los sectores económi- 
cos internos (industria, comercio, construcción, etc.) Este es uno de 
los aspectos más notables de la intervención económica del Estado en 
los años veinte. Aquella extensión del mercado por pante del Estado 
coadyuvó al dinamismo que los elementos económicos nacionales ad- 
quirieron en dicho período convirtiéndolo en la etapa de mayor cre- 
cimiento económico en la historia colombiana.!* Por supuesto, no sólo 
el gasto público, sino también el auge cafetero, la inversión indus- 
trial y el desarrollo urbano, determinaban la ampliación del mercado, 
generando una dinámica de especial consecuencia para la agricultura.!* 


14) Revista nacional de agricultura, Nos. 259 y 260, enero-febrero de 1926, pp. 180-181. 


15) Ibídem, p. 181. 

16) Patiño Roselli, Alfonso, La prosperidad a debe y la gran erisis 1925-1935, Baneo de 
la República, Bogotá, 1981, p. 25: En el mismo sentido se expresa la Cepal al considerar 
el crecimiento del producto interno bruto por habitante, que fue del 5.2% anual, y el 
coeficiente de inversiones que alcanzó un promedio del 26%, no igualado posteriormente. 
Cepal, Análisis y proyecciones del desarroilo económico, IM. El desarrollo económico de 
Colombia, Naciones Unidas, México, 1957, p. 11: 

17) Véanse López, Hugo, op. cit:, pp. 104-116; Bejarano, Jesús Antonio, op. cit., pp. 181 
y ss.; Kalmanovitz, Salomón, “Evolución: de la' estructura agraria colombiana”, en Cua- 
dernos colombianos, N0 3, Bogotá, 1974, pp. 358 y ss. 
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El enorme incremento de la demanda interna de productos agríco- 
las no se vio correspondido de un aumento correlativo en la oferta de 
tales productos, lo cual generó un movimiento alcista en los precios 
de las subsistencias, Este movimiento incidía a su turno en el alza de 
los salarios, los cuales venían siendo nominalmente altos, dadas las 
condiciones de pleno empleo que se crearon en el período. Estos movi- 
mientos alcistas afectaban el desarrollo de las actividades en donde se 
ubicaba el mercado de consumo para los productos agrícolas, vale 
decir, afectaban a la economía cafetera de exportación, a la industria 
y las actividades urbanas, y al sector público. Varios fenómenos se 
plantearon a raíz de la incongruencia entre las demandas de estos 
sectores y la incapacidad de respuesta de la agricultura. De una parte, 
tal incongruencia motivó, por parte del gobierno, la expedición de la 
famosa. “ley de emergencia”, la cual establecía la reducción de los 
derechos de aduana para la importación de subsistencias (arroz, azú- 
car, harina de trigo, maíz, fríjoles, lentejas, manteca de cerdo y carnes 
saladas). De este modo, se apelaba a la importación como el medio más 
inmediato para detener el alza de las subsistencias y solucionar el im- 
pase agrario; dicha medida contribuyó a detener el desarrollo agrícola 
que se había registrado en anteriores años. De otra parte, aquella in- 
congruencia permitió el afloramiento del llamado “problema agra- 
rio”. ** Este problema aludía a la tradicional y rígida estructura de la 
producción agrícola que, al recibir el llamado del mercado interno, la 
incapacitaban para corresponder adecuadamente a las demandas; es 
decir, la agricultura no estaba en condiciones de responder a las exi- 
gencias que le planteaba el acelerado desarrollo de los otros sectores 
de la economía. De inmediato, el problema señalaba la baja capacidad 
productiva de la agricultura, la cual dependía, entre otros factores, de 
las atrasadas condiciones técnicas y científicas de la producción y del 
tipo de relaciones imperantes en ésta. Por su, puesto que a ello se agre- 
gaban otros fenómenos que incidían en la circulación de los productos, 
tales como la escasez de transporte, los altos fletes, las aduanas interio- 
res, el acaparamiento el exceso de intermediarios, la deficiente organiza- 
ción de los mercados, etc.*” También se recalcaba la falta de una política 
estatal decidida y estimulante del desarrollo agrario. Ante todo, el pro- 
blema se concebía como una cuestión de productividad. Según Esteban 
Jaramillo, ministro le hacienda en 1928, la necesidad fundamental de 
Colombia era producir tanto para alimentar el consumo interno como 
para atender el comercio de exportación.? Sostenía que: 


38) Cfr. López, Hugo, op. cit., pp. 104 y ss.; Bejarano, Jesús Antonio, op. cit., pp. 191-284. 


19) “Informe que el comité encargado de estudiar el problema de la carestía de la vida, 
rinde al excelentísimo sefior presidente de la república y al señor ministro de industrias.” 
Revista de industrias, N 36, Bogotá, mayo de 1927, pp. 435 y ss. 

20) Memorias de hacienda, 1928, p. 7. 


174 


Nuestra agricultura necesita una gran protección por parte: del 
Estado, pero si esa protección se hace solamente, como ha venido ha- 
ciéndose, en forma de altos derechos de aduana para los víveres, 
acabaremos por arruinarla. Lo que la agricultura necesita es: crédito 
en buenas condiciones; medios de transporte abundantes, rápidos' y 
baratos; maquinaria, abonos y semillas a muy bajo costo; concurso 
técnico; sistemas de regadío apropiados, todo lo cual ha sido objeto 
por mi parte de la más honda y constante preocupación, 21 


Concebido el problema agrario como una cuestión de productivi- 
dad, alternativamente a la ley de emergencia, el gobierno proponía 
una política agraria, no basada en la protección aduanera, pues ésta se 
hacía inexistente con la citada ley, sino en el fomento a través del 
crédito, la asistencia técnica, el desarrollo de las vías, la reducción de 
fletes, el abaratamiento de los insumos, etc. Por lo tanto, la política 
agraria que el gobierno concebía buscaba ante todo poner a producir 
la tierra, para lo cual no se creía necesario modificar la tenencia de 
la misma, es decir, se trataba de una modernización de la producción 
agrícola sobre la base de la propiedad territorial existente. De manera 
especial, como lo observa Hugo López, aquella política era compatible 
con el mantenimiento de la gran propiedad territorial, ?? 

Pese a aquellos propósitos, era evidente que la “ley de emergencia” 
deprimía aún más la producción agrícola, ” afectando los intereses de 
un amplio grupo de hacendados y terratenientes. La SAC solicitaba 
con insistencia la derogatoria de dicha ley, si bien inicialmente había 
apoyado su expedición presionada por el gremio de los cafeteros. La 
derogatoria sólo se produciría en los comienzos del gobierno liberal de 
Olaya Herrera. La política adoptada por el gobierno y el conjunto de 
intereses contrapuestos que se jugaban en torno a la ley de emergen- 
cia, que se suscitaban acerca de la cuestión agraria, permiten —por lo 
tanto— hacer alguna observación sobre el carácter del Estado en la 
última fase de la llamada República Conservadora. Se ha sostenido, 
con alguna frecuencia, que dicho carácter correspondía a la naturaleza 
de un Estado terrateniente y señorial, que el Estado no era más que 


un instrumento de la clase de terratenientes y hacendados, puesto que * 


se hallaba controlado por el partido conservador, el cual se dice, repre- 
sentaba precisamente los intereses de dicha clase. Esta interpretación 
esquemática y simplista no resulta congruente con los hechos: si se 
supone que el Estado bajo el control conservador era un instrumento 
de los terratenientes, sencillamente resulta inexplicable no sólo la ley 


21) Revista del Banco de la República, N? 12, Bogotá, octubre 20 de 1188, p. 248, 

22) López, Hugo, op. cit., p. H4. 

23) “Informe de la comisión de ley de emergencia”, Revista nacional de agricultura, Nos. 
287 y 288, mayo-junio de 1928, pp. 338 y ss. 
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de emergencia, sino prácticamente toda la política económica de los 
gobiernos conservadores, la cual obedecía a intereses y propósitos 
mucho más generales que el interés particular de los terratenientes. 
Fue en nombre de esos intereses generales —que de manera global se 
inscribían en el proceso de modernización capitalista— como el Estado 
inclusive llegó a contraponerse, en las circunstancias descritas, a los 
intereses terratenientes, aunque no en una forma antagónica, puesto 
que alternativamente a la ley indicada proponía una política de fo- 
mento a la producción congruente con la gran propiedad territorial. 
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CAPITULO XI 


Consecuencias de los Empréstitos para el Estado 


1. El Drama del Estado en la Administración de la Prosperidad, La 
Intervención de los Intereses Nacionales y Extranjeros 


La historia de los empréstitos, pese a sus efectos positivos, implicó 
para el Estado la creación de condiciones muy. comprometedoras, y 
estuvo, además, plagada de problemas, errores y de turbias circunstan- 
cias, Así, por ejemplo, por la asignación de las. partidas se suscitaron 
un sinnúmero de púgnas regionales y locales, en donde cada cual de- 
seaba obtener el máximo de recursos para:la realización. delas obras 
de su comarca que se argumentaban siempre como las más urgentes e 
importantes. Parecía como si la parroquia no dejara ver al país. 

Estas disputas seccionales ya se habían manifestado la raíz del 
reparto de la indemnización americana, con el insólito: resultado de 
que el total de las asignaciones era muy superior a la suma de la 
indemnización. De este modo se producía la dispersión de las invet- 
siones diseminándose en un amplio número de obras locales y regio- 
nales, quedando una gran parte de ellas apenas iniciadas o sin terminar, 
Contribuía a la dispersión y al incontrolado endeudamiento el hecho 
de que los departamentos y municipios podían contratar libremente 
empréstitos externos. En 1928, por intermedio de la Ley 6% de dicho 
año, el gobierno pretendió restringir los empréstitos departamentales 
y municipales, poniendo como condición para su contratación la apro- 
bación del presidente de la república, previo dictamen del consejo de 
ministros, y el hecho de que fuesen destinados a “obras de reconocido 
interés público”. * La dispersión de los fondos afectaba la realización 
de las obras que se consideraban de utilidad nacional. La facilidad con 
que se obtenían los empréstitos; las disputas regionales por la asig- 


1) Diario Oficial, No 20.814, junio 9 de 1928, p. 546. 


177 


nación de éstos, que tenía su escenario en el congreso, la prodigalidad 
con que se repartían, no sujetada a un plan nacional debidamente 
coordinado, condujeron a romper el equilibrio presupuestal, a escamo- 
tear en la práctica las normas sobre formación y fuerza restrictiva del 
presupuesto, que desde la Reforma Kemmerer se había establecido 
con el objeto de mantener el equilibrio del mismo, como garantía de 
la buena marcha financiera del Estado. 

No sólo la asignación de los empréstitos adoleció de dispersión, 
de la falta de un plan, sino también de protuberantes fallas, tales como 
la destinación de auxilios a obras nada urgentes y hasta inútiles, la 
desviación de partidas para gastos corrientes y no de inversión, la 
inversión de grandes sumas en obras fracasadas como la canalización 
del río Magdalena, o en ferrocarriles inútiles de continuar como el del 
Carare, en carreteras que no se construyeron, etc., además de las dila- 
pidaciones, y, estafas de que. fue objeto el Estado en algunas obras, 
como en la citada canalización del río Magdalena. Todo este conjunto 
de fallas y errores, que le restaron eficacia a la inversión de aquellos 
ingresos extraordinarios, demostraban la: incapacidad del Estado, en 
sus niveles nacional, departamental y municipal, para administrar los 
ingentes recursos que siempre había buscado, pero que una vez puestos 
en sus manos no supo manejar con plena eficacia, pese a que había 
pretendido prepararse para ello: en este sentido, las reformas que se 
habían introducido en la organización y manejo de las finanzas esta- 
tales resultaron limitadas. En lo que respecta al ramo de obras públicas, 
principal escenario de la desordenada danza de los millones, sólo 
hasta 1928, después de los muchos errores cometidos, el gobierno y-el 
congreso se decidieron a crear el Consejo Nacional de Vías de Comuni- 
cación, lo cual se hizo en virtud del artículo 59 de la Ley 89 de 1928. 
El Consejo fue reglamentado por el decreto NO 354 del 26 de febrero 
de 1929, y su función primordial era “la de organizar las obras en 
ejecución y presentar a la mayor brevedad, en el presente año, un 
proyecto de ley que fije el plan de las obras públicas nacionales”. ? 

Asimismo, el otorgamiento de los empréstitos estuvo acompañado 
de presiones y compromisos que se relacionaban con los poderosos 
intereses petroleros de las compañías extranjeras. La política consistía 
en ligar el otorgamiento de empréstitos a la concesión de los petróleos 
colombianos a dichas compañías, lo cual se resumía en la perentoria 
consigna de que “sin petróleo no hay empréstitos”; esta políti- 
ca encontraba su eco positivo en sectores del gobierno y del con- 
greso, y en el grupo de abogados y políticos que medraban en 
aquellos intereses. El problema salió a la luz pública a raíz de la 


2) Diario Oficial, N0 21,181, agosto 31 de 1929, p. 508. 
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caducidad de la Concesión Barco, la cual motivó una ilustrativa polé- 
mica en la cámara de representantes. En el transcurso de dicha polé- 
mica el representante Pomponio Guzmán había calificado de un acto 
de mala fe la ratificación de la caducidad de tal concesión, y había 
condensado su posición diciendo: “Sin petróleos no hay emprésitos, y 
sin empréstitos viene la catástrofe.” Por su parte el ministro Esteban 
Jaramillo manifestaba que mientras los banqueros norteamericanos 
compraban los bonos colombianos sin contar para las garantías de 
éstos con las regalías del petróleo, los negociantes del combustible bus- 
caban como garantía de la deuda la entrega de los petróleos. Agregaba 
que él se quedaba con los banqueros, a lo cual respondía Urdaneta 
Arbeláez, diciendo que no había banquero sin su petrolero, ni petrolero 
sin su banquero. * Comentando la polémica, Eduardo Santos, en su 
editorial de “El Tiempo” (octubre 30 de 1928), titulado “O soberanía 
o sumisión”, manifestaba: 


La opinión pública, de manera casi unánime y espontánea... se 
ha orientado hacia una política de amistad sin compromisos con los 
Estados Unidos [...] Creyó que no ofendía a nadie si trataba: de 
guardar para provecho propio los tesoros. de su suelo, le pareció que: 
los contratos gracias a los cuales el oro, el platino y los petróleos se 
iban de aquí sin dejarnos nada en cambio, no deberían: ser, la' norma 
de futuros negocios. Consideró que al recibir el dinero que necesitaba. 
para desarrollar las obras 'de progreso no se comprometía 'sino a 
cumplir las condiciones —eh' veces ustirarias- con que ese: dinero: se: 
le daba. En una palabra, el pueblo colombiano creyó: en su soberanía.' ':.' 
Desgraciadamente el ejercicio pleno de esa, soberanía no, les; conviene... 

a determinados intereses, extranjeros y colombianos. Con el oro de los. : 
empréstitos ha venido también un nuevo espíritu. Cada dólar que 
aquí llega es como una gota de ácido corrosivo que cae sobre nuestra 
resistencia. Al obrero se le muestra la perspectiva de un mejor salario; 
al industrial, de grandes ganancias; al abogado, de sueldos fantásti- 
cos; al cafetero, de mercado seguro para su grano; al político, de 
influencias bien pagadas. Y la opinión, así trabajada, así engañada, 
por este sistema de la prosperidad a base extranjera, comienza a fla- 
quear. Y acabará por rendirse si no lo impide una resistencia heróica, 
inteligente y resuelta a detener esta reacción hacia la humillación, 
que encontró ya en la cámara un vocero elocuente, y que encontrará 
mañana cien más. 


Y más adelante agregaba: 


Las tutelas benefician siempre de manera exclusiva al que las 
ejerce. Renunciemos al derecho de legislar libremente sobre el apro- 
vechamiento de nuestras riquezas, hagámosle este recorte definitivo 
a nuestra soberanía, y lo demás se nos dará por añadidura. Por su- 


3) Citado por Patiño Roselli, Alionso, La prosperidad a debe y la gran crisis 1925-1935, 
Banco de la República, Bogotá, 1981, pp. 131-132. 
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puesto que «lo demás», no es como aparentan ereerlo los que decoran 
el sometimiento con el pomposo nombre de amistad, la construcción 
de carreteras, ferrocarriles, puertos y ciudades para uso exclusivo del 
feliz pueblo colombiano. Lo demás, es la canalización de nuestras ma- 
terias primas hacia los mercados extranjeros, en provecho de los 
capitalistas que vendrán a explotarlas; lo demás, es la captura de todas 
huestras industrias, de nuestras tierras mejores, de los negocios pro- 
ductivos, por las compañías americanas, con las cuales no podrá 
competir el criollo, + 


Santos consideraba que en la situación en que se hallaba el país, 
era posible adelantar con los recursos propios las obras más esenciales, 
y que por lo tanto, no era necesario “creerle al agorero interesado que 
quiere mostrarnos el abismo de una situación pavorosa, si se suspenden 
los empréstitos, No hay que aceptarle los funestos presagios de que se 
acerca otro Panamá, si no cedemos a tiempo. No hay que recibir este 
plato de lentejas que se nos está ofreciendo para: que hipotequemos el 
porvenir”, * Pero para poder adoptar esa política basada en la soberanía 
nacional y en los recursos propios era necesario —decía Santos— un 
cambio de gobierno que pusiera fin a la incapacidad, el despilfarro, la 
inconsciencia, la compadrería y el medro. 


2. Las Contingencias del Endeudamiento 


Una de las consecuencias centrales para el Estado fue el progresivo 
endeudamiento desatado desde 1926 (Gráfico 15) como resultado inicial 
de los empréstitos y de la prosperidad a debe, y que tendría un peso 
importante en el período de la gran crisis. La deuda nacional, externa 
e interna, ascendió de $ 41.7 millones en 1924 a $ 127.1 millones en 
1930. En cuanto a la deuda externa, en el mismo período pasó de $ 21.9 
millones a $ 82.1 millones (véase Cuadro N9 18). El progresivo en- 
deudamiento originó preocupaciones y motivó polémicas. Lo que se 
discutía no era el hecho de que el país se endeudara, siempre y cuando 
que destinara los ingresos así obtenidos a la construcción de obras 
productivas; lo que se criticaba era que el endeudamiento en buena 
parte no iba acompañado de una destinación productiva de tales in- 
gresos extraordinarios; que por lo tanto, dicho endeudamiento tendía 
a sobrepasar en mucho la capacidad de pago del Estado, lo que ponía 
en evidente peligro las riquezas del país. A ello aludía Laureano 
Gómez en su famosa conferencia de 1928 en el Teatro Municipal, 
cuando decía: 


Yo he sido partidario de que venga dinero extranjero a invertirse 
en obras reproductivas [...] pero no puedo ser partidario de que 


4) Santos, Eduardo, op. cit., pp. 378-380. 
5) Ibidem, p. 380. 
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venga dinero americano a invertirse en gastos comunes, en: instru- 
mentos de matanza y tiranía, en fomentar los vicios de la burocracia 
y la holgazanería remunerada por el gobierno, y en hacer viajar por 
Europa una bandada de cotorras diplomáticas. Los dineros que están 
llegando desaparecen. Pero las deudas no desaparecen ni se extinguen. 
En el momento de cubrir los intereses o de pagarlas, no vamos a 
poder hacerlo con las bayonetas oxidadas del ministerio de guerra, 
ni con las cuentas alegres del ministerio de obras públicas, ni con los 
uniformes usados por los policías innecesarios, ni con los bufetes de 
la burocracia judicial y administrativa, ni con los espadines y los 
plumajes de nuestros diplomáticos. Los tendremos que pagar entre- 
gando nuestro petróleo, nuestro hierro, nuestro carbón, todas las 
materias primas que guarde nuestro territorio. Es que estoy conven- 
cido de que no nos podemos permitir el lujo de la ineptitud y de que 
por el camino que se nos lleva avanzamos hacia la sujeción económica 
y la pérdida de la soberanía. * 


Gráfico N*15 
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Fuente; Cuadro N* 18 Nota: Los porcentajes se han estoblecido 
sobre el total de la deuda 


Por su parte, Alfonso López Pumarejo también advertía sobre los 
peligros del endeudamiento, dada la crítica base tributaria con que 
contaba el país para amortizar los empréstitos: 


6) Gómez, Laureano, Interrogantes sobre el progreso de Colombia, Ed, Populibro, Bo- 
gotá, 1970, pp. 62-63, 
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Mas como quiera que para el fomento de las obras públicas 
estamos haciendo uso inconsiderado del crédito externo, no de ahorros 
acumulados o que esté en vía de acumular pronto la nación, y para 
atender al servicio de intereses y amortización de los empréstitos 
cuenta principalmente la república con impuestos indirectos tan anti- 
científicamente establecidos como los del arancel de aduanas vigente, 
el cual contribuye por modo tan eficaz al encarecimiento de las subsis- 
tencias, y los departamentos dependen, casi exclusivamente, de im- 
puestos sobre consumos improductivos, como son los de aguardiente 
y tabaco, que disminuyen mucho la capacidad física, moral y eco- 
nómica de la gran masa contribuyente, está creándose en el país una 
situación insegura y en extremo peligrosa, que algunos confunden 
con el celaje de una inflación de crédito y de fácil remedio. 7 


También habían surgido dudas en el extranjero sobre la desti- 
nación de los empréstitos, las garantías, las rentas y la capacidad de 
pago del país, tales como las manifestadas en la circular del departa- 
mento de comercio del gobierno norteamericano del 29 de septiembre 
de 1928, en donde además se proporcionaba ina visión pesimista sobre 
el estado de las finanzas nacionales y se criticaban lás medidas sobre 
la contratación de empréstitos departamentales y municipales dispues- 
tas por el gobierno colombiano en la Ley 6% de 1928, atrás citada. El 
ministro de hacienda, Esteban Jaramillo, se apresuró a responder con 
un documento rectificador de las consideraciones que se hacían en la 
circular, * con el objeto de contrarrestar los efectos nocivos que ésta 
causaba en el crédito externo del país, ya en proceso de deterioro. 
Entre los diversos aspectos tratados por Jaramillo, consideraba que la 
carga impuesta por el servicio de la deuda pública estaba muy lejos 
de ser pesada para el fisco de la nación, pues el servicio nacional de la 
deuda total externa, incluída la americana, sólo ascendía a $ 5.7 millo- 
nes, o sea, el 7.73% de los ingresos ordinarios de 1928, lo que constituía 
un porcentaje insignificante comparado con el de otros países surame- 
ricanos. ” Fred J. Rippy sugiere que la circular también buscaba 
incidir en la ya mencionada política acerca de la concesión del petróleo 
colombiano. ** 

De todos modos, era evidente que el aumento de la deuda externa, 
si tenemos en cuenta el volumen de ésta, la dispersión y dilapidación 
de los fondos, su desviación a gastos comunes, y el tardío y bajo ren- 
dimiento de las obras, de hecho había comprometido y continuaba 
comprometiendo progresivamente los ingresos corrientes del Estado, 


7) Citado por Patiño Rosselli, ap. cif., pp. 108 y 107. 


8) “Rectificaciones a la circular especial número 305, del Departamento de Comercio 
de los Estados Unidos, sobre empréstitos externos y finanzas públicas de Colombia”, Estu- 
los financieros, República de Colombia, Imprenta Nacional, Bogotá. 1928. 

9) Ibídem, p. 15. 


10) Rippy, Fred J., ap. cit., p, 209. 
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con los cuales, como lo recalcaba Jaramillo, solamente podía'amorti- 
zarse la deuda “pues sería un contrasentido efectuar dicha amortización 
con dineros prestados”. Varios aspectos importantes se hallaban 
implicados en esta situación. Como quiera que sobre los ingresos 
corrientes no sólo recaía la amortización de la deuda adquirida, sino 
también el pronunciado incremento de los gastos ordinarios, la capa- 
cidad inmediata de dichos ingresos para atender gastos de inversión 
se reducía, con lo cual el adelanto fundamental de las obras de infra- 
estructura entraba a depender aún más fuertemente del flujo de los 
empréstitos externos. Por lo tanto, se imponía la necesidad de una 
política de moderación y racionalidad en los gastos públicos, sobre lo 
cual insistía el ministro Jaramillo: 


Seguir decretando aumentos de sueldos, auxilios, subvenciones, 
obras nuevas y servicios de toda clase, sin tasa ni medida, y sin saber 
de dónde han de sacarse los recursos para todas esas erogaciones, es 
una política imprudente en sumo grado, que pone al gobierno y a las 
cámaras legislativas en grandes dificultades para la formación y ex- 
pedición del presupuesto. Esto nós conduce necesariamente a la 
situación que hoy se está palpando: ni el gobierno puede proponer ni 
las cámaras decretar el cumplimiento en todas sus partes delas nue- 
vas leyes que implican gastos, sin afectar servicios esenciales .o: sin 
llevarse de calle el equilibrio fiscal de la nación. Es verdad que las 
rentas nacionales van en ascenso. constante; pero ese movimiento de 
expansión se queda siempre a la zaga de la prodigalidad en los gastos, 
que se ha apoderado de todos, en una especie de delirio de grandeza, 
que es necesario reprimir sino queremos' producir crisis que con” 
grandes sacrificios nos traigan a un concepto más claro de la realidad 
de nuestros recursos fiscales... la experiencia ha demostrado invaria- 
blemente que donde estos gastos crecen de manera desproporcionada 
a los ingresos efectivos, la economía nacional se siente seriamente 
amenazada. 2 


Aquella política sólo la impondrían los dramáticos hechos de la 
crisis rmundial. Correlativamente a la dependencia que el adelanto de 
las obras públicas había adquirido respecto del flujo de empréstitos, 
con el respectivo comprometimiento de las rentas ordinarias del Esta- 
do, se habían creado o reforzado las circunstancias para que los 
prestamistas norteamericanos y los mismos Estados Unidos pudieran 
intervenir más directamente en el desarrollo y la política económica 
del país. Esto era lo que constataba Fred J. Rippey y advertía sus 
posibles consecuencias: 


Finalmente, la negociación de préstamos públicos con Colombia 
dependerá, en gran medida, de la política que adopten los Estados 


11) Memoria de hacienda, 1928, p. 20. 
12) Memoria de hacienda, 1928, pp. 20 y 21. 


183 


Unidos para cor sus inversionistas. Las hipotecas y garantías que exi- 
gen: los. banqueros son de tal naturaleza que les dan a los tenedores 
de bonos una amplia influencia sobre la política fiscal y sobre el 
desarrollo económico de Colombia. Esta influencia sería mayor en 
el caso de incumplimientos en los pagos que condujeran a embargos, 
pues los representantes de los inversionistas entrarían automática- 
mente a controlar buena parte de los servicios públicos y las posibili- 
dades de fricción serían enormes. En tal caso, los gobiernos de estos 
dos países entrarían seguramente en rudo enfrentamiento, 13 


3. Un Tímido paso en la Reforma Fiscal 


Las preocupaciones acerca del endeudamiento y la capacidad de 
pago del país, también remitían al replanteamiento de la estructura 
fiscal del Estado, pues de ésta dependían los ingresos ordinarios con 
los cuales debía amortizarse la deuda. En este sentido, López Pumare- 
jo aludía —en el pasaje anteriormente citado— a la situación insegura 
que se estaba creando por el' hecho de que ante el uso inconsiderado 
del crédito externo que se estaba haciendo, para amortizar la deuda 
la nación no contaba prácticamente sino con los impuestos indirec- 
tos, tan anticientíficamente establecidos. Como lo hemos descrito en 
capítulos anteriores, ya en la crisis de la Primera Guerra Mundial se 
había puesto de manifiesto la profunda vulnerabilidad del mecanismo 
que le suministraba los ingresos corrientes al Estado, al depender de 
un régimen fiscal de impuestos indirectos, en donde los derechos de 
aduana representaban la magnitud predominante. También se recal- 
caba el carácter regresivo de dicho sistema de impuestos y el ostensible 
desequilibrio social que instauraba en la tributación. Pese a los avan- 
ces de reforma fiscal que buscaban crearle al Estado una base tribu- 
taria interna, a lo cual correspondió el establecimiento de algunos 
impuestos como los de consumo y sobre todo el impuesto a la renta, 
tales innovaciones no habían fructificado en la forma que se esperaba. 
Si bien la crisis de comienzos de los años veinte volvía a poner en 
evidencia la debilidad y vulnerabilidad del régimen de ingresos tri- 
butarios y la Misión Kemmerer formulaba un proyecto de ley para 
la reforma del impuesto sobre la renta, aquellas experiencias y este 
proyecto no habían encontrado la necesaria atención en el legislativo. 
Como atrás se dijo, el mencionado proyecto de la Misión suscitó una 
diciente oposición que lo condujo al fracaso. Esta oposición provenía 
de las clases pudientes, siempre renuentes a pagar impuestos. Además, 
como se hacía evidente un crecimiento sostenido de los ingresos es- 
tatales corrientes, no parecía, para la lógica de la inmediatez con 
que se miraban las cosas, argumentable y sostenible una reforma 


13) Rippy, Fred J., op. cit., p. 241. 
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tributaria. Sin embargo, ello no era así para las mentes de mayor 
proyección, que veían los grandes defectos del régimen fiscal y sos- 
tenían, en consecuencia, la necesidad de su reforma. Además de lo 
que enseñaba la experiencia de las crisis pasadas, por lo menos dos 
circunstancias contribuían a llamar la atención sobre la necesidad 
de introducir reformas en el sistema tributario. De una parte, si 
desde 1923 se vivía un período de prosperidad en los ingresos co- 
rrientes del Estado, de todas maneras resultaba claro que era con- 
veniente un fortalecimiento de dichos ingresos, no sólo para amortizar 
la deuda, sino también para cubrir los gastos corrientes incrementa- 
dos y los gastos de inversión que requerían las obras que no lograban 
adelantarse con los empréstitos. De otra parte, el proceso de carestía 
de la vida que acompañaba el auge de la economía nacional, lesionaba 
de modo especial los ingresos monetarios de las clases trabajadoras, 
de tal manera que los obreros asalariados de los transportes, las obras 
públicas, las industrias, los empleados del gobierno, etc., se veían 
profundamente afectados, lo que contribuía al descontento, la huelga 
y la agitación social. Según el desequilibrio y la inequidad del régimen 
tributario vigente, las clases populares eran las que soportaban el peso 
mayoritario de la tributación. Por lo tanto, estas circunstancias socio- 
económicas imponían la necesidad de introducir reformas en el régi- 
men tributario. Precisamente a esto se refiere Eduardo Santos cuando, 
comentando los presupuestos de ingresos de la nación, departamentos 
y municipios, expresaba que el gran monto de su volumen --—$ 140 
millones— provenía de las clases pobres, puesto que éstas destinaban 
sus ingresos al consumo, en donde eran succionadas por el fisco: 


Y como casi todos los artículos de consumo les llegan sobrepre- 
ciados con el gravamen de los impuestos indirectos —que forman el 
macizo central en nuestro sistema tributario— es el trabajo, es la ca- 
pacidad productora de las clases laborantes lo que forma esa opulencia 
fiscal, esos presupuestos suntuosos, resultado de innumerables mise- 
rias familiares. El pueblo... come impuestos en los víveres, viste 
impuestos en las telas del traje, duerme bajo el peso de los impuestos 
en las casas de habitación. Trabaja para comer y come para trabajar. 
Pero al comer y al trabajar le está entregando al Estado todo lo que 
podía, lo que debiera servir para el aumento de su bienestar. La re- 
ducción de los impuestos es en Colombia una necesidad fundamental. 
La reforma tributaria es una cuestión de justicia y de orden público 
que es preciso resolver antes de que sea la desesperación popular 
quien las resuelva.1* 


En 1927 el ministro de hacienda, Esteban Jaramillo —a cuya ini- 
ciativa se debía la creación del impuesto sobre la renta en 1918—, 


14) Santos, Eduardo, op. cit., p. 652, Lo destacado es nuestro, 
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presentó un nuevo proyecto de reforma a dicho impuesto, encaminado 
a corregir las fallas que presentaba el mecanismo vigente, las cuales 
habían sido anotadas en 1923 por la Misión Kemmerer. Acerca del 
nuevo proyecto, Santos criticaba la lentitud y el poco interés con que 
se acogió en el parlamento; subrayaba la necesidad de su inmediata 
aprobación, puesto que no podía prolongarse por más tiempo el ab- 
surdo de que fuesen los pequeños ingresos los que pagaban el impuesto 
mientras las grandes fortunas escapaban a él: 


Porque sucede que a tiempo que los empleados de ochenta pesos 
le dan al tesoro público una parte de su pequeño presupuesto domés- 
tico, los fuertes capitalistas, las grandes compañías industriales, los 
afortunados dueños de latifundios, encuentran la manera de escapar 
totalmente a la imposición directa; o tributaria en una forma ridícula, 
que más parece su tributo cosa de sarcasmo que de seria y honrada 

civilidad. 


Aduciendo aquella razón que consideraba de justicia social, Santos 
apoyaba el sistema progresivo del impuesto que establecía el proyecto 
y, además, aducía: esta: otra razón: 


El impuesto progresivo 'hará' buenos los pésimos contratos del 
oleoducto y de la Tropical, que hoy no le dejan nada al Estado, a 
cambio de las enormes riquezas que se llevan. La Tropical, la Andian, 
la United Fruit, el Ferrocarril de La Dorada, la Colombian Navegation, 
etc,, compañías extranjeras que obtienen enormes utilidades, están 
pagando hoy por impuesto a la renta, sumas ridículas, muy inferiores 
a las que pagan las compañías nacionales. Y agregaba que la aproba- 
ción del proyecto le daría al parlamento “la mayor prueba de inde- 
pendencia ante el capital extranjero, y haría una verdadera obra de 
salvación nacional, porque crearía un recurso fiscal de proporciones 
insospechadas y reivindicaría para la nación una parte siquiera de 
las enormes riquezas que hoy emigran sin dejar huella ninguna”,16 


El proyecto, como lo informaba Jaramillo, dio origen a dos mo- 
vimientos encontrados de opinión: uno, favorable a la reforma, por 
parte de aquellos que por las exenciones o las bajas tarifas se be- 
neficiaban o quedaban excluidos de la tributación; y otro desfavora- 
ble, por parte de los individuos y entidades que devengaban cuantiosas 
rentas y que se veían obligados a pagar mayores impuestos que antes 
por el carácter progresivo del impuesto.* Pese a las oposiciones, el 
proyecto se convirtió en la Ley 64 de 1927.* Esta ley estableció el 
impuesto sobre la renta global, terminando así con la discriminación 
en rentas de trabajo, de capital y mixtas, que había establecido la ley 


15) Ibídem, pp. 653-054. 

16) Lbídem, p. 65%. 

17) Memoria de haciengta, 1928, p, 41. 

18) Diario Oficial, N0 20,648, noviembre 18 de 1927, 
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anterior- y que se:prestaba para la evasión. Introdujo: la distinción 
entre-renta bruta y renta líquida; e instauró el gravamen progresivo, 
aunque en una forma bien moderada. Determinó: asimismo el impuesto 
sobre la renta total líquida para los residentes en Colombia, y para las 
compañías anónimas o en comandita, nacionales y extranjeras: La 
orientación general de la reforma: parecía: corresponder. en términos 
fundamentales a la sugerida en el proyecto: de la Misión Kemmerer, 
aunque aspectos que ésta consideraba básicos, tales como la declara- 
ción juramentada y la obligación para:los contribuyentes: de exhibir 
los libros, no se contemplaron en la nueva ley;:A partir de esta reforma, 
el impuesto sobre la renta comenzó: a adquirir una cierta importancia 
para los ingresos del Estado: si para: 1926 el monto'del impuesto era 
de un millón de pesos, o sea, el 2.0%: de los ingresos ordinarios del 
gobierno, para 1930 había ascendido a $ 3.3 millones y. representaba 
el 6.7% de los ingresos (véanse Cuadros Nos. 4 y 5). 

Otra novedad fiscal consistió en la expedición de la Ley 106 de 
1927, por medio de la cual se establecieron los impuestos sobre pasajes 
y consumo de gasolina. Con la garantía de este último impuesto el 
gobierno quedó autorizado para contratar un empréstito de $ 20.0 mi- 
llones, el cual se destinaría “exclusivamente al desarrollo de la red 
nacional de carreteras automoviliarias, de acuerdo con el plan que 
forme el gobierno asesorado por técnicos competentes en la materia”. 

Finalmente, la Ley 76 de 1927, “sobre protección y defensa del 
café”, estableció un gravamen “sobre el café que se exporte, de diez 
centavos por cada saco de sesenta kilos”, destinado a la recién cons- 
tituída Federación Nacional de Cafeteros, la cual fue ratificada por 
el gobierno mediante el Decreto NO 355 de 1928. La ley determinaba 
que para hacerse efectivo dicho impuesto, el poder ejecutivo debía 
celebrar previamente con la Federación un contrato, por medio del 
cual ésta se comprometía a destinar los fondos así recogidos a la pres- 
tación de una serie de servicios encaminados a impulsar el desarrollo 
de la producción cafetera.” La ley enumeraba los servicios a los que 
se debía comprometer la Federación, con lo cual'el Estado le fijaba un 
derrotero a esta organización e intervenía en la orientación de la po- 
lítica cafetera; a la vez, esto demostraba la gran ascendencia que el 
gremio cafetero tenía en el Estado. 

Pese a las significativas innovaciones fiscales introducidas en 1927, 
sobre todo con la reforma del impuesto a la renta que buscaba, entre 
otras cosas, canalizar recursos internos para el Estado, los ingresos 
ordinarios seguirían dependiendo de los impuestos de aduana, es decir, 


19) Diario Oficial, N0 20.680, diciembre 3 de 1927, p. 401, 
20) Diario Oficial, N9-20:650, noviembre 22 de 1927, p. 313. 
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del flujo: del comercio exterior; a esta supeditación se agregaban las 
dependencias que se habían creado a propósito de los empréstitos, que 
consistían en el hecho de que la continuación de las numerosas obras 
iniciadas dependiera del flujo de empréstitos externos; en las garantías, 
las exigencias de la deuda externa y el comprometimiento de la rentas 
estatales; en fin, en todo un conjunto de subordinaciones que habían 
configurado un pesado cuadro de dependencia para el Estado colombia- 
no: un Estado que, pese a su preparación institucional de 1923, no había 
logrado a cabalidad administrar la prosperidad; que en buena parte se 
había visto desbordado por los efectos de ésta, demostrando con ello sus 
debilidades estructurales, y que, además, había establecido profundos 
vínculos de dependencia con el exterior. A través de esas dependen- 
cias, el Estado empezará a recibir el dramático impacto de la gran 
crisis mundial que estallaría en 1929. 


rd Pecaut, Daniel, Política y sindicalismo en Colombia, La Carreta Bogotá, 1978, 
Pp. y 8S Ñ 
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CAPITULO XII 


El Estado y la Gran Crisis. El Derrumbe de la Prosperidad 
a Debe y la Caída del Régimen Conservador 


1. La Generalización de la Crisis. El Estado, Agente de la Crisis 


Dos inquietantes fenómenos para el auge que traía la economía 
colombiana comenzaron a presentarse a partir de 1928: uno, consistía 
en el decrecimiento de las exportaciones, causado principalmente por 
el descenso de los precios externos del café, lo cual correspondía al 
período de crisis en que entraba la economía cafetera; el otro, aludía 
al deterioro del crédito externo del país, que comenzaba a expresarse 
en el reflujo del capital extranjero vía empréstitos. 

Estos fenómenos se vieron agudizados con la gran crisis mundial 
que estalló en 1929 y que envolvió en su torbellino a la economía na- 
cional. Se trataba entonces de dos crisis: la del café y la depresión 
internacional? que confluían en un solo proceso para el país. De este 
modo, entre 1928 y 1930 las exportaciones colombianas descendieron 
de $ 132.5 millones a $ 104.2 millones y, asimismo, las importaciones 
cayeron de $ 162:3 millones (672.955 toneladas) a $ 70.3 millones 
(411.913 toneladas) (véase Cuadro N% 1). El descenso de las exporta- 
ciones no sólo afectó la capacidad para importar sino que redujo los 
ingresos del sector exportador, manifestándose en un decaimiento del 
sector cuya pérdida de dinamismo se transmitía a los otros sectores 
de la economía con los cuales se relacionaba estructural y funcional- 
mente. Al mismo tiempo, el decrecimiento de las importaciones llevaba 
consigo la caída de los ingresos de aduana, los cuales se redujeron de 
$ 40.8 millones en 1928 a $ 20.3 millones en 1930 (véase Cuadro NY 4). 
Con la caída de los impuestos de aduana se producía lógicamente el 
descenso de los ingresos. ordinarios del gobierno central, los cuales 


1) Palacios, Marco, op. cit., p, 310, 
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pasaron de $ 75.0 millones en 1928 a $ 49.3 millones en 1930 (véase Cua- 
dro N9 4). El cierre del crédito externo del país se expresaba en una 
caída vertical de los ingresos extraordinarios del gobierno, en donde 
se contabilizaban los empréstitos, de tal manera que si en 1928 se 
habían registrado $ 32.4 millones por este concepto, en 1929 no figura 
ningún ingreso extraordinario y para 1930 solamente un guarismo de 
$ 4.9 millones (véase Cuadro N9 10). 

El descenso de las exportaciones e importaciones, el cierre del 
crédito externo y la reducción de los ingresos ordinarios y extraordi- 
narios del Estado, desataron un conjunto de consecuencias económicas, 
sociales y políticas para el país. Veamos algunas de estas consecuencias. 
Ante la disminución de los ingresos estatales, que afectaba la capaci- 
dad del gasto público, el gobierno comenzó a reaccionar en la misma 
forma como lo había hecho ante las crisis de la Primera Guerra Mun- 
dial y la de 1920-21, es decir, aplicando una política tradicional, orto- 
doxa y simple, que consistía en la reducción de los gastos. De este 
modo, el gasto público nacional se redujo de $ 115,1: millones en 1928 
a $ 60.9 millones en 1930 (véase Cuadro N9 10). La disminución del 
gasto público afectó la mayoría de los ministerios, con la notable 
excepción del Ministerio de Hacienda (véase Cuadro N9 25), lo cual 
se explica por la continuidad con que se siguió pagando el servicio 
de la deuda pública, particularmente externa; este gasto inclusive 
creció, como puede apreciarse en el Cuadro N9 27. La disminución 
más o menos generalizada de los gastos, fue mucho más notable en 
el Ministerio de Obras Públicas, cuyo monto descendió de $ 62.0 mi- 
llones en 1928 a $ 15.8 millones en 1930 (véanse Cuadros Nos. 25 y 26). 
Dada la estructura de los gastos, dicho descenso afectaba en una forma 
mucho más pronunciada a los gastos de fomento económico que a los 
gastos de administración y funcionamiento. Si en 1928 los primeros 
ascendían a $ 65.1 millones, representando el 56.5% del total de gastos, 
para 1930 habían descendido a $ 14.2 millones y representaban sola- 
mente el 23.3% del total (véase Cuadro N 29). Dentro de los gastos 
de inversión (fomento económico), como era de esperarse, se vieron 
profundamente afectados los renglones más significativos (véanse Cua- 
dros Nos. 30 y 31), siendo estos ferrocarriles y cables, carreteras, puen- 
tes y caminos, navegación y puertos, edificios, etc., notándose, sin 
embargo, un leve aumento en los gastos destinados al fomento de la 
agricultura y ganadería, que no tenían una proporción significativa. 
Con la crisis terminó prácticamente la era delos ferrocarriles y se 
abrió la era de la construcción de carreteras. La erisis marcó esa 
transición entre una y otra política de transporte. A partir de la crisis, 
la inversión estatal en carreteras tomará auge mientras que la inver- 
sión en ferrocarriles se estancaría (véase Gráfico N9 14). La política de 
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“economías en los gastos”, obedecía, entre otras razones, no a las 
críticas y a los deseos manifiestos de introducir orden y racionalidad 
en los gastos públicos, pese a que algunos consideraban el momento 
de crisis como una buena oportunidad para ello, sino a los propósitos 
de lograr un equilibrio presupuestal, el cual, combinado con el pago 
cumplido del servicio de la deuda externa, sería el factor que res- 
guardaba las condiciones propicias para los próximos empréstitos 
en cuya afluencia siempre se confiaba. La política de reducción de 
gastos, concebida como un mecanismo de “reajuste”, conllevó profun- 
dos efectos, los cuales se manifestaron en la parálisis de las: obras 
públicas, el licenciamiento de trabajadores y la reducción de sueldos. 
A su vez, estos recortes incidían en: la contracción del mercado de 
consumo de materiales y subsistencias, lo cual afectaba a las impor- 
taciones y también a los sectores productivos del país. De la misma 
manera que el Estado, a través del aumento del gasto público, había 
sido un agente promotor del desarrollo, ahora, con la reducción de los 
gastos, se convertía en un agente expansivo de la crisis. Después de la 
“danza” venía la depresión. Pero no sólo la reducción del gasto público, 
con sus pertinentes efectos, provocaba la contracción del mercado, sino 
que a ésta contribuía igualmente la disminución de los ingresos cafe- 
teros. La contracción del mercado interno ocasionaba a 'su turno las 
reducciones en la producción industrial, en la construcción y el estan- 
camiento en las actividades comerciales.? Asimismo, el servicio de.la 
deuda externa, las remesas de utilidades y la cancelación de los com- 
promisos adquiridos por la importación de mercancías, «implicaron 
—entre otros factores, ante la suspensión de los empréstitos y. la re- 
ducción de las exportaciones— un descenso de las reservas de oro del 
Banco de la República. Dada la vigencia del patrón oro y la converti- 
bilidad del billete, la reducción de las reservas implicaba un estan- 
camiento en la emisión de los billetes del Banco de la República, lo 
cual contribuía a deprimir, al lado de las fugas de capital y otros 
factores, la masa de dineró en circulación? Estas circunstancias re- 
forzaron las políticas bancarias de restricción del crédito y elevación 
del interés, con lo cual contribuían a agravar la crisis, lesionando los 
otros sectores de la economía. La crisis, por lo tanto, le llegaba al país 
a través de las articulaciones externas de la economía cafetera de 
exportación y de las que había establecido el Estado a través de los 
empréstitos y de los ingresos aduaneros y se generalizaba en el ámbito 
nacional a través de las vinculaciones internas de los demás sectores 


2) Posada, Carlos Esteban, La erisis del capitalismo mundial y la deflación en Colom- 
bia 1929-1933, Universidad de Antioquia, CHE, Medellín, abril de 1976 (mimeo), pp. 165 y s8. 
Una parte de este trabajo:se halla publicada en la revista Cuadernos colombianos, Nos, 
10 y 11, Bogotá, 1976 y 1977, respectivamente. 

3) Ibídem, pp. 238 y ss. 
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con la producción cafetera y con los factores implicados directamente 
eh las funciones y en la dimensión económica del Estado. Pese a la 
generalización de la crisis, en los momentos iniciales de ésta el sector 
agrario comenzó a presentar un comportamiento diferente: si durante 
el “auge” el sector agrario se vio estancado, ahora, durante la crisis, 
tendía a reponerse. El aumento de la producción agrícola de mercado 
interno que se registra en 1929, se debió, entre otras circunstancias al 
desarrollo que habían adquirido las vías de comunicación; a la oferta 
de la fuerza de trabajo que era desplazada de las obras públicas, de 
la industria y la construcción urbana, y que gran parte retornaba al 
campo; y a la caída de los salarios.* El aumento de la oferta agraria 
ante un mercado estancado ocasionó una tendencia a la baja en los 
precios de los productos agropecuarios, lo cual afectaba los ingresos 
de los agricultores a la vez que incidía en la baja de los salarios, ex- 
presándosé: ambos. fenómenos. en reducciones del mercado. Ante la 
competencia que ejercían las importaciones de víveres, el sector agra- 
rio iría a contar en 1931 con una nueva situación proteccionista al ser 
derogada la ley de emergencia. 


2. Los Efectos Sociales de la Crisis. El Drama de los Desocupados 


Concomitantemente con la crisis económica transcurría el des- 
contento social y la agitación política. Era obvio que de una u otra 
manera, en mayor o menor intensidad, se sentían afectados los gremios 
que correspondían a los sectores económicos en crisis. De manera 
especial, la crisis se extendía o se trasladaba a los trabajadores asala- 
riados, en virtud de los despidos y la reducción de los salarios: para 
septiembre de 1929 se informaba que existían algo más de 26.700 des- 
empleados y que los salarios en las obras públicas se habían reducido 
de $ 1.20 en 1928 a $ 0.90 en 1929. La Oficina General del Trabajo en 
su informe de 1930 daba cuenta de la situación: observaba que a partir 
de 1929 la clase obrera comenzó a experimentar “en la propia fuente 
de su economía, es decir, en el precio de su trabajo, las repercusiones 
del fenómeno general de astringencia, mengua o adelgazamiento que 
han convenido en llamar con el nombre de reajuste la opinión erudita 
y la profana”. Seguidamente el informe establecía una diferencia en 
la manera como la crisis atacó al capital y al trabajo: 


4) Ibídem, pp. 209 y ss. La baja nominal de los salarios se veía, sin embargo, mitigada 
en alguna proporción, en términos reales, por la declinación de los precios de las mercan- 
cías. Para Bogotá, por ejemplo, el índice de precios descendió de 175 en 1929 a 91 en 1932. 
(Urrutia, Miguel, op. cit., p. 123; véase también Posada, Carlos Esteban, op. cit., pp. 225 y ss.) 

5). “Informe relacionado con la marcha de la oficina general del trabajo”, Memoria del 
ministerio de industrias al Congreso Nacional en las sesiones ordinarias de 1930. Anexo 
(documental), p. 367. Lo destacado es del original. 
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La clase que es poseedora de los medios y de las materias de 
producción ha sufrido en sus actividades afectándose en sus negocios, 
experimentando pérdidas ingentes. Sin embargo, es posible asegurar 
que una gran mayoría, los dueños del capital, no se han visto priva- 
dos, por razón del rápido reajuste de la economía, de los elementos 
de subsistencia y de bienestar privado que les son habituales, vién- 
dose apenas en el caso imprevisto y transitorio de moderar en sopor- 
table proporción el uso o el consumo de algunos que más se relacionan 
con el lujo que con las necesidades fundamentales de la vida individual 
y familiar, En cambio, la restricción económica agredió la zona del 
trabajo en los intereses vitales de quienes realizan esa función esen- 
cial de las sociedades, Afectado el salario, la clase que vive de éste se 
resiente en su existencia misma, y cuando el efecto crítico no es sim- 
plemente el de la disminución, sino la falta de salario por carencia 
de trabajo, y se cumple en extensión considerable de la población 
asalariada, el fenómeno asume naturaleza de desastre social y carac- 
teres de drama humano.*! 


Consideraba el informe que el “problema de los sin trabajo” había 
pasado por su máximo de saturación, y tal desocupación provenía no 
sólo de la suspensión de las obras públicas, siendo ésta la razón más 
importante, sino también de la reducción del trabajo “a; todo lo largo 
de la producción nacional, con pequeñas diferencias de regiones y de 
industrias”. Anotaba que los servicios de estadística, por ser en ex- 
tremo deficientes, no permitían obtener la magnitud exacta, si siquiera 
aproximada del fenómeno de la desocupación, Empero, el jefe: de la 
Oficina del Trabajo en declaraciones de prensa estimaba que la can- 
tidad de obreros sin trabajo ascendía a 20 mil a comienzos de 1930." 
Asimismo el informe atrás citado subrayaba que las medidas tomadas 
por las “juntas de protección de los sin trabajo”, consistentes en la 
recolección de auxilios voluntarios, construcción inmediata de barrios 
obreros, impulso a la construcción urbana para generar empleo, etc, 
no habían conducido a ningún resultado práctico. Empero, el informe 
aducía como un factor distensionante del desempleo el hecho de que 
“alguna parte de los brazos desalojados por la crisis de la economía 
nacional y del tesoro público, ha venido reempleándose últimamente, 
y que un considerable número de jornaleros se reincorporan a la agri- 
cultura”.* Ante el fenómeno de la desocupación, la Oficina General 
del Trabajo volvía a poner en práctica los procedimientos adoptados 
en 1924, referentes al registro de los desocupados con el fin de procu- 


6) Ibídem, p. 367. . 

7) Citado por Patiño Rosselli, Alfonso, op. cit., p. 250. La revista El trabajador latino- 
americano, de Montevideo, trae el dato de 150,000 desempleados para Colombia en 1929, 
Citado por Medina, Medófilo, La protesta urbana en Colombia en el siglo XX (copia a 
máquina), p. 42, 

8) “Informe relacionado con la marcha de la oficina general del trabajo”..., DP. 367 
y 368. 
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rarles empleo: y a su movilización gratuita “hacia los lugares donde 
se presentan oportunidades para el empleo de brazos”. En cuanto al 
registro de ocupaciones, para lo cual se había creado la “Oficina de Co- 
locaciones”, el resultado de esta medida era menos que irrisorio, pues 
entre 1929 y 1930 solamente se habían inscrito 425 desocupados, siendo 
la mayoría de éstos obreros cesantes de las edificaciones, dato que, 
como lo observa el informe en cuestión, era insignificante respecto del 
volumen de la desocupación en la capital de la república.? En cuanto 
a la movilización de brazos, se había dispuesto la expedición de pases 
gratuitos para el transporte de los desocupados en los ferrocarriles 
nacionales, Entre julio de 1929 y junio de 1930, se habían movilizado 
por este medio únicamente 1.699 obreros. Sobre las movilizaciones 
expresaba el citado informe: 


Las movilizaciones más considerables se han verificado de Bogotá 
hacia las fincas cafeteras de Cundinamarca y hacia los departamentos 
del occidente: colombiano. Hubo una importante de trabajadores del 
Cauca a: las obras del ferrocarril:del nordeste en: Boyacá, y. a alguna 
hacienda de tierra: fría de Bogotá, con resultados desfavorables, por- 
que la transición de clima cálido a las heladas altiplanicies del interior, 
minó la salud y la capacidad de trabajo de los obreros, y fue necesario 
redespedirlos hacia sus comarcas de origen, 


El informe también llamaba la atención sobre “la desocupación 
en la clase media”, en donde el problema —decía— “si no es más vasto 
es más agudo”; al respecto expresaba: “La llamada clase media, que 
en su gran mayoría pertenece al proletariado (sic), constituida por 
empleados que desempeñan un trabajo intelectual en las oficinas pú- 
blicas y privadas, padece actualmente en proporciones extraordinarias 
la crisis de la desocupación.” 


3. Los Conflictos Sociales 


El licenciamiento de obreros y la reducción de salarios, por medio 
de los cuales el sector público y el sector privado descargaban sobre 
las masas gran parte del costo de la crisis, era una condición propicia 
para la generación del descontento, el surgimiento de conflictos y el 
desarrollo de la agitación política. En el citado informe se decía que 
la mayoría de las quejas y reclamaciones obreras llegadas a la Oficina 
del Trabajo procedían de las diferencias con los patronos a raíz de la 
reducción o de la suspensión de trabajos. El informe constataba, de 
manera especial, que en el vasto campo de la producción agrícola los 


9) Ibídem, p. 369. 
10) Ibidem, p. 971. 
11) Ibídem, p. 371. 
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conflictos entre terratenientes y trabajadores asumían caracteres más 
interesantes y complejos. Tales conflictos los clasificaba en dos gran- 
des grupos: 

a) Los que se planteaban a nivel de las relaciones ambiguas entre 
arrendatarios y hacendados, sin que estuviera en disputa la propiedad 
sobre la tierra; y 

b) Los que tenían por fondo precisamente la propiedad sobre la 
tierra. Los elementos del primer grupo de conflictos correspondían a 
la doble condición de arrendatarios y prestadores de servicios en que 
se hallaban los trabajadores. En estas circunstancias, el hacendado le 
cobraba un bajo arrendamiento al trabajador y le imponía la obliga- 
ción de trabajar en las labores de la finca, pagándole un jornal inferior 
al salario medio de los trabajadores “voluntarios”. Ante las reclama- 
ciones de los trabajadores, los hacendados alegaban que no existía un 
contrato de trabajo y, por lo tanto, no aceptaban tratar las diferencias 
“como conflictos entre el capital y el salario”, sino que los abordaban 
“como anomalías dentro del régimen del arrendamiento de predios”, 
lo que exponía a los trabajadores al lanzamiento con la consecuente 
pérdida del trabajo acumulado en los predios. El informe: pretendía 
demostrar que tales relaciones eran principalmente de. trabajo: y. ac- 
cesoriamente de arrendamiento, puesto que: “El interés esencial del 
empresario no es el de obtener una renta en dinero como .producto de 
su derecho de propiedad sobre la parcela o estancia entregada al tra- 
bajador, sino el de disponer de los brazos necesarios para el heneficio de 
la hacienda”, y además, porque “el valor o precio de las obligaciones es 
muchísimo mayor en el trabajo que en el arrendamiento del predio”.2 

Si bien estos conflictos reclamaban la intervención del Estado 
para definir los contratos, las obligaciones, el salario, la libertad de 
cultivos dentro de las estancias, la salubridad, el mejoramiento de 
las viviendas, etc., como en parte se había hecho en algunas haciendas, 
el informe consideraba que la solución perdurable sería la de trans- 
ferir la propiedad de los predios a los trabajadores. De este modo, 
expresaba el informe, se cumpliría mejor el objeto de la relación 
económica entre empresarios y peones (asegurarse brazos disponibles 
para las haciendas) y “se construiría un orden campesino de fuertes 
fundamentos sociales”. Contemplaba que si el Estado llegaba a dis- 
poner de los recursos para establecer una política de adquisición de 
latifundios para distribuírlos entre pequeños cultivadores con faci- 
lidades de pago, no se iría a contar con mayores resistencias por parte 
de los latifundistas, puesto que la experiencia les había enseñado a 
éstos, “que el régimen campesino tradicional, forma mixta de trabajo 


12) Ibídem, pp. 373-3M, 
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asalariado y arrendamiento de tierra”, era la base de conflictos que 
quebrantaban con enorme frecuencia la producción. Si se aplicaba 
esta política, “el Estado quedaría ampliamente retribuído social y 
fiscalmente por el aumento de producción que trae consigo el régimen 
agrario de la pequeña propiedad”.** 

La disputa por la propiedad de la tierra surgía del hecho de que 
los trabajadores alegaban la condición de cultivadores de baldíos de 
aquellos terrenos que eran mantenidos bajo dudosos títulos de pro- 
piedad privada; dicha condición era alegada, de una parte, por los 
trabajadores de las haciendas sometidas a aquella confusión jurídica, 
que dejaban de cumplir sus obligaciones tradicionales de arrendata- 
rios para declararse colonos ocupantes de tierras baldías, y de otra, 
por ocupantes que alegaban el carácter inicial de colonizadores. Según 
el informe, éste 'era un conflicto que venía desde varios lustros atrás, 
habiéndose acentuado en' los dos ¡o tres últimos años, hasta llegar a 
cobijar, 'enése' momento, a una enorme masa de trabajadores: y a 
centenares de miles de hectáreas.1* Era evidente que el retorno de los 
trabajadores al campo recrudecía y agudizaba aquellos conflictos agra- 
rios. También en el caso de la disputa por la propiedad, el informe 
consideraba que la fórmula definitiva sería la transferencia de la 
propiedad a los colonos, para lo cual sugería varios procedimientos de 
arreglo entre el Estado, los terratenientes y los colonos. 


Sin embargo, frente a los conflictos agrarios el Ministerio de In- 
dustrias no disponía de los medios legales para la intervención rápida 
y decisoria en la solución de los mismos. Su función, según las leyes 
vigentes, se reducía pura y simplemente a una “intervención amis- 
tosa”, buscando “conciliar los ánimos para obtener un arreglo amiga- 
ble... pero sin tener medios para resolver el problema cuando los 
interesados se niegan a celebrar un acuerdo, o cuando celebrado, una 
de las partes rehúye el cumplimiento de lo pactado”.* Según las leyes 
vigentes, los conflictos entre arrendatarios y arrendadores, la deter- 
minación del carácter de baldío de un territorio, el deslinde entre 
tierras baldías y de propiedad privada, los desahucios y lanzamientos, 
la coerción sobre los hacendados, arrendatarios, terrazgueros y colonos, 
etc., competían al poder judicial y a las autoridades de policía, en 
donde, con reiterada frecuencia, la decisión del conflicto se resolvía 
en favor de los hacendados y terratenientes. La carencia de medios 
legales de intervención directa por parte del Ministerio de Industrias, 
el que los conflictos agrarios tendiesen a ser resueltos por el poder 


13) Ibídem, p. 375. 
14) Ibídem, p. 375, 
15) Ibidem, pp, 238-239, 
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judicial y las autoridades de policía, en favor de:los hacendados y con: 
el desconocimiento de la magnitud social y económica del problema, 
mostraba de una parte el alcance: verdaderamente limitado: de la: in- 
tervención modernizadora del Estado én el “problema agrario”; y de 
otra, la creciente desconfianza de los trabajadores en la acción guber- 
namental, Estas circunstancias se presentaban como propicias para el 
desarrollo no sólo de los propios conflictos sino también de: las'polí- 
ticas que enfrentaban al régimen establecido: Algo de esto se dejaba 
traslucir en el ya varias veces citado informe, cuando expresaba: 


Esta falta de medios de acción rápida para solucionar los conflictos 
de esta naturaleza irá creando necesariamente, si es que ya no existe, 
un estado de desconfianza en la labor oficial, que indudablemente sa- 
hrán aprovechar ciertos elementos empeñados en provocar conflictos, 1 


El Estado, dentro de la limitada intervención y reaccionando de 
la manera como hemos descrito ante los conflictos agrarios, tendía a 
ser rebasado por éstos, lo cual ponía de manifiesto no sólo la inexis- 
tencia de una base institucional moderna y adecuada para la solución 
de los conflictos dentro de la racionalidad capitalista sino también 
la pérdida de legitimación del régimen existente. Esto comenzaba a 
indicar, entonces, la necesidad de transformar la política y las institu- 
ciones del Estado en lo que hacía referencia al tratamiento de los 
conflictos agrarios, y en general, del problema agrario, necesidad que 
se irá acentuando en los años siguientes. 


4. La Pérdida de Legitimación del Estado, La Precaria 
Proyección Social del Estado: La Nimiedad de la 
Legislación y de los Gastos Sociales 


Desde el punto de vista de las clases populares la pérdida de legi- 
timación del Estado se acentuaba con la crisis. Si durante el período 
de auge aquellas clases habían soportado el desbordado encarecimiento 
del costo de vida, ahora, en la depresión soportaban la reducción de 
los salarios, y por sobre todo, la grave situación del desempleo. La más 
importante vinculación entre el Estado y las masas que se había dado 
a través del empleo en las obras públicas, se veía ahora rota con la 
suspensión o reducción de los gastos y la paralización de dichas obras. 
Con la excepción de esta vinculación, de las leyes sobre huelgas, y de 
una muy tímida e ineficaz legislación social, la articulación del Es- 
tado con las masas y su proyección, era por demás precaria, La inter- 
vención del Estado que hemos descrito a lo largo de los años veinte, 
se había hecho en función. directa del desarrollo y la acumulación 


16) Ibídem, p. 239, 
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capitalista, habiéndose descuidado o relegado a planos secundarios la 
atención de las condiciones sociales que, incluso, debían acompañar o 
eran inherentes a dicho desarrollo. 

En efecto, la legislación que buscaba proteger, de alguna manera, 
los derechos y las condiciones de vida de la población trabajadora, se 
reducía a unas cuantas leyes, las cuales, si bien marcaban una cierta 
iniciación en la intervención social proteccionista del Estado, resul- 
taban incompletas o ineficaces o.no se aplicaban. En general, los go- 
biernos de la hegemonía conservadora no habían sido muy pródigos 
en desarrollar una política oficial de proyección social. Así, por ejem- 
plo, entre 1886 y 1905 no se impartió ninguna disposición legal explí- 
citamente concebida en tal sentido. Entre 1905 y 1915, apenas se expi- 
dieron tres leyes sobre las jubilaciones de empleados públicos (Ley 29 
de 1905), de magistrados y jueces (Ley 12 de 1907) y de maestros de 
escuelas primarias oficiales (Ley 114 de 1913); estas leyes disponían 
una serie de requisitos que prácticamente las hacía inoperantes. Sólo 
a partir de 1915 comenzaron a aparecer algunas leyes de importancia, 
como la expedida en dicho año sobre accidentes de trabajo (Ley 57), 
aunque con muchos defectos y limitaciones. En 1918 se expidió la Ley 
46, sobre habitaciones obreras, la cual disponía que los municipios su- 
periores a 15,000 habitantes, destinaran el 2% de sus ingresos a la 
construcción de viviendas higiénicas para la clase obrera. En 1930 se 
informaba que dicha ley no se había cumplido en la gran mayoría de 
los centros urbanos, y que sus resultados, por lo consiguiente, eran 
insignificantes frente al gran problema de la vivienda para la clase 
obrera: entre 1918 y 1930 solamente se habían logrado construír 160 
viviendas, y se hallaban, para el último año, 24 en construcción." El 
suministro de vivienda popular para los trabajadores corría, entonces, 
por cuenta de empresarios y urbanizadores privados, que sometían a 
los usuarios a condiciones onerosas, no sólo en los alquileres sino 
también en los casos en que el trabajador hacía el esfuerzo individual 
de convertirse en propietario, sin contar para ello con una protección 
del Estado. Abandonadas al sector privado, las urbanizaciones obreras 
se dejaron formar en sitios inadecuados, carentes de servicios públi- 
cos y de condiciones higiénicas. Cuando sobrevino la crisis, como lo 
informaba la Oficina del Trabajo, el descenso de los alquileres fue 
mucho más notable para la habitación de las clases acomodadas que 
para la de los obreros, dándose el fenómeno de que mientras los sala- 
rios caían, los alquileres permanecían constantes o descendían más 
lentamente.** Asimismo, quienes habían adquirido lotes y debían su- 


17) Las viviendas se distribuían así: Bogotá, 69 tenminadas y 20 en construcción; Me- 


dellín, 72; Manizales, 9; Barranquilia, 10; Popayán, 4 en construcción. “Informe de la Ofi- 
cina General del Trabajo”, en Memoria de hacienda 1930, pp. 378-379, 


18) Ibídem, p. 278, 
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mas muy superiores a su limitada capacidad de pago, se veían abocados 
a una situación desesperada con la crisis. En 1927 el legislador había 
dispuesto que el Banco Agrícola Hipotecario otorgara préstamos para 
la construcción o reedificación de casas baratas en las ciudades supe- 
riores a 20.000 habitantes y también, que el Banco emprendiera por su 
propia cuenta la construcción de casas para obreros. Estas medidas, 
que de hecho le cambiaban la orientación inicial al Banco, cual era la 
de otorgar crédito agrícola, en ningún caso habían traído resultados 
en cuanto a la construcción de vivienda para obreros; ** el crédito se 
había desviado hacia otros negocios urbanos. 

De notable trascendencia, como atrás lo subrayábamos, fue la pro- 
mulgación de las Leyes 78 de:1919 y 21 de 1920, sobre huelgas, y tam- 
bién la creación de la Oficina General del Trabajo (Ley 83 de 1923). 
Además de estos instrumentos legales, durante los años veinte, se ex- 
pidieron otras leyes de importancia, siendo éstas las siguientes: Leyes 
37 de 1921 y 32 de 1922, que establecieron el seguro de vida obligatorio 
en favor de los trabajadores directos de las empresas cuya nómina 
mensual fuese superior a mil pesos; Ley 15 de 1925 sobre reglamento 
de trabajo y de higiene en las empresas; Ley 57 de 1926 sobre descanso 
dominical. No obstante, lo dispuesto en estas leyes, con mucha frecuen- 
cia, no pasaba de la simple formalidad escrita, puesto que los empre- 
sarios escamoteaban su. aplicación, especialmente la de la ley sobre 
seguro colectivo: “que se viene: eludiendo por la gran mayoría de los 
obligados a establecerlo pará los trabajadores (....) los empresarios se 
portan, en orden de estas obligaciones, con una negligencia tranquila 
cuando no con una resistencia dilatoria y sistemática”.* 

Respecto del trabajador campesino, existían únicamente las leyes 
sobre colonización que le otorgaban un derecho al colono por el cultivo 
de los baldíos nacionales (Código Fiscal; sentencia de la Corte Suprema 
de Justicia de noviembre 30 de 1920, y Ley 47 de 1926); y las disposi- 
ciones sobre el reconocimiento por parte del dueño de las mejoras 
introducidas por el trabajador a la tierra tomada en arrendamiento 
(que se regían por el Código Civil). 

Las iniciativas acerca del Código de Trabajo cristalizaron en la 
redacción de un anteproyecto que se terminó en 1929, el cual, antes 
de ser sometido al congreso, se entregó para su estudio a una comisión 
especial, en marzo de 1930. 

De lo dicho se desprende que la intervención legislativa del Es- 
tado *! en la regulación de las cuestiones sociales y del trabajo, si bien 


19) Ibídem, p. 380. 

20) Ibídem, p. 381. 

21) Otras disposiciones fueron la Ley 42 de 1921, sobre servicio médico en las petroleras; 
la Ley 86 de 1923, sobre medio sueldo por enfermedad para los empleados públicos nacto- 
nales; y la Ley 48 de 1924, sobre salas-cunas, que no tuvo aplicación. 
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adquirió una relativa importancia a partir de 1915, era no sólo limita- 
da y. deficiente, sino que, con notable frecuencia, no iba más allá de 
la: pura formulación jurídica, puesto que la ejecución práctica de las 
leyes chocaba con la oposición de los empresarios, la falta de recursos, 
y la carencia de instrumentos coactivos para hacerlas cumplir. Carac- 
terístico de ello, era el hecho de que en los pliegos de peticiones de 
los trabajadores figuraron en forma reiterada, al lado de otras reivin- 
dicaciones, las peticiones acerca del cumplimiento de las leyes sobre 
seguro colectivo, accidentes de trabajo, habitaciones obreras, regla- 
mento de trabajo, descanso dominical, etc. 

Ahora bien, si la intervención legislativa del Estado en la protección 
de los trabajadores y de sus condiciones de vida era ostensiblemente 
limitada —lo que dejaba a éstos a merced del interés privado y en 
condiciones precarias de subsistencia, etc.— la intervención directa del 
Estado en el suministro de condiciones y servicios sociales a través del 
gasto público, tampoco resultaba muy notable; Los: gastos públicos de 
objetivo social comprendían principalmente los realizados en educación 
y cultura, obras recreativas, protección al trabajo, pensiones y jubila- 
ciones, protección infantil, asistencia pública, auxilios a damnificados, 
seguros de vida y accidentes, higiene general, acueductos, campañas 
sanitarias, lazaretos y laboratorios de higiene; estos gastos se contabi- 
lizaban bajo los rubros generales de “servicios culturales” y “protección 
social”, los cuales sumaban $ 4,5 millones en 1926, guarismo que repre- 
sentaba el 6.7% del gasto público nacional. Para 1928, año culminante 
del auge, dichos gastos habían ascendido solamente a $ 6.8 millones, 
lo que daba una participación en el total de gastos del 6% (véanse 
Cuadro N? 29 y Gráfico N* 13). Sin embargo, ese aumento nominal se 
vería atenuado, en términos reales, por el aumento de la inflación. Los 
gastos sociales no constituían una magnitud sobresaliente dentro del 
contexto general de desembolsos, ni tampoco en relación con las necesi- 
dades globales de una sociedad que, dados los desarrollos industriales, 
comerciales, urbanos, demográficos, etc., había adquirido y continuaba 
adquiriendo un alto grado de complejidad económica y social. La rela- 
ción entre el Estado y las clases populares a través de los gastos 
sociales no era muy significativa, y se debilitaba aún más con la crisis, 
dados los recortes de que eran objeto dichos gastos: entre 1929 y 1930, 
se redujeron de 7.4 millones a 5.0 y continuarían descendiendo en 
los años siguientes, llegando, 1932 a 3.8 millones (Cuadro N9 29 y 
Gráfico 13). 

En cuanto a la situación tributaria, ciertamente la reforma al 
impuesto sobre la renta efectuada en 1927, en el sentido de establecer 
la tarifa progresiva, había dispuesto que las rentas anuales menores 
de $ 1.200 quedasen exentas del gravamen, lo cual beneficiaba a un 
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cierto número de contribuyentes de bajísimos ingresos. Empero, dada 
la moderación de la tarifa progresiva y, en general, la timidez de la 
reforma, ésta no fue lo suficientemente profunda como para producir 
un cambio de trascendental incidencia en la escala de la tributación, ni 
por tanto, un cambio que introdujese: una variante. de: significación 
en un régimen fiscal cuya exacción, en conjunto, continuaba recayendo 
principalmente sobre las clases populares. El régimen y la política fis- 
cales, así como la ordenación de gastos, correspondían, ante todo, alas 
funciones económicas de la acumulación: capitalista, en donde. los 
objetivos sociales eran perfectamente secundarios... 
De lo dicho anteriormente se desprende: que: la: relación “protec- 
cionista” e “integradora” del Estado con las clases populares, a través 
de la legislación y del gasto público, distaba mucho de ser amplia y 
sólida. Ello demostraba el bajo nivel alcanzado por el Estado en la 
aprehensión y ejercicio de las funciones de objetivo social que el 
proceso de modernización capitalista creaba como de virtual incum- 
bencia del Estado, lo que contrastaba abiertamente con la enorme 
proyección de la política de fomento en orden a la acumulación 
capitalista. Tal contraste podía observarse entre la amplia progresión 
de los gastos de fomento y la precariedad de los gastos sociales; entre 
el decidido ejercicio estatal de la función de acumulación y la ostensi- 
ble relegación de la política social. De ello se desprendía que la política 
económica del Estado había beneficiado a los diversos sectores del 
capital, sin que ese beneficio estuviera acompañado de un mejora- 
miento semejante en los niveles populares. La prosperidad más bien 
había abocado a las clases populares a situaciones difíciles, pues como 
lo observa Fluharty, los salarios sufrieron una pérdida real entre 1922 
y 1929. La prosperidad de las clases altas -——agrega el mismo autor— 
estaba acompañada por el mayor empobrecimiento de las masas. ”* 
Al no ser asumidas plenamente por el Estado las satisfacciones 
de las demandas populares en educación, salud, servicios, vivienda, etc., 
quedaban en el campo de las simples necesidades o se convertían en 
otros tantos espacios de los negocios privados, todo lo cual abocaba a 
las clases populares a condiciones indigentes de subsistencia y repro- 
ducción. Asimismo, correspondía a aquel confinamiento del Estado 
su restringida presencia en la regulación e institucionalización de las 
relaciones entre el capital y el trabajo, tanto por la estrechez de la 
legislación como por la carencia de medios y de instrumentos coactivos 


22) Fluharty, V, 1., La danza de los millones. El Ancora Editores, Bogotá, 1981, pp. 46-47, 
El índice promedio anual de las subsistencias en las principales plazas del país pasó de 
99.28 en 1924 a 123.18 en 1926, y luego a 118.18 en los cuatro primeros meses de 1928. Para 
algunas ciudades, como Bogotá, el índice se elevó de 108,05 en 1924 a 145,14 en 1926, y 
luego a 146.47 en 1928 (cuatro primeros meses). Este incremento tendía a anular el alza 
nominal de los salarios que se había registrado en el período de la prosperidad, Dane, 
Boletín mensual de estadística, N0 300, julio de 1976, p. 198. 
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para el cumplimiento de tales funciones. Ya atrás nos hemos referido 
a las limitaciones y a los obstáculos que enfrentaba la intervención 
modernizadora del Estado —cuyo principal exponente institucional era 
el Ministerio de Industrias— en la regulación de las relaciones entre el 
capital y el trabajo, siendo tales barreras de mayor envergadura en el 
sector agrario y en los enclaves extranjeros. Lo limitado de dicha 
intervención contribuía para que los conflictos desbordasen con faci- 
lidad el estrecho marco legal e institucional, y que, en consecuencia, 
se apelase a otro tipo de intervención: a la intervención primaria de 
la represión violenta, no contra el capital, sino contra el trabajo, obvia- 
mente, Ejemplos característicos de tal comportamiento fueron, entre 
otros casos, las repetidas intervenciones de la fuerza pública en los 
conflictos de la Tropical Oil Company (octubre de 1924, septiembre de 
1926 y enero de 1927) en el municipio de Barrancabermeja, y en la 
tristemente: célebre: matanza: de las Bananeras.: Este último suceso, 
sobre todo, contribuyó'a: quebrantar: aún: más el disminuido prestigio 
de la administración conservadora de Abadía Méndez. 


5. El Refuerzo del Aparato Represivo del Estado y la Caída 
del Régimen Conservador 


El ejercicio de la represión suplía con la fuerza y la violencia la 
falta de integración institucional y de legitimación social del Estado. 
Ciertamente, la práctica de la función represiva había acompañado el 
desarrollo de las otras funciones del Estado que hemos descrito, de tal 
manera que se presentaba, en cierto sentido, como un fenómeno inhe- 
rente al peculiar proceso de modernización capitalista del país. Ello 
resultaba así, porque, de una parte, dicho proceso determinaba que la 
intervención económica del Estado se realizase directamente en fun- 
ción de la: acumulación capitalista, y no en función de los objetivos 
sociales y, de otra, porque las fuerzas que pesaban 'en la sociedad y 
en el Estado no permitían llanamente una intervención intensa de 
éste en la regulación e institucionalización de las relaciones entre el 
capital y el trabajo. En tales circunstancias, la actuación del Estado 
había contribuído a generar un efecto contradictorio para sí, puesto 
que su intervención, al efectuarse en orden a la acumulación capitalis- 
ta, y coadyuvar así al despliegue de un complejo proceso económico y 
social, no correspondía de igual modo a los requerimientos sociales que 
tal proceso generaba, lo que tendía a expresarse en la propensión al 
desbordamiento de la institucionalidad y en la falta creciente de la legi- 
timación del Estado, De ahí entonces que se supliese con la represión 
esas carencias, Por supuesto que la represión cumplía asimismo una 
función política inmediata, cuyo objetivo era bloquear la oposición 
al régimen encarnada en el partido liberal y en el PSR. 
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Para el ejercicio de la represión el Estado amplió sus instéúumentos 
legales, lo cual se efectuó con el Decreto 707 de abril de:1927 y con la 
Ley 69 de octubre 30 de 1928, Según el primero, “la policía podía sos- 
pechar de las ideas y propósitos de las personas que se reunían 
inclusive en casas particulares, por lo cual se podía allanar el domicilio 
y detener a los asistentes”. ”* Este decreto fue dictado “ante la especie, 
inventada de pies a cabeza”, de que los trabajadores preparaban “la 
revolución comunista” que debía estallar el primero de mayo de 1927. * 
La Ley 69 conocida como “la ley heróica”, establecía, entre otros as- 
pectos, el delito de opinión, recortaba la libertad de prensa y organi- 
zación, reprimía la actividad sindical y prohibía organizaciones “como 
el bolchevismo y el comunismo”. También se argumentó el fantasma 
de la “revolución comunista” para la expedición de dicha ley, pese 
a que se demostraba, en los debates y en la prensa, que no existía la 
amenaza real de una tal revolución. Como lo manifiesta Gerardo Mo- 
lina, dicha ley obedecía no sólo al deterioro de las condiciones sociales 
y políticas del régimen conservador, sino también a determinados 
intereses empeñados en crear un ambiente turbio como los que corres- 
pondían al círculo petrolero en cuyo seno se había originado el proyecto 
de la citada ley, rd! aaa 


La situación —dice Molina— era cada vez más nítida: la aparición 
de grandes intereses: y de negociados. de calibre, necesitaba que en: el 
país se enrareciera el aire de las: libertades. La “Revolución comunista” 
pasaba a segundo término. Lo importante era que no hubiera canales 
para la crítica, por lo cual ocurrió que la prensa independiente era el 
principal punto de ataque, 25 EE 


Por su parte “El Espectador”, que no creía en el cuento oficial de 
la “Revolución comunista”, expresaba: 


Se explicaba la libertad de prensa cuando el presupuesto nacional 
no excedía de menos de siete millones de pesos al año y cuando las 
concesiones privilegiadas se referían ordinariamente a la explotación 
de tagua en los bosques baldíos y a la pesca de caimanes en el Opón, 
No ahora cuando las rentas exceden de cien millones de pesos y los 
negocios con el Estado se hacen por centenares de leguas de tierras 
petrolíferas y por decenas de leguas de carreteras y de ferrocarriles 
en construcción, 20 


Además de aquellos instrumentos legales, también se incremen- 
taron los gastos en los rubros de “justicia y orden interior” y “defensa 


23) Molina, Gerardo, Las ideas liberales en Colombia 1915-1934, Ed, Tercer Mundo, 
Bogotá, 1974, p. 176, 

24) Ibídem. 

23) Ibídem, p. 182. 

26) Citado por Gerardo Molina. op. cif., p. 183, 
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nacional”. Estos gastos sumados pasaron de $ 10.6 millones en: 1926 a 
$ 15,9. en 1928; para 1929 representaban el 17:3% de los gastos totales 
del' gobierno central (véanse Cuadros Nos. 27 y 28). 

Correlativamente al fortalecimiento de los aparatos represivos se 
producía la expansión del radio de acción de las fuerzas militares, en 
el sentido de que éstas asumían prácticamente todas las funciones 
administrativas del gobierno regional, tal como había sucedido en gran 
parte de la Costa Atlántica, en donde se había establecido el estado de 
sitio a raíz de los sucesos de las bananeras. En un editorial de “El 
Tiempo” de febrero 20 de 1929, Eduardo Santos denunciaba los peligros 
del estado de sitio que permitía el establecimiento de una especie de 
dictadura militar en el departamento del Magdalena: 


Dueños absolutos y despóticos de la zona que se puso bajo la 
empuñadura de sus espadas, dentro del amplio campo de acción que 
les permite un régimen de excepción, los militares han transformado 
literalmente la vida, civil, política, administrativa y social del Magda- 
lena, que ya no es un departamento sino un campamento. Todas las 
ramas y los resortes del poder han caído en sus manos. Desde la re- 
caudación de los impuestos, el manejo de las rentas y el nombramiento 
y remoción de los funcionarios, y la construcción de edificios públicos 
y Carreteras, hasta el juzgamiento de los delitos de derecho común, 
absolutamente independientes de la tormenta proletaria, de la cual no 
queda sino el tenue susurro de los vientos que guardan las últimas 
voces de los moribundos, todo lo concibe, lo dispone y lo ejecuta la 
política de hierro de la dictadura militar. 21 


Lo que le preocupaba al dirigente liberal era que ante la debilidad 
del gobierno civil de la república se extendiera a toda la nación el 
gobierno militar, el cual, según le parecía, ya contaba con cierta sim- 
patía o tolerancia en algunos círculos de la costa. Creía necesario, por 
lo consiguiente, cerrarle el paso a la preponderancia de los elementos 
militares: 


Antes de que se fortalezcan y se envanezcan, se necesita enseñar- 
les objetivamente, experimentalmente, a los hombres de armas, que 
no'las llevan para mandar sino para obedecer, y que la república no 
les atribuye otra función que la consignada en las leyes. Con todos sus 
defectos y sus fracasos, es preferible para el pueblo colombiano el 
régimen de los códigos a la dictadura de las espadas. 28 


Para Santos, era evidente que la crisis del régimen generaba la 
amenaza de un gobierno militar, que era necesario evitar. También en 
algunos países de América Latina la gran crisis permitía el afloramiento 
de la tendencia a gobiernos militares, pero a diferencia de esos paises, 
en Colombia dicha tendencia no fructificaría. Otra sería la solución. 


27) Santos, Eduardo, op. cit., p. 397. 
28) Ibídem, p. 398, 
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Retornando a la relación entre el Estado y las clases popularés se 
concluye que ésta no sólo era demasiado débil, sino que desfallecia 
radicalmente con la crisis, al producirse la ruptura del vínculo del em- 
pleo por la suspensión de las obras públicas, además de la reducción de 
los salarios, de los gastos sociales, etc. La fisura entre el Estado y las 
clases populares, que amenazaban desbordarlo, se expresaba en la pér- 
dida de legitimación del Estado y del gobierno, circunstancia que al 
mismo tiempo que contribuía decisivamente a la erosión del régimen 
conservador, ponía de manifiesto la necesidad de ampliar y profundizar 
las funciones del Estado respecto del trabajo y.los asuntos sociales. 
Esta tarea será avanzada, en forma notable, por los gobiernos liberales 
del siguiente decenio. 

Pese a que la intervención económica del Estado se había efectuado 
prioritariamente en orden a la creación de las condiciones propicias 
para la acumulación de capital nacional, dicha intervención, desde el 
punto de vista financiero, se sustentaba principalmente en factores 
externos incontrolables, como eran el comercio exterior (impuestos de 
aduana) y el crédito externo. Esta dependencia y vulnerabilidad finan- 
cieras del Estado, y también de la economía nacional, dramáticamente 
puestas de manifiesto con la crisis, demostraban una vez más (las otras 
habían sido la crisis de guerra y la crisis de 1920-21) la necesidad de 
un cambio en la política económica del Estado que debía incidir en una 
forma verdaderamente concluyente, en la: movilización de los recursos 
internos de la economía nacional: Por lo' demás, la crisis imponía 'de 
hecho esta reorientación. Empero, tal reorientación no parecía: nada 
clara para el gobierno de Abadía Méndez, el cual, inclusive, no: tomó 
ninguna medida de significación para enfrentar la crisis, fuera de la 
reducción de gastos y suspensión de obras, que contribuían, por el con- 
trario, a expandirla y agudizarla. El cambio sólo comenzaría con la ad- 
ministración Olaya Herrera. Contribuyó a que no se tomasen medidas 
para enfrentar la crisis, el hecho de que el congreso entró en un período 
de agitación política a propósito de las próximas elecciones, para el 
cambio constitucional de un gobierno que, de todos modos, se había 
mostrado inferior a su momento; de un gobierno que no supo adminis- 
trar el auge y la bonanza, y que ahora no sabía responder ante la 
crisis y la depresión. Acerca de la omisión de medidas, en 1929, por 
parte del congreso para contrarrestar la crisis, lo que hacía que ésta 
adquiriese mayor gravedad, el gerente del Banco de la República ex- 
presaba lo siguiente: 

Situación tan delicada vino a agravarse aún con la intensa agita- 
ción política que la proximidad de la elección presidencial extendió 


por todo el país y que llegó a temerse trajera un trastorno del orden 
público, agitación que tuvo como una de sus peores consecuencias la 
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absoluta: esterilidad del congreso pasado, que no resolvió uno: solo de 

 los:graves problemas que la nación confronta, ni dictó una sola de las 
medidas que urgentemente reclamaba la opinión nacional, para con- 
jurar la crisis, 22 


Las medidas que se esperaba que fuesen aprobadas por el congreso, 
y que correspondían a proyectos presentados por el ejecutivo, hacían 
referencia principalmente a los siguientes aspectos: a la reducción de 
los gastos y el incremento de las.rentas con el fin de obtener un pre- 
supuesto equilibrado; al establecimiento de la dirección general de 
presupuesto; a la reorganización del Consejo Nacional de Vías de Co- 
municación, y en general, a la organización de las obras públicas 
tanto en su construcción como en su explotación; a la legislación sobre 
petróleos y, finalmente, a la creación de una agencia fiscal del país en 
el exterior. (en Nueva York) encargada de tramitar los empréstitos y 
de mantener el crédito del' país: Pese a las diversas presiones que se 
hicieron, el congreso no tómó estas medidas, así como tampoco expidió 
la ley de presupuesto para:la vigencia de 1930: 

El que en plena crisis el congreso no tomase las medidas propuestas 
por el gobierno resultaba sintomático. Dicho suceso expresaba el dis- 
tanciamiento producido entre el legislativo y el ejecutivo, distancia- 
miento que correspondía a las contradicciones interpartidarias así como 
a la división del partido conservador gobernante. De este modo la 
crisis asumía un carácter político y se instalaba en el seno mismo del 
Estado, circunstancia que coyunturalmente tendía a situar al Estado 
en la inacción frente a la crisis. 

Ante el fenómeno de la crisis que embargaba a la economía, a la 
sociedad y al Estado, y frente a la agonía del grupo gobernante, se 
levantaban al lado de las perspectivas electorales, tendencias como la 
ya descrita amenaza de un gobierno militar, o el proyecto de insurrec- 
ción armada de 1929, acaudillado por el PSR y algunos líderes liberales, 
el cual sólo tendría un eco aislado en el Tolima y en menor medida en 
Santander. *” Sin embargo, la perspectiva de un gobierno militar era 
apenas una posibilidad remota, y la insurrección un proyecto fracasado. 
Como es bien conocido, las circunstancias se inclinarían por el triunfo 
electoral del partido liberal, el cual se vería favorecido por la división 
conservadora y por las clases populares, que respondían cón el voto al 
verbo liberal que les prometía lo que el régimen les negaba. 


29) VII Informe del gerente del Banco de la República a la junta directiva. Período 
de julio 1% de 1929 a junio 30 de 1930, p. 25. 


30) Sánchez, Gonzalo, Los “bolcheviques del Libano” (Folima) 1929, Bd. El Mohán, 
Bogotá, 1976, pp. 71 y ss. 
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CAPITULO XIH 


El Estado Frente a la Crisis. El Fortalecimiento de 
la Intervención Económica del Estado 


Como lo dejamos descrito en los capítulos anteriores, la gran crisis 
sorprendió al país en pleno proceso de desarrollo, interrumplendo el 
auge que se había iniciado a partir de 1923. E 

Pese a las críticas que se han hecho al desordenado crecimiento 
de los años veintes, al desbordado endeudamiento, | a la dilapidac 1 
de recursos, a la falta de orden y plan en la construcción: de las o! ras 
públicas, a los profundos desequilibrios que se crearon en la: economía 
y en la sociedad, a toda esa gama de errores que fueron criticados por 
los contemporáneos de la “prosperidad a debe”, y que algunos histo- 
riadores liberales de los tiempos siguientes han recogido para subrayar 
con énfasis las virtudes de la llamada República Liberal, pese a todo 
ello, era evidente que, con la excepción de la producción agrícola de 
mercado interno, todos los demás renglones de la economía nacional 
vivieron un período de desarrollo verdaderamente notable. En dicho 
desarrollo, como lo hemos resaltado anteriormente, el Estado jugó un 
papel fundamental. Empero, algunos historiadores, como lo acabamos 
de sugerir, tienden a dar una visión bastante deprimida de los años 
veinte y, en general, de todo el período anterior al establecimiento 
de la República Liberal, con el objeto de sustentar que la moderniza- 
ción capitalista del país comenzó con el advenimiento de dicha repú- 
blica. Así, por ejemplo, Gustavo Humberto Rodríguez, en un libro 
sobre Olaya Herrera, y desconociendo los datos que desde el estudio 
de la CEPAL y otras investigaciones ponen de manifiesto el ostensible 
desarrollo de los años veinte, tiende a sostener una imagen que le 
resta importancia a dicho período, en cuanto al desarrollo económico y 
al papel cumplido por el Estado en tal proceso: 
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Los: dólares —expresa Rodríguez— provenientes de la “indemni- 
zación” norteamericana se tradujeron en unas cuantas obras públicas, 
vías de comunicación y edificios, que le dieron cierto aliento progre- 
sista a la administración Ospina. Pero tanto ésta como la siguiente, 
de Abadía Méndez, desatendieron todo impulso a la industrialización. 
Es más: el Estado colombiano hizo una serie de empréstitos externos 
cuyos resultados positivos en el orden material no se vieron, por el 
desorden presupuestal unas veces, otras por la malversación. Al 
estancamiento industrial se agregaba la improductividad agropecua- 
ria (...) Nuestra escasa prosperidad era una “prosperidad a debe” 
como lo anotó López Pumarejo en mayo de 1928. Y para completar 
este cuadro sombrío, a finales de 1929 se produjo la depresión eco- 
nómica mundial, con el consiguiente pánico y el cierre del crédito 
externo. 1 


Más adelante Rodríguez sostiene que fue Olaya Herréra quien 
“rompió las amarras del feudalismo colonial que venía imperando a 
lo largo de nuestra evolución republicana. Fue él quien abrió las puer- 
tas del sistema capitalista en Colombia”, y quien introdujo el inter- 
vencionismo estatal en nuestro país, ? 

Respecto de las afirmaciones citadas, no vamos a repetir aquí todo 
lo dicho anteriormente, que demuestra precisamente que ni la moder- 
nización capitalista ni la intervención del Estado se iniciaron con la 
administración Olaya. Sin embargo, sobre la última aseveración del 
autor citado, acerca de que fue Olaya Herrera quien introdujo el 
intervencionismo estatal, consideramos que representa un avance res- 
pecto de la afirmación tan difundida de que fue López Pumarejo quien 
estableció la intervención estatal. El problema, desde luego, no consiste 
en saber quién y en qué momento introdujo la intervención del Estado 
en la economía sino en establecer, para cada período la forma específica 
de relación entre el Estado y la economía, dado que entre estas dos esfe- 
ras de la sociedad no existe una relación de exterioridad (ni tampoco la 
posibilidad de una ausencia de relación) sino una relación de mutua im- 
plicación, En sentido amplio, el Estado no ha dejado de intervenir en la 
economía; en sentido restringido, la intervención estatal, entendida 
como una mayor proyección del Estado en la economía, como la adquisi- 
ción de mayores funciones económicas por parte del Estado, es una for- 
ma específica de relación que se constituye a través de un proceso más 
o menos lento y prolongado, por lo menos, en el caso de nuestra 
historia. Plantear el problema en el sentido de saber quién y en qué 
momento introdujo la intervención, es correr el riesgo de suponer una 
previa separación entre Estado y economía (o la ausencia de tal rela- 


1) Rodríguez, Gustavo Humberto, Olaya Herrera, político, estadista y caudillo, B, 
de la República, Bogotá, 1981, 22 edición, p, 207. y jÉ E 


2) Ibídem, pp. 219 y ss, 
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ción) y por lo tanto, a ocultar el papel desempeñado por el Estado. Es 
necesario enfocar el estudio de la intervención no como un hecho 
tepentino, sino como un proceso desplegado en el tiempo, es decir, 
como una tendencia histórica. 

Ciertamente con la administración Olaya se produjo una amplia- 
ción e intensificación de la intervención estatal, la cual se irá acen- 
tuando aun más en los períodos posteriores (hasta nuestros días). Se 
trata de la acentuación en forma cada vez más afirmativa de una 
tendencia que encuentra sus raíces, en cierto sentido, en el movimiento 
de la Regeneración como se ha dicho. Diversas circunstancias concu- 
rrieron para que se produjera tal fortalecimiento de la intervención 
estatal. Entre estas circunstancias tes necesario destacar el grado de 
desarrollo e integración que la economía nacional había adquirido 
hasta el momento de la gran depresión, sobre todo durante el auge de 
los años veintes, como lo advertíamos al comienzo del presente capítulo, 
de tal manera que el mecanismo de la economía nacional se había 
tornado mucho más sensible al fenómeno de las crisis externas. Asi- 
mismo, 'en dicho desarrollo e integración se hallaba: implicado: el 
Estado, el cual había adquirido mayores funciones económicas y había 
creado instituciones e instrumentos de acción sobre la economía. Por 
lo tanto, resulta apenas natural que el Estado reaccionata en su función 
anti-crisis, dado el grado de desarrollo e integración que previamente 
habían adquirido el Estado y la economía nacional. Sólo teniendo en 
cuenta los desarrollos precedentes se comprende por qué el Estado 
será un actor principal durante: la crisis y por qué deberá intensificar 
su papel en el desarrollo de dicho drama. Del manejo de la crisis saldrá 
un Estado con mayores funciones económicas. Ahora: bien, el fortaleci- 
miento de la intervención económica del Estado no: es sólo el resultado 
de la fuerza de los hechos; no se trata de una intervención surgida; 
ampliada o impuesta por la razón inapelable de los hechos, así éstos 
tengan el carácter de crisis. Concomitantemente: con la presencia de 
los hechos que imponen de facto la presencia de la intervención estatal, 
transcurren, de igual modo, las concepciones que postulan o legitiman 
la intervención. En este sentido la intervención es también el resultado 
de unas concepciones, de una ideología, de un proyecto político. Si 
para los años treinta se multiplican las concepciones y se intensifican 
los debates acerca del intervencionismo estatal, es necesario tener en 
cuenta que en los decenios anteriores la intervención estatal, además 
de producirse paulatinamente en los hechos, era ya un postulado, una 
concepción y se contemplaba también en los programas políticos. La in- 
tervención del Estado en la economía y en la sociedad tenía anuencia 
tanto en el partido conservador como en el liberal, Para citar sólo 
algunos casos, recuérdese, por ejemplo, los explícitos planteamientos 
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de Esteban Jaramillo, un connotado dirigente del partido conservador, 
acerca de la intervención del Estado, expuestos en su libro La reforma 
tributaria en Colombia, texto al cual le dedicamos algunos párrafos 
en capítulos anteriores. Por el lado del partido liberal, es bien cono- 
cida la historia de su renovación político-ideológica a propósito del 
Estado, consistente en el abandono de las viejas tesis del Estado liberal 
gendarme, no intervencionista, y la adopción de los postulados del in- 
tervencionismo estatal, renovación que había comenzado con Rafael 
Uribe Uribe, a quien hicimos referencia anteriormente, 

Las diferencias ya no se plantearán sobre si el Estado debe ser o 
no debe ser intervencionista; lo que motivará las diferencias y las 
polémicas será la forma, la intensidad, el sentido y la función de la 
intervención, Así, por ejemplo, cuestión fundamental en los debates 
sobre la intervención será el problema que plantea la intervención 
del Estado en razón. de las necesidades de la acumulación de capital, 
o en razón de las necesidades sociales: En el lenguaje propio de los 
debates políticos adelantados sobre la cuestión, el problema se ha tradu- 
cido en la controversia: de si el Estado. debe intervenir en función de 
las clases económicamente dominantes o en función de las clases po- 
pulares. Este debate, que se plantea en los albores mismos de la mo- 
dernización capitalista del país, adquirirá cada vez una mayor presencia 
y es motivo de diferencia entre los partidos y también en el seno de 
cada partido. 

Para el comienzo de los años treinta existían ya una práctica y 
unas concepciones de la intervención estatal, las cuales habían formado 
una significativa tradición que se modificará y enriquecerá con las ex- 
periencias posteriores, cuando se haría necesario abandonar ideas y 
mecanismos, y adoptar otros nuevos, gracias al impulso del aprendizaje 
propio y a la asimilación de las experiencias ajenas. En este capítulo 
final de nuestro trabajo nos proponemos describir algunos de los suce- 
sos principales que incidieron en la afirmación de la intervención eco- 
nómica del Estado'en la primera parte de los años treinta, llevando 
nuestra exposición hasta el momento en que la intervención fue ele- 
vada a norma constitucional, en 1936. 


1. El Fortalecimiento de la Intervención Económica del 
Estado en el Combate Contra la Crisis 


La crisis que había estallado en 1929 continuó agudizándose en 
los primeros años de la administración de Olaya Herrera, Durante los 
años de 1930 a 1932 continuó el descenso de las exportaciones e im- 
portaciones, de los impuestos de aduana y de los ingresos del Estado 
(véanse Cuadros Nos. 1, 4 y 10), con los respectivos efectos depresivos 
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sobre la economía nacional.* Todo el mecanismo de la crisis que hemos 
descrito en el capítulo anterior se agudizó en los años indicados. 
Esteban Jaramillo, en una declaración prensa, describía en 


los términos siguientes el ambiente | económico Y social que Teinaba 
en el país a fines de 1931: A 


Cuando tuve el peligroso honor de ser: llamado al Ministerio: de: 
Hacienda y Crédito Público en noviembre de 1931, regía en el país la: 
revolución social. A causa de la paralización de las industrias, del.: 
estancamiento del comercio, del paro de las obras públicas, de la baja. 
de los precios y de la ruina de los deudores, numerosas multitudés de 
obreros acosados por el hambre recorrían las calles y plazas; los ca- 
minos y veredas, pidiendo trabajo en forma amenazante; frente a las 
oficinas del Ministerio de Obras Públicas se reunía diariamente una 
muchedumbre de desocupados, esperando ansiosos la manera de ganar 
un pan por exiguo que fuese; el gobernador de uno de los departa- 
mentos más ricos en la época de la bonanza volaba hacia Bogotá en 
busca de defensa para el orden social amenazado por un verdadero 
ejército de obreros sin trabajo; a las puertas de la tesorería se agol- 
paba otro ejército de modestos servidores públicos exigiendo con an- 
siedad colérica el pago de sus salarios; la numerosa falange de deudores 
se agitaba en todo el país, organizaba comités, decretaba la huelga 
de los pagos y exigía del gobierno, de manera cada vez más impera- 
tiva, que aliviara en cualquier forma la poderosa carga de sus deudas, 
todo ello agravado con la perspectiva inminente de un pánico banca- 
rio, y con la propaganda incesante que hacían los pesimistas, los des- 
contentos y los accionistas de la catástrofe.* 


Si durante los primeros meses de la administración Olaya no se 
introdujo un radical cambio en la política del Estado, la agudización 
de la crisis, que afectaba tanto al capital como al trabajo, con la con- 
secuente explosión social, y la experiencia de los otros países que 
tomaban medidas no tradicionales frente a la crisis mundial, impon- 
drían dicho cambio de rumbo. 

En la Memoria de hacienda de 1932, el ministro Esteban Jaramillo 
subrayaba el hecho de que algunos países habían adoptado medidas tan 
trascendentales como el abandono del patrón de oro, la moratoria en 
el servicio de las deudas públicas, el alza de las tarifas aduaneras, el 
control de los cambios internacionales y de las exportaciones, con el 
fin de equilibrar la balanza de pagos y defender las reservas metálicas, 
También Colombia entraría en la adopción de tales medidas.* 


3) El precio del café descendió de US$ 0.28 la libra en 1928 a US$ 0.15 en 1929, luego a 
US$ 0.10 en 1930, y finalmente a US$ 0.08 por libra en 1931. Pérez Toro, José Alberto, “La 
gran depresión de 1930 en Colombia” en Comercio exterior, N9 11, Incomex, Bogotá, no- 
viembre de 1980, p. 44, 


4) Citado por Rodríguez, Gustavo Humberto, op, cit., p. 211. 
5) Memoria de hacienda 1932, pp. 3 y Ss. 
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En el centro de la crisis, como lo hemos descrito, se hallaba im- 
plicado el Estado y, como tal, estaba abocado de hecho a ser el actor 
principal en la ejecución de las medidas encaminadas a defender los 
sectores económicos y sociales afectados, así como al propio Estado. 
De ahí entonces que uno de los primeros y principales problemas que 
enfrentaba la administración Olaya fuese el de las finanzas del Estado, 
profundamente lesionadas por la crisis, deterioro que había generado 
y continuaba generando dramáticos efectos económicos y sociales (pa- 
ralización de las obras públicas, aumento del desempleo, etc.) Cuando 
Olaya tomó las riendas del gobierno el 7 de agosto de 1930, el déficit 
se calculaba en una suma no inferior a 32 millones de pesos,” y los 
ingresos del Estado continuaban descendiendo. De una parte, se trataba 
de hallar recursos inmediatos para cubrir el mencionado déficit, pro- 
veniente de una deuda de administración o de tesorería inmediata- 
mente exigible, y de otra, de hallar mecanismos para fortalecer los 
ingresos estatales. Para solucionar el problema del déficit el gobierno 
apeló'a la única vía: que parecía posible: el crédito bancario interno 
o externo. En cuanto a las gestiones de crédito interno resultaba claro 
que no podía contarse con los bancos 'comerciales por el estado en que 
se hallaban. Quedaba entonces el Banco de la República, pero éste, 
ante la reducción de las reservas, había puesto en práctica una política 
ortodoxa en materia crediticia y cambiaria que sólo favorecía al sector 
bancario. Al respecto, el ministro Esteban Jaramillo expresaba lo si- 
guiente: 


Y en cuanto al Banco de la República, este establecimiento, so- 
metido hasta entonces a una organización férrea e intocable, era una 
especie de recinto sagrado, arca cerrada para todo el mundo, menos 
para los bancos accionistas. Conforme a las ideas y principios que 
entonces predominaban... el Banco de la República era una casa en 
cuyas puertas se podía leer en grandes caracteres el siguiente aviso: 
“Aquí no entran ni el gobierno ni el público; los únicos que tienen 
acceso son los banqueros nacionales y extranjeros.” 7 


Aquella política de restricción del crédito aplicada por el Banco 
de la República hasta 1931 —y que fue objeto de duras críticas— con- 
tribuía a agravar la depresión. En este y en otros campos, el Banco 
demostraba su inadecuación como instrumento para enfrentar la 
crisis y la depresión, lo cual motivó la introducción de reformas en 
su política y organización. 

Cerrado el crédito interno el gobierno apeló a la banca extranjera, 
obteniendo un empréstito de 17 millones de dólares, otorgado por un 


6) Memoria de hacienda 1931, p. 7. 
7) Memoria de hacienda 1934, p. 10. 
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grupo de banqueros de Estados Unidos y Europa, encabezado por el 
National City Bank, de Nueva York, Aunque dicho empréstito se ótorgó 
sin otra garantía que la sola firma del Estado, según las' denuncias 
de la época, estaba ligado a las presiones sobre la nueva legislación 
petrolera, favorable a las compañías norteamericanas. 

El empréstito de los 17 millones de dólares alivió un poco la si- 
tuación: con él se pagaron deudas inaplazables, mejoró la condición 
de las finanzas públicas y privadas, aumentó el consumo y los medios 
de circulación y contuvo momentáneamente la deflación. Además, el 
congreso, por la Ley 20 de 1930, autorizó una emisión de bonos por 
valor de $ 6.000.000, en pagarés del tesoro al 8% anual, destinados a 
atender el pago de bonos ferroviarios pendientes y de deudas a favor 
de los departamentos,* lo cual también contribuyó a mitigar la si- 
tuación. 

En cuanto a las medidas para incrementar los ingresos corrientes 
del Estado, en diciembre 22 de 1930 se expidió la Ley 78 que estableció 
un impuesto del 2% sobre las primas de seguros y elevó los graváme- 
nes sobre las cervezas, fósforos, naipes, gasolina y sobre los derechos 
de registro. Estas medidas fiscales, así como las que se introdujeron 
posteriormente, tomadas en plena crisis económica, tendían a producir 
efectos contraproducentes agravantes de la depresión. 

En 1931 la crisis tocaba fondo. Ello reclamaba la puesta en ejecu- 
ción de medidas fundamentales por parte del Estado. El gobierno había 
contratado de nuevo los servicios de la Misión Kemmerer, la cual inició 
labores el 9 de agosto de 1930 y concluyó su trabajo el 21 de noviembre 
del mismo año. Producto de la segunda Misión Kemmerer fueron 17 
proyectos de ley y varios informes, de los cuales, sin' embargo, sólo 
unos pocos tenían alguna significación positiva en la lucha contra la 
crisis. La Misión había intervenido precisamente en la preparación 
de las Leyes 20 de 1930 (sobre emisión de bonos) y 78 del mismo año 
(sobre arbitrios fiscales) atrás citadas. Basadas en los proyectos de la 
misión se expidieron las siguientes leyes en el año de 1931: Ley 30, 
que estableció un impuesto de dos centavos a la exportación de ba- 
nano; Ley 79, orgánica del ramo de aduanas; Ley 43, sobre dirección 
general de rentas nacionales; Ley 82, reformatoria de la Ley 25 de 
1923, sobre organización del Banco de la República; Ley 57, sobre es- 
tablecimientos bancarios, reformatoria de la Ley 45 de 1923; Ley 
64, reformatoria de la Ley 34 de 1923, sobre presupuesto; Ley 81, or- 
génica del impuesto sobre la renta; Ley 29, orgánica del consejo admi- 
nistrativo de los Ferrocarriles Nacionales; además, en 1932, el gobierno 
expidió los decretos extraordinarios números 667 y 911, sobre impuesto 


8) Ibídem, p. 13. 
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de sucesiones y sobre organización de la Contraloría General de: la 
República, aprovechando para ello proyectos de la Misión.” 

De estas medidas, como lo subraya Patiño Rosselli, solamente las 
disposiciones contenidas en la Ley 82 tenían eficacia frente a la erisis. 
Tales disposiciones consistían en la ampliación del cupo del gobierno 
en un 15% en el capital y reservas del Banco emisor (adicional al 30% 
existente) y en la reducción del encaje en oro del Banco del 60% al 
50% de los billetes en circulación: y de los depósitos." 

Pese a que tales medidas, con la excepción mencionada, no con- 
tribuían a enfrentar la crisis, resultaban de todas maneras importan- 
tes, en el sentido de que incidían en el mejoramiento organizativo y 
funcional de algunos ámbitos fundamentales del Estado, tales como 
las aduanas, la administración de rentas nacionales, el presupuesto, 
la ampliación tributaria, ete. En cuanto a la cuestión presupuestal, por 
ejemplo, se introdujeron reformas que pretendían corregir algunos de- 
fectos en la administración de la ley presupuestal anual. A esos defectos 
y ala no observancia de ciertas normas presupuestales, la Misión impu- 
taba parte del déficit acumulado en 1930, La nueya ley presupuestal eli- 
minó la incertidumbre respecto del tiempo a considerar para el cómpu- 
to del promedio de rentas recaudadas, al fijar el concepto de tres años 
fiscales completos; atribuyó al ministro de hacienda la responsabilidad 
de la gestión presupuestal; estableció algunas restricciones «para la 
apertura de créditos adicionales, de los cuales se había abusado en el 
período anterior, etc.* De significación fue la Ley 81 que reformó el 
impuesto a la renta. En la exposición de motivos, la misión consideraba 
que el impuesto no funcionaba satisfactoriamente, que la carga impo- 
sitiva era desigual, y que existía “una generalísima evasión del im- 
puesto, especialmente por los ciudadanos colombianos”. Y agregaba: 

La misión: ha llegado a la conclusión de que las dos causas prin- 
cipales que contribuyen a la evasión del pago:del impuesto y a la 
falta de equidad en su imposición son el actual sistema de adminis- 

tración del impuesto y la falta de adecuada información que sirva a 

las autoridades para descubrir las evasiones y tasar las rentas. El 

proyecto que se acompaña, en cuanto modifica la actual ley del im- 

puesto sobre la renta, es principalmente un esfuerzo para remediar 

estas deficiencias.12 

Entre otros aspectos, dicha ley elevó la tarifa, precisó las distin- 
ciones entre las rentas bruta y líquida, reglamentó las deducciones y 


9) Ibídem, p. 15. 

10) Patiño Roselli, Alfonso, op, cit., pp 329-340. 

11) Proyectos de ley de la misión de consejeros financieros sobre establecimientos ban- 
carlos, Banco de la República y Presupuesto Nacional, Imprenta Nacional, Bogotá, 1930, 
pp. 77 y ss. 

12) Reorganización administrativa y fiscal. Proyectos de ley de la misión de consejeros 
financieros, imprenta Nacional, Bogotá, 1930, pp. 149-150. 
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exenciones, determinó el sistema de declaración y liquidación del Bra 
vamen, la declaración bajo juramento, etc. 

Si bien la reforma tributaria, el aumento o la ereación de nuevos 
impuestos tendía a ser contraproducente en el momento de la depre- 
sión, a la larga, resultarían fortaleciendo los ingresos tributarios del 
Estado. De momento, por lo menos, contribuían a evitar una caída 
mayor de tales ingresos, lo que resultaba beneficioso para el Estado. 

Si la segunda Misión Kemmerer, como lo han puesto de manifiesto 
diversos autores, resultaba infructuosa frente a la crisis, su fracaso 
no radica en el hecho de haber tomado las anteriores medidas, sino en 
el hecho de no haber tomado las medidas necesarias para enfrentar la 
crisis. Y no las tomó, porque consideraba intocables los postulados del 
patrón oro, la plena convertibilidad del billete y la libertad cambiaria, 
postulados que, para agravar la situación, recomendó que se siguie- 
ran sosteniendo, 


Sin embargo, simultáneamente a la aprobación de los proyectos 
de la Misión Kemmerer, el congreso expidió en el mismo año de 1931, 
otra serie de medidas, que a diferencia de las anteriores, resultaron 
eficaces ante la crisis, Estas medidas fueron las siguientes: la. expe- 
dición de la Ley 4%, por medio de la cual se derogó la llamada “ley 
de emergencia” (Decreto: 952 de. 1927). y.se elevaron los. derechos; de 
aduana para la importación de alimentos. Esta ley fue. recibida: con: 
alborozo por los agricultores que se habían visto afectados por. la cóm:- 
petencia y la reducción de precios para sus productos: La reanudación 


del proteccionismo aduanero para la agricultura fue complementado. 
con la Ley 62 que puso en vigor un nuevo arancel aduanero de orien= 
tación proteccionista, el cual tendía a favorecer la industria ** a la vez: 


que buscaba detener la caída de los ingresos aduaneros del Estado y 
la salida de oro. El arancel fue objeto de modificaciones posteriores, 
con el fin de despojarlo del carácter férreo con que se estableció y. de 
hacerlo más flexible respecto de los fines que debía cumplir: .protec= 
ción a las industrias, rendimiento de la renta y restricción de la salida 
de oro.'* Otra realización importante fue la creación de la Caja de 
Crédito Agrario e Industrial, la cual se hizo por intermedio de la Ley 
67 de 1931. La Caja, que se creó adscrita al Banco Agrícola Hipoteca- 
rio, NN separada de éste en 1932, por el Decreto N* 553, entrando a 


ON, . ; ES 


3) Acerca de la influencia de la crisis en el proceso de industrialización del país, el 
cual se vio favorecido durante la depresión, véanse, entre otros, los siguientes estudios: 
El trabajo pionero de Arrubla, Mario, Estudios sobre el subdesarrollo colombiano, Ed, La 
Oveja Negra, Medellín, 1969. Rodríguez, Oscar, Efectos de la gran depresión en la industria 
colombiana, Ed. La Carreta, Bogotá, 1972. Ocampo, José Antonio y Montenegro, Santiago, 
“La crisis mundial de los años treinta en Colombia” en Desarrollo y sociedad, N9 7, CEDE, 
Bogotá, enero de 1982, pp. 73 y ss. 


14) Memoria de hacienda 1932, pp. 109-110, 
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funcionar como entidad independiente. La creación de la Caja corres- 
pondió fundamentalmente a los viejos propósitos del sector agrario 
de contar con instituciones de crédito que otorgaran préstamos a los 
agricultores, necesidad que se había tornado apremiante con la res- 
tricción del crédito provocada por la depresión. La Caja comenzó a 
tener una incidencia inmediata al llenar un vacío financiero respecto 
de la agricultura.'* 

Entre las medidas de más acentuada significación tomadas en 
1931, año de mayor agudización de la crisis, se destacaron las Leyes 
99 y 119 de dicho año, por medio de las cuales se le otorgó al gobierno 
amplísimas facultades extraordinarias para “tomar las medidas finan- 
cieras y económicas que fuesen precisamente indispensables para con- 
jurar la crisis porque atraviesa el país”.** Las principales medidas 
tomadas en uso de las facultades extraordinarias obedecían al propó- 
sito inmediato de defender las reservas del país, cuyo descenso era 
motivo de: alarma: general. Dichas medidas. consistieron en el esta- 
blecimiento del embargo de oro, o sea, la suspensión de libre comercio 
de ese metal; en el establecimiento del control de los cambios inter- 
nacionales y de traslado de los tondos al exterior; se suprimió también 
la convertibilidad del billete y se marchó hacia la supresión del pa- 
trón oro, Se creó la Oficina de Control de Cambios, encargada de con- 
trolar el flujo de dineros al exterior; esta oficina podía incidir, a través 
de la devaluación del peso o de la preparación de un presupuesto de- 
ficitario, en el aumento de la oferta monetaria. A fines de 1933 se 
produciría una devaluación que traería efectos estimulantes para la 
exportación cafetera, Asimismo, se restringió la importación de mer- 
cancías, mediante la prohibición de introducir algunas y la elevación 
del arancel para otras; esta medida reforzó aún más el carácter pro- 
teccionista y fiscalista del nuevo arancel aduanero, Estas medidas tra- 
jeron consecuencias importantes: de una parte, las restricciones a las 
importaciones tendían a favorecer la producción nacional, y de otra, 
la defensa de las reservas, el control de cambios y de traslado de 
fondos al exterior, contribuía a crear condiciones propicias para que 
el Banco de la República entrara a otorgar crédito al gobierno, como 
efectivamente sucedió. Este último punto, o sea la financiación del 
Banco al gobierno, que implicaba una modificación fundamental de 
las relaciones entre las dos instituciones a partir de 1931, fue de radical 
importancia en el combate contra la crisis. Esteban Jaramillo descri- 
bió de la siguiente manera el ambiente económico y social que presionó 


15) Ibídem, pp. 90 y ss. 
16) Memoria de hacienda 1934, p. 17. 
17) Pérez Toro, J. A,, op. cit., yp. 58, 
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para que se produjera tal modificación (recuérdese cómo el Banco en 
el año anterior había negado el crédito al gobierno): 


Los más graves de esos problemas eran: la excesiva deflación o 
contracción monetaria con todos sus desastrosos efectos sobre la eco- 
nomía individual y pública; la existencia de una deuda de tesorería 
insoluta, que alcanzaba a más de $ 6.000.000, como resultado de la 
gestión financiera de 1931, deuda que no pudo solventarse a pesar de 
los ingentes esfuerzos del gobierno para reducir los gastos y aumentar 
los ingresos; la necesidad de proveer de algún crédito a la agricul- 
tura y a la pequeña industria privada, por medio de la organización 
de una entidad oficial que supliera la absoluta deficiencia del crédito 
bancario motivada por la crisis; la defectuosa dotación de la Caja 
Colombiana de Ahorros para atender a la efectiva y absoluta seguri- 
dad de los depósitos populares; la paralización completa de las obras 
públicas, algunas de ellas de imperiosa necesidad para infundir aliento 
a una economía profundamente quebrantada, entre las cuales había 
muchas inconclusas, que con un gasto moderado podían terminarse, 
sin lo cual carecían de toda utilidad práctica; un inmenso número 
de obreros sin trabajo, que contribuía a restringir más los consumos 
y que había creado ya un problema social y político amenazante, por 
las grandes proporciones que cada día iba tomando en todas las: re- 
giones del país, donde masas numerosas de desocupados pedían cla- 
morosamente al gobierno que les procurara trabajo lucrativo, todo 
ello agravado por la contracción del medio circulante y la paraliza. 
ción de las industrias y el comercio,18 ANTE ¿ 


Ri SS 
Las circunstancias descritas en la cita anterior, que podríamos 
resumir en la contracción monetaria, la. deuda de tesorería, la: necesi- 
dad de crédito, la paralización de las obras y de la producción, el cierre 
del mercado, la desocupación y la agitación política, que presionaban 
directamente sobre el Estado, perfilaban de hecho: la: medida que era 
urgente aplicar: el aumento del gasto estatal que sufragara la deuda 
de tesorería, reanudara las obras públicas, abriera el empleo, otorgara 
crédito y de ese modo ampliara el mercado y el medio circulante. La 
función anticrisis del Estado consistiría aquí, por lo tanto, en: la dina: 
mización de la economía a través del incremento del gasto público. 
El problema entonces radicaba en poder hallár los recursos para in- 
crementar el gasto. A continuación de lo anteriormente citado, Jara- 
millo agregaba: 


En presencia de tan peligrosa y delicada situación, cuando se 
cerraban por completo las puertas del crédito bancario y privado, el 
gobierno tuvo que poner a funcionar el crédito del Estado, y no pudo 
menos de apelar al Banco de la República, única institución que se 
hallaba en capacidad de suministrar fondos prestados, y que por causa 
de las medidas adoptadas por el gobierno para mantener sus encajes 


18) Ibídem, p. 36. 
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y. defenderlo contra todo movimiento de pánico, presentaba una situa 
ción de solvencia inconmovible. Fue esta una medida: impuesta por 
la necesidad y recibida con grande aplauso por la opinión pública.19 


La medida consistió en la realización de un contrato el 12 de 
diciembre de 1931, por medio del cual el Banco recibía del gobierno 
la concesión de administrar y explotar las salinas de Zipaquirá, Ne- 
mocón, Sesquilé y Tausa y, en contraprestación, se comprometía a 
anticiparle al gobierno la suma de $ 15.5 millones, avance que se cubri- 
ría con el producto de las salinas. Dichos fondos se destinaron en la 
siguiente forma: $ 6.0 millones para cubrir la deuda de tesorería; 
$ 3.0 millones para cancelar a los departamentos la deuda por subven- 
ción de carreteras; $ 3.5 millones para la Caja de Crédito Agrario e 
Industrial y la Caja Colombiana de Ahorros; un millón para préstamos 
a los Bancos Hipotecarios y a la Corporación Colombiana de Crédito; 
$ 1.2 millones para un “contrato con Antioquia; $ 7.5 millones para 
carreteras y un millón para edificios nacionales.* 

Los préstamos del Banco al gobierno. continuaron en los años 
subsiguientes, constituyendo. un instrumento fundamental en la polí- 
tica económica del Estado en el combate contra la crisis y la depresión: 
tanto en forma inmediata, a través del incremento de fondos para 
pagar a los acreedores del tesoro y para la reanimación de las obras 
públicas, como en forma mediata, a través del suministro de fondos 
para las instituciones de crédito que lo otorgaban al sector privado, 
la política de gastos del Estado, posibilitada por el crédito del Banco 
de la República, conllevaba un efecto expansivo que ostensiblemente 
contribuía a detener la depresión económica y a contrarrestar sus 
críticas consecuencias sociales, al incrementar el empleo, con el res- 
pectivo aliento para el mercado. Así, por ejemplo, la reapertura de 
las obras públicas vinculó: de nuevo a más de 50.000 obreros. Resu- 
miendo los. efectos de esta política frente a la crisis, el ministro 
Jaramillo expresaba: 


En tan críticos momentos se adquirieron cuantiosos fondos pres- 
tados al Banco de la República, y con ellos, entre otras cosas se pagó 
a los acreedores del tesoro, se fomentó el crédito agrario e industrial, 
se acometieron muy importantes obras públicas, que dieron trabajo 
a más de 50.000 obreros y negocio lucrativo a muchos proveedores, 
se puso a los departamentos en capacidad de realizar grandes obras 
públicas seccionales y se detuvo el descenso de los consumos y la baja 
de los precios.21 


19) Ibídem, pp. 36-37. 
20) Ibídem, pp. 40-41, 
21) Citado por Rodríguez, Gustavo Humberto, op, cit, p. 211. 
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Otras realizaciones notables fueron la creación del Consejo de la 
Economía Nacional (Ley 23 de 1931), la creación del Banco: Central 
Hipotecario (Decreto 711 de 1932) y las medidas sobre deudas ban- 
carias. El Banco Central Hipotecario fue creado con la condición inicial 
de que se dedicara a arreglar las deudas privadas existentes, parti- 
cularmente de los deudores de hipotecas. En cierta medida —dice Pérez 
Toro— los préstamos al público eran expansionistas “por cuanto podían 
pagar sus deudas a los bancos comerciales con cédulas hipotecarias 
compradas por un valor inferior al nominal”. Esta forma de pago se 
extendió también a los bonos emitidos por el gobierno.”? El problema 
de los deudores privados había llegado a convertirse en uno de los 
más graves de la crisis, de tal manera que motivó la intervención del 
Estado en este campo. El problema consistía en que mientras se man- 
tenía el monto nominal de la deuda y de los intereses, se reducía ver- 
tiginosamente la capacidad de pago de los deudores, por el descenso 
de los precios de los productos y la pérdida de valor de los bienes, 
dada la deflación económica del período. El problema era más grave 
para las deudas que se habían adquirido en el período. de inflación 
de la prosperidad a debe. Para solucionar el problema, el gobierno éx- 
pidió en 1932 una serie de: medidas: que: contemplaban, entre: otros 
muchos aspectos, la reducción de intereses, ampliación: de plazos, ea- 
pitalización de cuotas atrasadas, aplazamiento de los remates judiciales, 
reducción de los intereses de mora, rebaja de deudas, y. otras medidas 
que salvaron de la ruina a un contingente ie de o deu- 
dores.?* 

El tratamiento de la deuda externa fue:en cambio equívoco. en 2 la 
medida en que únicamente se decretó, en forma: gradual, una mora= 
toria parcial en el servicio de la deuda, a partir de-.1931.. El pago de la 
deuda externa absorbía importantes fondos que era necesario utilizar 
internamente para afrontar la crisis. Sólo hasta enero de 1934: se de- 
cretó la moratoria total. Esta política fue uno de: los aepertos más 
criticados de la administración Olaya. 

Un fenómeno que finalmente contribuyó a comilamentas los elec. 
tos depresivos de la crisis fue el conflicto con el Perú (1932-1933). El 
conflicto armado significó para el país la erogación extraordinaria de 
$ 44.319.381, suma que contribuyó a reanimar la economía, Para reunir 
esos recursos extraordinarios el gobierno ejecutó, entre otras, las si- 
guientes operaciones financieras: por la Ley 12 de 1932 se autorizó al 
gobierno para conseguir un préstamo de $ 10.0 millones por medio de 
la emisión de bonos internos de “un empréstito patriótico”; para aten- 


22) Pérez Toro, J. A., op. cit., pr. 02-63. 
23) Memoria de hacienda 1932, pp. 65 y ss. 
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der: el“servicio: de los bonos se crearon impuestos especiales sobre 
espectáculos públicos, loterías, giros al exterior y teléfonos. Se efec- 
tuaron diversas operaciones de crédito con el Banco de la República, 
por valor aproximado de $ 21.9 millones y además con el Banco Agrí- 
cola, Caja Colombiana de Ahorros, Banco Central Hipotecario y otros 
Bancos. 

Para amortizar el primer préstamo del Banco de la República de 
$ 5.0 millones, se estableció un “impuesto llamado cuota militar; se 
abrieron también suscripciones y donaciones.” Estos ingresos extraor- 
dinarios permitieron un incremento notable en los gastos del Estado, 
los cuales pasaron de $ 46.2 millones en 1932 a $ 75.0 millones en 
1934, En los mismos años los gastos militares de defensa nacional se 
elevaron de $ 3.5 millones a $ 20.4 millones, llegando a representar en 
1934 el 27,3% de los gastos totales (véase Cuadro N9 10). Entre otros 
efectos del: conflicto; además de los pertinentes al gasto mencionado, 
pueden citarse los siguientes: la apertura de las vías' hacia el sur del 
país, las cuales permitirían el flujo colonizador: al Caquetá y otras 
zonas; los aeródromos de Palanquero, El Guavito, Tres Esquinas y 
Buenaventura; la navegación colombiana en el Putumayo y Amazonas; 
algunas bases navales y el fortalecimiento del aparato militar del 
Estado.” Los gastos efectuados por el Estado a propósito del conflicto 
con el Perú produjeron un notable efecto expansivo en la economía 
nacional. El propósito del gobierno había sido no sólo defender la 
soberanía nacional sobre el trapecio amazónico, sino también utilizar 
el conflicto como un medio para enjugar el déficit fiscal y reactivar 
la economía. Como lo observa Pérez Toro, “la incidencia de un acci- 
dente histórico fue capitalizada para estimular la acción del Estado 
hacia el despegue económico”.** 

En 1933, los signos de la recuperación se hacían evidentes. A fines 
de este año se produjo una devaluación del peso que; según Ocampo 
y Montenegro, constituyó “la medida individualmente más importante 
en la recuperación económica, gracias a sus efectos sobre el precio in- 
terno del café”, lo cual se vio reforzado por una subida coyuntural en 
el mercado internacional del grano. Ello condujo a una expansión de 
la demanda monetaria de $ 33.2 millones entre 1933-1934, que “supe- 
raba en un 70% la producida por el incremento en los gastos de defensa 
entre 1932 y 1934”. El efecto inflacionario de la mencionada devalua- 
ción -—agregan los autores citados— “tuvo efectos benéficos para una 
economía que había sufrido una deflación muy fuerte”. A partir de 


24) Memoria de hacienda 1934, pp. 55 y ss. 

26) Ibídem. 

26) Pérez Toro, J, A., op. cit., p. 61. 

271) Ocampo, José Antonio y Montenegro, Santiago, op. cit., pp. 71-12. 
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1933 los indicadores de la economía y de las finanzas" del Estado co: 
menzaron a exhibir valores crecientes. Para 1934 el aumento de las 
exportaciones, de las importaciones y de los ingresos aduaneros era 
patente (véanse Cuadros Nos. 1 y 4). Pese a la reanimación de estos 
factores, resulta claro que, como lo hemos pretendido demostrar en 
este capítulo, la actuación del Estado fue el factor fundamental para 
contrarrestar los efectos depresivos de la crisis, defendiendo la econo- 
mía nacional de un posible mayor desastre, es decir, atenuando las con- 
secuencias nocivas de la crisis, y contribuyendo de manera decisiva 
a la recuperación. 

De la misma manera que al estallar la crisis el Estado fue un 
agente fundamental de incidencia y expansión de la crisis, también 
lo continuaría siendo para contrarrestar los efectos de dichas crisis y 
contribuír a la recuperación. Los gastos estatales atrás descritos (en 
donde el crédito del Banco de la República al gobierno jugó un papel 
fundamental), las medidas mencionadas (control de cambios, la supre- 
sión del patrón oro, el arancel proteccionista, el arreglo de las deudas, 
la moratoria en el pago de la deuda externa, la reducción de los en- 
cajes, la expansión del crédito del Banco emisor, la devaluación del 
peso, e inclusive la reforma fiscal) y las instituciones creadas (Caja 
Agraria y Banco Central Hipotecario) fueron los principales medios 
e instrumentos del Estado en su función anticrisis, El conjunto de 
estas medidas permitieron al Estado enfrentar la crisis con relativo 
éxito, y estas medidas, combinadas con la reposición de la exportación 
cafetera, posibilitaron iniciar la recuperación económica del país. La 
crisis, al provocar la puesta en ejecución de aquellos medios e instru- 
mentos por parte del Estado, había contribuído a afirmar y reforzar 
la función intervencionista del Estado. Por supuesto que no sólo la 
erisis económica provocaba la expansión de la intervención en este 
campo, sino que los conflictos sociales, agrarios y urbanos, las rela- 
ciones conflictivas entre el capital y el trabajo, generaban. asimismo 
la intervención del Estado en la regulación institucional de tales rela- 
ciones y de las condiciones de las clases populares. Durante la admi- 
nistración Olaya, por ejemplo, se expidió la Ley 83: de '1931, que 
reconoció el derecho a la sindicalización y reglamentó el ejercicio de 
la huelga; se gestó la ley de tierras que cristalizaría en el gobierno 
de López Pumarejo; se cambió la actitud del Estado frente al tra- 
tamiento y resolución de los conflictos sociales, que contrastaba con 
la asumida por el régimen de Abadía Méndez; en fin, se expidieron 
una serie de leyes de protección social, entre las cuales se destacaban 
las siguientes: la Ley 134 de 1931, que reguló la organización de coo- 
perativas; la Ley 45 de 1933 que señaló el régimen prestacional de los 
trabajadores de la Imprenta Nacional; la Ley 105 de 1933, que esta- 
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bleció la inembargabilidad parcial de los salarios; el Decreto 895 de 
1934, que limitó a 8 horas la jornada laboral; la Ley 10 de 1934; que 
creó las prestaciones sociales de vacaciones, cesantías por despido 
injusto y auxilio por enfermedad, para los trabajadores del sector 
privado; además, reformó algunas de las leyes anteriores, como la del 
seguro de vida obligatorio, descanso dominical, etc.” Todo ello indi- 
caba un profundo cambio en la intervención del Estado en la “cuestión 
social”, cambio que establecería una diferencia entre los gobiernos 
conservadores, que en general habían relegado a planos secundarios 
la proyección social del Estado, y los gobiernos liberales, que como el 
de Alfonso López Pumarejo, aplicarían una política de mayor dimen- 
sión social del Estado, . : 


2... Las Bases. Fiscales y. Legales del Estado Intervencionista, 
Las Reformas Tributaria y Constitucional de la Primera 
Administración de López Pumarejo 


De la. crisis, “como decíamos, salió fortalecida la tendencia del 
intervencionismo estatal. Para 1934, era una explícita realidad la fun- 
ción intervencionista del Estado. A ello se refería Esteban Jaramillo, 
un personaje que como pensador y funcionario había impulsado siem- 
pre la intervención estatal, cuando expresaba lo siguiente, resumiendo 


la experiencia reciente de la crisis: 


(...) El antiguo concepto económico se ha modificado profunda- 
mente. El capitalismo de hoy en adelante continuará creciendo, pero 
ya dentro de límites y conceptos que hasta ahora no había tenido. La 
tendencia intervencionista del Estado es ya un hecho indiscutible, que 
se ha impuesto en el mundo, al mismo tiempo que la convicción de 
que el Estado tiene una misión social que cumplir. Yo creo que el 
régimen capitalista continuará, pero con modificaciones que los tiem- 
pos mismos irán imponiendo como ahora se han impuesto. Refiriéndose 
específicamente a la intervención del Estado en Colombia agregaba: 
Creo muy difícil e inconveniente después de iniciada esa tendencia, 
abandonarla. No sé si ella determine un nuevo régimen económico, 
pero lo cierto es que se han demostrado los beneficios del control y 
la vigilancia del Estado sobre muchos campos en que antes no se 
ejercía. Esa acción intervencionista será en unos casos de simple su- 
pervigilancia y en otros buscará la reorganización del sistema que la 
exige. No puede desconocerse, por ejemplo, que hay industrias que 
necesitan de una reglamentación estricta, en forma parecida a la 
adoptada por el presidente Roosevelt con sus códigos de la NIRA, 
El Estado moderno está obligado a buscar por todos los medios po- 
sibles, para cumplir su misión social, la elevación de los salarios del 
trabajador hasta niveles equitativos, la baja de los precios y la re- 


28) Arriaga Andrade, Adán, “La obra social del partido liberal” en El liberalismo en 
el gobierno, Ed. Minerva, Bogotá, 1946, tomo II, pp. 241 y ss, Rodríguez, G. H., op. cit.., p. 22. 
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ducción de las horas de trabajo, al mismo tiempo que el mayor: ren: 
dimiento de la riqueza en explotación y el aprovechamiento racional 
de lo que aún está intacto. La intervención del Estado para conseguir 
esos reajustes se ejerce por los más diversos conductos. Este mismo 
movimiento de reflación monetaria que estamos presenciando en Co- 
lombia, que ha contribuído a la elevación de los precios y a la mayor 
elasticidad del crédito, constituye una franca intervención del Estado 
para reanimar la economía.?% 


Si la intervención del Estado colombiano era una realidad cum- 
plida y una tendencia para el futuro, chocaba, por lo pronto, con dos 
limitaciones: una, proveniente de la fragilidad de sus ingresos; la 
otra, hacía referencia a las condiciones formales de orden legal e ins- 
titucional en cuanto a las atribuciones para ejercer la intervención 
en forma amplia y permanente. Hacia la resolución de estas dos limi- 
taciones se orientarían la reforma tributaria de 1935 y la reforma 
constitucional de 1936, ambas durante la primera administración de 
López Pumarejo. : 

En cuanto a los ingresos estatales, resultaba claro que el Estado, 
con mayores funciones económicas y sociales, con una presión. cre- 
ciente sobre el volumen de sus gastos, es decir, que el Estado inter- 
vencionista no podía continuar dependiendo en una alta proporción 
de los ingresos de aduana, dada la vulnerabilidad y eventualidad de 
estos ingresos, como lo demostraba la crisis de la Primera Guerra Mun- 
dial, la crisis de 1920-21 y la reciente crisis internacional. Tampoco 
el Estado podía fincar sus espectativas financieras para impulsar el 
desarrollo en la exclusividad de los empréstitos externos, como había 
sido la tendencia predominante hasta el momento de la gran crisis, 
sino que era necesario asimismo movilizar los rectirsos, internos. para 
atender no sólo los gastos de administración sino también los gastos 
de inversión y los gastos sociales. Tampoco el Estado podía continuar 
indefinidamente con la práctica iniciada en 1931, de satisfacer sus ne- 
cesidades financieras con empréstitos suministrados por el Banco emi- 
sor, pues ello estaba ligado a los problemas monetarios de la inflación.* 
Sobre este último punto, el informe de la comisión de la cámara que 
estudió el proyecto de ley reformatorio del impuesto a la renta, ex- 
presaba: 


(...) pasadas las necesidades que se originaron en el conflicto 
internacional, el gobierno no puede seguir apelando a préstamos al 
Banco de la República para saldar posibles déficits presupuestales, 
sin provocar un movimiento de nueva desvalorización de nuestra mo- 


29) Citado por Patiño Rosselli, op. cit., pp. 583-594. 
30) Informe financiero del contralor general de la república de Colombia, corres- 
pondiente al año fiscal de 1936, p. 11. 
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neda, dificultando la estabilización del cambio y la estabilización in 
terna de los precios, y sin desfigurar totalmente la naturaleza del 
Banco de emisión.S1 
Tampoco el Estado intervencionista, que debía entonces movilizar 
los recursos internos del país, para sus necesidades fiscales, el equi- 
librio presupuestal y el incremento de sus gastos, podía continuar 
fundamentando sus finanzas en un régimen tributario de carácter re- 
gresivo, en donde los impuestos indirectos (de aduanas y consumo) 
representaban la mayor proporción, recayendo la carga tributaria 
principalmente sobre el universo poblacional de los bajos ingresos, 
mientras las altas rentas, los grandes patrimonios y el exceso de uti- 
lidades se veían exentos de tributación, Se planteaba entonces una 
contradicción entre las necesidades financieras del Estado intervencio- 
nista y la estrechez y el desequilibrio del régimen tributario. Se 
imponía, en consecuencia, la reforma tributaria: Ahora bien, como se 
sustentaba en la Exposición de motivos del mencionado proyecto de 
ley * y en el citado informe, el régimen tributario que requería el 
Estado intervencionista debía descansar ante todo en la" tributación 
directa, la cual representaba una mínima proporción en el régimen 
vigente, pese a que en 1918 se había introducido el impuesto a la renta 
y a las sucesivas reformas de que había sido objeto. La reforma tri- 
butaria de 1935 buscaba precisamente instalar la tributación directa 
y personal en la base del Estado intervencionista. En los documentos 
mencionados se argumentaban las cualidades de la tributación directa, 
personal y progresiva como el mecanismo más apropiado para la cap- 
tación equitativa de las rentas según la capacidad tributaria de las 
personas; como instrumento eficaz de política económica y social; como 
medio “para la resolución de ciertos problemas sociales y para la orien- 
tación y reforma de la organización económica nacional”. La citada 
Exposición de motivos expresaba: 
(...) Lo que sí no es dudoso es que el renglón más importante 

de las entradas fiscales debe estar constituído por los impuestos di- 

rectos progresivos que responden mejor a las exigencias jurídicas, 

económicas y políticas del Estado moderno, pues sólo mediante esos 

tributos pueden afectarse las grandes fortunas en forma sensible, para 

hacerlas contribuír a los gastos públicos en mayor escala que las pe- 

quefñias, y se evita en parte muy considerable la traslación, defecto 

propio de los impuestos indirectos.t 

La perspectiva era también la de convertir el impuesto en un ins- 
trumento de política económica y social, de dotar al Estado de un 


31) Anales de la cámara de representantes, N0 71, viernes 11 de octubre de 1935, p. 890. 
32) Ibídem, pp. 875 y ss. 

38) Ibídem, p. 884, 

34) Ibídem, p. 875. 
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instrumento para la “distribución de la riqueza y como correctivo de 
las desigualdades sociales”.*% 

La reforma, que afectaba los altos ingresos, contó naturalmente 
con la enconada oposición de los gremios económicos (liberales y con- 
servadores), los cuales, para combatirla, se organizaron en la famosa 
Asociación Patriótica Económica Nacional (APEN).* Estos grupos, 
que pedían la protección del Estado para sus negocios, pero que no 
aportaban al fisco para la ejecución de la política que los beneficiaba, 
siempre se habían opuesto a los intentos de reforma tributaria fun- 
damental, y sólo habían admitido tímidas modificaciones. Pero el 
control total del congreso porel partido liberal, que había tomado 
como bandera fundamental la ejecución de la reforma, permitió que 
ésta se realizara, convirtiéndose en la Ley 78 de 1935, complementada 
con otras disposiciones en el año de 1936. Los cambios principales 
fueron los siguientes: elevó ostensiblemente la tarifa para las rentas 
altas, haciendo pasar del 8% al 17% la tarifa mayor; modificó las dis- 
posiciones sobre exenciones y deducciones, terminando con los abusos 
que permitían la evaporación de la renta gravable; incorporó el eri. 
terio de que la renta consolidada por la posesión de un capital debe 
gravarse más que la que se origina en el simple trabajo, para lo cual 
se creó el impuesto adicional sobre el valor del patrimonio; se esta- 
bleció asimismo el impuesto sobre el exceso de utilidades, como adi- 
cional al de renta; estableció procedimientos y normas para evitar los 
fraudes y las evasiones. Además, se modificó la Constitución nacional 
para permitir la inspección de documentos privados con fines tributa- 
rios. En 1936 se reformó totalmente el impuesto de herencias, asigna- 
ciones y donaciones, introduciendo en este campo la tarifa progresiva 
y normas para evitar fraudes y evasiones. *? 

Como efecto de la reforma tributaria, a partir de 1936 los ingresos 
por concepto de impuesto a la renta y complementarios (patrimonio y 
exceso de utilidades) comenzaron a presentar una tendencia alcista 
(véanse Cuadros Nos. 4 y 32), hasta llegar a convertirse con el tiempo 
en la entrada fiscal más importante del Estado. Si para 1936 repre 
sentaban el 12,4% de los ingresos ordinarios, ya para 1940 represen- 
taban el 27.7% de tales ingresos (véase Cuadro N9 32). Con la reforma 
tributaria, tal vez la principal reforma de la administración López 
Pumarejo, el Estado adquiría una base financiera interna y consistente, 


35) Ibídem, p. 384, Después de lo dicho anteriormente, resulta verdaderamente estre- 
cha aquella interpretación de la reforma tributaria de 1935, que la reduce simplemente a 
la necesidad de expandir el mercado interno, Este era un factor entre otros muchos, y 
no el fundamental. 

36) Tirado Mejía, Alvaro, Aspectos políticos del primer gobierno de Alfonso López 
Pumarejo 1934-38, Procultura S. A., Instituto Colombiano de Cultura, Bogotá, 1981, p. 95. 

37) Lleras Restrepo, Carlos, “La obra económica y fiscal del liberalismo”, en El libe- 
ralísmo en el gobierno..., pp. 59 y ss. 
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in instrumento de política económica, un régimen fiscal de fortale- 
cimiento económico que le permitiría ir ejecutando y ampliando sus 
funciones económicas. Este fortalecimiento económico del Estado iría 
acompañado asimismo de su fortalecimiento en la esfera de lo polí- 
tico. Este proceso es señalado por Francisco Leal, en los siguientes 
términos: 

Con esta reforma la estructura política fue adquiriendo ascen- 
dentemente una mayor autonomía relativa, permitiendo progresiva- 
mente la integración burocrática de los grupos con mayor moviliza- 
ción social. Así, con el paulatino aumento del poder económico, el 
Estado fue concentrando correlativamente mayor poder político ins- 
titucional con la capacidad de ampliación cada vez mayor de su bu- 
rocracia, fundamentada en la captación político-ideológica de los 
expansivos grupos medios a través de las clientelas partidarias.38 


CUADRO N? 32 


IMPUESTOS DE RENTA, PATRIMONIO Y EXCESO DE UTILIDADES 


IMPUESTOS . % sobre el 

Total ingresos Exceso de total de ingre- 

Años ordinarios Renta Patrimonio utilidades Total - sos ordinarios 
1935 .... 57.360 4.340 = = 4.340 7.6 
1936 .... 70.062 8.701 — = 8.701 12.4 
1937 .... 82.606 10.242 3.769 1.508 15.520 18.8 
1938 .... 84,420 11.660 4,057 2.460 18.178 21.5 
1939 .... 91.389 12.417 4.564 2.371 19.353 21.2 
1940 .... 79,140 13,919 5.541 2.476 21.967 27.7 


A 1 


Fuente: Anuario general de estadística. 


Como lo subraya Leal, el fortalecimiento económico y político- 
institucional del Estado, lo convertiría en ún “codiciado botín político” 
para las fracciones de clase dominantes, del cual no podían prescindir. 
A partir de entonces se agudizaría la lucha política por el control 
del Estado. 

Finalmente, para el ejercicio pleno y permanente de la interven- 
ción, el Estado debía contar con una formalidad jurídica apropiada, 
puesto que, como se había visto, gran parte de esa intervención se 
había efectuado, sobre todo en las oportunidades críticas, bajo la fi- 
gura jurídica de las facultades extraordinarias, en uso de las cuales se 


38) Leal Buitrago, Francisco, Estudio del cemportamiento legislativo en Colombia, Aná- 
lists histórico del desarrollo político nacional, 1930-1970, "Tercer Mundo, Bogotá, 1973, tomo 1, 
p. 39 
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expedían las medidas intervencionis! ra necesario que la inter- 
vención económica del Estado se asumiera como una atribución de 
carácter constitucional. Ello se produjo en la reforma constitucional 
de 1936, la cual consagró el principio de la intervención económica en 
los siguientes términos: 


Artículo HL, El Estado puede intervenir por medio de leyes en: la 
explotación de industrias o empresas públicas o privadas, con el fin 
de racionalizar la producción, distribución y consumo. de las. riquezas, 
o de dar al trabajador la justa protección a que tiene derecho. Pará- 
grafo, Las leyes que se dicten en ejercicio de la facultad que otorga 
este artículo, requieren para su aprobación el voto favorable de la 
mayoría absoluta de los miembros de una y otra cámara.3% 


De este modo, con las reformas tributaria y constitucional, crista- 
lizaba en términos explícitos, formales y reales, la intervención eco- 
nómica del Estado, cuyo proceso de formación paulatina como tendencia 
lo veíamos acentuarse desde la crisis de la Primera Guerra Mundial, 
intervención que al mismo tiempo que se gestaba cumplía una fun- 
ción activa en el proceso de modernización capitalista del país. 


89) Tirado Mejía, Alvaro y Velásquez, Magdala, La reforma constitucional de 1936, Ex. 
Oveja Negra, Bogotá, 1982, p. 139, 
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CONCLUSIONES 


De lo desarrollado en el presente trabajo, pueden establecerse las 
siguientes conclusiones generales: 

1. Como lo sugeríamos en la introducción al presente trabajo, la 
intervención del Estado en la economía es un proceso, una tendencia 
que se inicia con mucha anticipación al establecimiento de la Repú- 
blica Liberal, período de gobierno del cual es corriente afirmar, sobre 
todo por la historiografía apolegética de éste, que fue el gestor his- 
tórico de la mencionada intervención. En la constatación histórica de 
nuestra formulación inicial, hemos podido mostrar, con la descripción 
más o menos detallada de los hechos de la intervención estatal, que 
la indicada tendencia se inició en el siglo XIX, con la Regeneración 
(lo cual no quiere decir —como se ha mostrado— que el Estado estu- 
viese totalmente ausente de la economía durante la etapa federal y 
de “Estado gendarme”, pues siempre guardaba un mínimo de inter- 
vención en la economía), se fortalecía, dicha tendencia, en los comien- 
zos del siglo XX, con el Quinquenio, y era ya verdaderamente explícita 
al momento coyuntural creado por la Primera Guerra Mundial. Para 
esta crítica coyuntura, el Estado colombiano ejercía ya un cierto grado 
de intervención en algunas áreas de la economía, tales como en la 
construcción de vías de comunicación (ferrocarriles, etc.), en el su- 
ministro de algunos servicios públicos urbanos, en la organización y 
en el manejo del régimen monetario, y a través del régimen fiscal (que 
es de hecho una forma de intervención directa) influía en la distribu- 
ción del ingreso, y, por intermedio de los impuestos de aduana, es decir, 
del arancel aduanero, incidía en el comercio de importación. A través 
de estas áreas de intervención el Estado generaba un conjunto de efec- 
tos significactivos para los diversos sectores de la economía nacional. 

Si estas eran las principales áreas de intervención del Estado en el 
monvento de la coyuntura de la Primera Guerra Mundial, tanto la 
crisis generada por la guerra, como los problemas que afrontaba el 
desarrollo de los sectores que jalonaban la modernización capitalista 
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del país, generados tiempo atrás y ya explicitos en dicho período, 
creaban, a su turno, mayores exigencias al Estado. La economía cafe- 
tera de exportación, el comercio de importación, la producción indus- 
trial, la agricultura de mercado interno y el proceso de urbanización, 
reclamaban una mayor intervención del Estado en la creación, am- 
pliación o desarrollo de determinadas condiciones demandadas para 
su desarrollo, condiciones cuya precariedad o ausencia constituían los 
problemas o los bloqueos que enfrentaba el desarrollo. La crisis de 
guerra tornaba más agudos dichos problemas. Estas variadas cuestiones 
tendían a concretarse en dos fundamentales: la necesidad de desa- 
rrollar las vías de transporte según los requerimientos del comercio 
exterior y del comercio interior, y la necesidad de estructurar el ré- 
gimen monetario, bancario y financiero del país, en forma apropiada 
a las demandas de la modernización capitalista. El Estado, por lo con- 
siguiente, debía. intervenir enla resolución de estos problemas básicos. 
De una: parte, la. demanda de vías: de transporte y. de otras condiciones 
materiales, es. decir, el “adelanto de: las obras públicas, implicaba para 
el Estado la erogación de ingentes sumas que remitían a los problemas 
de sus finanzas. De otro. lado, los: problemas atinentes al régimen 
monetario exigían una intervención de carácter decisivo por parte del 
Estado en su solución. Los problemas de financiación estatal, dada la 
debilidad estructural de los ingresos corrientes del Estado, centrados 
en los impuestos de aduana, y la renuencia de las clases dominantes 
a una reforma tributaria que movilizara recursos internos a través de 
la tributación directa, conducirá a fincar todas las esperanzas en el 
capital extranjero como vía para el fomento de las obras públicas, El 
segundo problema conducirá a la implantación de reformas y a la 
creación de instituciones encaminadas a organizar apropiadamente el 
régimen monetario, bancario y financiero. En el decenio de los años 
veinte se marchó en esa dirección. De un lado, el Estado organizó el ré- 
gimen monetario, bancario y financiero (durante la administración 
Ospina, con las reformas originadas en la Misión Kemmerer: creación 
del Banco de la República, etc.) y de otra, obtuvo los grandes em- 
préstitos para el desarrollo de las obras públicas. De este modo, el 
Estado se convirtió en el agente principal del desarrollo “desordenado” 
de los años veinte. Se trataba de un impulso estatal al desarrollo 
fundamentado en dos condiciones “externas” y vulnerables: los em- 
préstitos externos y los ingresos de aduana. La gran crisis mundial 
que estalló en 1929, produjo un colapso en dichas condiciones finan- 
cieras del Estado, generando la imposibilidad de continuar el impulso 
estatal de las obras públicas, que a su vez habían beneficiado el de- 
sarrollo de los diversos sectores de la economía. De la misma manera 
que el Estado había sido un agente del auge, ahora se convertía en un 
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agente expansivo de la crisis. Al sobrevenir la crisis'el Estado deberá 
imperativamente reaccionar contra ella, desplegando: su función anti- 
crisis, poniendo en práctica una política de intervención antidepresiva. 
Ello se produjo a partir de 1931. En el combate contra la crisis el 
Estado se vio obligado a tomar diversas medidas económicas que in- 
tensificaron y ampliaron su intervención en la economía. De: la crisis 
de los años 30 brotaba un Estado de mayor proyección intervencio: 
nista en el funcionamiento del sistema económico nacional, 

2. El proceso vivido en la trayectoria de la intervención antes de 
los años treinta, había puesto de manifiesto una contradicción que se 
instalaba en el seno del Estado intervencionista. Se trataba de la. in- 
congruencia entre las funciones económicas del Estado que implicaban 
la erogación de un gasto creciente y la estrechez y vulnerabilidad de 
los ingresos estatales. Esta contradicción había aflorado en la crisis 
de la Primera Guerra Mundial, y también en la crisis de 1920-21. Tam- 
bién desde el período de la Primera Guerra Mundial se habían pre- 
sentado las propuestas para reorganizar el régimen fiscal en forma 
más apropiada, que la existente, para las funciones del Estado inter- 
vencionista. Ese nuevo régimen aludía a la implantación de la tributa- 
ción directa, al establecimiento del impuesto a la renta. Pese a su 
introducción en 1918, tal impuesto no había traído los beneficios espera- 
dos. La crisis de los años treinta reactualizaba el problema. De ahí que 
entonces se imponía, ante las exigencias de un Estado intervencionista, 
la necesidad de convertir la tributación directa en la base de los ingre- 
sos estatales. En ello se avanzó con la reforma tributaria de 1935, 

3. Como quiera que la problemática social surgía vinculada al 
proceso de modernización capitalista, la presencia del Estado también 
estaba implicada en el orden de dicha problemática. Concretamente, 
debía intervenir en la regulación de las relaciones conflictivas entre 
el capital y el trabajo. Dados los conflictos suscitados en los años de 
posguerra, el Estado comenzó a avanzar, a partir de 1919, en la crea- 
ción de las condiciones jurídicas e institucionales para la regulación 
de las relaciones entre el capital y el trabajo. No obstante, grandes 
obstáculos se levantaban en este tópico, de tal manera que la función 
reguladora del Estado en la cuestión social resultaba notablemente li- 
mitada. En este sentido, sólo a partir de los años 30, con el estable- 
cimiento de los gobiernos liberales, se crearon las condiciones para 
que el Estado pudiera desarrollar ampliamente sus funciones respecto 
a la “cuestión social”. En el tratamiento de la cuestión social, surge 
en consecuencia, una notable diferencia entre el régimen de los go- 
biernos conservadores y el régimen de los gobiernos liberales. 

4. La intervención del Estado antes de 1936, tampoco es de ca- 
rácter casual, eventual u ocasional, como en algunos casos se afirma. 
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En este sentido, y como se desprende del presente trabajo; durante el 
período aquí estudiado la intervención se presenta como un proceso, 
como una tendencia asociada a condiciones fundamentales: a una con- 
dición de naturaleza estructural, y a otras condiciones de carácter co- 
yuntural. De una parte, como se ha podido observar, la intervención del 
Estado se hallaba de hecho implicada en las relaciones propias del 
sistema económico en proceso de modernización capitalista. De otra 
parte, esta tendencia se afirmaba, ampliaba e intensificaba según las 
condiciones que generaban los momentos coyunturales. En este último 
sentido, el proceso de la intervención se asocia a los ciclos cortos de 
la economía nacional, en los cuales el Estado tiene una función activa. 
Atendiendo al proceso de la intervención, hemos visto su trayectoria 
asociada a los momentos de auge y depresión de la economía nacional, 
en la siguiente forma: a) Coyuntura de la Primera Guerra Mundial 
precedida de un período de auge iniciado en 1912, y seguida de un 
breve auge de posguerra que dura hasta 1920; b) A partir de 1920 se 
genera una breve crisis. internacional, con efectos para el país, que 
en cierta forma anuncia la gran: crisis; c) El período de gran auge 
que comienza en 1923 y termina en 1928; d) A partir de 1928 se pre- 
sentan algunos síntomas de depresión, que se conjugan luego en la 
gran crisis que estalla en 1929; e) A partir de 1933 comienzan a hacerse 
patentes los síntomas de la recuperación. 

En el transcurso de estos cortos ciclos, el Estado despliega una 
función activa de intromisión que refuerza la tendencia del interven- 
cionismo. Como ha podido apreciarse, el Estado, durante el período 
aquí estudiado, estaba muy lejos de ser un simple espectador de la 
economía, o un ente pasivo del desarrollo. 

5. En el proceso de la intervención económica del Estado, tampoco 
ha sido observable, como decíamos en la introducción, una mecánica 
de instrumentalización del Estado por una fracción o gremio eco- 
nómico. Pese a que en ciertos momentos, determinada política o me- 
dida económica tendía a beneficiar más a un sector que al otro, o que 
afectaba más a unos que «a otros, dicha medida o política correspondía 
siempre al orden de exigencias de un cierto grado de generalidad. De 
todo lo expuesto, se puede concluír que la función intervencionista 
del Estado en la economía tendía a responder a una constante general: 
la modernización capitalista de la economía, para lo cual el Estado 
debía impulsar ciertas condiciones de carácter general (obras públicas, 
etc.) y al mismo tiempo, transformarse a sí mismo, según los requeri- 
mientos de tal modernización. En el orden de dicha constante de la 
intervención, se producen los ajustes y desajustes, los desequilibrios y 
los avances, se benefician unos sectores y se afectan otros, ello, por el 
alto grado de heterogeneidad de la economía y de la sociedad, en donde 
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reina el interés privado. Es necesario entender que la intervención se 
genera en ese contexto, que le determina sus posibilidades a la vez que 
sus limitaciones. En el período aquí estudiado, la intervención del Esta- 
do correspondía a la creación de las condiciones generales de acumula- 
ción que requería la modernización capitalista del país. Para ello, la 
intervención se realizaba a través de la legislación reguladora, de la 
creación de instituciones de función económica, etc., y, desde luego, a 
través de la intervención directa de las finanzas estatales, es decir, de 
los ingresos, y sobre todo, del gasto público, En este orden se privilegió 
en la política económica de intervención estatal la función de acumu- 
lación (como se puede observar en la legislación y los gastos de fomento 
económico), y se relegó a planos secundarios la función de legitima- 
ción (como lo demuestra, sobre todo para el período: anterior a 1930, 
la precariedad de la legislación y de los gastos sociales). Este desequi- 
librio produjo la deslegitimación del Estado bajo el régimen conser- 
vador del último quinquenio de los años treinta. 

6. El hecho de que el Estado dependiese —en el plano de sus fi- 
nanzas que determinan su capacidad de intervención directa— princi- 
palmente de los impuestos de aduana y de los empréstitos externos, 
traía como consecuencia para el Estado una férrea dependencia ex- 
terna incontrolable. De una parte, se ligaba al destino del comercio 
exterior, del mercado mundial, a través del sector exportador cafetero, 
que permitía realizar las importaciones, las cuales suministraban los 
ingresos por concepto de aduanas. Esta dependencia arrojaba al Estado 
a los avatares del mercado mundial, el cual a la vez que le resultaba 
incontrolable, le marcaba el límite de sus posibilidades e imposibili- 
dades, Era una férrea dependencia que marcaba, estructuralmente, 
una frágil condición para el Estado intervencionista. Ello correspondía 
al “modelo de desarrollo hacia afuera” —basado en el sector expor- 
tador y el mercado mundial—- y por ende, a las relaciones de depen- 
dencia estructural de la economía, a las cuales se articulaba el Estado. 

De otra parte, y correspondiendo al modelo externalista de depen- 
dencia, el haber hecho descansar la intervención del Estado para 
impulsar el desarrollo en el crédito externo, en los empréstitos ex- 
teríores, creaba un complejo cuadro de dependencia financiera para el 
Estado que, dadas las circunstancias concretas en que se produjo, 
comprometía los recursos del país, las riquezas naturales como el pe- 
tróleo y hasta parte de la soberanía nacional, como en el caso de los 
enclaves. Era el drama de la dependencia financiera del capital ex- 
tranjero, para el Estado y el país. Si bien las “condiciones externas”, 
esto es, el comercio exterior y los empréstitos, constituían la base fi- 
nenciera principal para el Estado intervencionista, que le demarcaban 
a la vez los alcances y las limitaciones, y señalaban las funciones, como 
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la de garantizar la articulación de la economía al mercado mundila, etc., 
el Estado, sin embargo, no reducía sus funciones a los requerimientos 
del sector externo, El Estado tenía y se le exigía al mismo tiempo una 
función igualmente intensa respecto de la economía interior, es decir, 
respecto de la economía nacional, entendida como economía interior. En 
este sentido se le planteaba al Estado una contradicción: se trataba de la 
contradicción entre las bases financieras externas del Estado y las exi- 
gencias de intervención en el cuadro de la economía interior, en fun- 
ción del desarrollo de los sectores económicos, del mercado y de la 
acumulación nacionales, es decir, en función del “modelo de desarrollo 
hacia adentro”, basado en el mercado interior y la industrialización. 

Esta contradicción permanecía latente en los momentos de auge 
delas exportaciones y de los empréstitos externos, y se tornaba ex- 
plícita y aguda en los momentos de las crisis internacionales que afec- 
taban directamente al: país. En- estos momentos de crisis se retornaba 
siempre a plantear, al.lado de la función anticrisis para defender la 
economía nacional, la necesidad de dotar al Estado intervencionista 
de una base interna en sus finanzas. Era:entonces cuando se ponía al 
orden del día la necesidad de la reforma fiscal encaminada a movilizar 
los recursos internos a través de la tributación directa. El proceso 
moderno de la reforma fiscal se inició en 1918, y continuó en años pos- 
teriores, hasta alcanzar en 1935 un punto culminante. A partir de en- 
tonces los impuestos internos le otorgarían al Estado una importante 
base interior de financiación para el ejercicio de la intervención. Sin 
embargo, el Estado, ya en los momentos de auge o de crisis, ya en el 
modelo de desarrollo hacia afuera o hacia adentro, siempre desplegó 
una política de intervención, no sólo dirigida a garantizar la articula- 
ción de la economía nacional al mercado mundial, sino también orien- 
tada al desarrollo de los sectores de la economía interna, del mercado 
interno y de la acumulación nacional. Fue esta permanente presencia 
activa del Estado en el desarrollo de la economía interior lo que con- 
tribuyó a la transición dela economía exportadora hacia un modelo 
de economía interior; y que coadyuvó de manera decisiva a perfilar el 
desarrollo de la economía nacional. 
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